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INTRODUCCIÓN





INTRODUCCIÓN

Por GUSTAVO SUÁREZ PERTIERRA

Hay ocasiones en que merece la pena enfrentar el estudio de un

p roblema concreto. Así, la oportunidad, los perfiles específicos de la

operación y la participación de España, motivó que el pasado

C u a d e rn o, correspondiente al año 2006, fuera dedicado a un estudio de

caso: Haití. Pero hay momentos en los que resulta, si no obligado, al

menos conveniente acercarse a un análisis global de los pro b l e m a s .

Esta es, en nuestro criterio, la ocasión en presencia. Los acontecimien-

tos del pasado año en el continente, los movimientos producidos, las

tendencias que se adivinan, presentan un panorama necesitado de

análisis sereno desde la visión española de una realidad tan próxima

como es la ibero a m e r i c a n a .

El escenario iberoamericano ha sido, en primer lugar, la sede de movi-

mientos políticos de singular envergadura. En este período se ha produci-

do una extraordinaria concentración de elecciones en la región, tanto pre-

sidenciales, como parlamentarias y municipales. Tan sólo en el ámbito

presidencial, desde diciembre de 2005 hasta la actualidad, han sido trece

las convocatorias electorales (1). Esto ha producido cambios importantes

que vienen siendo reiteradamente analizados por los especialistas. Pero

conviene destacar ante todo, como hace la generalidad de los analistas,

la tranquilidad con que se han llevado a cabo los procesos electorales y
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(1) Vid. el Especial «Elecciones América Latina 2005-2007», http://www.realinstitutoelca-
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la normalidad con que las sociedades nacionales incorporan los resulta-

dos del ejercicio del sufragio democrático. Y ello porque esta aceptación

social constituye en buena medida una novedad que se ha generalizado

en la región y un dato especialmente relevante para comprender la enver-

gadura del cambio. Y esto vale, incluso, para aquellos procesos que,

como el caso de México, presentan un cuadro de crisis que exige actua-

ciones contundentes de la administración electoral en un clima social de

confrontación. En el fondo, pudiera decirse que las sociedades apuestan

por la estabilidad. Parece que las veleidades de la última década, que pro-

vocaron que varios presidentes de gobierno no acabaran su mandato,

quedan sobrepasadas a pesar de las tensiones de diferente signo.

En general, pues, los procesos han sido bien resueltos y han dado

lugar a detenidos análisis que, si en un principio pudieron ser tachados de

simplistas ante la expectativa del llamado giro a la izquierda de la región,

han ido decantando constantes, semejanzas y diferencias que permiten

encontrar hoy un panorama despejado al que los interesados pueden

acercarse con cierta perspectiva.

En concreto, pueden detectarse tanto continuidades como rupturas en

los resultados electorales, de modo que desde una perspectiva global

pueden ser tachados de ambivalentes (2) o encontrarse en ellos ciertas

constantes como la tendencia a la reelección presidencial (3). Pero, en

cualquier caso, va siendo común la idea de considerar que los clásicos

conceptos izquierda-derecha se quedan cortos para caracterizar una

situación especialmente heterogénea.

Se presenta ciertamente un replanteamiento de la ubicación política

de muchos gobiernos latinoamericanos, que se sitúan, en términos clási-

cos, desde el centro a la izquierda política. Pero no parece dudoso que

deban aplicarse multitud de matices a los intentos de alineamiento ideo-

lógico que sin duda resultan forzados. No es posible considerar global-

mente los gobiernos de Chile, Perú, Brasil, Uruguay o Panamá y quizá

A rgentina con los gobiernos de Venezuela, Bolivia y, acaso, Ecuador y

Nicaragua. Quizá fuera necesario distinguir entre aquellos países en los

que se apuesta por el reforzamiento y la consolidación de las institucio-

nes estatales, a la vez que por una mayor apertura al mercado, y los que
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(2) Así, SEPÚLVEDA, I., en su estudio «Cambio, renovación y revolución. Balance del ciclo elec-
toral iberoamericano», incluido en este Cuaderno Iberoamericano.

(3) Vid. MALAMUD, C.: «Iberoamérica: un año convulso», en Panorama estratégico 2006 –
2007, Madrid, 2007, p. 130.



apuestan claramente por una mayor intervención del Estado a la par que

por la redefinición de las democracias re p resentativas. Las fórmulas m á s

Estado y más mercado f rente a más Estado y menos mercado p o n e n

s o b re la pista de una distribución de los modelos entre la socialdemo-

cracia y los populismos (4).

En definitiva, pudiera decirse que es posible encontrar en el mapa polí-

tico latinoamericano desde una izquierda clásica tendiendo al centro,

unos modelos que se alinean entre la derecha y la centroderecha, y los

nacionalpopulismos; todos los grupos, no sólo el último, dotados de sin-

gularidades que confieren a los gobiernos una personalidad propia. Desde

una óptica de superación de las corrientes políticas neoliberales, que son

para muchos lo que explica la convulsión electoral de la región, se ha

intentado definir ciertos «ejes de orientación política» que contribuyen a

clarificar el sistema. En este sentido, la influencia de Estados Unidos, la

orientación social de las políticas de mercado, la revolución bolivariana y

las orientaciones indigenistas (5), son elementos que contribuirían a hacer

posible un análisis riguroso de la actual situación iberoamericana.

Lo anterior pone sobre la pista de una cuestión de singular importan-

cia, porque todo el proceso se mueve en un magma en el que hay que

buscar sitio para nuevos actores. Aparece un eje populista que se agluti-

na a través del nacionalismo energético. Emergen indigenismos, movi-

mientos étnicos, generalmente poco estructurados, y todo ello se combi-

na con la debilidad del modelo clásico de partidos que permite el agluti-

namiento de movimientos sociales, ciudadanos y otros de corte sindical o

profesional con la pretensión de sustituir a la democracia representativa.

En muchas ocasiones, y seguramente como producto de profundas cau-

sas históricas de falta de vertebración social, estos movimientos se com-

binan con reivindicaciones de carácter territorial que tienen fuerte acomo-

do en las diferencias regionales. La aparición de movimientos de violencia

social o la presión de las grandes redes de delincuencia contribuyen a pre-

sentar un complejo cuadro general del subcontinente. Algunos de los

estudios que se introducen en el presente Cuaderno insisten en la idea de

— 13 —

(4) Esta es la gran novedad en la región, que se presenta con perfiles nuevos en relación con
otros momentos históricos. Vid. LANZARO, J.: «La “tercera ola” de las izquierdas latinoa-
mericanas: entre el populismo y la socialdemocracia», en PÉREZ HERRERO, P. (ed.): «La

izquierda en América latina», Madrid, 2006, pp. 47 ss.
(5) Vi d. CA L D E R Ó N, F., cit. Por ZO VAT T O, D.: «Balance electoral latinoamericano, noviembre 2005

– diciembre 2006», en Real Instituto Elcano – Agencia EFE. Anuario Iberoamericano2007,

Madrid, 2007, p. 28.
(6) Vid. El estudio de SEPÚLVEDA, I., cit.



refundación del Estado por el acceso al poder de nuevas clases sociales

(6) o en el protagonismo de la debilidad institucional que alimenta todos

estos fenómenos (7).

El análisis de situación que quiere presentarse en el Cuaderno no es

completo si se obvian los datos que avalan el buen momento económico

de América Latina. La región creció en 2004 un 5.9%, lo que no se había

conseguido durante las dos décadas anteriores. En 2005 se ha cifrado un

crecimiento de 5%, mientras que se espera que la economía se sitúe en

un 5.3% en el año actual (8).

Esta situación resulta explicable a causa del crecimiento económico

internacional y el mercado regional de materias primas. A su vez, la inver-

sión extranjera se ve favorecida por el buen momento económico y por la

aplicación de criterios liberalizadores, en especial los procesos de privati-

zación que ponen en marcha los grandes países, como Brasil, México o

Argentina (9). Hay riesgos relevantes para la inversión que son producto

de diferentes factores que provocan inestabilidad; pero, a pesar de todo,

desde la segunda mitad de los años noventa y hasta hoy, Brasil y México

se han convertido en un foco importante de atracción de inversiones

d i rectas españolas, lo mismo que Perú y Colombia. En concre t o ,

Argentina, Venezuela y Uruguay son un claro ejemplo de interdependen-

cia con la economía española sin perjuicio de sus elevados niveles de ries-

go (10). Baste indicar, en este sentido, que el 34% de la inversión espa-

ñola directa va a Iberoamérica, fundamentalmente procedente del sector

bancario e hidrocarburos, distribución de recursos naturales y servicios

(11). Verdaderamente, el momento ha permitido avanzar. En algunas eco-

nomías significativas, en un contexto de tensión como es el caso de

Colombia, crece el turismo y se espera una cobertura sanitaria y educati-

va cercana al 100% en el año 2008.

Siendo esto así, América Latina sigue siendo el continente donde es

mayor la desigualdad; la región que, a pesar del crecimiento sostenido
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(7) Vid. El estudio de ALDA, S.: La «revolución democrática» de los nuevos movimientos

sociales y de los populismos de izquierda ante la crisis de gobernabilidad en América
Latina.

(8) Vid., por todos, ZOVATTO, D.: «Balance electoral…», cit., p. 25, utilizando datos de CEPAL.
(9) Véase el estudio de IRANZO, J. en este Cuaderno: «La transcendencia de la presencia

empresarial española en Iberoamérica».
(10) Vid. ISBELL, P. y ARAHUETES, A.: «II Índice Elcano de oportunidades y riesgos para la eco-

nomía española. Una perspectiva comparada con Alemania y EEUU», Madrid, 2007, pp.

31 ss.
(11) IRANZO, J.: La transcendencia de la presencia española…, cit.



durante el último cuatrienio, crece, no obstante, menos que el continente

africano y donde un buen número de las naciones que lo integran están

situadas entre los países más pobres del mundo.

Puestos en conjunto todos estos datos, es posible vislumbrar un

cambio estratégico en el escenario latinoamericano. El cambio se ha

p roducido y está a las puertas de emerger un escenario con mayor

grado de novedad. Un escenario en el que se abren no pocas incógni-

tas: la evolución de los modelos políticos, la resolución de ciertas crisis

bilaterales, el papel de Estados Unidos, –que parece medianamente

i n t e resado de nuevo por el continente–, la irrupción de las economías de

la otra vertiente del Pacífico, la resolución de los conflictos terroristas y

su relación con las redes de narcotráfico y, significativamente, la incóg-

nita cubana.

Por cierto, todo ello en un marco en el que se plantea un interrogante

radical sobre el futuro de los procesos de integración regional. Para empe-

zar, no hay un proceso común y todos los intentos de integración regional

funcionan de acuerdo con influencias que exceden los propios límites del

hemisferio. El alcance ideológico, por otra parte, ha dado lugar a nuevos

alineamientos, no muy claros, al tiempo que provoca la crisis de determi-

nados núcleos regionales; es paradigmático el caso de la Comunidad

Andina de Naciones. Al tiempo, los resultados electorales provocan la

paralización de movimientos prometedores de integración, como en

Centroamérica, por influencia de Venezuela. En fin, no es posible hoy una

lectura unitaria del escenario latinoamericano, que se convierte en un

mosaico heterogéneo de integración (12).

El Cuaderno quiere enfrentar este fenómeno, como se dijo en un prin-

cipio, desde perspectivas complementarias, de tal modo que permita

obtener una visión global de algunos de los problemas a través de los

cuales se define el estado actual de la región. No todas las perspectivas

ni todos los problemas, naturalmente, están incluidos en la obra. Se ha

pretendido llevar a cabo un análisis del marco general que responda a cri-

terios de interés y oportunidad, que resulte útil para los actores públicos

y privados que desde el mundo profesional, académico, social, empresa-

rial, también militar y desde la acción de los poderes públicos puedan

estar interesados en la cuestión. Siempre se ha tenido en cuenta, por lo
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(12) Véase PEÑA, F: «La integración Latinoamérica y el MERCOSUR en un mundo de opcio-

nes múltiples y no excluyentes», en Real Instituto Elcano – Agencia EFE. Anuario
Iberoamericano 2007, pp. 65 ss.



demás, la perspectiva española, porque es lo que mejor puede justificar

nuestro acercamiento a los problemas iberoamericanos.

A este planteamiento responde el contenido de la presente obra, que

se distribuye en dos grandes bloques temáticos: el primero analiza la

nueva situación política del subcontinente latinoamericano, mientras que

el segundo incluye determinados aspectos de mayor interés para la polí-

tica española hacia la región, ya desde un punto de vista general, ya

desde el ámbito empresarial, ya desde la cooperación para la defensa.

Sobre estas bases, el primero de los estudios presenta el análisis glo-

bal del momento tan dinámico que está viviendo América Latina. El Prof.

Isidro SEPÚLVEDA, Director del Instituto Universitario General Gutiérrez

Mellado y experto en historia contemporánea de América latina, presenta

un balance del ciclo electoral que titula gráficamente Cambio, renovación

y revolución.

La primera referencia del autor es el análisis de los procesos electora-

les. La acumulación electoral, la participación popular y otros datos per-

miten pensar en la buena salud democrática de la región, que produce

resultados calificados, como antes se ha dicho, de ambivalentes. Sin per-

juicio de la decantación de los procesos hacia posiciones que van más

allá de la izquierda política, es cierto que el fenómeno requiere profundos

matices, porque el dato del populismo, –que no es nuevo ni constituye

una ideología propiamente dicha, a juicio del autor–, no contribuye sufi-

cientemente a la calificación global del sistema resultante.

Más significativa es la idea de refundación constitucional. Destaca el

Dr. SEPÚLVEDA cómo un dato sustancial en esta nueva etapa es la incor-

poración a la política de clases populares hasta ahora excluidas por el

monopolio de las élites dirigentes en un movimiento social y político que

se desarrolla desde mediados del pasado siglo. El análisis de los casos de

Bolivia, Ecuador, México y Venezuela permite al autor ir contrastando su

hipótesis.

Finalmente, toda esta realidad influye o, mejor, influirá inevitablemente

en la definición y puesta en práctica de las políticas exterior y de defensa

de los Estados. Si el resultado del proceso, así como el momento econó-

mico global latinoamericano, permite pensar en un cambio de ciclo, el

vacío generado por la ausencia del escenario, hasta ahora, de Estados

Unidos –como actor verdaderamente interesado en la región–, así como la

tendencia a ocupar el territorio por parte de liderazgos emergentes que
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tienen que superar problemas internos, contribuye a completar un cuadro

complejo y dinámico cuya verdadera naturaleza y alcance podrán verse en

el medio plazo.

La incidencia del cambio no podría explicarse suficientemente sin

incorporar al análisis lo que la autora del segundo estudio llama los nue-

vos actores. Se trata de constatar la influencia que en el conjunto del cam-

bio tienen los nuevos movimientos sociales y los populismos desideologi-

zados, así como la adecuación o no de las soluciones que desde estos

ámbitos se ofrecen para la solución de los problemas en presencia.

Este es el objetivo del estudio La «revolución democrática» de los nue-

vos movimientos sociales y de los populismos de izquierda ante la crisis de

gobernabilidad de América Latina, que presenta la Dra. Sonia ALDA,

investigadora del Instituto Universitario General Gutiérrez Mellado. El

punto de partida es la constatación de la crisis de gobernabilidad que se

manifiesta en la debilidad de las instituciones como un fenómeno de largo

recorrido en toda Latinoamérica. En conexión con algunas de las ideas

indicadas al principio de esta Introducción, se pone de manifiesto cómo

«crisis social» y «crisis de representatividad» van de la mano, a pesar del

buen momento macroeconómico y de la normalidad electoral, con la debi-

lidad estructural del Estado.

En este sentido, la Dra. ALDA mantiene la tesis de que los problemas

de gobernabilidad vienen causados por la crisis de la democracia repre-

sentativa, que a su vez es producto de la persistencia de un Estado débil,

atenazado por problemas sociales, inseguridad ciudadana y redes delin-

cuenciales, que pone en práctica políticas neoliberales que, a causa de las

consabidas debilidades públicas, llevan más allá del límite el achicamien-

to del propio Estado.

Frente a esta situación confluyen los nuevos movimientos sociales,

fundamentalmente los indigenismos y los populismos de izquierda. Este

es el núcleo de la revolución democrática que pretende un cambio integral

por doble vía. Mediante la puesta en práctica del intervencionismo eco-

nómico, –del que son expresión principal las nacionalizaciones–, y

mediante la refundación nacional, a través de la implantación de la demo-

cracia participativa para instalar lo que se conoce como democracia real.

El problema es que la crisis de gobernabilidad se alimenta a sí misma

a causa de la aparición de los nuevos actores. Para la autora, reducir el

problema a la presión de la democracia representativa supone falsear la
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realidad. La crisis de gobernabilidad no sólo depende de la ausencia de

participación directa de los ciudadanos en las instituciones, sino en la

imposibilidad, por parte de un Estado de estas características, de atender

las demandas de sus ciudadanos. En tanto no se tomen iniciativas de

fuste dirigidas a implantar el fortalecimiento institucional, se corre el peli-

gro de que la práctica de la democracia directa no sólo no resuelva sino,

más bien, agrave la crisis de gobernabilidad detectada.

Un fenómeno aparte, aunque conexo, es el que afecta a los procesos

de integración regional. El Prof. Carlos JIMÉNEZ PIERNAS, Catedrático de

Derecho internacional público de la Universidad de Alcalá de Henares,

enfrenta su análisis desde un diagnóstico de base, a saber, que los pro-

cesos de integración americanos, heterogéneos entre sí y con desarrollos

y hasta crisis de diferente alcance, permanecen anclados en el principio

de cooperación, propio de las relaciones intergubernamentales, sin plan-

tearse siquiera, –dice el autor–, la posibilidad de equilibrar el plantea-

miento cooperativo con el principio comunitario que es el fundamento de

la integración. Así sucede con MERCOSUR, la Comunidad Andina de

naciones, el SICA, la CARICOM y hasta la nueva Comunidad

Suramericana de Naciones, que más bien se sitúa como un proyecto. El

Prof. JIMÉNEZ PIERNAS augura para todos ellos, «atrapados en el viejo

procedimiento intergubernamental», un futuro sombrío.

S o b re la base del diagnóstico indicado, se presenta pormenorizada-

mente un estudio de caso: el Sistema de la Integración Centroamericana

(SICA), el menos conocido de todos los procesos en marcha. El método

empleado permite ir enfrentando los problemas globales del modelo de

integración y presenta conclusiones de aplicación general a través del con-

traste con el funcionamiento de los principios constitucionales del sistema

y del tratamiento específico del alcance del principio de cooperación. El

modelo del SICA es, en este sentido, paradigmático; pero también, por sus

dimensiones, el marco más adecuado para comprobar el funcionamiento

de sistemas que desde el exterior ayuden a promover la integración.

En esencia, el estudio deja patente una paradoja. Frente a la falta de

voluntad política y al excesivo gradualismo, la situación no es tan mala

como a primera vista pudiera parecer, y ello porque no hay otra alternati-

va viable a la integración. El futuro latinoamericano pasa por la creación

de entidades del tamaño suficiente para hacer frente a un mundo dinámi-

co e interrelacionado como es el actual escenario de las relaciones inter-

nacionales.
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Lo que desde una perspectiva de agrupamiento sistemático hemos lla-

mado segundo bloque del Cuaderno comprende los tres restantes estu-

dios. El primero de ellos es el análisis general que presenta el Prof. Cástor

DÍAZ BARRADO, Catedrático de Derecho internacional público de la

Universidad Rey Juan Carlos, de Madrid, y Director del Centro de Estudios

de Iberoamérica bajo el título La política exterior de España en el espacio

iberoamericano2004-2007; elementos de permanencia y cambio.

Iberoamérica es un área de especial relevancia para la política exterior

española que siempre ha recibido una especial atención. Es un privilegia-

do espacio de actuación que permite a España potenciar su acción exte-

rior. Sin embargo, es posible aislar perfiles específicos según la impronta

que proyecta cada gobierno. En este sentido, el autor considera que el

actual Gobierno español ha fijado un conjunto de prioridades que sitúan

la política hacia Iberoamérica en el ámbito de los contenidos sociales,

especialmente desarrollados en este momento, y en la cooperación.

Los principios básicos de la política española en la región son el diálo-

go político, la promoción del fortalecimiento de las instituciones, el apoyo

a las reformas sociales y el favorecimiento de la cohesión social median-

te programas de cooperación.

El recorrido por los acuerdos celebrados entre España y los países del

área contrasta la perspectiva adoptada. Se observa un cierto fortaleci-

miento de la vía de los tratados en general para la cooperación, pero

especialmente en el ámbito social, para los que el autor propone un inten-

to de clasificación según se trate de acuerdos relacionados con inversio-

nes, asuntos fiscales, cooperación económica y para el desarrollo, de

condonación de la deuda, para la cooperación judicial, la lucha contra la

delincuencia o los aspectos sociales de las migraciones.

Uno de los puntos centrales del nuevo planteamiento de la política

española hacia Iberoamérica es la creación de un órgano de acción polí-

tica destacado: la Secretaría de Estado para Iberoamérica, a la que se

concede una importancia especial, de la misma manera que debe tener-

se en cuenta, –aunque desde una perspectiva más global–, el reforza-

miento del sistema de Cumbres con la creación de la Secretaría General

Iberoamericana.

El Prof. Juan E. IRANZO MARTÍN, Catedrático de economía aplicada y

Director General del Instituto de Estudios económicos, se ocupa de La

trascendencia empresarial española en Iberoamérica. Esta es una cuestión
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central, porque el sector empresarial español se ha convertido en el pri-

mer actor económico en la región, si descontamos a Estados Unidos y sin

perjuicio de la presión que ya está ejerciendo sobre todo el sistema la

República China.

El punto de partida del argumento del Prof. IRANZO es la relevancia

del cambio estructural que se ha producido en España como consecuen-

cia, fundamentalmente, del proceso de integración europeo y del des-

arrollo de la inversión directa a partir de la liberalización del movimiento de

capitales. Esto significa gráficamente que España ha pasado de «receptor

neto» de inversión a «inversor directo en el exterior», lo cual exige ponde-

rar ventajas y desventajas que, en el caso, responden fundamentalmente

a la seguridad y estabilidad de los mercados.

La clave para este planteamiento es la posibilidad de que las empre-

sas españolas accedan a los procesos de privatización, muy relevantes en

algunos países del subcontinente. La resultante es que el sector empre-

sarial español ha tenido una fuerte internacionalización, hoy ya no cir-

cunscrita a Iberoamérica, pero que ha permitido un buen grado de prota-

gonismo en diversos sectores de la actividad económica. Desde esta

perspectiva, el estudio traza un mapa de las empresas españolas en la

región en los sectores de hidrocarburos, eléctrico, construcción, financie-

ro y de las telecomunicaciones y, a partir de aquí, se introducen algunas

variables de especial interés para la calificación de la inversión directa

española en el exterior y en Iberoamérica, así como de los riesgos que

pueden afectarle y que permitirían concluir por la necesidad de replante-

ar las nuevas inversiones con arreglo a las oportunidades que surgen en

otras zonas del planeta, especialmente en Europa y Asía.

Finalmente, el Cuaderno introduce una referencia obligada, pero de

interés sustancial, a la Cooperación de defensa iberoamericana, del

General Benito RAGGIO CACHINERO, Director General de Política de

Defensa.

La primera parte del estudio presenta un cuadro unitario de las rela-

ciones estratégicas españolas en materia de cooperación para la defensa.

Y aquí una primera dificultad, porque la defensa europea está sometida a

relaciones muy institucionalizadas que limitan la relación cooperativa con

la región Latinoamérica que, por un lado, forma parte de un sistema de

seguridad diferente y, por otro, se ha mantenido al margen de la política

de bloques.
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Es indudable, no obstante, que la llamada diplomacia de defensa reci-

be hoy una atención especial dentro de la acción exterior; también en

España. En este marco, defiende el autor la necesidad de distinguir el

modo de la cooperación defensiva en la región, por lo demás hoy some-

tida a profundos cambios también en esta materia (13), según se trate de

actuar en un plano hemisférico, en el plano propiamente iberoamericano

y en el plano bilateral.

En el primero, la referencia de Estados Unidos es obligada e impregna

cualesquiera esquemas de seguridad que pretendan implantarse. Pero

hay espacio para el desarrollo de iniciativas que permitan aislar la dimen-

sión iberoamericana de seguridad y defensa sin exclusiones, con tal que

los objetivos que se persigan sean legítimos. Algunas de estas iniciativas

se han puesto en marcha ya.

En el espacio iberoamericano, por su parte, el gran reto es la integra-

ción de la cooperación en seguridad y defensa en el contexto de las

Cumbres Iberoamericanas, que nunca han querido desarrollar esta dimen-

sión, pero que puede resultar valiosa y complementaria de otras iniciati-

vas. Finalmente, en el plano bilateral, son numerosas las acciones que

pueden integrarse sin más en el ámbito de la diplomacia de defensa alu-

dida.

La preocupación del General RAGGIO consiste en articular un des-

arrollo sistemático de esas acciones que permita el enfrentamiento pro-

gramático con un esquema de cooperación en seguridad y defensa. Hay

iniciativas en diversos ámbitos, como en enseñanza o en cooperación

industrial, pero son parciales y generalmente poco estructuradas, y siem-

pre fuera de un proyecto general que permita priorizar acciones y destinar

recursos. Es un campo especialmente importante y obligado para la polí-

tica exterior española, cuyas líneas básicas ya están definidas en la vigen-

te Directiva de Defensa Nacional, que asigna a la región un interés prefe-

rente.

Este nuevo Cuaderno del Instituto Español de Estudios Estratégicos es

fruto de la colaboración entre dos instituciones relevantes en el estudio de

las cuestiones de seguridad y defensa. El Instituto Español de Estudios

Estratégicos del Ministerio de Defensa hace largos años que viene dedi-

cando una especial atención al estudio de los problemas de la seguridad
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y defensa en los ámbitos estratégicos de mayor interés para España. El

Cuaderno que anualmente dedica a Iberoamérica se ha convertido en una

referencia para los interesados en la materia.

Pero el Instituto ha tenido el buen criterio de enfrentarse con estas

cuestiones aplicando una perspectiva global y una metodología enrique-

cedora, mediante la suma de esfuerzos con otra institución de relevancia:

el Instituto Universitario General Gutiérrez Mellado de investigación para la

paz, la seguridad y la defensa, que constituye el único centro universitario

español dedicado específicamente a cuestiones de defensa y seguridad y

que constituye una referencia obligada para el análisis de estos problemas

en Iberoamérica.

La obra que el lector tiene en sus manos es fruto de esta colaboración,

que entra ya en su tercer año. Este planteamiento permite integrar meto-

dologías diversas, perspectivas diferentes, líneas de investigación com-

plementarias. El resultado es, en mi opinión, un producto acabado que

permite dar cuenta del momento que está viviendo hoy el continente ibe-

roamericano, de cuya dinámica no está ausente, ni puede estarlo, el

campo de la seguridad y la defensa.
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CAMBIO, RENOVACIÓN Y REVOLUCIÓN.

BALANCE DEL CICLO ELECTORAL IBEROAMERICANO

Por ISIDRO JESÚS SEPÚLVEDA MUÑOZ

En el último año y medio se han concentrado más de una decena de

procesos electorales presidenciales en América Latina, entre los que se

encontraban los países más extensos y poblados –salvo Argentina, que lo

efectuará en otoño de 2007–. Los resultados alcanzados en procesos tan

diversos son ambivalentes; con continuidades presidenciales tan disímiles

como las de Álvaro Uribe en Colombia, Lula da Silva en Brasil y Hugo

Chávez en Venezuela; y con sucesiones alternativas tan rupturistas como

las de Evo Morales en Bolivia y Rafael Correa en Ecuador, frente a otras

más continuistas, tanto con ejecutivos conservadores –como Felipe

Calderón en México y Óscar Arias en Costa Rica– o progresista –como

Michelle Bachelet en Chile y Alán García en Perú–.

A la vista de los resultados globales puede hablarse tanto de renova-

ción de responsabilidades como de cambio de responsables. Sin embar-

go, una de las características más recurrentes en los medios de comuni-

cación ha sido la interpretación de un mayoritario triunfo de las candida-

turas del centro-izquierda como la consumación de un «giro a la izquier-

da» del conjunto latinoamericano; que algunas de las opciones victoriosas

en las urnas conjugue con asiduidad el concepto de revolución, anima a

percibir ese giro como la materialización de un proceso en marcha. Más

allá de los grandes titulares y las visiones generalistas, un análisis detalla-

do ayuda a encontrar una realidad mucho más matizada y plural, fruto de

circunstancias nacionales y tendencias regionales que se manifiestan de

forma independiente a las opciones ideológicas; y sobre todo, permite

discernir entre el discurso y la praxis política, la parte realmente trascen-
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dente cuando se pretenden analizar las alternativas que se abren para los

nuevos gobiernos salidos de las urnas.

En consecuencia, este trabajo se divide en dos grandes bloques: el

estudio de los resultados electorales, tanto genéricos como por países, y

el análisis de las consecuencias de esos resultados en dos campos espe-

cíficos y fundamentales: el debate sobre la refundación constitucional y la

incidencia que tienen en la elaboración de nuevas agendas de política

exterior y de seguridad.

LOS PROCESOS ELECTORALES Y LAS TENDENCIAS TRIUNFANTES

En el año transcurrido entre el 27 de noviembre de 2005 y el 3 de

diciembre de 2006 se produjo la mayor concentración de procesos elec-

torales presidenciales de la historia de América Latina. Además de los ciu-

dadanos de los dos grandes de la región, México y Brasil, designaron

nuevo presidente o renovaron la confianza de los anteriores en Bolivia,

Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Honduras, Nicaragua, Perú y

Venezuela; más de las tres cuartas partes de la población pudo ejercer su

derecho al voto. Además hubo elecciones legislativas en nueve países,

elecciones municipales en ocho, unas elecciones regionales en Brasil, dos

plebiscitos (Bolivia y Panamá) y una elección a la Asamblea Constituyente

en Bolivia (1). Si a esto se le suman las elecciones generales en Canadá,

las de mitad de legislatura de Estados Unidos y las presidenciales de Haití

(además de las de los pequeños Estados de Guyana, Surinam y Saint

Vicent y Granadinas), se tiene una visión global del paso de las América

por las urnas en el mismo periodo.

Participación popular, sistema electoral y normalidad democrática

Por encima de la coincidencia temporal, este ejercicio del sufragio uni-

versal es la primera y tal vez más trascendente idea que debe ser resalta-

da. Las dictaduras han desaparecido de América Latina –restando tan

solo el caso crepuscular de Cuba– y, aunque la estabilidad institucional no

se encuentra plenamente consolidada, han desaparecido las tentaciones
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golpistas, los muñidores del autoritarismo se encuentran deslegitimados y

las opiniones públicas de todos los países incrementan año a año su con-

fianza en el sistema democrático y el estado de Derecho.

La simultaneidad de los procesos electorales no es un mero hecho

anecdótico. La coincidencia durante largo tiempo de unos mismos diri-

gentes tendrá positivas consecuencias en el fomento de confianza y el

establecimiento de lazos personales, tan importante para la resolución

negociadora de última instancia, que sin duda se presentará en múltiples

ocasiones ante la agenda que estos dirigentes tendrán que desarrollar.

Los periodos presidenciales de algunos de estos países son de cuatro

años (Brasil, Colombia, Chile, Costa Rica o Ecuador), otros extienden la

legislatura presidencial hasta los cinco años (Bolivia, Nicaragua y Perú) e

incluso hasta los seis años (México y Venezuela). De ese modo, la coinci-

dencia temporal de las elecciones no puede darse hasta transcurridas tres

décadas del ciclo anterior; pero hace treinta años la mayor parte de estos

países padecía regímenes no democráticos; e incluso tras la transición a

la democracia, estabilidad y continuidad institucional no han sido las

características más notables de los regímenes democráticos, por lo que el

calendario electoral ha sido constantemente alterado.

Un factor determinante en el análisis de los resultados es el sistema

electoral imperante en cada uno de los países; no solo condiciona el

modo de elección, sino que en la mayor parte de los casos determina el

promedio de participación electoral, al hacer obligatoria la práctica del

voto. Esto hace que no pueda percibirse con claridad el respaldo social al

proceso electoral; indicar que el promedio de participación en las once

elecciones presidenciales ha sido del 72,09%, tan solo es indicativo si se

compara con medias anteriores, percibiéndose un ligero ascenso positivo.

En seis países –Chile, Colombia, Costa Rica, Honduras, México y

Nicaragua– la participación electoral disminuyó, especialmente en

Honduras (11%) y México (5%); en el resto de los países (Bolivia, Brasil,

Ecuador, Perú y Venezuela) la participación se incrementó, de modo sig-

nificado en Bolivia (12,4%) y Venezuela (18,82%) (2). A tener en cuenta el

hecho de que en las otras elecciones no concurrentes, legislativas o muni-

cipales, la participación fue significativamente menor, lo que induce a pen-

sar en una discriminación del electorado en los distintos procesos.

Aunque lo más importante del último ciclo de procesos electorales presi-

denciales en América Latina ha sido la normalidad democrática, a pesar
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de las tensiones sociales que en ocasiones se han vivido en algunos paí-

ses y las incertidumbres que genera el extendido uso de las segunda vuel-

ta. Tanto las campañas electorales como las jornadas de votación y el pro-

ceso de recuento transcurrieron con normalidad y sin la presencia de los

dramáticos acontecimientos que se produjeron en anteriores comicios.

De las once elecciones presidenciales habidas en el periodo estudia-

do, ocho podrían haber tenido segunda vuelta. El sistema electoral de

buena parte de los países latinoamericanos contempla este ejercicio de

democracia directa, que refuerza la legitimidad presidencial gracias a una

manifestación nítida de la voluntad popular; es el caso de Argentina,

Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador,

Guatemala, Nicaragua, Perú, República Dominicana y Uruguay. El sistema

de segunda vuelta no es idéntico en todos los casos; en algunos países,

el porcentaje exigido para la proclamación de un presidente en primera

vuelta es del 50% más uno de los votos emitidos, pero en otros se esta-

blecen márgenes menores (el 40% de los votos, o el 35% –con una dife-

rencia de 5% al siguiente candidato–), como ocurre en Costa Rica,

Ecuador y Nicaragua; este factor posibilitó que Oscar Arias y Daniel

Ortega fueran elegidos en primera ronda. Además de alargar de forma

considerable la campaña electoral, el ejercicio de la segunda vuelta hace

que la variación de apoyos electorales introduzca una incertidumbre con-

siderable en los procesos, lo que en ocasiones se traslada al electorado

antes y después de los comicios. En el último ciclo electoral, la segunda

vuelta efectiva se dio en cuatro países: Chile, Perú, Brasil y Ecuador. En

dos de ellos el candidato que había recibido mayor apoyo en las urnas en

la primera vuelta no fue el que se impuso en la segunda. Mientras

Bachelet y Lula revalidaron ampliamente los resultados iniciales obteni-

dos, en Perú y Ecuador se revirtió la situación; Ollanta Humala se vio

superado en última instancia por Alán García, mientras Álvaro Noboa no

pudo contener el ascenso de Rafael Correa.

En los regímenes republicanos presidencialistas que son comunes en

América Latina, el sistema de elección presidencial los divide en tres gran-

des grupos: aquellos países que no aceptan la reelección (el caso para-

digmático es México), los que aceptan la reelección siempre que se deje

pasar uno o más mandatos presidenciales alternos (como Bolivia, Costa

Rica, Nicaragua o Perú), y los que permiten la reelección inmediata

(Argentina, Brasil, Venezuela o, a partir de la reciente modificación consti-

tucional, Colombia). En este ciclo electoral se presentaban siete candida-

tos a la reelección, cuatro de forma alternativa (Quiroga en Bolivia, Arias
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en Costa Rica, Ortega en Nicaragua y García en Perú) y tres perseguían la

renovación de mandato (Lula en Brasil, Uribe en Colombia y Chávez en

Venezuela). El peso legitimador de la banda presidencial se hizo notar de

forma apabullante: salvo el caso de Quiroga, todos los ellos fueron elec-

tos de nuevo; aun más notorio, los tres presidentes reelectos de forma

inmediata fueron respaldados por más del 60% de los votos emitidos.

El peso de la banda presidencial

Desde la ola democratizadora que comenzó a finales de los años

setenta, nunca antes ha habido en América Latina tantos presidentes ree-

lectos (a los anteriores hay que sumarle Leonel Fernández en la República

Dominicana; y, si las encuestas se ratifican en las urnas, podría producir-

se un segundo mandato de Kirchner en Argentina). Todo ello, a pesar de

que la figura de la reelección y de los segundos mandatos no goza de muy

buena salud en la región. Dos casos pueden tomarse como moderada-

mente exitosos, los de Cardoso en Brasil (reelección inmediata) y

Sanguinetti en Uruguay (alterna), si bien sus segundos mandatos no fue-

ron tan efectivos como los primeros. Pero aun peores fueron el resto de

las experiencias de segundo mandato, que no pudieron concluirlo debido

a los más diversos problemas, pero una misma causa: Stroessner en

Paraguay (inconcluso por golpe de Estado, aunque se mantenía en el

poder desde 1954), Balaguer en la República Dominicana (reducida su

presidencia de cuatro a dos años por prueba de fraude electoral), Fujimori

en Perú (fuga del país tras ser acusado de fraude y corrupción), Sánchez

de Lozada en Bolivia (renuncia al mandato) y Pérez en Venezuela (destitu-

ción presidencial por escándalos). Tanto Menem en Argentina como

Caldera en Venezuela concluyeron su segundo mandato, si bien rodeados

de escándalos por corrupción y bajo una crisis generalizada, por lo que

distan mucho de poder calificarse de exitosas dichas experiencias. A

pesar de todo ello, en el último ciclo electoral la reelección presidencial ha

sido apoyada mayoritariamente, extendiendo como nunca antes la prácti-

ca de los segundos mandatos.

La importancia de estas reelecciones se pone de manifiesto si se las

compara con el triunfo de los candidatos oficialistas o de la oposición. Si

los presidentes recibieron un apoyo mayoritario para volver o mantenerse

en la máxima magistratura nacional, no puede decirse lo mismo de la con-

tinuidad de los partidos o coaliciones gobernantes. En las once convoca-

torias presidenciales, el oficialismo se impuso en cinco (Brasil, Chile,

Colombia, México y Venezuela) y en las otras seis salió vencedora la opo-
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sición (Bolivia, Costa Rica, Ecuador, Honduras, Nicaragua y Perú). Las

consecuencias que pueden sacarse de estas diferencias atienden a la

legitimidad que persiste en la figura presidencial en América Latina, a

pesar de episodios de inestabilidad o de acontecimientos puntuales de

enfrentamiento entre clases populares y la cabeza del poder ejecutivo,

provocando su caída (Argentina, Bolivia, Ecuador). Salvo estos casos,

especialmente graves, el cumplimiento íntegro de los mandatos presiden-

ciales ha sido la norma; incluso en estos países, la renovación del cargo

ha hecho recuperar esa carga de legitimidad perdida.

Los nuevos presidentes electos dependen de la actuación parlamen-

taria para cumplir con su programa de gobierno y, en último termino pero

aun más trascendente, mantener un alto grado de gobernabilidad. Solo

cuatro de los once presidentes electos cuenta con una mayoría propia en

los cuerpos legislativos (Morales en Bolivia, Bachelet en Chile, Uribe en

Colombia y Chávez en Venezuela); en los otros siete países, el gobierno

debe buscar apoyos en las cámaras para sacar adelante su actuación. Las

circunstancias nacionales son muy disímiles, independientemente de con-

tar el ejecutivo con mayoría propia en el legislativo o no; en una misma

situación favorable se encuentran Morales y Chávez, pero la realidad dia-

ria evidencia las enormes dificultades del primero y las totales facilidades

del segundo para sacar adelante sus respectivos programas. De igual

forma, entre los que no cuentan con mayoría propia en las cámaras, las

posiciones de Lula y Correa están muy lejos de semejarse, con amplias

posibilidad de acuerdos con segundas fuerzas el primero y sin presencia

de partido político propio en el parlamento el segundo. De la necesidad

presidencial, pero sobre todo de su capacidad y voluntad de alcanzar

acuerdos con otras fuerzas políticas, dependerá que la gobernabilidad, el

equilibrio institucional y el respeto a la voluntad popular se refuercen en

América Latina.

Giro a la izquierda y populismo

Elemento común en los titulares de prensa es la reiteración en la idea

del «giro a la izquierda» (3). El análisis de los resultados electorales evi-

dencia que candidaturas ubicadas ideológicamente desde el centro hasta

la izquierda se han impuesto en las urnas. Sin embargo, los presidentes

electos y sus programas presentan una amplia variedad de concepciones

— 30 —

(3) CASTAÑEDA, JORGE, «Latin America Left Turn», en Foreign Affairs, 85 (2006), Mayo –Junio,
pp. 29-30



en política interior e internacional, por lo que no es muy apropiada la ima-

gen presentada de una región articulada alrededor de unos mismos obje-

tivos. Si en la oposición existían muchos puntos comunes y discursos

homologables, la izquierda latinoamericana en el poder es muy plural y su

ejercicio de gobierno ya lo está demostrando.

Pero más allá de la matización a la expresión ya usual, sí resulta perti-

nente preguntarse qué significa ser de izquierda en la América Latina de

principios del siglo XXI; como igualmente lo es alcanzar alguna caracteri-

zación de la derecha latinoamericana actual. Unas simples cuestiones que

en absoluto pretenden ser provocadoras: ¿el presidente brasileño es de

izquierda como antiguo humilde obrero y líder sindicalista; o bien puede

calificársele de derecha porque mantiene inalterables unas políticas

macroeconómicas claramente neoliberales?. ¿El presidente colombiano

es de derecha al mantener una política exterior y comercial muy ligada a

Estados Unidos y la administración Bush; o es de izquierda por que ter-

mina negociando con grupos armados que él mismo consiguió que fueran

calificados de terroristas por la comunidad internacional?. Aun más signi-

ficativo: ¿el presidente venezolano es de izquierda –¿revolucionaria?– por

que mantiene políticas sociales con parte de los beneficios petrolíferos; o

es de derecha por que sostiene una política fiscal que favorece a las ren-

tas más altas?.

Además del «giro a la izquierda» otra constante en los análisis es la

apelación al creciente populismo (4). En realidad el populismo debe ser

contemplado más como una práctica que como una ideología. La historia

latinoamericana se encuentra llena de ejemplos de su uso por organiza-

ciones y caudillos de muy distinta ideología, que acuden a las prácticas

populistas como medio de legitimación, ruptura con el régimen anterior e

instrumento de socialización (5). Pero dichas prácticas también se

encuentran presentes en las políticas institucionales; de hecho, resulta

difícil encontrar en la América Latina contemporánea prácticas políticas

que de un modo u otro, con mayor o menor énfasis, con un discurso más

o menos descarnado, no haya interiorizado estas conductas y las ponga

en práctica de forma constante. La apelación al pueblo y la utilización sis-

temática de los símbolos nacionales, los llamamientos a las movilizacio-

nes masivas, la vertebración de un discurso voluntariamente antisistema
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y la utilización de los instrumentos vertebradores del nacionalismo son las

principales características del actual populismo latinoamericano.

Trascendiendo las etiquetas, resulta más útil para el análisis contemplar

los cambios en el plazo medio. En la última década el mapa político de la

región ha cambiado sustancialmente. Los ejecutivos de políticas liberales y

los líderes populistas identificados con la derecha, que fueron mayoritarios

en la década de los noventa, han sido reemplazados por presidentes socia-

listas, socialdemócratas y populistas de izquierda. En Argentina, el irre c o-

nocible justicialismo en versión menemista, de economía ultraliberal y polí-

tica exterior vinculada a Estados Unidos, fue reemplazado primero por un

socialdemócrata y, tras una crisis que puso las instituciones al borde del

abismo, por un populista de izquierda, anunciando las encuestas la conti-

nuidad del peronismo en la Casa Rosada tras las elecciones a celebrar en

2007. En el enorme Brasil, el economista empresarial Cardoso fue re e m p l a-

zado por el sindicalista Lula, gobernando al frente de una multifacética coa-

lición de izquierdas que en el actual segundo mandato se ha simplificado

sustancialmente. En Venezuela, revolución bolivariana mediante, se pro f u n-

diza en un izquierdismo radical liderado por un militar populista con plenos

p o d e res. Incluso en Chile, aun persistiendo la continuidad gubern a m e n t a l

de la Concertación, este cambio se aprecia en la misma identidad de los

inquilinos del Palacio de la Moneda: desde la democracia cristiana de Fre i ,

pasando por el socialismo atemperado de Lagos, hasta llegar a Bachelet,

antigua exiliada líder de la izquierda socialista. En Bolivia, tras la salida tem-

pestuosa de los últimos presidentes, las urnas le han otorgado la máxima

magistratura a un líder cocalero e indígena. En Ecuador, la quiebra de los

partidos tradicionales ha permitido alcanzar la presidencia a un populista de

i z q u i e rda, émulo de Chávez. En Nicaragua, la contrarrevolución conserva-

dora ha sido sustituida no solo por el re t o rno sandinista, sino incluso por el

mismo Daniel Ortega. Incluso en México, donde el priismo fue superado por

el conservador PAN, la izquierda empató en las urnas. Este cambio, aun sin

ser general y existiendo una gran pluralidad ideológica en las tendencias

triunfantes, no podía dejar de afectar al diseño y ejecución de las agendas

nacionales de la re g i ó n .

LOS PROCESOS REFUNDACIONALES Y LAS ASAMBLEAS CONSTI-

TUYENTES

Uno de los fenómenos más trascendentes, derivados de los últimos

resultados, ha sido el acceso al poder de nuevas clases políticas que ha
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generado en la región una explícita voluntad de refundación republicana,

lo que trata de materializarse a través de reformas constitucionales o

incluso la convocatoria de asambleas constituyentes. La salida de las dic-

taduras en los años ochenta generó una oleada constitucionalista, que

trataba en cada caso nacional de recuperar la herencia normativa superior

del país, incorporando las necesidades de una ciudadanía en la que se

habían operado profundas transformaciones sociales.

La historia constitucional de América Latina es muy diversa y plural,

con países donde la estabilidad de los regímenes –democráticos o no– ha

sido muy notoria y otros con una sucesión ininterrumpida de nuevas cons-

tituciones, consecuencia de un accidentado desarrollo político. De igual

forma, la opción actual de un cambio de régimen utilizando los instru-

mentos de la propia ley superior responde a procesos nacionales muy

diversos, que nada tienen que ver con la antigüedad de la constitución

vigente; en México la norma suprema va camino de cumplir los ochenta

años, sin visos de pretender cambiarse; al contrario, la de Venezuela tiene

menos de una década y está en camino de ser modificada. Tampoco la

autoría ideológica de la constitución aun vigente resulta una razón esen-

cial para su cambio: en Chile impera el texto –con modificaciones– que

aprobó el gobierno militar liderado por Pinochet, sin existir proyecto de

sustitución del mismo; en cambio, en Nicaragua el actual gobierno sandi-

nista pretende modificar un texto que el mismo movimiento político –y el

mismo presidente– aprobaron en su anterior paso por el ejecutivo; mismo

caso que ocurre con el bolivariano gobierno de Venezuela, cuyo líder elevó

el texto constitucional al máximo nivel dogmático, comparándolo con la

Biblia.

E l leit motiv que sustenta todos los procesos de cambio constitucional

en marcha se encuentra en la misma identidad del Estado. Las fundaciones

republicanas tras las guerras de emancipación se re a l i z a ron por aquéllos

que ya ostentaban el poder socieconómico en la última fase colonial. Las

repúblicas criollas, que durante buena parte del siglo XIX fueron escenario

de disputas con variable grado de violencia por la imposición de un mode-

lo político, alcanzaron el siglo XX manteniendo sus elites dirigentes intactas

y dejando fuera de la participación política a la mayor parte de la población.

Los radicalismos del cono sur, algunos componentes de la revolución mexi-

cana y los movimientos amerindios conservadores –Vasconcelos– o pro-

g resistas –Haya de la To r re y Mariátegui– de los años veinte y treinta del

pasado siglo trataron de vincular crecientes capas sociales; pero en re a l i d a d

f u e ron los caudillismos populistas de mitad de siglo los que por primera vez
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h i c i e ron sentir a la mayoría de la ciudadanía que el Estado era algo pro p i o ,

si bien el poder fáctico siguió siendo ostentado por las mismas clases. Los

distintos movimientos revolucionarios de la segunda mitad del siglo XX, al

calor del triunfo de la revolución cubana, articularon proyectos políticos que

ya contemplaban la refundación de las repúblicas latinoamericanas; la suer-

te de todos ellos, salvo el caso menor de Nicaragua, fue la frustración de su

intento, pero en la izquierda latinoamericana persistió una lectura de la re a-

lidad social que demandaba el fin de las inequidades y exclusiones secula-

res e identificaba la repúblicas criollas como el producto del anterior perio-

do colonial. En la primera década del siglo XX, a las puertas de comenzar a

conmemorar el segundo centenario de los primeros acontecimientos que

d e p a r a ron el surgimiento de los nuevos Estados, los actuales procesos de

reforma o nueva redacción constitucional son el medio elegido para pro d u-

cir los cambios que una buena parte de las sociedades latinoamericanas

han perseguido desde hace décadas. Como ha señalado el expre s i d e n t e

C a rdoso, América Latina ha abandonado la revolución para avanzar con las

reformas desde la democracia. Por trascendentales que sean los cambios

que pretenden realizarse, en esta ocasión las posturas antisistema son tan

solo un instrumento para hacer visible la opción de transformación; en re a-

lidad, en todos los países donde se ha comenzado o está programado un

p roceso constitucional se respeta la norma imperante, se ejecuta por un

g o b i e rno legitimado en las urnas y en última instancia la ciudadanía tendrá

la decisión final.

Bolivia: entre el indigenismo y la articulación regional

La reforma del Estado más importante de las que están en marcha es

sin duda la emprendida en Bolivia. En su campaña electoral a la presi-

dencia, Evo Morales presentó como uno de sus objetivos máximos la con-

vocatoria de una Asamblea Constituyente, obteniendo un claro triunfo

(53,7% de los votos) frente a un conglomerado de partidos liberales que

presentaban como candidato al expresidente Jorge Quiroga. El nuevo

gobierno cumplió su promesa electoral antes de cumplir medio año en el

cargo y el 2 de julio de 2006 llevó a cabo una doble consulta popular: las

elecciones a la Asamblea Constituyente y el referéndum autonómico. El

oficialismo se impuso en ambos, aumentando el respaldo electoral (57%),

quedando la máxima responsabilidad en manos del Movimiento al

Socialismo (MAS).

Ahí acabaron las buenas noticias para el presidente Morales. La deci-

sión estratégica de vincular la redacción constitucional y el desarrollo de
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las autonomías ha acabado volviéndose en contra de sus iniciativas.

Morales pretendía realizar una «revolución democrática y cultural» que

refundara la república respondiendo a la pluralidad étnica y religiosa del

país; pero los departamentos de Santa Cruz, Tarija, Beni y Pando –los más

ricos del país y con mayoría de población blanca– utilizaron la oportuni-

dad primero para plantear sus demandas de autonomía administrativa, y

posteriormente para exigir un reconocimiento de su identidad, explícita-

mente contraria a la que pretende encumbrar en el texto constitucional la

presidencia.

El resultado es la parálisis del proceso; del plazo de un año dado para

redactar el texto constitucional, los primeros siete meses se han esfuma-

do en interminables debates sobre el sistema de votación que habría de

seguir la Asamblea (mayoría absoluta según el MAS, mayoría de dos ter-

cios según la oposición). El método de trabajo y la elección de los máxi-

mos dirigentes de la cámara no han sido muy afortunados; el resultado es

que no hay un consenso mínimo para la redacción de una sola frase de la

futura constitución. Peor aun, los cuatro anteriores departamentos han

anunciado que desconocerán esa constitución si no recoge sus deman-

das autonómicas, mientras crecen los enfrentamientos del presidente con

los gobernadores de departamentos que no son de su partido (el MAS

controla tres de los nueve departamentos).

En estas condiciones, lo que naciera como un proceso incluyente de

redefinición nacional se está convirtiendo en un instrumento de división,

polarización y enfrentamiento cívico. Resulta poco probable que la nueva

constitución vea la luz en el plazo determinado (Morales insiste en que

estará aprobada para el 6 de agosto de 2007), pero aun más improbable

es que sea una constitución en la que se reconozca una inmensa mayoría

de bolivianos. Para ello debería sumar un respaldo considerablemente

mayor que la mayoría simple alcanzada por el MAS en los últimos proce-

sos electorales; en caso contrario, una vez más, Bolivia tendría una cons-

titución de partido.

Ecuador: consenso en el cambio desde presupuestos antagónicos

Si Bolivia supone el caso de mayor ambición en la refundación repu-

blicana, Ecuador puede seguir un camino muy similar; al menos eso pre-

tende de forma explícita el nuevo gobierno de Rafael Correa. Las caracte-

rísticas sociales y sobre todo políticas presentan elementos comunes muy

significativos; ambos países padecieron una esclerosis de sus institucio-
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nes, manifestada en última instancia con la salida precipitada de sus últi-

mos presidentes; en ambos destaca la importante población indígena,

que conforma una mayoría de la ciudadanía; los dos países presentan una

marcada focalización regional, que además se corresponde con paridades

antagónicas de la capital y la segunda ciudad más importante –y más

rica– del país: La Paz-Santa Cruz, Quito-Guayaquil. Los dos presidentes

fueron elegidos por claras mayorías; Correa en segunda vuelta (56,7%),

enfrentándose al más votado de la primera, el empresario y líder conser-

vador Álvaro Noboa. Y sobre todo a los dos líderes les une el apoyo del

mismo padrino, Hugo Chávez, muy importante para la proyección de

Morales e imprescindible en la fabricación de la candidatura de Correa.

Sobre sus propósitos, el presidente Correa también llevó a la campaña

electoral la promesa de convocar una Asamblea Constituyente (cuyos

integrantes serán elegidos el 15 de abril de 2007).

A pesar de estas similitudes, las diferencias entre las circunstancias

nacionales son también notables: Ecuador no presenta, hasta ahora, ten-

siones regionales, a pesar de las claras diferencias entre los departamen-

tos del Amazonas, los Andes y la Costa (más Galápagos); las tensiones

étnicas, aun con el claro poder de convocatoria manifestado por la confe-

deración que agrupa a sus principales organizaciones, no han alcanzado

la virulencia y sobre todo el poder de desestabilización que tuvieron en

Bolivia en el periodo de 2003 a 2005. Pero aun son más notorias las dife-

rencias entre sus respectivos presidentes: Morales tuvo una larga trayec-

toria sindical antes de presentarse a las elecciones y era un líder social

muy reconocido, mientras Correa ha sido un cabeza de cartel sobreveni-

do, sin mayor peso que el de disponer de una amplia y muy variada alian-

za de agrupaciones, movimientos y partidos (Alianza MPAIS/PS-FA), urdi-

da ante la convocatoria electoral presidencial, con un programa de máxi-

mos y el apoyo de Hugo Chávez. Morales cuenta con un amplio respaldo

legislativo y domina la mayoría de la Asamblea Constituyente, mientras

Correa no tiene de hecho presencia en el Parlamento.

La debilidad presidencial en el Parlamento ha provocado un choque

entre los poderes legislativo y ejecutivo que ha erosionado extraordinaria-

mente una legitimidad institucional ya muy dañada por los acontecimien-

tos de la última década: el Congreso priva de sus poderes al presidente

Abdalá Bucaram (febrero de 1997) entre denuncias de corrupción y vesa-

nia; en enero de 2000 un golpe de Estado incruento depuso al presidente

Jamil Mahuad; su sustituto, Lucio Gutiérrez, fue también destituido por el

Congreso (abril de 2005) tras violaciones constitucionales y escándalos de
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corrupción. Con estos dos primeros expresidentes en el exilio y Gutiérrez

en la cárcel, Correa tomó la iniciativa contra un legislativo que podía arrui-

nar su programa; los mecanismos empleados por Correa para conseguir

un mayoritario respaldo parlamentario han incluido movilizaciones calleje-

ras de intimidación y la destitución de 57 diputados (lo que a su vez con-

llevó la entrada en liza del Tribunal Supremo Electoral y del poder judicial).

Por su parte, los partidos que mantienen su oposición a Correa –muy divi-

didos entre sí, pero aunados ante la política presidencial– denuncian la

intromisión venezolana, la errática y contradictoria política exterior o la

mala gestión de la explotación de los hidrocarburos.

Auque sea más visible la lucha descarnada por el poder, de fondo se

encuentra el debate sobre la futura Asamblea Constituyente, que preten-

de revertir Ecuador a su primer proceso constituyente, sentando las bases

de la nueva república sobre el reconocimiento de la pluralidad étnica, pero

sobre todo incorporando a la actuación política a la totalidad de la ciuda-

danía. Todas las fuerzas políticas están de acuerdo con la necesidad de

reforma constitucional, no así con el alcance de esta reforma. Para buena

parte de la ciudadanía, la intención de aplicar tabla rasa al proceso histó-

rico ecuatoriano es sencillamente un empeño ridículo, si bien encierra el

propósito de sentar las bases para la conformación de un gobierno auto-

ritario siguiendo el modelo bolivariano. Para el presidente Correa, la

Alianza que le apoya y el electorado que le encumbró, la redacción de la

nueva constitución es la oportunidad de erradicar los fallos estructurales

que el Estado arrastra desde su fundación, incorporar definitivamente al

conjunto de la ciudadanía y sentar sólidas bases de justicia social. El con-

senso inicial para sacar adelante la nueva constitución se diluye hasta

desaparecer cuando se confrontan distintos modelos de Estado. La acti-

vidad de la Asamblea se prevé accidentada.

México: ¿refundación frustrada o aplazada?

Los resultados electorales de los últimos comicios presidenciales

mexicanos no fueron admitidos por la candidatura perdedora del Partido

Democrático de la Revolución (PRD), liderada por Manuel López Obrador.

El Partido de Acción Nacional (PAN) se impuso por muy estrecho margen,

consiguiendo mantenerse en el poder y sustituir al presidente Vicente Fox

por un hombre de su propio partido y máxima confianza, Felipe Calderón.

La popularidad de López Obrador, tras su paso por la alcaldía del Distrito

Federal y los movimientos tentativos para apartarlo de la carrera electoral,

tuvieron una ratificación en los sondeos electorales, que utilizados como
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un elemento más de la campaña, terminaron por convencer al candidato

y quienes le apoyaban de que la jornada electoral del 2 de julio de 2006

era una simple constatación de una victoria segura. Sin embargo Felipe

Calderón se impuso con un respaldo del 35,9%, frente al 35.34% de

López Obrador (Roberto Madrazo, cabeza del anteriormente todopodero-

so PRI, solo consiguió un 21,57%). El mínimo pero suficiente margen

alcanzado por el PAN condujo a López Obrador a una estrategia que al

final ha significado su muerte política.

En la larga campaña electoral, López Obrador había propuesto un

cambio constitucional que vertebrara las relaciones entre los tres niveles

administrativos (Estado central, estados federados y municipios), incorpo-

rara a las clases más desfavorecidas (especialmente a la población indí-

gena) y vertebrara un estado social que acabara con la iniquidad en el

reparto de la riqueza (México presenta una de las mayores diferencias

entre rentas del continente, que a su vez es el más desigual de todo el

mundo). La demanda de un relevo constitucional ya estuvo presente en el

movimiento político articulado alrededor de Coahutemoc Cárdenas en los

años noventa, haciéndose eco de una corriente de la intelectualidad pro-

gresista mexicana desde los años setenta; tras su victoria en 2000 y el

desalojo del poder del PRI, el PAN barajó la posibilidad de reforma, pero

su minoría parlamentaria hizo que se aparcara la iniciativa.

El cambio propuesto por López Obrador iba mucho más allá de los

anteriores y contenía una relectura de la historia del México contemporá-

neo. Según esta interpretación, la independencia mexicana habría sido

tan sólo un cambio en las élites dominantes, traicionando la aristocracia

criolla el apoyo popular; los logros alcanzados durante el periodo de

Reforma juarista fueron rápidamente sepultados por la larga dictadura de

Porfirio Díaz; la Revolución que le dio fin utilizó la bandera de la justicia

social, pero sus objetivos fueron instrumentalizados para conformar un

régimen de partido único, que utilizaba el discurso de la izquierda pero se

asentaba sobre bases clientelares, un sistema de corrupción generalizada

y el reparto de parcelas de poder entre los máximos dirigentes, impidien-

do cualquier reforma estructural; la salida del poder y posterior derrumbe

del PRI no habría cambiado la situación, pues el partido conservador

había mantenido intacto el régimen heredado, prueba de su completa

identificación con el mismo. Había llegado la hora de realizar esa transfor-

mación profunda que hiciera al Estado realmente representante de la ciu-

dadanía en su totalidad, no sólo de la élite socioeconómica que se había

beneficiado de su inmovilismo.
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Las expectativas sociales generadas por la campaña de López

Obrador habían sido muy considerables, de modo significativo entre las

clases populares y la muy plural izquierda mexicana. En consecuencia, el

resultado produjo una enorme frustración, lo que fue utilizado por el

núcleo dirigente del PRD para movilizar a sus simpatizantes en demostra-

ciones masivas y plantar cara –incluso de forma violenta– al electo presi-

dente en las instituciones; la radicalización de la respuesta llevó al paro-

xismo cuando López Obrador protagonizó la pantomima de su jura presi-

dencial en la plaza del Zócalo. Esta deriva radicalizada fue en contra de

sus propios intereses: las movilizaciones y ocupaciones de espacios

públicos acabaron irritando a la mayor parte de la sociedad mexicana,

mientras la triste imagen de un parlamento representando una mezcla

macabra de sainete y combate de boxeo hicieron desaparecer las simpa-

tías que por el candidato aun mantenía la intelectualidad nacional. El

resultado final ha sido el entierro político de la figura de López Obrador;

pero aun más trascendental, la de su proyecto de refundación republica-

na, a pesar de persistir las bases que sustentaban la necesidad de una

amplia reforma constitucional.

Venezuela: la segunda reforma y la senda a la autocracia

Las elecciones venezolanas del 3 de diciembre de 2006 cerraron el

ciclo electoral analizado; en ellas se impuso Hugo Chávez, al frente de una

coalición liderada por su propio Movimiento V República. Que la impor-

tancia del cartel electoral se encuentra crecientemente en el protagonista

del mismo y menos en las siglas que lo arropan alcanza su punto para-

digmático en el caso venezolano. Es la figura de Chávez la que nuclea

todas las afiliaciones afectivas, importando cada vez menos la entidad

partidaria, que ha quedado fundamentalmente como un recurso de movi-

lización masiva y una maquinaria electoral. «Los votos son de Chávez, no

de los partidos», reconoció el propio presidente. La evidencia más clara

de esta disminución de identidad propia e importancia política se encuen-

tra en el proceso de transformación en marcha, por el que Chávez reuni-

rá a todos los partidos, agrupaciones y movimientos integrados en la

alianza que le apoya en una única entidad política.

La victoria de Chávez es las últimas elecciones fue más allá de la sim-

ple renovación de mandato. El presidente fue a la campaña sin un pro-

grama concreto, sin una agenda mínimamente articulada. Por el contrario,

presentó las elecciones como un plebiscito: Chávez Sí o Chávez No, igno-

rando doblemente a sus contrincantes; por una parte no daba la menor
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importancia a esos líderes que evidenciaban más ganas de revancha que

capacidad de transformación del país, pero además el propio Chávez pro-

clamaba que su oposición no eran aquellos individuos que monopoliza-

ban los canales privados de televisión, sino su gran «enemigo», el presi-

dente estadounidense George W. Bush. Sin capacidad para vertebrar un

discurso alternativo, la oposición –que además se presentaba dividida–

aceptó los términos planteados por el presidente, lo que les llevó a una

derrota humillante. Por que el dato más significativo, por encima de toda

la riqueza en el análisis de discurso, es que Chávez revalidó su mandato

con un respaldo popular del 62,9%, el más alto de toda América Latina, a

pesar de que se conseguía en elecciones de única vuelta y ante otros dos

candidatos.

En su primera toma de posesión en 1998, Chávez juró su cargo sobre

«esta constitución moribunda», la norma suprema desde 1961; antes de

un año ya exhibía un nuevo texto constitucional, que desde entonces ha

blandido como uno de sus máximos logros. En su última jura «en defen-

sa de la Revolución Bolivariana» sobre la Constitución de 1999, ya se

evidenciaba un programa no explicitado durante la campaña. La re f u n-

dación republicana que pretenden sus émulos andinos, Evo Morales y

Rafael Correa, Chávez ya la realizó a finales de la última década; el pro-

grama puesto en marcha en 2007 sería una segunda fase transformado-

ra, conformada alrededor del concepto «Socialismo del Siglo XXI», cuya

definición práctica se encuentra realizada en la obra La Nueva Etapa: el

Mapa Estratégico de la Revolución Bolivariana (cuya primera edición

a p a reció a finales de 2004, pero que en posteriores ediciones ha re c o-

gido ampliaciones); aunque la obra está muy lejos de ser el texto doctri-

nal que pretende su ambicioso título y su lectura no puede decirse que

sea muy entretenida, resulta de obligada consulta para analizar esta

«Nueva Etapa».

La Constitución de 1999, que ha permitido el ascenso del poder cha-

vista hasta cotas inigualadas, aun mantiene el modelo de corte republica-

no y la separación de los poderes públicos, si bien introduce ciertos lími-

tes en su autonomía a favor de otros poderes, como el poder popular,

reconocido como tal en la Constitución. El tratamiento a los partidos polí-

ticos –sin financiación pública, para evitar los desmanes de etapas ante-

riores–, es tanto o más significativo: lejos de silenciarlos –como denuncia

la oposición–, en realidad les arrebata ese papel intermediario entre la

sociedad civil y el Estado, otorgándoselo a otros tipos de organizaciones

sociales. Por último, la interpretación oficialista de la Constitución ha
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extendido la idea de subordinación del individuo, en cuanto ciudadano, a

los designios del Estado, que son los del poder establecido; esta subor-

dinación alcanza la comunión en esa suerte de filosofía política que es el

bolivarismo, que cultiva la figura del Libertador hasta la extenuación, pero

en realidad no tiene mucho que ver con su pensamiento político. En resu-

men, la actual Constitución mantiene una división de poderes con auto-

nomía limitada, garantiza la pluralidad de partidos, aun recortando sus

fuentes de legitimidad y financiación, y diseña un nuevo marco de refe-

rencia político, elevando el bolivarismo a rango de ideología identitaria.

Todo ello no parece suficiente para alcanzar lo que Chávez denomina

«socialismo del siglo XXI».

Luis Michelena, el octogenario padre intelectual del bolivarismo, padri-

no político del presidente y hombre fuerte de la Asamblea que redactó la

Constitución, ha calificado el socialismo del siglo XXI como una sopa

«minestrone que no tiene asidero ni doctrina de ninguna naturaleza, ni teo-

ría en que fundamentarse» (6). Lo que sí tiene son objetivos e instrumen-

tos; entre los primeros se encuentra la reforma constitucional (además de

cambios transcendentales en los campos de la propiedad agraria, la edu-

cación, los medios de comunicación y la explotación de los hidrocarbu-

ros), y entre los segundos la conversión de la alianza de partidos y agru-

paciones que apoya al presidente en el gran partido de Estado que con-

trole de forma absoluta la vida política de la nueva República; el nombre

propuesto por el mismo Chávez ha sido el de Partido Socialista Unido de

Venezuela, cuyo objetivo explícito es reunir a «toda la militancia revolucio-

naria en un partido único».

La acumulación de poderes por parte de Chávez hace tiempo que

superó un nivel preocupante, pero desde su reelección no ha hecho sino

crecer. En enero de 2007 Chávez obtuvo su segunda Ley Habilitante (la

primera le fue concedida en 2001), que le permitirá durante 18 meses dis-

poner de plenos poderes para legislar en los más trascendentales cam-

pos: institucional (transformación de las instituciones del estado, recorte

de la autonomía administrativa regional, ley municipal, «participación

popular de la comunidad organizada»), económico (hidrocarburos, indus-

tria y agricultura) y social (organización vecinal, sistema de enseñanza,

medios de comunicación). La concesión de estas competencias absolu-

tas fue realizada por un Parlamento del que está ausente la oposición, reu-

— 41 —

(6) IBARZ, JOAQUIM: «Hugo Chávez, del autoritarismo al totalitarismo»; La Vanguardia, 4 de
febrero de 2007.



nido en sesión extraordinaria fuera de su sede oficial y con votación a

mano alzada en la que los parlamentarios rivalizaban en la gestualización

más condescendiente. Con un legislativo tan doblegado a la voluntad pre-

sidencial cabría preguntarse por las necesidades de la Ley Habilitadora; la

única respuesta es que Chávez no quiere la menor disidencia interna ante

las profundas transformaciones, que realizará mediante decretos leyes, en

los campos antes señalados. Con una población polarizada y radicaliza-

da, con la práctica totalidad de los medios de comunicación privados en

su contra, Chávez ha alcanzado un control absoluto sobre todos los pode-

res utilizando los instrumentos democráticos y con el aplauso de la mayor

parte de la ciudadanía.

De todas las transformaciones en marcha, sin lugar a dudas la más

importante es la que afecta a la reforma de la norma suprema: sin una

Asamblea Constituyente, el presidente pretende transformar el texto de

1999. El constitucionalismo tiene una denominación muy acertada para

esas constituciones concedidas por unos monarcas que pre t e n d í a n

dejar de ser absolutos a un pueblo aun de vasallos: Carta otorgada.

Aunque un plebiscito posterior la legitime, como está previsto que ocu-

rra en el actual proceso refundacional venezolano, el máximo texto nor-

mativo se encontrará en muy difíciles condiciones para ser la casa

común de todos los venezolanos. La nueva constitución, explícitamente

partidista, tan solo servirá para afianzar al régimen chavista en la dra-

mática senda hacia la autocracia, una dictadura personal, populista y

p o p u l a r. Sería bueno que aquellos que respaldan sin sombra de duda al

p residente Chávez re c o rdaran lo que escribió su admirado Simón

Bolívar: «Huid del país donde uno solo ejerce todos los poderes: es un

país de esclavos».

REPERCUSIONES DE LOS RESULTADOS EN LAS POLÍTICAS EXTE-

RIORES Y DE DEFENSA

Un conjunto muy variado de factores visualizan la emergencia de un

nuevo escenario iberoamericano; todos ellos pueden agruparse en cuatro

grandes bloques: el cambio de ciclo ideológico, la etapa de crecimiento y

consolidación económicos, la pérdida de hegemonía estadounidense

sobre la región y la articulación de ambiciosas políticas exteriores nacio-

nales. Los dos primeros ya han sido analizados anteriormente; a conti-

nuación se plantean las manifestaciones más señeras de la disminución

hegemónica estadounidense y, con mayor detenimiento, se analizan los
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cauces vertebradores de las políticas exteriores y de defensa de los prin-

cipales actores nacionales de la región.

El alejamiento estadounidense y su pérdida de hegemonía

Estados Unidos ni ha mostrado interés ni puede ya dictar la agenda

exterior y de seguridad de las Américas. Los cambios más trascendentales

en las relaciones interamericanas en la última década se encuentran dire c-

tamente relacionados con la paulatina pérdida de interés de Estados

Unidos por los asuntos del resto del continente, muy especialmente de

Sudamérica. Cuando, a mediados de marzo de este año, el Pre s i d e n t e

Bush realizó una rápida gira por cinco países de la región (Uruguay, Brasil,

Colombia, Guatemala y México), no faltaron voces que anunciaban –en un

sentido y en otro– un incremento inmediato del nivel de la políticas esta-

dounidense hacia América Latina. A pesar de estas expectativas, el balan-

ce del viaje no puede calificarse sino de mediocre; no se han alcanzado

a c u e rdos firmes y la carga fundamental de la gira presidencial se redujo a

un rosario de discursos meramente gestuales. Todo ello evidencia la esca-

sa relevancia que en estos momentos tiene el conjunto de la región para

Wa s h i n g t o n .

El final de la guerra fría significó el comienzo de una transformación en

las políticas estadounidenses hacia la región, paulatinamente despojadas

del manto ideológico sobre las que se habían diseñado. La desaparición

de la Unión Soviética y el nacimiento de Estados independientes por una

parte y el crecimiento económico de los países de Extremo Oriente por

otra abrían un cúmulo de oportunidades que no podían dejar de ser aten-

didas e hicieron que Estados Unidos focalizara su atención en estas regio-

nes. Los atentados del 11-S produjeron un nuevo giro estratégico, abrien-

do una nueva área de atención prioritaria, Medio Oriente y la orilla sur del

Mediterráneo, que ha tenido dos manifestaciones de gran magnitud, las

guerras en Afganistán e Irak, pero también el diseño de un muy ambicio-

so programa de actuación sobre toda la región (Desafío de la Cuenta del

Milenio) que busca posibilitar el establecimiento de regímenes más abier-

tos y participativos, pero sobre todo que sean ajenos a cualquier veleidad

de colaboración con el terrorismo yijadista antioccidental. Esta focaliza-

ción regional del interés estadounidense tiene dos consecuencias direc-

tas: la primera, de carácter general, afecta a las intervenciones en gestión

de crisis y procesos de construcción nacional de Estados fallidos, en las

que Estados Unidos ejercerá prioritariamente labores de padrinazgo y

apoyo (como viene sucediendo en los últimos años en Haití), pero sin
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implicar directamente presupuesto y mucho menos unidades militares,

incitando y respaldando la implicación de potencias regionales (7). La

segunda afecta directamente a América Latina, que pasa a ser una región

de interés secundario, sin crisis locales que supongan desafíos a la esta-

bilidad global y que pueden ser atendidas por potencias regionales afines,

aplicando lo que se ha llamado «esferas de responsabilidad».

Esta disminución de interés no es general: México y el Caribe siguen

siendo un territorio de vital importancia para Estados Unidos; donde se

manifiesta de forma más palpable es en los asuntos sudamericanos, pre-

cisamente en un momento en el que se han multiplicado problemas de

gobernabilidad en los que usualmente su política exterior se había impli-

cado directamente, permaneciendo en la actualidad ajena a toda partici-

pación determinante. Aun más evidentes son los cambios operados en

sus relaciones con líderes que anteriormente hubieran tenido una muy difí-

cil aceptación: resulta un ejercicio clarificador pensar cual hubiera sido la

reacción de los Estados Unidos de las décadas de los sesenta a los

ochenta ante el ascenso de líderes como Lula, Tabaré Vázquez o

Bachelet, y sobre todo si hubiera permitido la llegada al poder de Morales

o Correa. La débil –aunque creciente– oposición al reforzamiento de

Chávez es tal vez el síntoma más claro de los cambios: un desembarco de

los marines en Caracas tan solo se encuentra en el discurso del propio

Chávez.

Este proceso no ha dejado de ser puesto de manifiesto desde los pro-

pios Estados Unidos y desde todos los países iberoamericanos. Hace

más de un año, Peter Hakim se preguntaba por las razones de lo que cali-

ficaba de la pérdida de América Latina por Washington, señalando las

oportunidades perdidas desde el fin de la guerra fría, lo que había depa-

rado el punto más bajo de las relaciones entre Estados Unidos y el sub-

continente, la aparición de amenazas en la región y el inquietante creci-

miento de la política china sobre la región. La causa de esa pérdida la

encontraba Moisés Naím es la disminución de los intereses mutuos a con-

secuencia de la escasa relevancia a la que había quedado reducida

América Latina, que «no puede competir en el escenario mundial en nin-

gún aspecto, ni siquiera como amenaza». Abrahan F. Lowenthal señala el
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cambio de paradigma operado en las relaciones entre Estados Unidos y

América Latina, con la superación de la subsidiaridad ideológica, la pérdi-

da de la solidaridad panamericana y la incapacidad estadounidense de

mantener los cómodos clichés del pasado, necesitando un nuevo sistema

de referencias y una política exterior constante, sin ese compromiso inter-

mitente que tantas dudas ha producido entre sus aliados en la región (8).

Por último, desde los países latinoamericanos la respuesta ha sido muy

diversa, tanto en interpretaciones como en el análisis de las consecuen-

cias; se apuntan desde teorías del vacío hegemónico o declinación hege-

mónica, hasta las tesis de desaparición de la idea de hemisferio occiden-

tal, de la voluntad y práctica imperialista o de las turbulencias en las fron-

teras imperiales. El corolario final de estos análisis suele ser que América

Latina debe aprovechar estas oportunidades para abrirse al mundo y pro-

fundizar sus relaciones con los principales actores globales en igualdad

de rango que las mantenidas con Estados Unidos (9).

La lucha por el liderazgo regional

I b e roamérica se encuentra ante el mayor cambio geoestratégico del últi-

mo medio siglo (10). En los últimos años los grandes países de la re g i ó n

están transformando los parámetros de sus políticas exteriores y de defen-

sa, que en comparación con las mantenidos en décadas pasadas se perc i-

ben muchos más dinámicas, autónomas e incluso agresivas. Aun con distin-

to nivel de ambición y sobre todo con muy diferente capacidad proyectiva, la

ejecución de estas políticas trata de hacer visible la potencialidad del país y

s o b re todo consiguen hacer percibir a los vecinos la intencionalidad de sus

objetivos, lo que tiene por consecuencia el incremento de las tensiones bila-

terales. El resultado de todo el proceso, como antes ha sido señalado, es la

conformación de un nuevo escenario iberoamericano. Cada país perc i b e

este escenario desarrollando estrategias de precaución por el cambio y pero

s o b re todo tratando de aprovechar la oportunidad que supone.
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Determinar que la causa fundamental de esta renovada actividad exte-

rior iberoamericana obedece exclusivamente al supuesto vacío hegemóni-

co ocasionado por el distanciamiento estadounidense no sería muy acerta-

do. Sin duda el laissez faire estadounidense ha operado como catalizador

de programas y voluntades; pero en realidad esta nueva fase responde a

motivaciones de mayor alcance, tanto propiamente exteriores como intrín-

sicamente domésticas, por lo que varían mucho entre los distintos países.

E n t re las múltiples motivaciones de política internacional más trascenden-

tes destacan la búsqueda del reconocimiento de un liderazgo latinoameri-

cano con la designación de un puesto permanente en el futuro Consejo de

Seguridad de las Naciones Unidas ampliado, la vertebración de nuevas pla-

taformas institucionales de nivel continental como la Comunidad

Sudamericana de Naciones (CSN), la sostenida expansión paralela de MER-

COSUR o la voluntad de conformar una red de aliados de la revolución boli-

variana. Estos objetivos no son antagónicos ni responden a un solo país,

por lo que pueden aparecer alianzas y apoyos re c í p rocos; sin embargo la

puesta en práctica de las políticas que los persiguen sí pueden confro n t a r

posicionamientos y proyecciones ajenas. Por esta razón, en la América

Latina de la primera década del siglo XXI están presentes binomios antagó-

nicos que dibujan la fluidez de las nuevas relaciones interamericanas: el for-

talecimiento de las dinámicas de integración frente al incremento de las ten-

siones bilaterales; la trascendencia del discurso social frente a la pre p o n d e-

rancia de los temas económicos, principalmente energéticos; la apare n t e

c a r rera armamentística de un amplio grupo de países frente al manteni-

miento del menor gasto regional en armamento del mundo.

México y Brasil son los países que, por demografía y riqueza nacional,

más posibilidades tienen para hacerse con el liderazgo regional y mayor

tradición han mantenido en cuanto a política exterior de proyección regio-

nal. Sin embargo su momento los diferencia sustancialmente en las opcio-

nes para conseguir ese objetivo. Aunque mantiene intacta sus potenciali-

dades, México presenta dos déficit fundamentales: el declive de su acción

otrora poderosa exterior y la apuesta estratégica de Tlatelolco hacia el

norte, insertado con Estados Unidos y Canadá en el TLCAN, y alejándose

a lo largo de la última década de los asuntos latinoamericanos; el ele-

mento más coyuntural –la crisis institucional motivada por los últimos

resultados electorales– puede haber servido para determinar definitiva-

mente su puja por el liderazgo iberoamericano; los esfuerzos del presi-

dente Calderón para relanzar el Plan Puebla-Panamá (PPP, lanzado en el

2001 y con el que se pretende la integración mesoamericana) son un

esfuerzo extremo para seguir manteniendo las opciones del liderazgo
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regional. Brasil por el contrario se encuentra en un momento álgido, con

una presidencia consolidada por su renovación que Itamaraty ya con

antelación había convertido en su principal activo exterior; el diseño y el

manejo fundamental del gran proyecto continental de la Comunidad

Sudamericana de Naciones convierte de facto a Brasil en el líder del sub-

continente, al tiempo que su inclusión protagonista en MERCOSUR le

posiciona idealmente para convertirse en la locomotora del grupo.

Un aspecto fundamental en el callado enfrentamiento entre ambos paí-

ses es el diseño de su política de defensa y la actuación de sus fuerzas

armadas. México es el país de la región de menor gasto militar en relación

al PIB (0,43%), si bien es el cuarto país con mayor gasto absoluto

2.891.961.342 $; sin embargo lo más importante es que, por imperativo

constitucional, sus fuerzas armadas no participan en ningún tipo de actua-

ción exterior, lo que le convierte en el único país de cierta dimensión que

no participa en intervenciones humanitarias, ni por supuesto en acciones

de pacificación en coalición con otros países. El caso contrario es el de

Brasil, con el mayor presupuesto en defensa de América Latina

(11.048.842.136 $, un 1,84% de su PIB en 2005) (11) y capitaneando la

acción exterior combinada más importante de la historia continental,

MINUSTAH, con participación de los ejércitos de prácticamente todos los

países de la región y donde Brasil ostenta desde su comienzo la dirección

militar. De acuerdo a cualquier ámbito referencial, Brasil es la gran poten-

cia militar de América Latina, con un gasto en defensa que multiplica tres

veces y media a los dos siguientes países (Chile y Colombia) y unas

dimensiones de sus fuerzas armadas que alcanzan a cuadruplicar las del

segundo mayor ejército regional (Colombia).

Argentina y Chile son otros dos países que, por muy distintas razones,

también entran en liza por el liderazgo regional, teniendo entre sí una larga

serie de enfrentamientos diplomáticos y militares, afortunadamente ya

superados. La dinámica de ambos países es radicalmente distinta; políti-

camente, la inestabilidad argentina de la última década contrasta viva-

mente con la estabilidad chilena de los gobiernos de la Concertación.

Económicamente, los esfuerzos del gobierno justicialista de Kirchner se

están viendo recompensados por el éxito en tanto han recuperado los

niveles anteriores a la crisis, luego la economía argentina ha perdido prác-

ticamente una década de crecimiento; Chile representa un modelo exito-

so de apertura a la economía global, con unos crecimientos de produc-
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ción sostenidos y unas cifras macroeconómicas que son envidiadas por el

resto de los países de la región, en especial cuando se constata que están

unidas a una política redistributiva que convierte a Chile en el país con

menores diferencias de renta del subcontinente.

Estas diferencias políticas y económicas tienen una relación directa en

el diseño y ejecución de las políticas exteriores y de defensa, por lo que las

de ambos países responden a dinámicas muy disímiles. Argentina, tras

décadas manteniendo una seguridad poco realista en sus capacidades y

generando unas expectativas muy por encima de las posibilidades, ha ter-

minado aceptando su dimensión real y, obrando en consecuencia, ha dise-

ñado políticas mucho más modestas; en el ámbito militar su actuación en

la reducción del gasto ha sido la más exitosa del continente (ha re c o r t a d o

su presupuesto militar un 25% y la dimensión de sus fuerzas armadas casi

un 50%), pero a costa de reducir las capacidades de defensa a sus míni-

mos. Ante esta línea declinante argentina, Chile presenta una dire c c i ó n

alcista en su proyección exterior; la elección del excanciller Insulza como

S e c retario General de la OEA (conseguida frente a la candidatura del minis-

t ro mexicano Luís Ernesto Darbez, que además contaba con el apoyo de

Estados Unidos) es el símbolo de esta capacidad de proyección continen-

tal; manifestada además en el sólido papel desempeñado en la conforma-

ción de la CSN o en las invitaciones a su integración de los socios de MER-

COSUR. Esta política exterior crecientemente ambiciosa se encuentra

d i rectamente complementada con su política de defensa, que en cuanto a

su diseño y manejo supone un caso único en América Latina. Chile es el

país iberoamericano que más gasta en defensa en relación a su PIB

(3,54%) y el segundo en términos absolutos (3.312.530.808 $ en 2005);

este gasto no se encuentra en relación con la percepción de riesgo sino

con el sistema de financiación de las FAS (manteniendo un pre s u p u e s t o

que cuenta con un tanto por ciento de los beneficios de la exportación del

c o b re), lo que les permite sostener unos programas de adquisiciones

–cazas F-16, carros Leopard– sin contraste posible con los países vecinos.

Si Argentina gasta un 25% menos en Defensa que hace una década, en el

mismo periodo Chile prácticamente ha doblado su presupuesto militar.

Los resultados de las elecciones presidenciales no han hecho variar

los vectores fundamentales de los países analizados. La búsqueda de

unos resultados positivos en las políticas exteriores y de defensa debe

realizarse por sistema a medio y largo plazo, en consecuencia, conseguir

el liderazgo iberoamericano no es decisión de última hora ni puede mate-

rializarse en el plazo corto. Estas políticas por definición son de Estado y
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no ha habido cambios sustanciales en los regímenes republicanos; los

más sustanciales fueron la sustitución de la hegemonía priista en México

por los gobiernos conservadores del PAN y la llegada al poder en Brasil

de la izquierda con Lula; pero los efectos de estos cambios, como se ha

visto, han tenido consecuencias radicalmente distintas en la proyección

exterior de ambos países. Un caso distinto se ha producido en Venezuela,

donde la consolidación de un cambio de régimen sí ha hecho variar sus-

tancialmente sus políticas exterior y de defensa.

La expansión de la Revolución Bolivariana

Resulta poco discutible determinar cual es el líder latinoamericano más

conocido en el mundo; incluso, si se atiene a lo recogido en el

L a t i n o b a r ó m e t ro, el presidente venezolano no solo es el más re c o n o c i d o ,

sino además el que mejor nivel de aprobación alcanza, por no decir que es

el más querido. Nunca antes en la historia venezolana se había pro d u c i d o

un caso semejante. Salvo, efectivamente, Simón Bolívar; del que Chávez

acostumbra a presentarse como una re e n c a rnación con el objetivo de

encabezar una segunda liberación continental. Por su discurso incendiario,

sus ademanes histriónicos y su radical oposición a Estados Unidos, en el

mundo occidental la figura de Chávez ha distado mucho de ser tomada en

serio. Pero en América Latina son esos mismos argumentos los que le han

convertido en el dirigente político más valorado; y lo ha hecho desplazan-

do en ese puesto a quien, con los mismos argumentos pero sin su legiti-

midad democrática, lo ha sido durante décadas: Fidel Castro .

Además de sus cualidades personales y la acertada lectura realizada de

la sociedad venezolana, el ascenso y consolidación de Chávez en el esce-

nario internacional descansan sobre tres bases fundamentales: la magnífi-

ca utilización de los medios de comunicación globales, la pérdida por

Estados Unidos de su antigua hegemonía sobre la región y los colosales

beneficios del petróleo. Ninguna de ellas es coyuntural, por lo que su re l e-

vancia en la escena latinoamericana no tiene visos de disminuir. Con este

horizonte, no resulta extraño que las políticas exteriores y de defensa de

Venezuela hayan alcanzado unos niveles de proyección sin pre c e d e n t e s ;

políticas que tampoco son sobrevenidas, sino consecuencia de un cambio

estratégico muy meditado y extraordinariamente ambicioso. Ni geográfica,

ni demográfica, ni económicamente Venezuela ha tenido nunca posibilidad

de ocupar un puesto destacado en el escenario latinoamericano; estas

características persisten –por mucho que re p resente el monto final de la

explotación de los hidro c a r b u ros–, pero ha variado sustancialmente la acti-

— 49 —



tud de la presidencia. El factor fundamental de ese cambio es la voluntad

de desarrollar una red de regímenes semejantes o al menos simpatizantes

con la Revolución Bolivariana. Aunque el movimiento bolivariano original-

mente tan solo percibía su actuación en el marco político venezolano, el

d e s a r rollo y consolidación del nuevo régimen y la trascendencia exterior

fuera de sus fronteras han generado una voluntad neotroskista de re v o l u-

ción permanente internacionalista. No es que Chávez tenga temor alguno

en que su régimen expire si no se expande (siguiendo con la analogía,

podría persistir la «revolución en un solo país»), sino que persigue esa

expansión para superar la limitaciones de su país y sumar una masa críti-

ca con la que influir decididamente en la política intern a c i o n a l .

El último ciclo electoral latinoamericano, con la elección de un gran

número de presidencias, resultaba una oportunidad extraordinaria para

llevar a cabo el comienzo se esa expansión bolivariana. Chávez apostó

fuerte en cinco de esas elecciones (Bolivia, Ecuador, México, Nicaragua y

Perú), alcanzando resultados positivos en tres de ellas: Evo Morales en

Bolivia, Rafael Correa en Ecuador y Daniel Ortega en Nicaragua. López

Obrador pagó cara la ayuda chavista, que además ocasionó graves ten-

siones bilaterales, con la llamada a consultas de los respectivos embaja-

dores. Ollanta Humala ganó la primera vuelta de las elecciones presiden-

ciales peruana, siendo derrotado en la segunda cuando el resto de los

candidatos arroparon la candidatura de Alán García y desarrollaron una

estrategia que tenía la defensa de la independencia nacional como primer

argumento de campaña.

El segundo campo directamente influido por este cambio estratégico y

esa voluntad expansiva es la utilización de las grandes plataformas multi-

nacionales de integración. El ingreso de Venezuela en MERCOSUR y la

ambiciosa dinámica que Caracas ha pretendido imprimir a la CSN obede-

cen fundamentalmente a la participación activa en el levantamiento de

estructuras económicas (Petrosur, Banco del Sur, Banco Sudamericano

de Desarrollo), sociales (Telesur), culturales (Mercosur cultural) y en última

instancia políticas que faciliten la proliferación de apoyos.

Por último, la propia figura de Chávez es elemento singular de vincula-

ción afectiva. Chávez se ha convertido en el referente icónico de la izquier-

da latinoamericana, pero también de amplias capas sociales desideologi-

zadas, sin esperanza en las instituciones y partidos tradicionales; lo que le

convierte en el líder de las clases desfavorecidas, independientemente de

su nacionalidad.
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ANTE LA CRISIS DE GOBERNABILIDAD EN AMÉRICA LATINA

Por Sonia Alda Mejías

INTRODUCCIÓN

Aunque aparentemente pudiera ser una contradicción, tan pertinente

es hablar hoy de los logros alcanzados por la democracia latinoamerica-

na, como de sus limitaciones y deficiencias. Las 12 elecciones presiden-

ciales mas los comicios legislativos que han tenido lugar desde finales del

2005 y a lo largo de todo el 2006 ponen de manifiesto los importantes

avances de la democracia en la región y su nivel de aceptación. Mientras

que la superación de este nuevo ciclo electoral indica la consolidación de

una democracia de electores en la región; la crisis de gobernabilidad y los

altos niveles de inestabilidad política, de los últimos años, nos hablan al

mismo tiempo de las deficiencias de una democracia de ciudadanos que

la región tiene como reto construir, tal y como puso de manifiesto el

Informe sobre la Democracia en América Latina del PNUD en 2004 (1).

Como reacción a esta crisis de gobernabilidad han surgido nuevos

actores que están forzando un nuevo cambio político cuyo alcance hoy se

desconoce. La incapacidad de los partidos políticos y de las instituciones

representativas de formular y aplicar políticas que respondan a las nece-
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sidades de la sociedad ha generado una frustración generalizada de la

ciudadanía manifestada en una contundente capacidad de movilización,

hasta el punto de lograr el derrocamiento de distintos presidentes consti-

tucionales. En esta coyuntura, los nuevos movimientos sociales (NMSs) y

los populismos de izquierda, convertidos en portavoces de dicha frustra-

ción, coinciden en señalar que la solución radica en introducir cambios

dirigidos hacia una revolución que garantice la participación directa de la

ciudadanía en las decisiones de gobierno. Sólo mediante esta vía será

posible alcanzar una «auténtica democracia». La falta de alternativas a las

demandas ciudadanas formuladas desde la institucionalidad y el marco

legal democrático ha proporcionado a estos nuevos actores un campo

abonado para desarrollar una crítica frontal a los regímenes democráticos

representativos.

El objetivo es analizar las causas que generan esta crisis, así como las

soluciones proporcionadas por los NMSs y los populismos de izquierda

que han estado presentes como alternativa electoral en buena parte de

los comicios celebrados el año pasado e incluso algunos han ganado la

contienda electoral. Este es el caso de Rafael Correa, en el Ecuador, o de

Daniel Ortega, en Nicaragua, quienes se han incorporado a una alianza

integrada por Evo Morales, presidente de Bolivia, el presidente venezola-

no Hugo Chávez y Fidel Castro. Las aspiraciones y puntos en común de

todos estos actores permite analizar conjuntamente en qué medida la pro-

puesta de llevar a cabo una revolución resuelve o no la crisis de goberna-

bilidad actual.

En el centro de este problema hay implícita una crisis de re p re s e n t a t i v i-

dad que se expresa en las críticas de estos actores a las limitaciones de la

democracia re p resentativa. Según esta visión las restricciones de este sis-

tema impiden dar solución a las demandas políticas, económicas y socia-

les de la sociedad civil. Esto explica que la acción directa y la democracia

participativa se hayan planteado como alternativas a un modelo de demo-

cracia que los ciudadanos no consideran fiable o incluso fracasado. El

planteamiento no es muy diferente para algunos analistas preocupados por

el tema. Bajo esta opinión la causa de los problemas estructurales que

amenazan gobernabilidad, y en última instancia, la democracia se encuen-

tra en el sistema re p re s e n t a t i v o .

El punto de partida de este artículo no es negar en absoluto la crisis de

representatividad que sin excepción alcanza a toda la región, aunque con

diferente intensidad. Más bien se trata de plantearla como una conse-
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cuencia de la debilidad estructural del Estado, principal causa de la ingo-

bernabilidad. Si bien para entender el problema de la gobernabilidad es

preciso recurrir a una visión multicausal, se pondrá particular énfasis en

las implicaciones derivadas de este factor por su incidencia directa en las

fracturas de las democracias latinoamericanas, ya que afecta directamen-

te a la incapacidad gubernamental de traducir en políticas públicas las

demandas ciudadanas de forma eficiente y eficaz.

Con este planteamiento se pondría en evidencia las limitaciones de

las alternativas planteadas por los NMSs y los populismos de izquierd a ,

ya que de no reforzarse la estructura estatal, la mera sustitución de una

democracia re p resentativa por una directa, tal y como proponen, no

sería suficiente para atender las peticiones ciudadanas. El propio pro-

yecto de transformación pretendido por éstos no podrá efectuarse úni-

camente con un régimen más participativo si además no se toman ini-

ciativas para pro p o rcionar solidez y eficacia al Estado. Entre tanto es

posible constatar el desarrollo de una dinámica política basada en la

acción directa y en principios plebiscitarios fomentada tanto por los

NMSs, como por los gobiernos populistas que no necesariamente con-

ducirá a un régimen donde se garanticen los auténticos deseos de la

voluntad popular sino a una espiral de inestabilidad social y política, que

alimente la crisis de gobernabilidad que les dio origen. Mientras se nie-

gan las instituciones re p resentativas y se prima la legitimidad de la

voluntad popular por encima incluso de la legalidad se diluyen las re g l a s

del juego democrático y con ello desaparece la certidumbre y la estabi-

lidad aspectos imprescindibles para el desarrollo de cualquier sociedad

y democracia.

CRISIS DE GOBERNABILIDAD

No ha habido en América Latina otro período histórico tan largo, como

el actual, en el que los gobiernos se hayan alternado en el poder de forma

regular y estable mediante elecciones. Hasta la década de los noventa, el

proceso de transición democrática, iniciado en la década anterior, cumplía

con los presupuestos básicos de una democracia. A las garantías para

asegurar el pluralismo político, se sumó la celebración regular y transpa-

rente de elecciones para la formación del poder ejecutivo y legislativo, el

poder judicial se consideró autónomo y los derechos civiles fundamenta-

les garantizados, incluso se reconocieron los derechos de las minorías,

étnicas y culturales históricamente marginadas.
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Pese a todo, estos avances no han logrado evitar la actual crisis de

gobernabilidad, que pone de manifiesto las «fracturas» de las democra-

cias latinoamericanas. El enfoque de la consolidación democrática, apli-

cado tras superarse la fase de la transición, ha supuesto resueltas cues-

tiones imprescindibles para alcanzar precisamente este estado (2). Sin

embargo, el examen de las causas que intervienen en esta crisis revelará

las deficiencias y los obstáculos que impiden esperar una evolución line-

al de la democracia hacia su consolidación y perfeccionamiento, así como

los principales retos que enfrenta hoy este proceso.

El origen de la crisis de gobernabilidad se hace visible con los primero s

síntomas de malestar y de disconformidad popular manifestados ante la

c reciente incapacidad de los gobiernos elegidos de dar respuestas eficaces

a sus demandas políticas, sociales y económicas. Inicialmente las re a c c i o-

nes ciudadanas, ante la situación descrita, se manifiestan en el aumento de

la abstención, una tendencia creciente al aumento de quienes no se identi-

fican con ningún partido, o bien en el cambio de pre f e rencias del electora-

do de una elección a otra. Esta volatibilidad electoral no sólo se da en paí-

ses con sistemas de partidos más débiles como Perú o Ecuador, sino tam-

bién en Colombia o Venezuela con sistemas de partidos más fuertes (3).

Desde estas primeras muestras de disconformidad el proceso de pro-

gresiva frustración ciudadana desemboca en formas de protesta popular

multitudinarias y en muchas ocasiones con un cariz violento. Aunque los

motivos son los mismos, la persistente falta de respuestas por parte del

sistema político radicaliza la reacción ciudadana. El desarrollo adquirido

por los NMSs y su progresivo poder de movilización reflejan este proceso.

Estos nuevos actores han llegado a convertirse en portavoces de las

demandas populares. La máxima expresión de estas protestas es el

derrocamiento de presidentes constitucionales por presión popular. Así

mientras que desde hace años es impensable un golpe militar, ya que uno

de los logros de la democracia es haber conseguido su acuartelamiento,

sin embargo si cabe el riesgo de los llamados «golpes del pueblo» (4). Las
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«Fracturas en la gobernabilidad democrática», Centro de Análisis de Políticas Públicas de
la Universidad de Chile, Santiago de Chile, 1998, pp. 16-17.

(3) URZÚA, RAÚL, «¿Son gobernables nuestras democracias?» en AGÜERO, FELIPE y URZÚA,
RAÚL (eds.), «Fracturas en la gobernabilidad democrática», pp. 139-140.

(4) VILAS, CARLOS M., «Democracias tambaleantes, pueblos en furia, ¿Del golpe militar al

golpe de pueblo?», marzo 2004, http://web.usf.edu/iac/islac/download/Carlos%20Vilas-
GOLPES%20DE%20PUEBLO.doc.



deficiencias en el proceso de democratización y los problemas de gober-

nabilidad explican que, desde 1985, 14 presidentes constitucionales no

hayan terminado su mandato. En los últimos años hay diferentes casos en

que el motivo para abandonar el poder ha estado directamente asociado

con la protesta social organizada para este fin (5).

Los niveles de inestabilidad han alcanzado desde hace algunos años

un nivel preocupante. El caso boliviano es paradigmático. Esta dinámica

de movilización no se expresa únicamente en los momentos episódicos

de máxima tensión, como la caída de un presidente, sino que las protes-

tas casi se incorporan de forma cotidiana a la realidad nacional. Entre

2000 y 2004 –en los gobiernos de H. Banzer, J. Quiroga, G. Sánchez de

Lozada y C. Mesa– Bolivia fue sacudida por 14.513 bloqueos, marchas,

huelgas y paros; 9,9 por día (6). En el Perú donde se considera que los

movimientos sociales no tienen la misma fuerza que en Ecuador o Bolivia,

las movilizaciones se dan a diario (7). La dinámica establecida entre pro-

testa popular y la incapacidad estatal para controlarla favorece nuevas

protestas, alimentando así la multiplicación de demandas hasta por des-

bordar al Estado. Aunque por el momento no todos los países se han visto

afectados por el mismo nivel de movilización social no pueden conside-

rarse libres de semejante «amenaza» debido al «contundente capital de

movilización» de la región (8). Un factor revelado por el número de ciuda-
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(5) Así ocurrió en el Ecuador en 1997 Abdalá Bucaram, en 2000 Jamil Mahuad y en 2005,
Lucio Gutiérrez fueron expulsados del poder por presión popular. En Perú la protesta

generalizada forzó la renuncia de Alberto Fujimori, tras cometer fraude electoral. En la
Argentina las movilizaciones forzaron la renuncia de Fernando de la Rua en 2001 y en
Bolivia las renuncias de Gonzalo Sánchez de Lozada, en 2003 y de Carlos Mesa en 2005.

(6) «Los discordes en discordia», «Anuario 2005», www.bolivia.com. Según el Instituto
Nacional de Estadística, en 2000, durante el gobierno de Banzer, hubo 2.193 manifesta-
ciones, marchas, huelgas, paros, bloqueos y tumultos en Bolivia. La media sería seis por

día. En 2001, 6,4 movilizaciones por día. En el gobierno de Sánchez de Losada, en 2002
hubo una media de 5,9 movilizaciones por día. En 2003 desde la guerra del gas en los
meses de septiembre y octubre, hasta la caída del Presidente, hubo 10, 6 movilizaciones

diarias. En 2004 pese a la tregua social con Carlos Mesa, las manifestaciones fueron de
10,7 por día. En 2005, las manifestaciones vuelven a arreciar, con demandas nacionalis-
tas, regionalistas y separatistas, en Oriente y con la reivindicación de la nacionalización

del gas y de la instalación de una Constituyente, que fuerzan la renuncia de Carlos Mesa.
(7) Véase HUAROC, JEAN CARLO, CHIRI, R. Y CAVERO, J., «Gestión de conflictos sociales. Perú,

Bolivia y Ecuador», Serie Democracia, nº 12, Comisión Andina de Juritas-Embajada de
Finlandia, Lima, 2006, pp. 31-57.

Sobre un ejemplo de la protestas social en la región SEOÁNE, J. Y ALGRANATI, CLARA, «La
geografía política del conflicto social en América Latina», www.rebelion.org.

(8) Como ejemplo sobre el nivel de movilización en la región véase el estudio, SEOÁNE, J. Y

AL G R A N AT I, CL A R A, «La geografía política del conflicto social en América Latina»,
www.rebelion.org.



danos latinoamericanos que considera que lo más efectivo para cambiar

las cosas es participar en movimientos de protesta (9).

Si con los datos proporcionados es posible dar una idea aproximada

de la importancia de esta crisis, mediante el análisis de sus causas podrá

entenderse la complejidad de una situación en que si bien ningún actor

cuestiona la democracia, mediante su actuación y sus propuestas alter-

nativas para «salvarla», se corre el riesgo de profundizar en las fracturas

existentes por resolver.

Enfoques acerca de la crisis de gobernabilidad

La pobreza y la desigualdad, agravada por el resultado de las políticas

neoliberales; la drástica reducción de los servicios estatales prestados a

la ciudadanía, debido a la reducción del tamaño del Estado por la aplica-

ción de las mismas políticas; el aumento de la violencia e inseguridad ciu-

dadana generada por la progresiva proliferación de la delincuencia orga-

nizada y/o el desarrollo de tupidas y poderosas redes de narcotráfico que

acaban por permear buena parte de las estructuras sociales e institucio-

nales son algunos de los problemas que la ciudadanía demanda resolver.

Lejos de ello, ante la incapacidad del Estado de controlar o poner freno a

estos problemas, las demandas sólo se pueden multiplicar y acabar por

colapsar el sistema agravándose así la crisis de gobernabilidad. Esta

situación entre otros muchos aspectos impide incluso garantizar los dere-

chos humanos mas básicos de la población (10), ahondando entonces en

fracturas y limitaciones de la evolución democrática.

Ante esta situación hay diferentes visiones bajo las que se explican

fundamentalmente el origen de la crisis de gobernabilidad. Si hay acuer-

do en reconocer la relación directa entre el deterioro de las condiciones de

vida de la población, la incapacidad de respuesta del sistema político para

satisfacerlas y la pérdida de confianza de la población en el mismo, se

diferencian fundamentalmente dos enfoques que inciden en diferentes
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biar las cosas es participando en movimientos de protesta. El país mas cívicamente
rebelde es Guatemala con un 26 %, le sigue Brasil y Perú con un 22%, Bolivia con 18

%, México con 13 %, República Dominicana y Paraguay con el 7 %.
(10) Sobre estas deficiencias DIAMOND, LARRY, «Democracy in Latin America: Degrees,

Illusions and Directions for Consolidation» en FARER, TOM (ed.), «Beyond Sovereignty:

Collectivelly Defending Democracy in the Americas», The Johns Hopkins University
Press, 1996.



aspectos de esta relación para explicar la naturaleza de esta crisis. Bajo

el estructuralismo, la ingobernabilidad tiene solución resolviendo los pro-

blemas económicos. La pobreza y la desigualdad son la causa original de

todos los problemas que presionan sobre la realidad latinoamericana. Por

el contrario, el institucionalismo considera que los problemas de goberna-

bilidad tienen su origen en el sistema político y por tanto la mejora y la

adaptación de las instituciones para perfeccionar la democracia resolverí-

an los actuales problemas de gobernabilidad (11).

Sin embargo respecto al estructuralismo cabría señalar que no sólo

son motivos económicos los que suscitan las protestas populares, ni úni-

camente las clases más desfavorecidas las que se manifiestan. En Bolivia,

el conflicto en torno al gas no puede reducirse exclusivamente a causas

económicas; ni tampoco éste ha sido el único motivo de protesta. La

demanda de una Asamblea Constituyente ha sido otra cuestión presente

en las movilizaciones populares. Así mismo, desde 2003 en las moviliza-

ciones populares no sólo han participado los más desfavorecidos sino

también las clases medias. En abril de 2005, la caída del Presidente Lucio

Gutiérrez tuvo lugar en un momento de bonanza económica y de hecho

fueron las acusaciones de autoritarismo y manipulación política las cau-

sas principales que justificaron el fin de su presidencia. En este caso, ade-

más fueron las clases medias quienes lideraron las movilizaciones en con-

tra del Presidente.

En cuanto al institucionalismo ha quedado probado que las reformas

institucionales no resuelven siempre la incapacidad de respuesta del sis-

tema político a las necesidades ciudadanas. En la década de los noventa

en el área andina tuvo lugar una «fiebre constitucional» orientada a intro-

ducir reformas consideradas indispensables para asegurar la estabilidad y

el mejor desempeño de la democracia. Sin embargo sus efectos no han

sido los esperados e incluso han llegado a ser contraproducentes. El

clientelismo o la fragmentación política continuaron presentes e incluso

algunas reformas contribuyeron a complicar algunos de los problemas

que pretendían resolver (12).
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(11) PACHANO, SIMÓN, «Partidos y representación en la Región Andina», en VV.AA, «Partidos
políticos en la región andina: entre la crisis y el cambio», International IDEA, Estocolmo,
pp. 16-17.

(12) MAYORGA, RENE, «Gobernabilidad democrática y el reto de reformas las reformas», 2004,
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Además de las limitaciones que puedan tener estos enfoques, la visión

mas generalizada ha acabado por fusionar ambos planteamientos con la

confusión que ello supone. En esta interpretación se ha otorgado la res-

ponsabilidad de los problemas económicos y sociales más urgentes a la

democracia. Se considera que su evolución ha sido excluyente y ha aca-

bado por desatender las necesidades de la ciudadanía y atender única-

mente a las élites. Siguiendo esta interpretación, la solución radicaría

entonces en lograr una mayor representatividad para que sea posible la

formulación de las demandas por el resto de la sociedad y el medio para

conseguirlo sería proporcionando un carácter mas participativo a la

democracia. En este punto debe hacerse una nueva diferenciación de

planteamientos. Por un lado se encuentran quienes proponen cambios

institucionales en este sentido, pero dentro del propio marco de la demo-

cracia representativa, por otro hay sectores que consideran necesario la

sustitución del régimen representativo por una democracia participativa

(13), propuesta planteada por los movimientos sociales y los populismos

de izquierda.

La clave en cualquiera de los casos parece encontrarse en la repre-

sentación. Las instituciones representativas, en particular partidos y

Asamblea Nacional se encuentran en el centro de todas las críticas y son

objeto de rechazo generalizado por la ciudadanía. De hecho en torno a

esta crisis de representatividad se entiende el surgimiento de los NMSs y

de los populismos de izquierda, así como buena parte de sus propuestas.

La cuestión es comprobar hasta qué punto dicha crisis es causa o mas

bien consecuencia de la existencia de Estado débiles y mal articulados

mediante los cuales ha de entenderse realmente la crisis de gobernabili-

dad regional.

La crisis de representatividad. Visión de los nuevos movimientos

sociales

Ante los problemas sociales, económicos y políticos se ha entendido

que ciertamente los partidos políticos son quienes deben resolver, de una

manera u otra, estos problemas. Ciertamente, tanto en la representación

y en la defensa de las demandas ciudadanas como en la adopción de las

decisiones políticas para resolverlas, los partidos políticos son trascen-

dentales, pues a través de su papel de intermediarios han de garantizar la
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comunicación entre el Estado y la sociedad. En este caso este sistema de

comunicación se encuentra bloqueado puesto que los agentes y los

medios de intermediación propios de una democracia representativa no

traducen eficientemente las demandas y las preferencias de la ciudadanía

en acciones políticas que satisfagan el interés general. Entre tanto han

volcado sus esfuerzos en atender sus intereses particulares recurriendo a

la corrupción.

El progresivo desprestigio adquirido por los partidos y el poder legis-

lativo se refleja en la negativa evaluación recibida, año tras año, en las

encuestas al figurar entre las instituciones peor valoradas (14). Como con-

secuencia de ello se inicia el derrumbe progresivo de partidos políticos de

larga tradición, siendo sustituidos por nuevos partidos montados única-

mente para cada contienda electoral, liderados por un candidato cuyo

éxito en buena parte radicara en ser ajeno al mundo de la política. Los

nuevos candidatos empresarios, cantantes o locutores de radio ganaron

apoyo en relación directamente proporcional al nivel de crítica lanzado

contra los partidos políticos y las instituciones representativas. Esos nue-

vos líderes estaban íntimamente vinculados con el neopopulismo de la

década de los noventa. Alberto Fujimori, F. Collor de Melo y Carlos Menem

presidentes de Perú, Brasil y Argentina, respectivamente, fueron el proto-

tipo de líderes neopopulistas al emplear tácticas y estrategias populistas

y al mismo tiempo aplicar políticas neoliberales. Su popularidad se basó

en establecer una relación directa con los ciudadanos, prescindiendo de

los partidos políticos y alimentando así la propia crisis de representativi-

dad que había dado origen a este tipo de liderazgos (15). En la medida en

que ganaron la presidencia sin un partido que les respaldara en el

Parlamento acabaron creándose situaciones paralizantes. El ejecutivo y el

legislativo se bloqueaban iniciativas recíprocamente, propiciándose una

situación de paralización institucional y política.

Pese a la mejora de los indicadores macroeconómicos, como resulta-

do de la aplicación de políticas neoliberales, el aumento de la desigualdad

y el deterioro social de amplios sectores sociales generaron, desde la

segunda mitad de la década de los noventa, una reacción antineoliberal

enarbolada por los NMSs. El cambio operado respecto a las políticas neo-

liberales, ya que inicialmente fueron aceptadas por la población con la
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(14) «Informes del Latinobarómetro» publicados desde 1995, www.latinobarometro.org.

(15) Para una visión general «Neopopulismo en América Latina», «Revista Diálogo Político»,
vol. nº 2 (2004).



esperanza de mejorar sus condiciones de vida, no modificó sin embargo

el sentimiento antipartido aprovechado por los neopopulistas. La diferen-

cia en este caso será que además de desarrollarse una oposición más

radicalizada a los partidos políticos, el antineoliberalismo será otra de las

señas de identidad de estas organizaciones.

La importancia del problema de re p resentatividad es central para los

movimientos sociales. En su crítica se dibuja una democracia excluyente,

dirigida por una clase política corrupta que ignora los intereses y las nece-

sidades populares. El rechazo a los partidos políticos es frontal, hasta el

punto de que estas nuevas organizaciones se definen por oposición a todo

mecanismo de re p resentación o mediación. Los lemas y las actuaciones

de las organizaciones sociales son sumamente explícitos para expre s a r

este rechazo. Una frase muy re p resentativa en este sentido es que «¡que

se vayan todos!», en alusión a los partidos y a la clase gobernante en gene-

ral. Se repitió en diferentes países y momentos, se oyó en Buenos Aires, en

2001, en las manifestaciones de diciembre que forzaron la caída de La Rúa.

En abril de 2005, se repitió el mismo lema por los manifestantes que ade-

más de lograr la caída de L. Gutiérrez, ro d e a ron el Parlamento y pidiero n

que los diputados de todos los partidos políticos cesaran en sus funciones.

Estos actos de hostilidad y protesta en contra de los diputados se re p i t i e-

ron en Bolivia en el mismo mes y año. Más recientes pero idénticas han

sido las expresiones que se han repetido en México a lo largo de los meses

en que se ha prolongado el conflicto entre la Asamblea Popular del pueblo

de Oaxaca y el gobernador de este Estado.

El rechazo popular no se limita a la clase política, el Presidente o los

parlamentarios sino que se extiende a la misma institucionalidad re p re s e n-

tativa. La oposición alcanza al mismo régimen democrático el cual se con-

sidera fracasado por ser restrictivo, pues sus mecanismos de mediación no

garantizan la autentica expresión de la voluntad popular. En este sentido

los NMSs son un movimiento antinstitucional, pues su propuesta altern a t i-

va es la democracia participativa o directa. Sin embargo en la medida en

que no presentan una alternativa clara pueden llegar a alimentar la crisis de

g o b e rnabilidad. En esta misma línea y con las mismas implicaciones para

la institucionalidad democrática se encontraría la revolución democrática

que los nuevos populismos de izquierda pretenden llevar a cabo. Sin

e m b a rgo antes de adentrarse en el detalle de la propuesta y de analizar sus

implicaciones cabe preguntarse hasta qué punto esta alternativa o incluso

las reformas institucionales, dentro del mismo marco democrático, son

soluciones definitivas para la crisis de gobernabilidad existente.
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LA DEBILIDAD DEL ESTADO Y LA RUPTURA DE LOS EQUILIBRIOS

DE UN ORDEN DUAL

Sin pretender caer en determinismos, el objetivo es plantear como

consecuencia y no como causa los diferentes factores que hasta el

momento los distintos enfoques señalados han argumentado para expli-

car la ingobernabilidad. De esta forma la debilidad estructural del Estado

sería la causa principal y la crisis de representatividad y buena parte de los

problemas estructurales y sociales considerados serían consecuencia de

dicha debilidad.

La imposibilidad de configurarse Estados capaces de establecer el

imperio de la ley como principal criterio de orden tiene implicaciones de

enorme trascendencia, aunque de nuevo es preciso mencionar, también en

este aspecto, la diversidad de América Latina. En términos generales, el

Estado no es capaz de imponer la legalidad por igual a todos los ciudada-

nos y a lo largo de todo el territorio y cuando logra estar presente, no nece-

sariamente se manifiesta mediante el imperio de la ley, sino a través de la

excepcionalidad y la aplicación desigual de la legalidad, «acomodando» la

ley a las circunstancias y a los intereses particulares (16). No obstante, la

existencia de este orden informal no ha conducido a la anomia, mas bien

al contrario ha sido una forma de garantizar la gobernabilidad ante el vacío

c reado por la falta de un Estado sólido. En otras palabras ante la falta de

estas estructuras estatales la gobernabilidad se ha conseguido a costa de

la ley, con arreglos políticos enemigos de la lógica estatal (17).

En este sentido la corrupción y la excepcionalidad ante la ley, favore-

cida por las instituciones y los partidos políticos, no son causa de la debi-

lidad del Estado sino más bien consecuencia. Incluso podría decirse que
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(16) WALDMANN, PETER, «El Estado anómico. Derecho, seguridad pública y vida cotidiana»,
Iberoamericana Vervuert, Barcelona 2006.

(17) Véase ESCALANTE GONZALBO, FERNANDO, «Especulaciones a partir del concepto de ano-
mía», pp. 12-13.
h t t p : / / c l a s . u c h i c a g o . e d u / e v e n t s / b r i e f i n g s / A n o m i a % 2 0 y % 2 0 E s t a d o . p d f # s e a rc h = % 2 2

E s p e c u l a c i o n e s % 2 0 a % 2 0 p a r t i r % 2 0 d e l % 2 0 c o n c e p t o % 2 0 d e % 2 0 a n o m % C 3 % A D a % 2
2. Aunque Escalante comparte con Peter Waldmann la visión acerca de la debilidad del
Estado en América Latina, no obstante considera que la informalidad no necesaria-
mente equivale a anomia. Por otra parte pese a la ineficacia del Estado no significa que

la ley no exista, ni que nunca se aplique, o que la ciudadanía sea ajena por completo a
la misma y al orden institucional. Las leyes tienen su importancia, hay ámbitos y con-
flictos que se ordenan y resuelven dentro de la ley, la cuestión es que no siempre ocu-

rre así. En otras ocasiones predomina la informalidad y las cuestiones se resuelven al
margen de la legalidad.



donde la ley resulta inoperante pueden ser necesarios como una forma de

mantener el orden. De acuerdo a esta lógica los intermediarios y las redes

clientelares tienen también un papel trascendental, ya que es otra forma

básica de mediación mediante la cual es posible el acomodo de la legali-

dad, una práctica empleada por todos, gobernantes y gobernados. Este

aspecto impide la conformación de una cultura política que uniforme a

una sociedad civil bajo la creencia en la institucionalidad y el principio de

la legalidad como medios para regular la vida social y política (18). Las ins-

tituciones no poseen un gran valor para la sociedad ya que no proporcio-

nan las garantías ni los servicios que un Estado sólido es capaz de ase-

gurar, ni tampoco de aplicar los correctivos a aquellas instituciones que se

desvíen del cumplimiento de su deber. La crisis de representatividad ha de

entenderse por tanto como consecuencia de esta debilidad estructural.

Sin embargo no deja de ser también una consecuencia y no una causa de

esta crisis.

Esta debilidad estructural determina igualmente la cantidad y la cali-

dad de los servicios estatales. La incapacidad para prestar servicios en

infraestructuras, salud, educación... incide directamente en la desigual-

dad. Mientras que un reducido grupo social tiene acceso a una realidad

del primer mundo, una considerable mayoría vive con los servicios míni-

mos, o sin buena parte de ellos. En este caso la intermediación es igual-

mente imprescindible ya que el clientelismo puede suplir, mediante la rela-

ción de intercambio que lleva implícita, aunque sea mínimamente y de

forma desigual algunos de estos servicios.

Si la informalidad, la intermediación, incluso la corrupción se plantean

como factores que, aunque opuestos a la lógica estatal, han contribuido a

la gobernabilidad (19), qué desequilibrio tiene lugar para que se genere la

p resente crisis y el sistema informal establecido deje de ser operativo. Bajo

la influencia neoliberal el intento de fortalecer la autoridad estatal se inten-

tó llevar a cabo mediante una combinación de democracia y de eficiencia

administrativa que, en la práctica, se redujo a privatizar las empresas esta-

— 64 —

(18) Respecto a esta cultura política, MANSILLA, H. C. F., «Apuntes en torno a la cultura cons-
titucional de Bolivia», «Araucaria. Revista Iberoamericana de Filosofía, Política y
Humanidades», Año 8, nº 16 (segundo semestre 2006), pp. 1-13.

(19) La línea argumental planteada ha seguido las tesis de ESCALANTE GONZALBO, FERNANDO,

«La transición al desencanto: Democracia y Estado en América Latina», «Tribuna ameri-
cana. Revista de reflexión política», nº 2 (Octubre 2003), pp. 35-43. En este mismo sen-
tido, URIBE, Mª TERESA, «La negociación de los conflictos en el ámbito de viejas y nuevas

sociabilidades» en GIRALDO ÁNGEL, JAIME ET ALL, «Conflicto y contexto. Resolución alter-
nativa de conflictos y contexto social», Colombia, 1997, pp. 165-180.



tales, liberalizar los mercados y a estabilizar las finanzas públicas. El re s u l-

tado no han sido Estados más fuertes sino más frágiles. En la medida en

que las reformas se han traducido finalmente en reducir al mínimo los

recursos del Estado no ha sido posible aplicar, al menos, el tradicional sis-

tema de redistribución de recursos públicos que las redes clientelares habí-

an garantizado. Los intermediarios no han podido recurrir a exenciones,

subsidios o prebendas (20). Este sistema pese a ser injusto y desigual,

había pro p o rcionado unos mínimos de gobernabilidad que tampoco fue

posible garantizar. Los partidos políticos integrados en este sistema, como

v e r t e b r a d o res de estas mismas redes clientelares, se encerraron en círc u-

los mas estrechos y exclusivos ignorando las consecuencias de este des-

equilibrio dentro del orden informal. Estos han sido los actores mas visibles

de una crisis de re p resentatividad derivada de un Estado incapaz de tra-

ducir las demandas ciudadanas en políticas públicas.

La virulencia alcanzada por la protesta ciudadana viene motivada por

el desequilibrio que genera la aplicación de políticas neoliberales en socie-

dades con Estados estructuralmente débiles. Las consecuencias son que

las limitaciones para garantizar un orden y unos servicios básicos a la ciu-

dadanía, a través de la aplicación de la legalidad y del funcionamiento de

las instituciones pertinentes, han aumentado. Sin embargo a ello es preci-

so sumar que debido igualmente a la disminución de los recursos estata-

les, las precarias posibilidades de gobernabilidad que garantizaba el

orden informal también han quedado desarticuladas. Esta fragilidad hace

imposible que las estructuras estatales sean suficientes para poner freno

o controlar problemas como el narcotráfico, la delincuencia o la desigual-

dad social. El desamparo y la desprotección de la ciudadanía es aún

mayor y al responsabilizar de los problemas a las instituciones más visi-

bles, como las instituciones representativas, se explica que sean el centro

de todas las críticas.

La interpretación de los NMSs y de la ciudadanía coincide con el enfo-

que ya mencionado, que considera que la causa de los problemas ciuda-

danos radica en el carácter restrictivo de la democracia representativa. Sin

embargo, en este caso no consideran suficiente una reforma que aumen-

te la participación dentro de este marco institucional, la propuesta se basa

en negar la representación. Para éstos, la mediación de las instituciones

representativas impiden la realización de la auténtica voluntad popular. En

este sentido, los partidos políticos son un factor distorsionador de dicha
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voluntad, su objetivo es utilizar su posición de poder para su propio bene-

ficio y el de una pequeña elite. La solución radica en implantar una demo-

cracia participativa y directa pues garantizaría la existencia de una auten-

tico gobierno popular y democrático. La cuestión es analizar si la opción

reformista o la «revolucionaria» resuelven la crisis de gobernabilidad sin

que se resuelva el problema estructural del Estado y con ello sus conse-

cuencias.

P ropuestas a la crisis de gobernabilidad: la re f o r m a de la democracia

representativa o su sustitución por la democracia participativa

La introducción, desde la década de los noventa, de mecanismos que

han pretendido favorecer la participación dentro del marco de la demo-

cracia representativa nos permite comprobar los efectos y el alcance

práctico del enfoque institucionalista para resolver el problema de la

gobernabilidad. Con el objetivo de lograr que la ciudadanía se involucre

directamente en el proceso de toma de decisiones se han introducido fór-

mulas de participación propias de las democracias directas en las demo-

cracias representativas. Del estudio de las reformas introducidas, de las

modalidades y de los mecanismos adoptados, consulta, plebiscito o refe-

réndum; así como de su uso en los países que los han introducido en su

legislación se ha concluido que estos mecanismos no han tenido particu-

lar incidencia en la gobernabilidad. Según los países las consecuencias

han podido ser incluso negativas. En Ecuador el recurso a consultas-

encuestas, sin instrumentalización posterior, pudo contribuir a incremen-

tar la estabilidad del país. Sus efectos pueden ser beneficiosos si se

emplean de manera adecuada ya que puede ser un medio de legitimación

del sistema político. Sin embargo han de tener límites claros sobre los

temas que pueden ser sometidos a consulta popular, midiéndose pruden-

temente su uso (21). De lo contrario, la manipulación demagógica puede

hacer finalmente que estos mecanismos acaben alimentando la ingober-

nabilidad, ya que todo puede acabar siendo objeto de referéndum para

ser considerado resultado de la auténtica voluntad popular.

D e n t ro de la opción reformista del sistema re p resentativo cabe consi-

derar también aquellas reformas electorales cuyo objetivo fue democra-

tizar la re p resentación política y hacer los sistemas de partidos más
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(21) El estudio al que se hace referencia y sus conclusiones se encuentran en RIAL, JUAN,

«Instituciones de democracia directa en América Latina», «Red de partidos políticos»,
Octubre 2000, http://www.ndipartidos.org/es/node/1336.



re p resentativos y responsables. Se trató mediante diferentes mecanis-

mos de garantizar que pudieran participar en las elecciones todas las

opciones políticas y sociales. Sin embargo, en Ecuador, Colombia o

Bolivia las diferentes reformas introducidas tuvieron efectos perjudiciales

para la gobernabilidad, al favorecer la fragmentación y la polarización del

sistema de partidos, sumando mayor desprestigio y deslegitimación a la

crisis en que ya se encontraban inmersos. Las limitaciones de las re f o r-

mas institucionales, hacen pensar que la realización de reformas a estas

reformas serían en buena parte inútiles (22). En la medida en que no se

contemple que la crisis de re p resentatividad tiene su origen en la debili-

dad estatal, los intentos de reconstruir el andamiaje legal e institucional

no tendrán la suficiente capacidad para lograr esta transformación. To d o

indica que sería preciso en primer lugar abordar el problema estatal y su

fortalecimiento con el fin de crear las suficientes bases de institucionali-

zación y establecimiento del imperio de la ley para que entonces pudie-

ran realizarse reformas institucionales.

La opción alternativa planteada ha sido la sustitución de un régimen

representativo por uno participativo. La experiencia de una democracia

directa según un modelo puro, donde no existieran instituciones interme-

diarias, a lo sumo se ha puesto en práctica en el ámbito local. A nivel

nacional, la opción que tiene mas peso es la democracia participativa,

aquella que pese a tener como objetivo implantar todos los mecanismos

posibles para lograr la máxima participación de los ciudadanos en las

decisiones públicas no plantea la abolición absoluta de las instituciones

representativas. Incluso los gobiernos que pretenden llevar a cabo una

revolución democrática orientada a hacer posible que prevalezcan las

decisiones directas del pueblo no han descartado las instituciones repre-

sentativas. La mayor contradicción es que el discurso antiinstitucional

mantenido por los NMSs y por los gobiernos populistas de izquierda, no

deja de deslegitimar las instituciones representativas de las que siguen

dependiendo. El hecho de sustituir una democracia por otra puede

aumentar los márgenes de participación popular pero no necesariamente

resolver la crisis de gobernabilidad (23). Mientras que además no se abor-
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(22) Para una visión general de la región MAY O R G A, RE N E, « G o b e rnabilidad democrática y el
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(23) ALDA MEJIAS, SONIA, «Propuestas alternativas a la democracia representativa». Nuevos

movimientos sociales, en SEPÚLVEDA, ISIDRO, «Democracia y Seguridad Iberoamericana.
Los retos de la gobernabilidad», Instituto Gutiérrez Mellado, Madrid, 2005, pp. 251-266.



de la cuestión estatal y con ella todas las consecuencias que se derivan

de este problema no parece que puedan darse visos exitosos de solución.

Entre estas consecuencias se encuentra la conformación de una cultura

política cuyo principal valor no es el respeto a las instituciones y al proce-

dimiento marcado por la legalidad. La debilidad del Estado relativiza for-

zosamente la importancia de las instituciones como así se refleja en una

cultura política compartida por gobernantes y gobernados. En la medida

en que no se modifique esta percepción los resultados de una reforma ins-

titucional o de otra opción democrática en el seno de una crisis de gober-

nabilidad tendrán poca efectividad.

LAS PROPUESTAS ALT E R N AT I VAS DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

El alcance adquirido por la crisis de gobernabilidad no sólo ha favore-

cido el surgimiento de nuevos actores sino su alianza. Si en origen surgen

movimientos de protesta, en muy poco tiempo la indignación ciudadana

ha favorecido la proliferación de propuestas populistas que recojan sus

demandas. La heterogeneidad que caracteriza tanto a los NMS como a

los líderes populistas de izquierda no ha impedido que coincidan en el

rechazo generalizado a la democracia representativa. Bajo esta cuestión

ha sido posible la conformación progresiva de una «unidad solidaria» que

aspira a la realización de una revolución para conseguir el gobierno del

pueblo.

El encuentro entre NMSs y los populismos de izquierda

La heterogeneidad y la pluralidad característica de los NMSs (24) vie-

nen dadas por el alto nivel de fragmentación política, una consecuencia

generada por la propia crisis de representatividad. El rechazo a los parti-

dos políticos ha significado la renuncia a los intereses colectivos y nacio-

nales que en principio representaban los partidos políticos. La caracterís-

tica dominante es más la división que la unión tanto en su organización

interna como entre organizaciones similares, dando lugar a la creación de

una tupida red de innumerables organizaciones sociales en toda la región.
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(24) SCHERER-WARREN, ILSE Y KRISCHKE, P. (orgs.), «Uma Revoluçao no Quotidiano?: os Novos
Movimentos Sociais na América do Sul», Brasiliense, Sao Paulo, 1987, p. 41; SOUSA
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Algunas han alcanzado mas presencia mediática (25). En Argentina los

piqueteros son personas sin empleo que, desde 1997, han hecho de los

piquetes su forma de protesta fundamental. Junto con las clases medias

fueron protagonistas en las protestas que forzaron la dimisión de F. De la

Rúa, en diciembre de 2001, debido a las medidas económicas adoptadas

por su gobierno, muy particularmente por el «corralito». De las numerosas

organizaciones que cubren el territorio brasileño, el Movimiento de los tra-

bajadores sin tierra (MST) es una importante organización que ha logrado

establecer una compleja red de agrupaciones a nivel local en el interior del

país y al mismo tiempo crear lazos con la política nacional. El lema de la

organización es «ocupar, resistir y producir» tierras desocupadas. En

Ecuador el movimiento indígena es pionero en América Latina. La

Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), fun-

dada en 1986, protagonizó, junto a otras organizaciones, las movilizacio-

nes que hicieron posible la caída de los presidentes A. Bucaram, en 1997

y de J. Mahuad en 2000. Su brazo político Pachakutik-Nuevo País llegó a

formar parte del gobierno de L. Gutiérrez y tener representación en el

Parlamento, sin embargo el giro político de éste les decidió a abandonar

el gobierno. Las organizaciones quichés y aymaras, en Bolivia, también

han adquirido representación en el Parlamento desde 2002, como el

Movimiento al Socialismo (MAS), liderado por Evo Morales y hoy partido

gobernante y el Movimiento Indígena Pachakuti (MIP), bajo la dirección de

Felipe Quispe. Al igual que en el resto de América Latina existen numero-

sas organizaciones difuminadas por toda la geografía nacional. El ejemplo

de la ciudad de El Alto, es particularmente significativo, ya que sus orga-

nizaciones han adquirido especial protagonismo en las movilizaciones

desde 2005 (26). Entre las organizaciones campesinas cabría destacar los

cocaleros del Chapare y Las Yungas o la Confederación Sindical Única de

Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB). Buena parte de todas

ellas participaron en las protestas que provocaron la caída de G. Sánchez

de Losada, en 2003 y de Carlos Mesa, en 2005.

Dentro de los NMSs, el movimiento indígena ha adquirido particular

importancia, sin embargo no necesariamente la existencia de población

indígena significa que exista un activo y sólido movimiento social. Pese a
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(25) Para una visión general SEOÁNE, J., (comp.), Movimientos sociales y conflicto en América
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(26) Entre ellas se encontrarían Central Obrera Regional (COR), la Federación de gremiales

y la Federación de Padres de Familia (FEDEPAF) o la Federación de Juntas Vecinales
(FEJUVE).



que en Bolivia y en Ecuador se da esta relación, sin embargo en

Guatemala y en Perú, donde el porcentaje de población indígena también

es muy importante, la capacidad de movilización y la fuerza de las organi-

zaciones indígenas y sociales en general es bastante menor. Esto no sig-

nifica que no tengan como referente los ejemplos bolivianos y ecuatoria-

nos, como así manifestaron explícitamente las organizaciones indígenas

guatemaltecas que en 2006 se movilizaron por la tierra. En Perú, aunque

el movimiento etnocacerista de los Humala presenta característica muy

particulares, se ha autoadscrito también al movimiento indígena de la

región andina. La adopción de estos referentes no debe hacer suponer la

existencia de un movimiento panindígena, de hecho la fragmentación y el

carácter local de las organizaciones, como del resto de los NMSs, dificul-

ta incluso la articulación de un movimiento indígena nacional en cualquie-

ra de los países citados (27).

A pesar de la imposibilidad actual de estructurar un movimiento

social único y unitario a nivel nacional ha sido posible la realización de

a c u e rdos, aunque laxos y puntuales, decisivos. En Bolivia y Ecuador las

o rganizaciones campesinas, urbanas, indígenas y clases medias actua-

ron al unísono para lograr el derrocamiento de presidentes constitucio-

nales. El motivo de su negativa a alcanzar uniones más amplias y dura-

deras es renunciar a alguna de sus demandas por un objetivo superior.

Esta renuncia ya la re a l i z a ron con los partidos nacionales, que re p re-

sentaban el bien general, y el resultado fue que se ignoraron sus pro-

blemas mas acuciantes.

Este aspecto tampoco ha sido un obstáculo para crear foros interna-

cionales que han favorecido la unificación de principios fundamentales

sobre los que basar sus principales reivindicaciones, además de propor-

cionarles una visibilización internacional que les otorga una entidad y una

presencia regional fundamental para haber podido establecer vínculos

con determinados gobiernos. En este sentido, las Cumbres de los

Pueblos de América es uno de los eventos más importantes, con gran

capacidad de convocatoria donde se reúne un gran número de organiza-

ciones sociales de toda América Latina. La tercera de estas Cumbres se

celebró en Río de la Plata en 2005. La última reunión que ha tenido parti-

cular trascendencia ha sido la Cumbre Social para la Integración de los
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(27) Sobre el movimiento indígena ESCÁRZAGA, FABIOLA Y RAQUEL GUTIÉRREZ, (coords.),
«Movimiento indígena en América Latina: resistencia y proyecto alternativo», México,

2005 y MARTÍ PUIG, SALVADOR Y SANAHUJA, JOSEPH Mª., «Etnicidad, autonomía y goberna-
bilidad en América Latina», Ediciones Universidad Salamanca, Salamanca, 2004.



Pueblos celebrada en Cochabamba (Bolivia) en diciembre de 2006 (28).

En esta última se ha sentado las bases para una alianza entre «Estados

progresistas» y organizaciones sociales, según palabras del vicepresiden-

te de Bolivia, A. García Linera. Dicha alianza habría sido fraguada bajo el

liderazgo del presidente venezolano Hugo Chávez.

Populismos de izquierda

Por lo que respecta al llamado populismo de izquierda tienen su origen

en el mismo proceso de crisis que se viene describiendo. La frustración

ciudadana es un campo abonado para el populismo. A lo largo del siglo

XX el rechazo a las instituciones representativas, en particular los partidos,

ha asegurado el éxito del populismo. De hecho la crítica furibunda a la

«partidocracia», término repetido sistemáticamente por Rafael Correa, es

una de sus principales características. Frente a los partidos se prioriza la

figura del líder y su relación directa con el pueblo (29). Las organizaciones

partidistas que han empleado para proponerse a la presidencia y a la

Asamblea Nacional en realidad carecen de estructuras sólidas, mas bien

podrían definirse como alianzas electoralistas. Esta opción no sería muy

diferente a los neopopulismos, de la década de los noventa, sino fuera

porque además, como los NMSs, aspiran a realizar una revolución demo-

crática que asegure la implicación del pueblo en las decisiones de gobier-

no mediante la instauración de una democracia participativa. En esta

revolución el nacionalismo, el antiimperialismo y el intervensionismo esta-

tal son otras de las características que diferencian a éstos de los gober-

nantes neopopulistas y les aproxima al modelo clásico populista (30). No

obstante el actual populismo no ha renunciado al recurso mediático de los

medios de comunicación para realzar la figura del líder, propio del neopo-

pulismo.

El carisma de estos líderes es uno de los aspectos mas importantes

para estos gobiernos, por lo demás es un grupo muy heterogéneo.

Mientras que Hugo Chávez es un militar, cuya carrera militar finalizó des-
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(28) http://www.integracionsolidaria.org.
(29) Sobre populismo hay una abundante bibliografía que ha intentado encontrar una defini-

ción sin embargo no ha habido acuerdo. Para una visión general donde se recoge este
debate MOSCOSO PEREA, CARLOS, «El populismo en América Latina», Centro de Estudios

Constitucionales, Madrid, 1990; QU I N T E R O, RA FA E L, «Nueva crítica al populismo.
Limitaciones de la investigación social en torno al populismo», ABYAYALA, Quito, 2004;
Volumen dedicado al populismo, «Revista de Ciencia Política», vol. XXXIII, nº 1 (2003).

(30) Sobre los gobiernos populistas y su gestión MALAMUD RIKLES, CARLOS, «Populismo en
Latinoamérica», «Historia 16», nº 76.



pués de un intento fallido de golpe de Estado en 1992, Evo Morales es un

líder sindical cocalero. Rafael Correa es un economista dedicado sólo

recientemente a la actividad política y por último Daniel Ortega es un líder

militar de la revolución sandinista, que ya ejerció la presidencia de su país

entre 1985 y 1990. Todos ellos ha mostrado particular admiración por el

carácter revolucionario del régimen cubano y su líder Fidel Castro.

El referente castrista o el Socialismo del S. XXI, proclamado por Hugo

Chávez no implica la existencia de una marcada identidad ideológica. El

empeño en etiquetar ideológicamente a este grupo, en concreto bajo la

rúbrica de la izquierda, ha dado lugar a que no se preste atención a una

de sus principales características, su desideologización. Una característi-

ca por otra parte muy propia del populismo. Podría hablarse incluso de

rechazo a cualquier corpus doctrinal, pues han llegado a considerarse una

desvirtuación de la auténtica voluntad popular. En realidad la aspiración es

prescindir de toda ideología preestablecida y de cualquier mediación ins-

titucional, partidista o política ya que, bajo esta perspectiva, la experien-

cia ha demostrado que de existir, acaba por alejarse de los deseos y de

las reivindicaciones de los grupos marginados. El MAS, el partido de Evo

Morales, hace explícito este planteamiento: «Hasta ahora, gobierno y opo-

sición, izquierda y derecha, técnicos e intelectuales, nos han traído diver-

sas propuestas prefabricadas, planes de acción, programas de gobierno,

estrategias, métodos de lucha, etc., que no nos han servido y que no nos

sirven. Por ello, desde ahora, NOSOTROS MISMOS definiremos qué que-

remos y cómo queremos vivir nuestras vidas. NOSOTROS MISMOS nos

pondremos de acuerdo qué pensar y qué hacer, de acuerdo a nuestras

propias cabezas, de acuerdo a nuestro propio juicio. NOSOTROS MIS-

MOS haremos nuestras propias propuestas.... Ya no esperaremos, o pedi-

remos que alguien lo haga por nosotros» (31).

El Socialismo del siglo XXI no desmiente este planteamiento, en reali-

dad esta lejos de ser una ideología, mas bien es una acumulación de ideas

no siempre ordenadas que se avalan por referentes que irían desde

Jesucristo a Carlos Marx, Trostky o Simón Bolivar. Esta indeterminación

impide conocer los pasos a dar para el progreso del proyecto de revolu-

ción anunciado en todos los campos. Así aunque Chávez ha anunciado

dar un impulso definitivo a este nuevo socialismo no ha ayudado dema-

siado a concretarlo. En este sentido el hecho de que Ortega o Correa se
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(31) «Territorio, Soberanía, Vida. Programa de gobierno. Todo depende de nosotros»,
www.masbolivia.org/mas/programa/progmas.htm.



hayan adscrito a dicho socialismo tampoco aclara demasiado las cosas.

Incluso el socialismo comunitario de Evo Morales, deja también importan-

tes ámbitos sin concretar.

Bajo esta indeterminación ideológica populista y el rechazo a ideologí-

as de los NMSs hay una absoluta coincidencia en determinados plantea-

mientos. Ambos consideran necesario un cambio integral, que expresan

mediante la llamada revolución democrática (32). En este sentido el com-

bate a las políticas neoliberales y al imperialismo se consideran expresio-

nes de auténtica voluntad popular, ya que el principal perjudicado de la

aplicación de estas políticas y de las imposiciones de los Estados Unidos

ha sido el pueblo. Estos aspectos junto a la crítica a la democracia repre-

sentativa son los principales elementos aglutinadores que hacen posible,

pese a la heterogeneidad de todos estos actores, crear vínculos entre los

NMSs y los populismos de izquierda. Las propuestas alternativas para

neutralizar el imperialismo y el neoliberalismo se expresan en una acusa-

da afirmación nacionalista. Mediante este sentimiento se rechaza lo que

se han considerado intromisiones a la soberanía nacional por parte de

Estados Unidos y se aspira a la recuperación de antiguas empresas esta-

tales adquiridas por empresas multinacionales mediante las privatizacio-

nes. Las fórmulas aplicadas para poner fin al neoliberalismo no son muy

nuevas, incluso las alternativas de desarrollo tampoco, pues están basa-

das en medidas proteccionistas y en el desarrollo endógeno. En este sen-

tido la soberanía alimentaria consiste en prescindir de las empresas

extranjeras instaladas en territorio nacional o de las importaciones de pro-

ductos agrícolas o alimenticios cuya competencia arruinan al pequeño

agricultor y los productos de tradición nacional.

Al Estado se le otorga un papel determinante en la economía. En este

sentido las nacionalizaciones serían el ejemplo más significativo.

Venezuela y Bolivia han dado este paso en el campo de los recursos

nacionales. Chávez ha anunciado tras su reelección una nueva fase de
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(32) «El Plan de gobierno del Movimiento País, 2007-2011», del Presidente Rafael Correa,

h t t p : / / w w w. r a f a e l c o r re a . c o m / d o c s / P l a n _ d e _ G o b i e rn o _ A l i a n z a _ PA I S . p d f, expresa la
idea de transformación radical pretendido por gobernantes populistas y organizaciones
sociales. Este plan esta articulado de acuerdo a la intención de realizar una revolución
constitucional y democrática, ética (combate frontal a la corrupción), económica y pro-

ductiva, educativa y de salud y por último una revolución por la dignidad, la soberanía
y la integración latinoamericana. No obstante de acuerdo al significado literal del térmi-
no «revolucionario», su empleo de acuerdo a los planes de cambio propuestos puede

ser excesivo. Buena parte de las propuestas remiten a formas de gestión que ya han
sido probadas.



nacionalizaciones de sectores estratégicos como el gas, empresas del

ámbito de las telecomunicaciones y la electricidad. Por su parte Evo

Morales después de la nacionalización del gas, ya ha adelantado la nacio-

nalización de la minería. Estas nacionalizaciones se interpretan como el

medio para asegurar que el pueblo, titular de estos recursos, sea su

auténtico beneficiario y no las multinacionales. Por el momento Nicaragua

y Ecuador han descartado la nacionalización de ningún sector, lo que no

significa que renuncien a que el Estado tenga una mayor presencia esta-

tal para garantizar los servicios de educación, cultura, vivienda o sanidad

a la población. Pese a la importancia otorgada a la política social, ésta

mas bien queda reducida al asistencialismo. Las misiones, en Venezuela,

el bono Juancito Pinto, en Bolivia o el bono de desarrollo humano, en

Ecuador, que el Presidente Correa ha prometido potenciar, son soluciones

temporales y limitadas mas que auténticas políticas redistributivas o las

bases para garantizar un desarrollo sustentable. Como es característico

del populismo se priorizan las soluciones inmediatas, una exigencia popu-

lar ineludible después de comprobar reiteradamente que nunca se han

materializado políticas que beneficiasen directamente a la población. Por

último en coherencia con el protagonismo que pretende otorgarse a la ciu-

dadanía en el ámbito económico se persigue desarrollar opciones coope-

rativas, al entenderse como las formas de explotación más participativas.

También en esta medida coinciden todos los gobiernos mencionados.

La refundación nacional para establecer la revolución democrática

mediante la democracia participativa

La intención de llevar a cabo una revolución democrática exige un acto

refundacional que permita construir una nueva democracia. En este sen-

tido hay una total coincidencia entre NMSs y gobiernos populistas en

adoptar como principal objetivo la convocatoria de una Asamblea

Constituyente para materializar dicho acto. Este trámite se considera el

medio imprescindible para remediar el fracaso de las clases dirigentes tra-

dicionales y lograr una Constitución que establezca una democracia

donde se oiga la voz del pueblo, donde los representantes entiendan que

los ciudadanos son sus mandantes (33). La centralidad de esta demanda

ha garantizado que cuando ha sido incorporada como promesa electoral

proporcionara la victoria del candidato que la hubiera propuesto. Su
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(33) «Discurso completo de la toma de posesión de Rafael Correa como Presidente de
Ecuador», p. 1, http://www.conaie.org/es/di_co_noticias/discurso-correa.doc.



importancia para mantener el apoyo popular también explica que sea la

primera medida a abordar tras acceder el poder. Para H. Chávez fue prio-

ritario convocar la Asamblea Constituyente, que redactó la Constitución

de 1999. También en Bolivia, junto a la nacionalización del gas, fue la prin-

cipal promesa electoral y una de las primeras actuaciones impulsadas por

el Presidente Morales en cuanto accedió al poder. Por su parte, Rafael

Correa, en Ecuador, ha concentrado todo su esfuerzo en lograr un refe-

réndum para la aprobación de una Asamblea Constituyente. Tras ser ree-

legido, en diciembre de 2006, Hugo Chávez ha anunciado la reforma de la

Constitución entre cuyos ejes se encuentra completar la transición de la

democracia representativa a la participativa, ya que ésta se considera el

principal instrumento para que el pueblo protagonice directamente su

destino, al tener la oportunidad de participar en la toma de decisiones

políticas. Se trataría de dar un paso más en la Constitución de 1999 (34),

superando las limitaciones de la democracia representativa entendida

como «una expropiación y atropello a la soberanía popular» (35). Entre

tanto ha propuesto a la Presidenta del Congreso desarrollar el «parlamen-

tarismo social de la calle» para expresar la vinculación directa con el pue-

blo. En este sentido la Ley Habilitante, que ha proporcionado al Presidente

poderes especiales, por 18 meses a partir de febrero de 2007, para apro-

bar un paquete de medidas fue aprobada por los diputados en plena calle

en medio de la aclamación popular (36).

Cabe tener presente que por el momento, la democracia participativa

no prescinde de buena parte de las instituciones propias de la represen-

tativa. El problema es que pese a la dependencia de estas instituciones

hay una permanente erosión de las mismas sin que hasta ahora haya un

sistema global alternativo capaz de sustituir plenamente esta fórmula ins-

titucional. A través de esta permanente contradicción se esta favorecien-

do un vacío institucional que puede tener importantes consecuencias res-

pecto a la gobernabilidad y a la estabilidad política. Hay diferentes pro-

puestas pero ninguna termina de ser concretada y siempre son fórmulas
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(34) En la Constitución de 1999, la democracia participativa se manifiesta a través de dife-
rentes instituciones como el referéndum (consultivo, aprobatorio, abrogatorio, constitu-
cional), la revocación del mandato, la elección de los cargos públicos, la iniciativa legis-
lativa, constitucional y constituyente, el cabildo abierto y la asamblea de ciudadanos.

(35) «Transformar la democracia representativa en participativa. Llamado del Presidente
Hugo Chávez en la instalación de la nueva Asamblea», «Granma», 7/01/07, www.gran-
mai.cubaweb.com/espanol/2006/enero/sab7/transformar.html.

(36) Ibidem., el propio Chávez ha ido más allá y ha propuesto «hacer realidad el parlamen-
tarismo de calle, barrios, campo, selva y urbanización»



locales o parciales. El propio Hugo Chávez ha propuesto un plan al que ha

dado particular relevancia denominado «la explosión revolucionaria del

poder comunal». Se basa en conceder competencias a las comunidades

locales para que, mediante el sistema de asamblea, tomen directamente

todas las decisiones relacionadas con su organización política y económi-

ca. En un futuro estos consejos se organizarían en mancomunidades y

luego en federaciones, para acabar sustituyendo a la administración terri-

torial (37). No obstante por el momento es un plan sin concretar que pre-

tende llevarse a cabo a través de las propuestas de los consejos popula-

res ya existentes. En Nicaragua los consejos intersectoriales se interpre-

tan como un avance hacia la democracia participativa. Se trataría de crear

consejos sectoriales compuestos de ciudadanos relacionados con la acti-

vidad de cada ministerio para elaborar las políticas del sector y que «cada

ministro fuera un mero ejecutor de las políticas». Sin embargo como sus

mismos impulsores reconocen es un proyecto en construcción que se

encuentra sin concretar (38).

A estas limitaciones es preciso agregar las que presenta como garan-

tía de cambio una Asamblea Constituyente y una nueva Constitución.

Para que éstas se constituyan en herramientas de transformación han de

considerarse previamente elementos imprescindibles que de nuevo remi-
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(37) Venezuela ya cuenta con una «Ley de los Consejos Comunales» h t t p : / / w w w. f u n t h a . g o v. v e /
fundacite2005b/download/Ley_de_Consejos_Comunales.pdf, el objetivo sería profundi-
zar en su organización y competencias para potenciarlos. A este proyecto se le ha dado

particular importancia como demuestra el hecho de haber sido considerado el «quinto
motor constituyente» en esta nueva fase del Socialismo del Siglo XXI. Los motores
constituyentes según el proyecto chavista son: el primer motor es la «Ley Habilitante»

definida como la «ley directa al socialismo»; el segundo «la Reforma Constitucional»,
que garantizará el «Estado de Derecho Socialista»; el tercero motor, «el Moral y Luces»
para asegurar la «educación con valores socialistas»; el cuarto «la nueva geometría del

poder» para desarrollar «el reordenamiento socialista de la geopolítica de la nación» y el
quinto que es «la explosión del poder comunal» que significa «la democracia pro t a g ó n i c a ,
revolucionaria y socialista». Respecto a estos motores Constituyente véase «Todos los

m o t o res a máxima revolución... ¡rumbo al socialismo!», h t t p : / / w w w. m i n c i . g o b . v e / m o t o-
re s / 6 2 / 1 1 8 5 2.

(38) «El Confidencial», año 10, nº 522, 11-17 de febrero de 2007. Durante la campaña elec-

toral Daniel Ortega ha insistido en diferentes ocasiones sobre la intención de implantar
la democracia participativa, donde las instituciones queden como meros órganos eje-
cutores de las decisiones directas populares, pero sin mas concreciones: «A mi no me
satisface que el poder quede en el Parlamento; yo quiero que el poder quede en el pue-

blo y que se establezcan Asambleas de Poder Ciudadano en cada departamento, que
tengan el poder real que luego se refleje. Y el Parlamento Nacional no sea más que el
ejecutivo de esas Asambleas Populares de Poder Ciudadano», «La Prensa», 23/10/06,

h t t p : / / w w w. l a p re n s a . c o m . n i / a rc h i v o / 2 0 0 5 / o c t u b re / 2 3 / e n f o q u e / e n f o q u e - 2 0 0 5 1 0 2 3 -
01.html.



ten al Estado y su solidez. En la medida en que no se fortalezca el Estado

los efectos de estos nuevos textos legales no están asegurados. Mientras

no haya un poder estatal capaz de imponer la ley como principal criterio

de orden y convivencia, no podrá generalizarse entre gobernantes y

gobernados una cultura política basada en este mismo principio. Como

consecuencia de la debilidad estatal la reinterpretación de la ley o su vio-

lación es tan posible como su cumplimiento, de forma que cabe el riesgo

de que la Constitución pueda ser transgredida incluso por aquellos que la

propusieron. De esta forma, mientras no se aborden estas cuestiones los

resultados de la transformación deseada no podrán estar asegurados.

Con ello cabe la posibilidad de alimentar una dinámica ascendente de

ingobernabilidad, pues en la medida en que no se cumplan las expectati-

vas volcadas en las nuevas Constituciones la frustración y la indignación

ciudadana volverán a estar presentes.

La alianza de los NMSs y los populismos de izquierda para fortalecer

la democracia popular

S o b re estos planteamientos comunes no sólo se han articulado los

NMSs bajo una red de foros regionales, sino que también han sido la

base sobre la que Hugo Chávez desde 2004 pretende construir un eje

latinoamericano. La principal motivación vendría determinada por la cre-

ación de una alternativa integracionista latinoamericana mediante la cual

fuera posible prescindir de Estados Unidos. La Alternativa Bolivariana

para nuestra América (ALBA) (39) respondería a este objetivo, ya que pre-

tendería ser la alternativa al Área de Libre Comercio de las Américas

(ALCA) (40). En palabras del propio presidente Chávez, el objetivo inte-

grador es emular la re c reación de la Patria Grande de Bolivar, pese a las

pocas coincidencias que aquel proyecto tendría con el chavista. Hasta la

integración de todos los países latinoamericanos en el ALBA, la red de

relaciones tramada por el gobierno venezolano buscaría tejer un «bloque
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(39) Alternativa Bolivariana para nuestra América (ALBA), http://www.alternativabolivaria-

na.org/, bajo iniciativa venezolana, los países fundadores fueron Venezuela y Cuba, pos-
teriormente Evo Morales ha suscrito a Bolivia y en enero de este año Daniel Ortega, el
mismo día de su investidura formalizó el ingreso de Nicaragua.

(40) Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), http://www.ftaa-alca.org/alca_s.asp.

Una propuesta comercial hemisférica que estaría liderada por Estados Unidos. Este es
un proyecto iniciado en 1994. La imposibilidad de llevarlo a cabo pro el momento ha
decidido a Estados Unidos a firmas tratados subregionales los llamados Tratados de

Libre Comercio, (TLCs). Frente a ellos el gobierno boliviano ha propuesto los Tratado de
Comercio de los Pueblos, (TCPs), http://www.bolpress.com/art.php?Cod=2006060704.



regional de poder» o «eje pro g resista del Atlántico». Sin la solidaridad de

este grupo y el apoyo re c í p roco el intento de crear una democracia par-

ticipativa real estaría abocado al fracaso. El presidente Chávez conside-

ró que, además de Venezuela y Cuba, Brasil y Argentina podían estar ali-

neados en este bloque por el carácter pro g resista de sus gobiernos (41).

Sin embargo una de las principales limitaciones del proyecto radicaba en

la falta de «vocación libertadora» del Presidente argentino, Néstor

K i rchner o del brasileño L. Inácio Lula (42). Con los nuevos pre s i d e n t e s

electos de Bolivia, Ecuador y Nicaragua el bloque se ha fortalecido con-

siderablemente y todo indica que este nuevo apoyo al proyecto chavista

es mucho mas entusiasta y comprometido. Así ha quedado expresado no

sólo en declaraciones presidenciales sino también en las apariciones

públicas conjuntas de Evo Morales, desde su elección, Hugo Chávez y

Fidel Castro, hasta su enfermedad. La ampliación y el fortalecimiento de

este frente con la incorporación de Ecuador y Nicaragua se ha expre s a-

do desde la misma ceremonia de investidura de Rafael Correa y de Daniel

Ortega a principios de año. En estos actos Cuba, Bolivia y Venezuela han

tenido una particular presencia. Estos han sido los únicos invitados a la

celebración de eventos donde se han simbolizado investiduras popula-

res, además de las oficiales (43).

La articulación de un bloque regional de poder por un lado y la con-

formación de foros internacionales de los NMSs por otro ha favorecido la
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(41) Para el bloque regional de poder Heinz Dieterich, «Bloque regional de poder (BRP):

Única salvación nacional y popular posible en América Latina», II y III, Rebelión, marzo-
abril 2004.

(42) HEINZ DIETERICH, «Hugo Chávez: salto cualitativo en el Bloque Regional de Poder»,

Rebelión, 04/10/05.
(43) El 14/I/07, se realizó un acto de posesión simbólica protagonizado por organizaciones

indígenas, encabezadas por la CONAIE, que hicieron entrega al Presidente correa de un

bastón de mando. A dicho acto los únicos mandatarios invitados fueron Evo Morales y
Hugo Chávez, con ello se simbolizaba no sólo la vinculación del nuevo Presidente con
el pueblo y las minorías étnicas sino también el particular vínculo que los Presidentes

invitados tenían con Correa y con el pueblo ecuatoriano. Evo Morales además de los
actos oficiales, fue reconocido como Gran Cóndor en una celebración indígena en la
que se simbolizo igualmente un acto de posesión popular.
Días antes el 10/I/07, tras ser impuesta oficialmente a Daniel Ortega la banda presiden-

cial se realizó una concentración multitudinaria donde el Presidente estuvo acompaña-
do por los mandatarios Chávez, Morales y un representante gobierno cubano. El obje-
to de este acto popular fue «recibir a Daniel Presidente, y, para recibir de Daniel, nos-

otros, pueblo, La Presidencia», Fragmento del discurso de Rosario Murillo en el «Acto
popular después de la toma de posesión del Presidente Daniel Ortega. Plaza del
Malecón de Managua. La banda azul y blanca del pueblo». En este caso los términos

del acto se invierten pero indistintamente lo que pretende expresarse en todos ellos es
el vínculo del pueblo con la presidencia.



posibilidad de crear alianzas superiores. Se trataría, de acuerdo a las pro-

puestas formales ya realizadas desde la Cumbre Social de los Pueblos en

d i c i e m b re de 2006, de articular una relación solidaria entre pueblos y

Estados pro g resistas. De esta forma, según Heinz Dieterich influyente

ideólogo del régimen chavista, la suma al «bloque de poder regional» del

«bloque regional de poder popular» (PRPP) garantizaría el triunfo de

« revoluciones nacionalistas» y «democrático-populares» cuya principal

amenaza seria la subversión oligárquica-imperial responsable de la apli-

cación de políticas neoliberales (44). El primer paso para esta alianza ha

sido el reconocimiento del liderazgo de Hugo Chávez en la Cumbre de río

de La Plata, donde acaparó todo el protagonismo del acto de clausura de

dicho acontecimiento. Este liderazgo esta reconocido por el empeño del

P residente venezolano en pro p o rcionar el apoyo necesario, incluso finan-

c i e ro, a estas organizaciones. El objetivo es asegurar «bases de masas»

que fortalezcan el proyecto de transformación frente a sus principales

enemigos (45). La ayuda económica ha sido un elemento impre s c i n d i b l e

en el avance del bloque de poder y en general en la diplomacia venezo-

lana a la hora de ganar adeptos y establecer nexos y alianzas (46). La lla-

mada diplomacia del petróleo ha sido una estrategia imprescindible en la

consolidación del liderazgo de Hugo Chávez, consciente de que el ofre-

cimiento de «negocios jugosos» era un elemento fundamental para lograr

anexiones. Un proceder que se ha aplicado tanto con los países más pró-

ximos como con aquellos más reticentes, como en los casos de

A rgentina y Brasil (47).

Mediante la consolidación de este bloque «progresista y popular» se

pretendería construir una sociedad alternativa donde se asegurara el

gobierno del pueblo.
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(44) H. DIETERICH, «Demanda el Bloque Regional de Poder Popular (BRPP) debate público
con los Presidentes de la Cumbre sudamericana de Naciones», 01/11/06,
http://www.aporrea.org/internacionales/a26747.html.

(45) H. DIETERICH, «Alianza movimientos sociales. Una nueva América si es posible»,
http://minci.gob.ve/avances/28/11263/heinz_dieterich_destaca.html.

(46) HEINZ DIETERICH, «Hugo Chávez: salto cualitativo en el Bloque Regional de Poder».

(47) Venezuela ha establecido generosos proyectos de colaboración con buena parte de la
región. El petróleo es el producto que articula y sobre el que gira las relaciones exterio-
res. Petroamerica y los tres proyectos subregionales vinculados a éste Petrocaribe,
petroandina y petrosur, constituyen un proyecto integracionista energético bajo el que

se ha articulado esta diplomacia. Véase http://www.pdvsa.com/index.php?tpl=interfa-
ce.sp/design/readmenuprinc.tpl.html&newsid_temas=45. Para una visión general sobre
la política la política venezolana del petróleo, ARRAIGADA HERRERA, GENARO, «Petróleo y

gas en América Latina. Un análisis político de relaciones internacionales a partir de polí-
tica venezolana», Real Instituto Elcano, DT, Nº 20/2006, 19/09/06.



La democracia participativa y el liderazgo populista: ¿Vías p a r a e l g o b i e rn o

del pueblo?

El nacionalismo o las nacionalizaciones, al antiimperialismo o el dis-

curso antioligarca reflejan la intención de la ciudadanía de recuperar el

mando de la democracia. Las multinacionales, tras comprar las empresas

estatales, los Estados Unidos o la oligarquía se consideran los beneficia-

rios de la democracia, mientras que las expectativas populares en térmi-

nos de participación ciudadana o crecimiento económico han sido per-

manentemente postergadas. «Los ciudadanos no se sienten mandantes

de sus legisladores, presidentes, y políticos electos» (48). En este punto

radica la principal demanda, priorizar la voluntad o el mandato popular. Sin

embargo las decisiones o acciones legitimadas por este mandato han

acabado por situarse por encima de las Constituciones, de las institucio-

nes, o del voto tanto para las organizaciones sociales como para los

gobiernos populistas.

Las consecuencias de este planteamiento son ya evidentes ante la

crisis de gobernabilidad e inestabilidad existente, pero pueden ser mayo-

res. Cuando se prioriza la voluntad popular prescindiendo de la legisla-

ción constitucional o de los órganos fundamentales de la democracia se

está directamente erosionando los principios de la misma. A ello se

suman los riesgos de favorecer una dinámica política donde no haya lími-

te alguno a los imperativos de dicha voluntad. El derrocamiento de los

p residentes constitucionales es el mejor ejemplo de la trascendencia

o t o rgada a la voluntad popular y a la legitimidad que posee. Además sin

olvidar que cuando se ha logrado una vez, se legitima la posibilidad de

volver a repetir un hecho semejante. El examen de episodios nacionales

o locales de inestabilidad pone de manifiesto el escaso respeto de los

a c t o res sociales y políticos por la legalidad y, como consecuencia dire c-

ta, las dificultades para alcanzar la estabilidad y la paz social. Cuando las

normas legales y constitucionales no se respetan, ni por gobernantes ni

g o b e rnados, es prácticamente imposible no sucumbir cíclicamente,

como es el caso de la región andina, a períodos de crisis y de pro t e s t a

social de mayor o menor intensidad. El nivel de fragmentación y de pola-

rización política que se alimenta bajo esta dinámica así como la rápida

desvalorización de las instituciones, entre otros aspectos, conduce a

situaciones que, como en los últimos tiempos, pueden llegar al caos o
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(48) NAVA, PATRICIO, «Partidos políticos como antídoto contra el populismo en América
Latina», «Revista de Ciencia Política», Vol. XXIII, Nº 1 (2003), p. 29.



como ya se ha experimentado en Ecuador o Bolivia al borde de la diso-

lución del Estado (49).

Las protestas de Oaxaca, en México es otro ejemplo mediante el cual

se expresa el poder y la legitimidad adquirida por la voluntad popular. Bajo

este principio los ciudadanos toman el mando, decidiendo llegado el caso

la expulsión de las autoridades legítimas mediante la aclamación asam-

blearia en la calle o un «cabildo abierto». Desde mayo de 2006, la capital

del Estado se ha visto inmersa en más absoluto caos. Las protestas labo-

rales de profesores acabaron radicalizándose hasta llegar a «desconocer»

al gobernador. Durante cinco meses los sublevados han tenido el control

de las calles, las plazas, las emisoras y en realidad de toda la ciudad, con

el objeto de lograr un auténtico «gobierno popular». Entre tanto se cons-

tituyó la «Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca» (APPO) que se

otorgó la dirección de la sublevación y dispuso la organización de «briga-

das móviles» con atribuciones de policía y de jueces. Estas mismas bri-

gadas son las que clausuraron las instalaciones de las instituciones esta-

tales, un acto de protesta que ponía de manifiesto el rechazo frontal al

poder y a las instituciones legalmente constituidas. El objetivo último era

implantar una nueva Constitución que garantizara una reforma integral del

Estado. Esta reivindicación, así como la forma de llevarla a cabo fue

defendida por Andrés Manuel López Obrador, perdedor de las elecciones

a la presidencia mexicana en julio de 2006. Ante su derrota, Obrador

denunció fraude electoral aunque sin pruebas concluyentes, e inició una

protesta multitudinaria en el centro de México DF que culminó el 16 de

septiembre con la celebración de una Convención Nacional Democrática,

«compuesta por mas de un millón de mexicanos de todas las regiones que

resolvieron desconocer el resultado, rechazar la República simulada y pro-

clamar a López Obrador como Presidente Legítimo de México» (50).

Nuevamente el rechazo a la legalidad institucional y la priorización de la

voluntad popular por encima del voto de otros mecanismos legales fue el

principio de legitimidad adoptado en este acto de rebeldía.

En estos actos la representatividad o la ley de las mayorías tampoco

parece demasiado importante. En las asambleas o corporaciones reuni-

das donde se toman decisiones trascendentales, incluso con repercusión

nacional, el número de personas implicadas o cual es su grado de repre-
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(49) S o b re el desarrollo de esta dinámica, AL D A ME J Í A S, SO N I A, «Consecuencias de la acción
popular directa y el liderazgo populista», 08/12/2006 y «Inseguridad jurídica y bloqueo cons-

t i t u c i o n a l 2 6 / 0 9 / 2 0 0 6 », «I n f o l a t a m », h t t p : / / w w w. i n f o l a t a m . c o m / a n a l i s i s . p h p ? i d = 1 6 8 7 .
(50) http://www.lopezobrador.org.mx.



sentatividad es secundario. La legitimidad de las decisiones así adopta-

das parece radicar en que no hay intermediarios, sino que éstas proceden

directamente de una asamblea popular (51). En enero del presente año en

Cochabamba, Bolivia, la reunión de un cabildo abierto (52), compuesto

por el número de personas que puede alojar la plaza principal de la ciu-

dad, decidió desconocer al Prefecto. Posteriormente este grupo asaltó la

sede de las instalaciones gubernativas y durante días se prolongó un con-

flicto en el que hubo víctimas mortales. La decisión era firme pues había

sido directamente popular, al haber sido tomada en el seno del cabildo

(53), sin embargo no puede olvidarse que aunque la decisión afectaba a

todo el departamento, su población, a excepción de aquel grupo de orga-

nizaciones, no tuvo la oportunidad de participar para manifestarse al res-

pecto.

Ante esta situación cabe suponer que el acceso al poder de un gobier-

no cuyo objetivo sea una revolución democrática que garantice el gobier-

no del pueblo pondrá fin a la ingobernabilidad y a la crisis de representa-

tividad existente. Sin embargo, por el momento, los hechos demuestran lo

contrario. Por definición los gobiernos populistas van en detrimento de las

propias instituciones, fomentan la relación directa con los ciudadanos, al
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(51) En este mismo sentido actuaron las «Asambleas Populares Soberanas» que protagoni-
zaron las protestas que finalmente desembocaron en el final de la presidencia de Lucio

Gutiérrez, presidente de Ecuador. No esta claro cual era la procedencia de su poder
soberano ni tampoco su representatividad, pese a su plural composición sin embargo
también llegaron a disponer instrucciones al presidente provisorio:

«!QUE SE VAYAN TODOS! ¡CONTINUAMOS SIENDO FORAJIDOS!», h t t p : / / e c u a d o r. i n d y-
m e d i a . o rg / e s / 2 0 0 5 / 0 4 / 9 3 3 6 . s h t m l M A N I F I E S T O. Esta Asamblea exigió al presidente pro-
visorio Alfredo Palacios acatar sus decisiones por ser un «mandato popular» con el

objeto de lograr que el «pueblo gobernase y ejerciera su poder». Entre sus disposicio-
nes se encontraba desconocer la Asamblea Legislativa y convocar una Asamblea
Constituyente, cuya composición determinaría esta Asamblea Popular, que había sido

la «encargada de la reestructuración política y jurídica del Estado». Su soberanía y legi-
timidad para autoasignarse tal misión y semejante poder provenía de la autoconvoca-
toria realizada por «representantes y participantes individuales de las asambleas de

Guayas, Galápagos, Loja, Chimborazo, Imbabura, Azuay, Tungurahua, Pichincha,
Sucumbíos, El Oro, junto a representantes de organizaciones sociales, políticas, de tra-
bajadores, de los pueblos y nacionalidades indígenas, transgéneros, feministas, ecolo-

gistas, derechos humanos, universitarias, colegios secundarios, jubilados, profesiona-
les y juveniles, mujeres y ciudadanos en general». Un conjunto muy plural pero no por
ello representativo, ni cuantitativa ni cualitativamente, para otorgarse el poder de deci-
dir los destinos de toda la República.

(52) El cabildo abierto es una institución colonial mediante la cual se convoca a la localidad
para tomar decisiones de determinada importancia. En Bolivia actualmente no tienen
reconocimiento legal.

(53) Este conflicto puede seguirse consultando la prensa de boliviana, Véase La Razón entre
6 al 18 de enero de 2007.



margen de las instituciones e incluso de la legalidad, si suponen un obs-

táculo para hacer valer la voluntad popular. Las primeras decisiones de

Rafael Correa ilustran este aspecto. Nada mas acceder al poder, enero de

2007, ha concentrado todo su esfuerzo en lograr la convocatoria de un

referéndum para aprobar una Asamblea Constituyente con plenos pode-

res. Para tal fin, pese a toparse con impedimentos legales esta dispuesto

a «no dar un paso atrás y junto al pueblo con su inspiración, a recuperar

la patria» (54) y convocar el referéndum. Sin embargo, la Constitución

vigente no contempla la figura jurídica de la Asamblea Constituyente y

ante la resistencia del Parlamento de aprobar un referéndum sobre una

cuestión no existente en el texto constitucional, envió un «decreto» al

Tribunal Supremo Electoral para que convocara dicha consulta. El Tribunal

remitió la decisión a la Asamblea Nacional y en esta ocasión para asegu-

rar la aprobación del referéndum el propio Presidente recurrió a la protes-

ta y a la presión popular, convocando a los ciudadanos en las puertas de

la sede del Legislativo. La aprobación del referéndum por los diputados

fue tomada entre insultos e intentos de agresiones de la ciudadanía a los

parlamentarios. De hecho fue preciso desalojar el Parlamento.

El referéndum finalmente aprobado hacía re f e rencia a una Asamblea

con poderes limitados, sin capacidad para remover a las autoridades pre-

viamente elegidas. Nuevamente el Presidente contraviniendo lo apro b a d o

por el Parlamento, declaró su desacuerdo con la naturaleza de los podere s

de la Asamblea Constituyente, pues entendía que dichos poderes debían

ser absolutos. Para ponerlo de manifiesto él mismo pondría a disposición

su cargo, ante la misma, con el fin de demostrar que esta Asamblea podía

«mandar a casa al Presidente, al Congreso o a la Corte Suprema de justi-

cia» pese a que el Congreso, la autoridad competente, acabara de apro b a r

lo contrario. Sin embargo R. Correa no es el único que ha cuestionado

dicho estatuto. Las organizaciones sociales, como la CONAIE ha anuncia-

do que «se levantará para que se vaya el Congreso» de no corregirse el

trato desigual que el estatuto establece entre las organizaciones ciudada-

nas y los partidos políticos, favoreciendo a éstos últimos (55). No cabe

duda que la actitud del gobernante es un re f e rente para el comportamien-

to de los gobernados y en este caso la pauta de comportamiento es igno-

rar las instituciones y la legalidad para resolver los desacuerdos y emplear

la acción directa. Paradójicamente esta pauta se practica pre c i s a m e n t e
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(54) «El Comercio», 26/01/07.

(55 «Ciudadanía Inform a d a», 21/02/07, h t t p : / / w w w. c i u d a d a n i a i n f o r m a d a . c o m / n o t i c i a s -
ecuador.php?id=2903.



para lograr la aprobación de un nuevo texto constitucional en el que se pre-

tende plasmar los proyectos de transformación social, política y económi-

ca. La pregunta es si cuando no se respeta la legalidad o se re c u r re a ella

selectivamente una Constitución puede asegurar el cambio deseado. Los

p recedentes indican que es preciso generalizar una cultura política basada

en el respeto a la legalidad. De lo contrario, cabe la posibilidad de que la

transformación pretendida quede bloqueada pues podrá existirá el riesgo

de recurrir a la superioridad de la voluntad popular y de legitimar, llegado

el caso, la violación de la Constitución.

Las crisis cíclicas a las que ha estado sometida la sociedad boliviana

durante el año de gobierno de Evo Morales ponen de manifiesto pro b l e m a s

s i m i l a res. La victoria electoral del MAS y de su líder, lograda con el voto

mayoritario de la ciudadanía y con el apoyo de los principales movimientos

sociales no garantiza necesariamente la estabilidad precisa para cambiar

la dinámica de movilizaciones y de protestas de estos últimos años. Cabría

pensar que satisfecha la voluntad popular se iniciaría una nueva etapa de

g o b e rnabilidad y paz social. Lejos de ello, en la medida en que se han re c o-

nocido reivindicaciones y formas de resistencia ilegales, como legítimas,

incluyendo el derrocamiento de un presidente constitucional, esta misma

lógica se ha aplicado en contra del actual Presidente. De hecho esta es la

advertencia que los propios movimientos sociales hicieron al pro p i o

Morales. Si éste no cumplía con sus promesas electorales, en el plazo de

t res meses desde su acceso al poder, se encargarían de que «el hermano

Evo» (56) dejara la presidencia. No puede olvidarse que los años que se

mantuvo en la oposición, Morales participó activamente en el derro c a-

miento popular de dos presidente, legitimando esta actuación como una

decisión auténticamente democrática por ser popular.

La priorización de la voluntad popular tampoco garantiza el respeto a

los derechos fundamentales, el equilibrio de poderes o la inexistencia de

autoritarismo. En enero de 2007 Hugo Chávez ha logrado del Congreso,

por segunda vez, poderes especiales para legislar. Se trata de aprobar un

paquete de medidas mediante el cual pueda abordarse una fase definiti-

va para implantar el socialismo del siglo XXI (57). Esta extraordinaria
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(56) «La Razón», 13/12/05.

(57) Chávez legislará sobre cuestiones relacionadas con la participación popular; nacionali-
zación de recursos naturales como el gas, sector telecomunicaciones, los valores esen-
ciales del ejercicio de la función pública; finanzas y tributos; la seguridad ciudadana y

jurídica; la participación popular; la ordenación del territorio; defensa, infraestructuras,
transporte y servicios o educación.



potenciación del Ejecutivo, que borra el principio de la división de pode-

res, se suma a la legislación aprobada en este sentido desde 1999. Sin

embargo, este desequilibrio no se considera relevante, pues se entiende

como el medio más rápido para dar satisfacción a las demandas históri-

cas del pueblo (58). Un aspecto característico del populismo es que la

inmediatez de la medida, justifica la forma en que ésta se adopte.

Los ejemplos planteados ponen de manifiesto que estos regímenes no

resuelven los problemas de ingobernabilidad e inestabilidad que amenazan

la democracia en el resto de la región. De hecho el proceso de desinstitucio-

nalización favorecido por la protesta de los movimientos sociales es alimen-

tado en estos casos desde poder. A la erosión de la democracia re p re s e n t a-

tiva, como consecuencia directa cabría agregar el riesgo de que el pro y e c t o

de revolución democrática propuesto quede bloqueado. La forma de gober-

nar autoritaria y la interpretación interesada o laxa de la norma, y en ocasio-

nes su violación, acaba generando una polarización social y política que es

a p reciable en todos los casos considerados. Esta situación puede degene-

rar en el estallido de crisis cíclicas que impidan avanzar en el programa re v o-

lucionario propuesto. Un alto nivel de polarización y de conflictividad sólo

contribuye a bloquear los cambios pretendidos y aumentar la ingobern a b i l i-

dad. En Venezuela esta polarización llegó a generar una conflictividad casi

cotidiana en la capital del país, manifestada a través del corte de las princi-

pales vías de la ciudad, mediante los llamados «trancazos» entre 2002 y 2003

(59). La tensión acumulada acabó desembocando en el estallido de graves

episodios en contra del gobierno, como la huelga general de diciembre de

2001, las manifestaciones multitudinarias de principios de 2002 o en este

mismo año la huelga de Petróleos de Venezuela, S. A. (PDVSA) (60) que des-
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(58) «Venezuela: Chávez consigue superpoderes para 18 meses», «Infolatam», 31/01/07, el

vicepresidente de la Asamblea Nacional, Roberto Hernández, manifestó que: «No esta-
mos prometiendo justicia para el futuro, sino para el presente (...), esperanzas que que-
daron enterradas casi durante dos siglos y que nosotros estamos dispuestos a llevar a

cabo a costa de lo que sea y contra quien sea».
(59) Sobre el nivel de conflictividad alcanzado Mª Pilar García-Guadilla, «Organizaciones

sociales y conflictos socio-políticos en una sociedad polarizada: las dos caras de la

democracia participativa en Venezuela», «América Latina Hoy, Revista de Ciencias
Sociales», vol. 42 (abril 2006), pp. 37-60. La autora entiende que se genera un proceso
progresivo de «des-democratización» en las organizaciones sociales ya que ante el pro-
ceso de polarización existente, la falta de cultura democrática en la sociedad venezola-

na acaba provocando que la gente opte por armarse para defender sus posturas tanto
a favor como en contra del gobierno.

(60) Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA) es la corporación estatal de la República

Bolivariana de Venezuela encargada de la exploración, producción, manufactura, trans-
porte y mercadeo de los hidrocarburos.



embocó en un golpe de estado contra Chávez. El re g reso al poder del

P residente en pocas horas no hizo recapacitar a ninguno de los bandos

e n f rentados y la polarización social no sólo no se detuvo sino que se agudi-

zó. De diciembre de aquel año a enero, de nuevo hubo víctimas mortales en

los enfrentamientos entre los partidarios y opositores del chavismo. En febre-

ro de 2003 el país se encontraba al borde de la confrontación armada.

El bloqueo al que ha estado sometida la Asamblea Constituyente boli-

viana, durante más de seis meses desde su inauguración es un ejemplo

paradigmático. Si la Asamblea Constituyente ha estado bloqueada se

debió a la «interpretación» particular que la oposición y el MAS hicieron de

la ley de convocatoria y de la Constitución. Para la oposición y el Oriente

del país el cumplimiento riguroso de la ley exigía que cada reforma cons-

titucional fuera aprobada por dos tercios. Mientras el MAS, que cuenta

con mayoría absoluta en la cámara (pero no con los dos tercios), entendió

que dichas reformas podían aprobarse por mayoría absoluta. Entre las

medidas de presión contra la postura del gobierno destaca la huelga

general celebrada el 8 de septiembre de 2006, con el departamento orien-

tal de Santa Cruz a la cabeza. El gobierno criticó duramente esta actua-

ción y los movimientos sociales, próximos al mismo, optaron por estable-

cer un cerco, como una «represalia», a la capital del departamento a tra-

vés del bloqueo de sus principales carreteras. Estos acontecimientos

ponen de manifiesto una cultura política en la que los márgenes de diálo-

go son reducidos. El gobierno considera que el apoyo popular le propor-

ciona la suficiente legitimidad para interpretar la ley de acuerdo a su con-

veniencia. Esta opción radicaliza necesariamente las posiciones ya que

anima a sus opositores a optar por la misma estrategia. Ante el desacuer-

do resultante todos optan por la acción directa, ya que ha acabado por

entenderse como el medio de acción más eficiente. El MAS finalmente ha

aceptado la reivindicación de la oposición y con ello ha podido reiniciarse

las sesiones, después de medio año. No deja de ser sintomático que el

instrumento con el que los movimientos sociales y los populismos consi-

deran que pueden trasformar la realidad haya quedado paralizado por el

conflicto y la polarización. Esta forma autoritaria de gobierno, donde no se

respeta la división de poderes y no se contempla con demasiado rigor la

legalidad no sólo se ha manifestado en Hugo Chávez o Evo Morales, sino

que desde enero de este año Rafael Correa y Daniel Ortega (61) han teni-
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(61) Mientras que Rafael Correa ya ha puesto de manifiesto esta posición en relación al re f e-

réndum de la Asamblea Constituyente, Daniel Ortega también ha demostrado una actitud
autoritaria, ignorando el Congreso con diferentes medidas, véase « La pre n s a », 11/02/07.



do tiempo suficiente para aplicar la misma forma de gobierno. Cabe espe-

rar por tanto una posible polarización de aquellos sectores que se consi-

deren excluidos, favoreciendo una inestabilidad política que no facilite en

absoluto la realización de las propuestas revolucionarias propuestas. Con

ello seguiría alimentándose una dinámica política en espiral tendente a

aumentar la frustración ciudadana y la crisis de representatividad que dio

origen a los NMSs y a los populismos de izquierda.

Este círculo vicioso nos confirma que las soluciones alternativas apli-

cadas o por aplicar lejos de resolver el problema de la gobernabilidad, y

en última instancia el de la consolidación democrática parece más bien

complicarla. A las limitaciones o las contradicciones de las propuestas

formuladas por los NMSs o los populismos de izquierda es preciso sumar-

le los efectos generados por la debilidad estatal. Una cuestión que tam-

poco es prioritaria en estos planteamientos alternativos.

CONCLUSIONES

El objetivo de estas páginas ha sido poner de manifiesto los problemas

de la democracia latinoamericana, inmersa en una crisis de gobernabili-

dad que ha acabado por complicarse ante el surgimiento de nuevos acto-

res. Su origen se encuentra en esta misma crisis, ya que los NMSs y los

populismos de izquierda pretenden dar respuesta a las demandas y a las

necesidades ciudadanas que no han sido atendidas. Para ello su pro-

puesta radica en construir una democracia donde el pueblo participe

directamente de las decisiones de gobierno. Mas allá de que este punto

sea alcanzable y que estos populismos lo consigan, el problema de la

gobernabilidad ha quedado reducido a las limitaciones participativas y al

carácter restrictivo, según esta visión, de las democracias representativas.

En estas páginas sin embargo se ha pretendido insistir en otros factores

para explicar el problema de la gobernabilidad. Así la representatividad no

sería una causa sino consecuencia de la debilidad estatal. Un elemento

fundamental para entender las fracturas de la democracia.

Mediante la influencia permanente que genera este factor, la ingober-

nabilidad es un problema dinámico que se alimenta y acrecienta, incidien-

do directamente en la democracia. La crisis de representatividad, median-

te la cual se manifiesta este problema esta generando un proceso de des-

gaste y de erosión de las instituciones democráticas representativas sin

tener una alternativa global capaz de sustituirla. Por el momento ni NMSs

ni líderes populistas han construido dicha alternativa aunque buena parte
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de su propia identidad se base en la crítica al sistema representativo. En

torno a construir una democracia basada en el riguroso cumplimiento de

la voluntad popular, tanto unos como otros, han acabado priorizando esta

voluntad por encima incluso de otras libertades y derechos y de institu-

ciones y procedimientos que garantizan valores democráticas básicos.

La inexistencia de un Estado sólido ha impedido la formación de una

cultura política basada en la importancia de las instituciones para regular

la vida política y social. Un aspecto que incide directamente en la demo-

cracia representativa, pues del grado de institucionalización depende

prácticamente el de democracia. De hecho la democracia no puede

sobrevivir sin las instituciones que garantizan la división de poderes, la

regla de la mayoría, la alternabilidad en el pode... Esta deficiencia en la

cultura política afecta, aunque en diferente medida, a toda la región. En el

caso de los NMSs y los populismos sus propuestas no resuelven este pro-

blema, incluso pueden agravarlo. En la medida que los principales obstá-

culos para la realización de los deseos de la voluntad popular son las ins-

tituciones y que la acción directa popular y la relación directa del gober-

nante con el pueblo son las mejores formas para lograr el cumplimiento de

dicha voluntad no dejan en última instancia de negarse algunos valores e

instituciones fundamentales de la democracia.

Según el Informe 2006 del Latinobarómetro, el 74% de los ciudadanos

consideró que «la democracia puede tener problemas, pero es el mejor

sistema de gobierno». Pese a las matizaciones que exige este porcentaje,

el análisis expuesto no ha pretendido negar las convicciones democráti-

cas de los ciudadanos latinoamericanos, pese a la crisis de gobernabili-

dad. No obstante, sí cabe señalar la posible tentación de gobernantes y

gobernados de recurrir a alternativas que para «salvar la democracia»

acaben por deteriorar fundamentos esenciales. Entre tanto, mientras no

se aborde la cuestión estatal y sus debilidades estructurales será estéril

intentar «salvar la democracia».
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LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN AMERICANOS Y EL MODELO

DEL SISTEMA DE LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA (SICA)

Por CARLOS JIMÉNEZ PIERNAS

INTRODUCCIÓN: PANORÁMICA DE LA INTEGRACIÓN REGIONAL EN

AMÉRICA LATINA

Consideraciones metodológicas sobre el estudio de los procesos

de integración

La naturaleza monográfica del presente número de Cuadernos de

Estrategia y el espacio disponible han aconsejado optar por el análisis de

un proceso de integración americano bien concreto, conformándonos con

una previa y breve presentación del estado en que se encuentran el resto

de procesos, sobre todo para situar en su contexto histórico dicho análi-

sis y justificar tal elección. Ahora bien, buenas razones metódicas abun-

dan en esa misma dirección.

En efecto, el problema metodológico clave que plantea el estudio de

un conjunto de procesos de integración regional no es otro que las difi-

cultades que acarrea la ponderación de realidades a veces muy distintas,

lo que suele suscitar dudas acerca de la idoneidad de los instrumentos

conceptuales usados, obliga a tomar ciertas precauciones metódicas y

obstaculiza en consecuencia la elaboración de conclusiones plausibles.

Hay muchas formas de enfrentarse a este escollo. En este caso hemos

optado, tras una introducción panorámica general, por reducir el ámbito

de estudio a un modelo o patrón, a un solo proceso de integración regio-

nal utilizado como ejemplo de lo que ocurre con todos los demás. Pero
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para fijar ese modelo es preciso encontrar un previo común denominador

entre todos esos procesos, que justifique el manejo de un patrón que sirva

de pauta sobre cómo son y funcionan sustancialmente el resto de proce-

sos de integración en el continente americano.

Es cierto que un proceso de integración regional, ya se trate del euro-

peo o de cualquiera de los que aquí nos van a ocupar, constituye una rea-

lidad política muy compleja que no puede explicarse totalmente median-

te el recurso a ningún paradigma (1), sino a través de un análisis empírico

del mismo muy pendiente de los aspectos metodológicos y que tome en

cuenta todos los elementos relevantes en presencia desde una óptica

multidisciplinar (2). Ahora bien, sin necesidad de caer en la tentación de

elaborar una teoría general formada por una serie o conjunto trabado de

paradigmas (3), parece evidente que cualquier proceso de integración

regional gira sustancialmente en torno a cierto número de paradigmas que

pueden cambiar a lo largo de su evolución. Es decir, en torno a algunos

principios teóricos capaces de ofrecer estrategias de investigación útiles

para describir y explicar de forma fidedigna la realidad de ese proceso. Se

trata de saber si esos pocos paradigmas, si cabe incluso uno solo, podría

ayudarnos a describir y explicar sustancialmente el conjunto de los pro-

cesos de integración en América Latina; eso allanaría el camino para el

uso razonable de uno de esos procesos como modelo o patrón de los

demás.

En este sentido y desde una óptica formal, destacamos la presencia y

el papel que desempeña el paradigma del pluralismo jurídico, o del plura-

lismo de sistemas jurídicos, para describir y explicar en sustancia el con-

junto de los procesos de integración hoy activos en el mundo, sean ame-

ricanos o no. Este paradigma describe y explica los procesos de integra-

ción en virtud de delicadas relaciones de equilibrio, llenas de tensiones y

compromisos, entre tres sistemas jurídicos bien distintos, a saber: el sis-

tema internacional, los sistemas internos de los Estados miembros y por
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(1) GINER, S., LAMO DE ESPINOSA, E., Y TORRES, C. (Eds.), Diccionario de sociología, Madrid

1998, pp. 554-555 (voz «paradigma»).
(2) ROSAMOND, B., Theories of European Integration, London 2000, Caps. 6, 7 y 8, pp. 130 y

ss., en particular 151-156 y 179-197.
(3) No pretendemos ofrecer una visión general de ningún proceso de integración regional,

sino sólo diagnosticar algunas, al menos, de sus líneas de fuerza. Ahí se agotan las pre-
tensiones teóricas de este trabajo. Por tanto, renunciamos al debate mayor del análisis
paradigmático sobre las estrategias de investigación alternativas y su consecuente apli-

cación y comparación en el caso de los procesos de integración regional latinoamerica-
nos.



supuesto el propio sistema de integración (4). Se trata de estudiar las

variables comunes y distintas de un proceso de integración en relación

con su realidad circundante ad intra (los sistemas nacionales de los

Estados miembros, sujetos activos del proceso de integración) y ad extra

(el sistema internacional, esto es, la vida de relación internacional en la

que participan, junto a otros sujetos y actores, los mismos Estados miem-

bros y la organización internacional de integración por ellos creada), así

como las relaciones de colaboración (convergencia y armonización) y ten-

sión (conflicto) que se dan entre esos tres sistemas jurídicos. Sin olvidar,

por supuesto, la comparación de un proceso con otros procesos de inte-

gración próximos o lejanos.

El paradigma del pluralismo jurídico es un presupuesto relevante y obje-

tivo para entender en su conjunto cualquier proceso de integración re g i o-

nal, ya que el ordenamiento jurídico de dicho proceso no pasa de ser un

sistema de Derecho Internacional particular, a medio camino y estre c h a-

mente interrelacionado con los ordenamientos constitucionales de sus

Estados miembros y con el Derecho Internacional (5). Al margen de que, en

última instancia, las características esenciales del Derecho de un pro c e s o

de integración se determinen por el contenido de su Derecho originario (los

tratados constitutivos) y derivado (el cuerpo de normas generado durante

su evolución, adoptado en aplicación de ese Derecho originario).

Más allá de la epistemología general y situándonos en un plano ope-

rativo, el paradigma del pluralismo jurídico se funda empíricamente en un

determinado marco conceptual formado por un conjunto de conceptos

ejemplares, que ofrecen definiciones breves capaces de describir de

forma perdurable cierto aspecto concreto de la realidad de cualquier pro-

ceso de integración. Este análisis conceptual, complementario del para-

digmático, exige igualmente un método acorde con la propuesta principal

del paradigma del pluralismo jurídico, que no es otra que la evidencia de
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(4) Para un esbozo de este paradigma, exclusivamente desde la óptica de las relaciones
entre Derecho Internacional y Derecho Comunitario, JIMÉNEZ PIERNAS, C., «El incumpli-
miento del Derecho comunitario por los Estados miembros cuando median actos de par-

ticulares: una aportación al debate sobre la interdependencia entre Derecho comunitario
y Derecho internacional», en Revista de Derecho Comunitario Europeo, vol. 7 (2000), 15-
48, pp. 15-20. Para una breve aproximación general al mismo, cfr. RODRÍGUEZ IGLESIAS,
G.C., Discurso de investidura como doctor honoris causa por la Universidad de Oviedo

(25 de mayo de 2001), 21 pp., passim.
(5) Cfr. REPOSO, A., «Clasificaciones tradicionales y naturaleza jurídica de la Unión Europea»,

y RUIZ-RICO RUIZ, G., «El proceso de “europeización” del Derecho Constitucional: un

nuevo reto metodológico para el siglo XXI», ambos en Revista de Estudios Políticos, nº
117 (2002), 235-247 y 103-123, pp. 245 y 105-107, respectivamente.



la interrelación entre distintos ordenamientos jurídicos. Por supuesto, no

hay mejor método para ello que el comparativo.

Mediante el método comparativo (6), que equivale mutatis mutandis e n

las ciencias sociales al método experimental en las ciencias naturales,

podemos examinar y comparar cada proceso de integración regional tanto

con los ordenamientos nacionales de sus Estados miembros como con el

o rdenamiento internacional, que se desenvuelven desde luego en ámbitos

distintos pero complementarios, sin olvidar (insistimos) la comparación a

su vez con otros procesos de integración. Gracias a una lógica inductiva,

que atiende a la articulación entre estos tres ordenamientos, pueden ave-

riguarse qué relaciones empíricas existen entre sus elementos principales

(condiciones materiales, instituciones, principios jurídicos…), así como qué

c a r a c t e res son comunes en ellos y qué otros son específicos. Esta opera-

ción nos llevará a conocer la interacción, influencia re c í p roca, similitudes y

d i f e rencias entre esos tres sistemas y, por tanto, a conocer mejor la natu-

raleza profunda de cada proceso de integración regional, no concebido

como un fenómeno jurídico aislado sino interd e p e n d i e n t e .

Por ejemplo, hoy parece sencillo establecer cuáles son los elementos

principales característicos del Derecho Comunitario Europeo, esto es: los

principios fundamentales del efecto directo y primacía de este Derecho

sobre el derecho interno y de la responsabilidad del Estado miembro por

daños causados a los particulares a causa de la violación de las obliga-

ciones que le incumben en virtud del Derecho Comunitario; así como la

progresiva constitucionalización del sistema al ser concebidos y aplicados

los tratados constitutivos como una Constitución de la Comunidad gra-

cias a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, un tribunal militante en pro

de la integración europea, cuya tarea como garante del respeto del dere-

cho en la interpretación y aplicación de los tratados constitutivos como

parámetro de constitucionalidad es otro elemento principal característico

del proceso de integración europea (7).
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(6) Diccionario de sociología, op. cit., pp. 483-484 (voz «método comparativo»).

(7) Aunque admitimos las puntualizaciones que, desde una estricta técnica constitucionalis-
ta, se hacen a este respecto, entre otras las siguientes: jamás una asamblea constitu-
yente ha aprobado un texto constitucional para Europa; la decisión fundamental sigue
recayendo en los Estados miembros, por lo que en todo caso estaríamos en presencia

de una «heteroconstitución» y no de una «autoconstitución»; la cesión de soberanía en
las instituciones comunitarias es revocable; sin olvidar los procedimientos de admisión
de nuevos miembros, así como de reforma y denuncia de los tratados constitutivos, que

están mucho más cerca del Derecho Internacional que del Derecho Constitucional. Cfr.
REPOSO, loc. cit., pp. 241-247; y RUIZ-RICO RUIZ, loc. cit., pp. 119-120.



Una especificidad destacada del Derecho Comunitario Europeo es la

consagración de una solución monista para las relaciones entre este orde-

namiento y los derechos internos de los Estados miembros; los principios

de efecto directo y primacía determinan, como es sabido, las modalida-

des de inserción de las normas comunitarias en el ámbito del derecho

interno, excluyendo cualquier solución dualista. En cambio, en cuanto a la

inserción y eficacia de las normas internacionales en el ordenamiento

comunitario europeo, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia es menos

diáfana y más compleja que en el caso de las relaciones entre el Derecho

Comunitario y el derecho interno. La jurisprudencia comunitaria consagra,

es cierto, una solución monista en lo que se refiere a la recepción del

Derecho Internacional general y convencional; pero es de inspiración dua-

lista en lo que se refiere a la determinación de los efectos internos (en el

Derecho Comunitario Europeo) de los convenios internacionales, pues

tras analizar las disposiciones concretas así como el convenio de que se

trate, puede negar a las mismas la eficacia directa o la aptitud para cues-

tionar la validez de un acto comunitario. La explicación de estos matices

radicaría en que el Derecho Comunitario Europeo viene a regular una

comunidad de Estados, pueblos y ciudadanos, lo que no sucede en abso-

luto con el Derecho Internacional, dedicado todavía hoy a ordenar las rela-

ciones entre Estados y Organizaciones internacionales.

Es obvio, visto lo dicho y expresándonos mediante conceptos ejem-

plares, que en el actual estado de desarrollo del proceso de integración

europea prevalece a grandes rasgos el polo comunitario y su postulado

jurídico, el principio de integración supranacional, frente al polo intergu-

bernamental y su postulado jurídico, el principio de cooperación. Pero

este proceso mantiene una deferencia por la soberanía nacional de los

Estados miembros, traducida sobre todo en la necesidad de contar con

su colaboración leal y activa para lograr la aplicación indirecta, pero efec-

tiva, del Derecho Comunitario (8).

¿Ocurre lo mismo en los procesos de integración americanos y qué

papel desempeña en ellos la tensión entre los dos polos citados?. ¿Qué

características propias los distinguen?. ¿Merecen todos esos procesos

idéntica atención?. De ello vamos a ocuparnos en este trabajo, aunque

anticipamos que no es posible emprender un estudio de esta clase en el

estrecho margen de unas treinta páginas. No obstante, queda apuntado el
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Barcelona 2000, pp. 279-281. Ver el art. 10 del TCE.



método ideal a seguir. A continuación nos centraremos en ciertos aspec-

tos e hitos relevantes de los procesos de integración americanos y en par-

ticular del SICA.

B reve presentación de los procesos de integración activos en América

Latina

Desde mediados del siglo pasado se pusieron en marcha distintos pro-

cesos de integración regional en América Latina con el mismo objetivo de

promover la paz y el desarrollo económico. Todos ellos han padecido

debilidades y dificultades por una mezcla de causas de muy diversa índo-

le. En las dos últimas décadas ha habido iniciativas para reactivarlos al

calor tanto de las exigencias económicas creadas por la globalización

como de los éxitos cosechados por el proceso de integración europea.

Como es bien sabido, El MERCOSUR, la Comunidad Andina, el SICA y la

CARICOM son en la actualidad las principales organizaciones internacio-

nales de integración del continente.

Son procesos heterogéneos en cuanto a su naturaleza y que evolucio-

nan al capricho de la coyuntura política interna e internacional. Procesos

identificados por un común denominador: se desarrollan sometidos al dic-

tado de la jerarquía del polo intergubernamental, dominado por el postu-

lado jurídico del principio de cooperación, sobre el polo comunitario o

supranacional, dominado por el postulado jurídico del principio de inte-

gración; justamente todo lo contrario de lo que sucede en el proceso de

integración europea. Como se trata de procesos relativamente jóvenes,

ello no sería noticia a la vista de la evolución histórica seguida por el pro-

pio proceso de integración europea, que ha necesitado de una larga y no

siempre pacífica maduración para alcanzar el grado de desarrollo del que

hoy disfruta. Pero el caso es que, hasta hoy mismo, los procesos de inte-

gración americanos siempre han esquivado plantearse siquiera el dilema

de optar, aún a medio o largo plazo, por el polo comunitario frente al polo

intergubernamental o, al menos, por un cierto equilibrio entre ambos

polos, manteniendo sine die la inclinación original por el polo interguber-

namental en medio de una gran indefinición y confusión sobre sus verda-

deros objetivos (9).
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2004, puntos 8 y 15-17. Reforma, por cierto, aún pendiente.



Si empezamos por el MERCOSUR, el 2 de diciembre de 1991 entró en

vigor el Tratado de Asunción con el ambicioso objetivo de establecer un

m e rcado común entre Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay el 31 de

d i c i e m b re de 1994 (10). Al día de la fecha, no se ha pasado de una unión

aduanera (11) imperfecta entre sus miembros y aún subsisten diversos

obstáculos y restricciones comerciales internas. La debilidad mayor de

este proceso, por ahora meramente asociativo, reside en el pre d o m i n i o

radical del polo interg u b e rnamental, muy marcado por ejemplo en el siste-

ma tradicional de arreglo de controversias previsto o en el principio del

consenso para la adopción de acuerdos en su seno, con la consiguiente

c a rencia de una estructura institucional de naturaleza supranacional, inde-

pendiente de los gobiernos de los Estados miembros, que vele por el inte-

rés comunitario e impulse el proceso (12). La crisis política y el litigio des-

atado entre Argentina y Uruguay en torno a la construcción de dos plantas

de celulosa en la ribera uruguaya del Río Uruguay, que sirve de fro n t e r a

e n t re ambos Estados, es la mejor prueba de la desmesurada jerarquía del

polo interg u b e rnamental y enturbia el futuro de este proceso de integración

(13). A fin de cuentas, ambas partes han sometido su solución a la Corte

I n t e rnacional de Justicia, esto es, a lo que dicte el Derecho Intern a c i o n a l .

La Comunidad Andina, llamada así desde la entrada en vigor del

Protocolo de Trujillo de 3 de junio de 1997 por el que se reforma el anti-

guo Acuerdo de Cartagena (Pacto Andino) de 26 de mayo de 1969, com-

prende hoy entre sus miembros, tras la retirada de Venezuela en 2006, a
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(10) Desde 2006, Venezuela se ha integrado en el MERCOSUR como quinto Estado miem-
bro tras retirarse de la Comunidad Andina.

(11) Una unión aduanera se funda en la adopción de un arancel exterior común y en la uni-
ficación de la legislación aduanera frente a terceros países; en ella gozan de libre circu-
lación tanto las mercancías originarias de los Estados miembros de esa unión como las

mercancías que proceden de terceros países una vez que entren en ese territorio adua-
nero único.

(12) GROS ESPIELL, H., «Naturaleza jurídica del Tratado de Asunción y de sus Protocolos», en

Anuario Argentino de Derecho Internacional, vol. VII (1996-1997), 127-151, pp. 141-143.
Ver, por ejemplo, el art. 2 del Protocolo de Ouro Preto, de 17 de diciembre de 1994,
sobre la estructura institucional del MERCOSUR. Ver en particular para el asunto clave
del sistema de solución de controversias, REY CARO, E., La solución de controversias en

los procesos de integración en América. El Mercosur, Córdoba (Argentina) 1998, pp. 80-
81; del mismo autor, El protocolo de Olivos para la solución de controversias en el
Mercosur, Córdoba (Argentina) 2002, pp. 66-68; y MARTÍNEZ PUÑAL, A., La solución de

controversias en el Mercado Común del Sur (Mercosur): estudio de sus mecanismos,
Santiago de Compostela 2000, pp. 303-320.

(13) LO Z A N O CO N T R E R A S, F., «Los obstáculos a la libertad de circulación derivados de las con-

ductas de grupos de particulares a uno y otro lado del Atlántico: Unión Europea-Mercosur»,
en Revista de Derecho Comunitario Europeo, vol. 26 (2007), epígrafe II (en pre n s a ) .



Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú. Se encuentra en una situación similar

al MERCOSUR, con una unión aduanera imperfecta, obstáculos aún no

superados para el libre comercio interno (14) y un claro predominio del

polo intergubernamental sin instituciones supranacionales que sirvan de

contrapeso. Las crisis institucionales crónicas en Bolivia y Ecuador

ensombrecen aún más el futuro de este proceso.

La CARICOM (Caribbean Community), se creó por el Tratado de

Chaguaramas de 4 de julio de 1973, en vigor desde el 1 de agosto, sien-

do sus Estados fundadores Barbados, Guyana, Jamaica y Trinidad-

Tobago, ampliándose después a otros Estados y territorios dependientes

caribeños (Granada, Dominica, San Vicente y Granadinas, Santa Lucía,

Belice, Montserrat, Antigua y Barbuda, San Cristóbal y Nevis, Bahamas,

Surinam y Haití). El objetivo de esta Comunidad es, claro está, la creación

de un mercado común. Pero, además de la heterogénea y peculiar com-

posición de sus miembros, aún no se han eliminado totalmente los obstá-

culos al libre comercio dentro del área, tampoco se ha logrado la instau-

ración del arancel aduanero común frente a terceros y la estructura insti-

tucional es marcadamente intergubernamental, prevaleciendo en ella el

interés nacional sobre el interés comunitario.

La irrupción de la flamante Comunidad Suramericana de Naciones

(CSN) ha venido a enriquecer y complicar el panorama. La CSN, creada

por la Declaración de Cuzco de 8 de diciembre de 2004 con ocasión de la

Reunión de Presidentes de los doce Estados que integran Suramérica, no

es más que un proyecto político en ciernes, pendiente de un tratado fun-

dacional, que aboga por la articulación y convergencia de los dos proce-

sos de integración principales (el MERCOSUR y la Comunidad Andina) y

el establecimiento de un nuevo bloque supranacional estrictamente sura-

mericano fundado en una zona de libre comercio, dando respuesta a la

propuesta de creación del ALCA (Área de Libre Comercio de las Américas)

liderada por Estados Unidos (15). Es paradójico observar que el naci-
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(14) Una zona de libre comercio, etapa anterior a la de la unión aduanera, descansa en la eli-
minación de los derechos de aduana y demás restricciones comerciales entre los

Estados miembros de la zona, pero cada Estado mantiene sus propios aranceles y res-
tricciones no arancelarias frente a terceros países ajenos a la zona.

( 1 5 ) Para el seguimiento de esta ambiciosa iniciativa, ver el «Documento Final de la Comisión
Estratégica de Reflexión», sometido a la II Reunión de Jefes de Estado de la CSN, y la

Declaración de Cochabamba (2006), en h t t p : / / w w w. c o m u n i d a d a n d i n a . o rg C f r. el
Documento de trabajo nº 27 (Madrid, Febre ro 2007), de la Serie Unión Europea, firmado
por TU R I E N Z O CA R R A C E D O, R. sobre los Procesos de integración en Sudamérica. Un pro-

yecto más ambicioso: la comunidad sudamericana de naciones, editado por el Instituto
Universitario de Estudios Europeos de la Universidad CEU-San Pablo, pp. 17-23.



miento del proyecto de la CSN, auspiciado y muy querido por la diploma-

cia brasileña, ha coincidido con la inestabilidad política crónica de algu-

nos Estados andinos y con el estancamiento y debilitamiento de los dos

procesos de integración ya citados, especialmente el incumplimiento de

las expectativas despertadas por el MERCOSUR (16). Puede entenderse

que en este contexto se plantee el encuentro y la refundación de los dos

procesos citados, pero cuesta creer que tal iniciativa goce del suficiente

consenso y tenga algún futuro (17). Sobre todo si se observa la ausencia

de voluntad política integradora en el seno del conjunto de elites gober-

nantes, las grandes asimetrías económicas, el efecto perturbador del

nacionalismo, los conflictos bilaterales aún pendientes y la fragilidad y

muy baja calidad de los regímenes democráticos de la región, cuando se

sabe que el buen gobierno es el mejor sostén de cualquier proceso de

integración (18).

Podríamos repetir, palabra por palabra, lo ya dicho sobre los otros pro-

cesos de integración al tratar del SICA: todos ellos son, por ahora, sim-

ples sistemas de cooperación comercial y económica con un futuro som-

brío, atrapados en el viejo procedimiento intergubernamental de la adop-

ción de decisiones por consenso. Bien entendido que ello no desmerece

los esfuerzos hechos hasta ahora ni tampoco cuestiona la conveniencia

de estas iniciativas. En relación con el SICA, es llamativa la escasa aten-

ción que merece este proceso de integración, debida sin duda a que lo

protagoniza la región más pobre del continente, situada por tanto en la

periferia del subsistema regional americano (19). Pero, dadas las circuns-

tancias, esta es la región más necesitada si cabe del impulso integrador

para hacer frente a los desafíos de la globalización y contrarrestar los gra-

ves inconvenientes de su atomización política y grado de subdesarrollo

económico.

Es un lugar común que España debe apoyar, dentro y fuera de la Unión

Europea (UE), los procesos de integración regional e impulsarlos entre
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(16) DÍAZ BARRADO, C.M., «La Comunidad Suramericana de Naciones: propuestas y realiza-

ciones», en Revista Española de Derecho Internacional, vol. LVII (2005), 639-663, pp.
641-643 y 655-656.

(17) En sentido contrario, Ibid., pp. 661-662.
(18) Cfr. TURIENZO CARRACEDO, op. cit., pp. 15-16 y 24.

(19) Subrayamos en particular la escasez de bibliografía jurídica especializada sobre el
tema. Sólo hay escuetas o muy elementales presentaciones del sistema: ver, a título de
ejemplo, los opúsculos de VALLE GONZÁLEZ, A., «La Unión Europea y el sistema de inte-

gración centroamericana», Managua 1997, y GIAMMATTEI AVILÉS, J.A., «Guía concentrada
de la integración centroamericana», San Salvador 2000.



otras vías mediante la ayuda oficial al desarrollo; la UE parece también

decidida a negociar asociaciones birregionales con los procesos regiona-

les ya citados, SICA incluido (20), a pesar de los obstáculos que entorpe-

cen esas negociaciones, muy en particular la resistencia tenaz de casi

todos los Estados de América Latina a profundizar en la integración regio-

nal cediendo soberanía a instituciones supranacionales (21). Así las cosas,

cobra sentido que nos ocupemos expresamente de analizar el modelo del

SICA, el proceso menos estudiado y conocido, el más olvidado, y nos

demos la oportunidad de profundizar a través del mismo en las deficien-

cias estructurales que atenazan a cualquier proceso de integración regio-

nal en América Latina, con independencia de la región donde se desarro-

llen. Así como los retos y las oportunidades que esta situación brinda a la

UE y a España en la región centroamericana.

La integración centroamericana: orígenes, reactivación y situación

presente

El origen más reciente del esfuerzo integrador centroamericano se

remonta al Tratado General de Integración Económica Centroamericana,

firmado en Managua el 13 de diciembre de 1960 por todos los Estados

centroamericanos salvo Costa Rica, que lo firmó en 1963. Los compromi-

sos básicos de ese convenio giraban en torno a una estrategia económi-

ca de sustitución de importaciones, con un arancel exterior común para

proteger a la industria de la región, diversos incentivos para facilitar la

industrialización y una zona de libre comercio intracentroamericana; se

pretendía propiciar la interdependencia económica regional para, even-

tualmente, dar luego paso a una mayor cooperación e incluso integración

política. Pero el crecimiento desordenado y sin ninguna equidad de algu-

nos Estados del área (caso de El Salvador y Guatemala), la guerra entre El

Salvador y Honduras en 1969, los últimos coletazos de la guerra fría y el

estallido de graves conflictos internos en El Salvador, Guatemala y

Nicaragua, interrumpieron en los años ochenta el desarrollo económico y
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(20) Ver la Declaración de Viena, de 12 de mayo de 2006, de la Cuarta Cumbre Unión
Europea-América Latina y Caribe, punto 31, y el Comunicado Conjunto de Viena, de 13
de mayo de 2006, de la II Cumbre UE-Centroamérica, donde se recoge el compromiso
de entablar pronto las negociaciones conducentes a un Acuerdo de Asociación UE-

SICA, incluida la creación de una zona de libre comercio, en http://www.sica.int Dichas
negociaciones ya se han iniciado.

(21) REAL INSTITUTO ELCANO, «La política española hacia América Latina: primar lo bila-

teral para ganar en lo global. Una propuesta ante los bicentenarios de la Independencia
(Informe nº 3, Mayo 2005)», pp. 13, 37-38 y 61-62.



la creciente interdependencia que vivía la región gracias al incremento del

comercio y las inversiones recíprocas dentro de la misma (22).

La Cumbre de Presidentes de Esquipulas II (1987), donde se aprobó el

plan de paz que puso paulatinamente fin a los conflictos armados en

C e n t roamérica, normalizó las relaciones políticas y económicas en la re g i ó n ,

auspició la transición democrática de los regímenes autoritarios imperantes y

reactivó también los esfuerzos en pro de la integración regional, abriendo una

nueva etapa en los años noventa con la creación del Sistema de la Integración

C e n t roamericana (SICA) tras la firma del Protocolo de Tegucigalpa a la Carta

de la Organización de los Estados Centroamericanos, el 13 de diciembre de

1991 (23). Esta nueva etapa se caracteriza por una profunda reforma de las

instituciones heredadas de la década de los sesenta; la adopción de una

Alianza para el Desarrollo Sostenible (ALIDES) en 1994, con una agenda eco-

nómica a largo plazo para la integración regional; una significativa ampliación

de la red de acuerdos regionales en esta materia, y la participación en el

esquema de nuevos socios (Panamá, Belice y República Dominicana) (24).

P e ro lo más significativo de esta nueva etapa, tras la firma del Protocolo de

Guatemala (1993), es la reorientación de los objetivos perseguidos: además

de impulsar el desarrollo sostenible de la región, se pretende fortalecer y ade-

cuar el proceso de integración a la nueva estrategia económica de apertura

e x t e r i o r, reformando las estructuras productivas para insertar a la región como

un bloque económico en el comercio internacional y la economía mundial (25).

La evolución de los acontecimientos en los últimos años, a escala

regional y global, ha llevado a que cada vez cobre más relevancia la inte-

gración económica entre los países centroamericanos, se agreguen nue-

vos temas a la agenda (como los mecanismos de solución de controver-

sias comerciales (26)) o se amplíen los objetivos perseguidos más allá de
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(22) Ver para este párrafo, PROGRAMA DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DESARRO-
LLO (PNUD), «Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en Centroamérica y Panamá

2003», San José de Costa Rica 2003, pp. 149-152.
(23) El SICA entró en funcionamiento el 1 de enero de 1993. El último conflicto interno en

resolverse fue el de Guatemala, gracias a los Acuerdos de Paz firmados en México en

1996 entre el Gobierno guatemalteco y la URGN.
(24) Ahora mismo forman parte del sistema Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala,

Honduras, Nicaragua y Panamá, aunque con llamativas asimetrías que convierten en un
complejo y confuso rompecabezas la estructura institucional y la organización funcional

del SICA. Por citar un ejemplo, sólo tres Estados integran la Corte Centroamericana de
Justicia (El Salvador, Honduras y Nicaragua).

(25) De nuevo PNUD, Segundo Informe 2003…, op. cit., pp. 152-154 y ss.

(26) Ver Resoluciones nº 106-2003 (COMIECO-XXVI), nº 111-2003 (COMIECO-XXVII), nº
170-2006 (COMIECO-XLIX) y Anexo 1 de la misma, en http://www.sieca.org.gt



la zona de libre comercio. Sin embargo, no se ha logrado el arancel exte-

rior común y hay dificultades para contar con mecanismos uniformes de

recaudación común de los aranceles, que son componentes básicos de

una todavía lejana unión aduanera (27); tampoco hay una política comer-

cial común. De hecho, las negociaciones bilaterales para la celebración de

acuerdos de libre comercio erosionan el objetivo del arancel exterior

común ya que, en la práctica, suponen dar un tratamiento particular (y no

común) a las importaciones procedentes de terceros países (28). También

hay Estados, caso en especial de Costa Rica, que goza de la mejor posi-

ción económica relativa en la región, que son reticentes al proceso de

integración regional y no se deciden a implicarse plenamente en él (29).

En fin, el esfuerzo descrito no ha conducido a un fortalecimiento apre-

ciable de la dinámica integracionista en la región, con el riesgo consi-

guiente de una eventual desilusión social a causa de las expectativas frus-

tradas (30). Esta conclusión nos resulta familiar por compartida con el

resto de procesos de integración ya citados. Aún así, nadie cuestiona que

un refuerzo de la integración centroamericana capaz de impulsar el des-

arrollo humano sostenible de la región sigue constituyendo un desafío

político y económico de primer orden para Centroamérica en este nuevo

siglo (31).

Toca ahora, tras estas pinceladas sobre el estado actual del proceso

de integración centroamericana en el contexto del continente, ver qué

papel desempeña en la escena el complejo entramado institucional, nor-

mativo y judicial levantado en torno al SICA en los últimos quince años;
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(27) Ver, como pruebas recientes, el punto 1 de la Declaración de León (Nicaragua), de 2 de
diciembre de 2005, de la XXVII Cumbre Ordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno del
SICA; el punto 10 de la Declaración de Panamá, de 9 de marzo de 2006, de la Cumbre

Extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno del SICA; y el punto 9 de la
Declaración de San José, de 16 de diciembre de 2006, de la XXIX Cumbre Ordinaria de
Jefes de Estado y de Gobierno del SICA, en http://www.sica.int

(28) De nuevo PNUD, Segundo Informe 2003…, op. cit., p. 164.
(29) En el ARI nº 22/2007 (14.02.2007), del Real Instituto Elcano, se publica una colabora-

ción de ORDOÑEZ, J., titulada «Costa Rica: cada día más cerca de Centroamérica», que

no dedica una sola palabra al proceso de integración regional, a pesar de que los pro-
blemas económicos que acucian a este país y de los que se ocupa el autor (déficit fis-
cal, apertura económica al exterior, entre otros) aconsejarían prestarle más atención en
el marco de lo ocurrido en la última Cumbre UE-Centroamérica celebrada en Viena.

(30) Conviene recordar que, en rigor, esta nueva etapa del proceso de integración se reacti-
vó desde las elites gobernantes, sin participación ni debate entre la población (Otra vez
PNUD, Segundo Informe 2003…, op. cit., p. 151).

(31) Ibid., p. 148. Cfr. el reguero de Declaraciones de las periódicas Reuniones de
Presidentes del SICA, de las que ofrecemos sólo una muestra supra en nota 27.



tomando muy en cuenta sobre todo el referente de la Unión Europea. No

vamos a analizar de forma mecánica y lineal las competencias, composi-

ción, organización y funcionamiento del SICA para compararlos luego con

los de la Unión Europea, ya que las diferencias son abismales y cada pro-

ceso atiende a necesidades propias, posee sus peculiaridades y no puede

ser comparado y transpuesto (exportado e implantado) sin más (32). Sería

proceder de forma no idónea a la vista de las consideraciones metodoló-

gicas ya hechas.

Con este anhelo, en cambio, sí vamos a recordar el núcleo de los gran-

des principios constitucionales que informan sustancialmente el proceso

de integración europea y le otorgan la debida coherencia y plenitud, enla-

zando y cohesionando los fines y objetivos fundamentales del sistema con

los medios jurídicos de acción con que cuentan las instituciones para lle-

varlos a cabo. Tales principios han sido reconocidos y formulados en la

jurisprudencia del Tribunal de Justicia, se han consolidado en la práctica

interna de la UE y algunos incluso se han codificado como normas origi-

narias; pretendemos averiguar, si es el caso, qué papel teórico y vigencia

práctica poseen estos grandes principios (o conceptos) en el SICA (33).

De esta forma, atendemos a los requerimientos metodológicos que nos

hemos impuesto supra.

Ahora bien, la nómina de principios constitucionales de índole institucio-

nal, normativa y jurisdiccional desarrollados por la jurisprudencia comunita-

ria europea es muy amplia y tal comparación con principios semejantes del

SICA desbordaría con mucho los límites de este trabajo por enjundiosa e

inútil. No olvidemos que con esta amplia y cómoda fórmula de los principios

constitucionales (valdría también llamarlos estructurales) nos permitimos la

licencia de abarcar no sólo los principios constitucionales stricto sensu ( e s

d e c i r, aquellos principios implícitos en el Derecho Comunitario originario,

que se infieren de su propia naturaleza), sino también los principios genera-
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(32) Cfr., para el caso de la comparación entre la UE y el MERCOSUR, MANGAS MARTÍN, A.,
«Unión Europea y Mercosur: perspectiva jurídico-institucional y política», en Anuario

Argentino de Derecho Internacional, vol. VII (1996-1997), 77-104, pp. 78-82 y ss.
(33) La tarea de fijar los fundamentos del Derecho Comunitario Europeo por medio del aná-

lisis sistemático de sus principios constitucionales ha sido objeto de una reciente publi-
cación, cuya lectura recomendamos, diseñada y estructurada con ese fin: Le droit de

l’Union européenne en principes. Liber amicorum en l’honneur de Jean Raux, Rennes
2006. Los principios se inspiran en los fines y objetivos a alcanzar y dan un sentido
racional a las acciones o medios que se emprenden para ello, situándolas en un con-

texto y asegurando su continuidad: BLUMANN, C., «Objectifs et principes en droit com-
munautaire», en Liber amicorum en l’honneur de Jean Raux, op. cit., 39-67.



les del derecho inherentes a todo sistema jurídico, los principios generales

comunes a los sistemas jurídicos de los Estados miembros e incluso deter-

minados principios generales procedentes del Derecho Internacional. En

definitiva, esta fórmula unitaria engloba tanto a los principios constituciona-

les del Derecho Comunitario en sentido estricto como a los principios gene-

rales del derecho de distinto origen reconocidos por la jurisprudencia comu-

nitaria. La evidencia, una vez más, de la interrelación entre los tres ord e n a-

mientos jurídicos en liza (el comunitario, el interno y el internacional), com-

pensa la sencillez conceptual de la fórmula (34).

De ahí que nos limitemos a establecer como re f e rencia los llamados

principios constitucionales transversales, que son menores en número y

que se distinguen porque afectan e irradian su influencia de un lado al

o t ro del ordenamiento comunitario europeo, esto es, sobre las tre s

estructuras (institucional, normativa y jurisdiccional) del sistema, hasta el

punto de que los principios constitucionales específicos de cada estruc-

tura deben interpretarse a la luz de dichos principios transversales. Nos

referimos en concreto a los principios de comunidad de derecho, de

legalidad comunitaria, de seguridad jurídica (que conecta y se manifiesta

tácitamente bajo los principios de publicidad de las normas, no re t ro a c-

tividad, respeto de los derechos adquiridos y protección de la confianza

legítima), de protección de los derechos fundamentales, de lealtad comu-

nitaria y de solidaridad. Sin ellos no se concibe un sistema de integración

digno de tal nombre, porque son los que le otorgan su verdadera natura-

leza (35).

LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES TRANSVERSALES DEL SICA

A través de la sencilla comparación de esos principios transversales

con los principios de inspiración semejante en el SICA, sabremos si
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(34) A nuestro entender, esta especie de ius commune de la integración in itinere que aquí
proponemos podría inspirarse en otra afortunada fórmula o modelo, el «Derecho
Constitucional común europeo», acuñada por Peter Häberle: ver HÄBERLE, P., «Derecho

Constitucional Común Europeo», en Revista de Estudios Políticos, nº 79 (1993), 7-46,
sobre todo pp. 13-28; PÉREZ-LUÑO, A.-E., «El Derecho Constitucional común europeo»:
apostillas en torno a la concepción de Peter Häberle, en Revista de Estudios Políticos,
nº 88 (1995), 165-173, passim; y RUIZ-RICO RUIZ, loc. cit., pp. 108-110.

(35) Ver para este párrafo, MEJÍA HERRERA, O., «La Unión Europea como modelo de integra-
ción: análisis comparativo del Sistema de la Integración Centroamericana», Madrid
2007, Capítulo II, Secciones I y II (en prensa). Es la metodología empleada por este autor

en su tesis doctoral, por mí dirigida, defendida en la Facultad de Derecho de la
Universidad de Alcalá en enero de 2006.



dichos principios informan o al menos influyen en el funcionamiento

general del SICA, sin necesidad de entrar en un análisis de manual s o b re

dicho proceso. Se trata, en suma, de saber qué papel desempeña el

imperio del derecho y el grado de integración alcanzado en la estructura

básica (institucional, normativa y jurisdiccional) del SICA. Esta es una

cuestión crucial. Podemos anticipar que la jerarquía indudable del polo

i n t e rg u b e rnamental sobre el comunitario, tanto en el SICA como en el

resto de procesos de integración americanos, no permite aventurar noti-

cias halagüeñas a este respecto y es fácil presagiar que la balanza se

inclina del lado de la política y de la cooperación más que del lado del

d e recho y la integración, o lo que es lo mismo, que el SICA se encuentra

todavía mucho más cerca del Derecho Internacional que del Dere c h o

Comunitario. Empezaremos por estudiar el papel en el SICA de los prin-

cipios de legalidad y seguridad jurídica como pilares fundamentales del

imperio del derecho, para continuar luego con la protección de los dere-

chos humanos en el SICA y acabar con el estudio de los principios de

cooperación leal y solidaridad (36).

El SICA como un sistema de derecho

Es evidente que el SICA es un sistema de derecho porque es una orga-

nización internacional que persigue a largo plazo la integración de sus

Estados miembros basada en un orden jurídico; el SICA crea derecho a

través de sus instituciones competentes y está sometido, junto con sus

Estados miembros, a un ordenamiento jurídico propio, en el que el

Protocolo de Tegucigalpa como tratado constitutivo marco es la norma de

mayor jerarquía (37).

Si el SICA es un sistema de derecho, el imperio del derecho impone

como corolario el principio de legalidad; las instituciones del SICA deben

pues conducirse dentro de los límites de las competencias que le atribu-

ye el Protocolo de Tegucigalpa y sus acuerdos complementarios, con el

fin de lograr los fines y objetivos en ellos establecidos. Ahora bien, no hay

una norma en el Protocolo de Tegucigalpa que declare expresamente

dicho principio (38), aunque pueda inferirse a partir de una interpretación
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(36) Advertimos que las páginas que siguen son tributarias de la obra ya citada del profesor

MEJÍA HERRERA (Ibíd..., Capítulo IV, Sección I), un trabajo de referencia para saber a cien-
cia cierta el presente estado de cosas en el SICA desde una óptica jurídica.

(37) CCJ, 24 de mayo de 1995, Secretaría General (GO nº 1, de 01.06.1995, p. 29), en

http://www.ccj.org.ni (Ver también arts. 1 y 3-j) del Protocolo de Tegucigalpa.
(38) Sí se establece, en cambio, en la UE (art. 5 del TCE).



sistemática del citado Protocolo y sus acuerdos complementarios (39). La

Corte Centroamericana de Justicia (CCJ) (40), en cuanto ha tenido oca-

sión, ha manifestado que cualquier clase de acto normativo adoptado en

el seno del SICA debe respetar las facultades atribuidas en las normas

que sean de aplicación para actuar conforme al principio de legalidad (41);

en otros términos, para la CCJ, las autoridades del SICA y los Estados

miembros no poseen más facultades que aquellas que les atribuyen

expresamente las normas del sistema (42).

Pero el Protocolo de Tegucigalpa es demasiado genérico e impreciso,

no delimita los ámbitos materiales de competencia de las instituciones del

sistema, y los instrumentos complementarios que han intentado regular

esos aspectos han creado una maraña de órganos específicos que com-

plican sobremanera toda la estructura institucional y provocan un riesgo

grande de duplicidad de funciones y confusión de competencias en el

seno del SICA. Además, la CCJ no ha podido profundizar en la interpreta-

ción y aplicación del principio de legalidad por la juventud del sistema y

los pocos casos que se le han sometido en esta materia. En definitiva, el

principio de legalidad no ha gozado por ahora de una formulación y des-

arrollo acordes con su trascendencia por parte de la CCJ.

Sabemos que en la UE se ha establecido un sistema completo de

recursos y procedimientos ante el Tribunal de Justicia para controlar la
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(39) Ver el art. 5 del Protocolo de Guatemala, donde puede leerse que uno de los principios

básicos del subsistema de integración económica es el de legalidad. Se entiende por
instrumentos complementarios «todos los instrumentos jurídicos de la integración cen-
troamericana complementarios o derivados del Protocolo de Tegucigalpa, sean éstos

anteriores o posteriores al mismo» (art. 2 del «Reglamento de los actos normativos del
Sistema de la Integración Centroamericana», en http://www.sica.int).

(40) Ver una breve presentación de este tribunal y su labor en CHAMORRO MORA, R., «La Corte

de Justicia de la Comunidad Centroamericana», Managua 2000, donde se apuntan
algunas de sus debilidades (pp. 189-192). Para la normativa que regula el funciona-
miento y las actividades de la CCJ, en particular el convenio del estatuto y la ordenan-

za de procedimientos, ver CORTE CENTROAMERICANA DE JUSTICIA, Régimen jurídi-
co, 2ª ed., Managua 2005.

(41) CCJ, 25 de octubre de 2001, ASODAA y Estrada Cuadra/COMIECO (GO nº 12, de
14.11.2001, p. 8). En el mismo sentido, CCJ, 4 de septiembre de 2003, Merco Agro

I n t e rnacional S.A./COMIECO (GO nº 16, de 01.10.2003, p. 25). Ha habido que esperar, por
cierto, hasta el 1 de diciembre de 2005 para que el Consejo de Ministros de Relaciones
E x t e r i o res de los Estados Partes del SICA adopte el Reglamento citado s u p r a en nota 39,

cuyo art. 2 define el acto normativo como un «acto voluntario que crea, regula, ord e n a ,
modifica o extingue relaciones de derecho»; dicho Reglamento atribuye capacidad norma-
tiva sólo a la Reunión de Presidentes (ver su Cap. II) y al Consejo de Ministros (Capítulo III).

(42) CCJ, 13 de marzo de 2002, Secretaría de Integración Económica Centroamericana (GO
nº 14, de 05.12.2002, p. 13).



legalidad de los actos de las instituciones comunitarias. En el SICA sólo

existe la acción o demanda de nulidad ante la CCJ como medio para que

ésta controle la legalidad de los actos normativos de las instituciones del

sistema (43). Por tanto, el sistema carece de medios para garantizar de

forma completa y permanente el control de legalidad a través de la CCJ,

como sería el caso entre otros de la (inexistente) consulta prejudicial de

apreciación de validez de los actos normativos adoptados por las institu-

ciones del SICA. Sería muy conveniente emprender las reformas necesa-

rias para confiar a la CCJ el control de legalidad mediante la introducción

de ciertos recursos y procedimientos; en especial, un recurso de indemni-

zación en materia de responsabilidad extracontractual (por daños causa-

dos al margen de la falta de ejecución de un contrato) del SICA, si sus ins-

tituciones, en el ejercicio de sus funciones, causaran un daño o perjuicio

a un Estado o a un particular que derive de una conducta ilegal de las mis-

mas.

Sin embargo, para que este recurso constituyera una vía procesal efi-

caz en manos de los particulares, o de los Estados miembros, sería

imprescindible instaurar un régimen de financiación autónoma del SICA

que le otorgara una capacidad presupuestaria de la que hoy carece. El

SICA depende hoy, para su sostenimiento, de las contribuciones de los

Estados miembros y de las donaciones de terceros Estados y organiza-

ciones internacionales (44). No es factible una unión aduanera centroa-

mericana sin ingresos o recursos propios obtenidos sobre todo de la apli-

cación del arancel exterior común.

Por otra parte, el principio de seguridad jurídica es otro principio bási-

co del SICA. Así lo establece el Protocolo de Tegucigalpa al afirmar que el

SICA perseguirá sus objetivos atendiendo a la seguridad jurídica de las

relaciones entre los Estados miembros, y que las instituciones del sistema

deberán guiarse conforme a ese y otros principios e inspirarse en ellos en

su actividad normativa (45). Mientras el principio de legalidad tutela el inte-

rés público del grupo de Estados miembros del sistema, el principio de

seguridad jurídica ampara los intereses privados. De ahí que no sea fácil

conciliar la aplicación de ambos principios cuando confrontan el interés

público y el interés privado, prevaleciendo uno u otro en razón de la

correspondiente ponderación de intereses.

— 107 —

(43) Ver art. 22-b) del convenio de estatuto de la CCJ, en relación con los arts. 60-a) y b) de

la ordenanza de procedimientos.
(44) Ver arts. 26-e) y 32 del Protocolo de Tegucigalpa.



Como cabía esperar y en sintonía con lo ya dicho sobre el principio de

legalidad, el principio de seguridad jurídica tampoco ha sido desarrollado

por la jurisprudencia de la CCJ, en cuyas sentencias sólo se hacen refe-

rencias genéricas e imprecisas al mismo, sin delimitar su contenido y

alcance (46); aún siendo un principio de contenido complejo que requiere

ser precisado y delimitado en relación con los principios específicos de

publicidad de las normas, no retroactividad, respeto de los derechos

adquiridos y protección de la confianza legítima. Eso es justamente lo que

sucede en la UE, donde el Tribunal de Justicia ha desarrollado una juris-

prudencia exhaustiva al respecto, conectando el principio de seguridad

jurídica con los principios específicos recién citados.

El Derecho originario del SICA se limita a establecer el principio de

publicidad de sus actos normativos, pero no hay un diario oficial del sis-

tema que garantice la efectividad de dicho principio, asegurando la vigen-

cia y aplicación inmediata y simultánea en los derechos internos de los

actos normativos del SICA. En efecto, el artículo 10 del Protocolo de

Tegucigalpa, que establece el deber de las instituciones del SICA de cum-

plir con el principio de publicidad de sus actos normativos, no ordena

crear un diario oficial para garantizar el efectivo cumplimiento de dicho

principio.

Con este motivo, la Secretaría General del SICA solicitó una opinión

consultiva a la CCJ a fin de conocer los requisitos jurídicos para la crea-

ción de un diario oficial del SICA, respondiendo ésta que bastaba que la

Reunión de Presidentes (órgano supremo del sistema) acordara crearlo

como medio de publicidad del mismo para garantizar la seguridad jurídi-

ca en su seno, que la Secretaría General elaborara a continuación un pro-

yecto de reglamento para regular su forma y funcionamiento y que éste

fuera aprobado por el Comité Ejecutivo conforme a las facultades que le

otorga el artículo 24-f) del Protocolo de Tegucigalpa (47). Pero, hasta la

fecha, no se ha creado ese diario oficial (48), de modo que los actos nor-
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(45) Ver arts. 4-g) y 9 del Protocolo de Tegucigalpa.

(46) Ver, por ejemplo, CCJ, 12 de julio de 1996, Dirección General de Integración Económica
de la República de Nicaragua (GO nº 4, de 22.02.1997, p. 3); CCJ, 5 de septiembre de
1997, Vega Baltodano/Poder Ejecutivo de Nicaragua (GO nº 6, de 25.09.1997, p. 13);
CCJ, 25 de octubre de 2001, ASODAA y Estrada Cuadra/COMIECO, loc. cit.; CCJ, 13

de marzo de 2002, Secretaría de Integración Económica Centroamericana, loc. cit.;
CCJ, 4 de septiembre de 2003, Merco Agro Internacional S.A./COMIECO, loc. cit.

(47) CCJ, 20 de octubre de 1995, Secretaría General (GO nº 3, de 01.07.1996, p. 9).

(48) Aunque la Secretaría General informa que cuenta ya con un proyecto de gaceta elec-
trónica, donde se publicarían los actos normativos del sistema (ver http://www.sica.int).



mativos del sistema deben publicarse por los Estados miembros en sus

diarios oficiales respectivos mediante acuerdos o decretos ejecutivos para

su entrada en vigor y aplicación en los ordenamientos internos (49). Es

obvio que esta forma de publicación impide o dificulta la vigencia simul-

tánea de esos actos en el conjunto de Estados miembros, ya que las

medidas ejecutivas no se adoptan por regla general en la misma fecha; lo

que contraviene el carácter comunitario de esos actos, que exigiría su

vigencia y aplicación simultánea.

Es un contrasentido, además, establecer que las decisiones adopta-

das por el Consejo de Ministros serán vinculantes para todos los Estados

miembros y entrarán en vigor en la misma fecha en que se adopten, y dis-

poner al mismo tiempo que tales decisiones deben publicarse en los dia-

rios oficiales de los Estados miembros para asegurar su entrada en vigor

y cumplimiento en cada uno de sus ordenamientos (50). Por si no basta-

ra, establecer que los actos normativos del sistema puedan entrar en vigor

en la fecha en que se adopten es claramente contrario al principio de

seguridad jurídica, ya que el principio de publicidad normativa persigue

también que los destinatarios de las normas tengan la posibilidad de

conocerlas antes de su entrada en vigor. De ahí que se aconseje la entra-

da en vigor después de transcurrido un plazo razonable de tiempo desde

la publicación, plazo que posibilite el conocimiento generalizado de la

norma (51).

Por otro lado, la CCJ ha incurrido en grave contradicción al resolver de

forma idónea, en una primera ocasión, que la publicidad de los actos nor-

mativos de las instituciones del sistema no es un requisito esencial para

su validez, sino una condición para su vigencia y aplicación (52). Y decla-

rar, en una segunda y posterior oportunidad, que la falta de publicación de

los actos normativos en los diarios oficiales de los Estados miembros no

impide su vigencia, porque la condición indispensable es la aprobación de

los poderes ejecutivos y la publicación no es un elemento exigible a tal

efecto (53). La CCJ incurre aquí en un prejuicio típico intergubernamental,
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(49) Ver arts. 34 del Protocolo de Tegucigalpa, 55-7 del Protocolo de Guatemala y 17-8 del
Tratado de San Salvador.

(50) Cfr. los arts. 22 y 34 del Protocolo de Tegucigalpa, 52, 55-6 y 55-7 del Protocolo de
Guatemala, y 15-4, 17-7 y 17-8 del Tratado de San Salvador.

(51) En la UE, el Tribunal de Justicia no admite como regla general la vigencia inmediata de
las normas comunitarias.

(52) CCJ, 20 de octubre de 1995, Secretaría General, loc. cit. En perfecta sintonía, por cier-

to, con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.
(53) CCJ, 5 de agosto de 1997, SIECA (GO nº 6, de 25.09.1997, p. 7).



porque pretende soslayar una quiebra del sistema (la infracción del princi-

pio de cooperación leal por un Estado miembro, que incumple la obliga-

ción que le incumbe de publicar en su diario oficial un acto normativo del

SICA), reaccionando frente a esa infracción con una especie de represalia

que contraría manifiestamente el principio de seguridad jurídica, que exige

la publicación como requisito indispensable para la vigencia del acto.

Parecería más conforme a derecho enervar la voluntad remisa del Estado

miembro, si llegara el caso, mediante una demanda por incumplimiento

ante la propia CCJ (54).

En el bien entendido de que no bastaría con la existencia de un dia-

rio oficial del sistema para lograr la vigencia simultánea de los actos nor-

mativos en el conjunto del sistema. Sería además necesario que la publi-

cación en ese diario oficial fuera requisito suficiente para su aplicabili-

dad inmediata en los ordenamientos internos sin necesidad de publica-

ción adicional en los diarios oficiales nacionales, y que el diario oficial

del sistema estuviera efectivamente disponible en todos los Estados

m i e m b ros para cumplir plenamente con el principio de publicidad nor-

mativa. En suma, es imprescindible corregir cuanto antes estas care n-

cias para garantizar la seguridad jurídica en el SICA, de modo y manera

que sus actos normativos se publiquen en un diario oficial del sistema,

sin necesidad de publicación adicional en los diarios oficiales naciona-

les, para lograr su incorporación a los derechos internos; que dicho dia-

rio oficial esté disponible de forma efectiva y simultánea en todos los

Estados miembros; y que los actos normativos entren en vigor después

de transcurrido un plazo razonable que permita un conocimiento de los

m i s m o s .

La protección de los derechos fundamentales en el SICA

La promoción y protección de los derechos humanos es un principio

constitucional del SICA, tal y como lo establece su Derecho originario (55).

La CCJ ya ha tenido oportunidad de advertir que podrían ser de su cono-

cimiento casos de posibles violaciones de los derechos humanos atribui-

— 110 —

(54) Si bien es cierto que la normativa es confusa al respecto, ya que no determina clara-
mente si una institución del SICA puede interponer una demanda por incumplimiento

contra un Estado miembro (ver arts. 3 y 22-c) del convenio de estatuto de la CCJ, en
relación con el art. 31 del Protocolo de Tegucigalpa). De hecho y hasta la fecha, no se
ha presentado ante la CCJ demanda alguna por una institución del SICA contra un

Estado miembro por incumplimiento del Derecho de integración.
(55) Ver art. 4-a) del Protocolo de Tegucigalpa.



das a una institución del SICA (56). Por tanto, el respeto de los derechos

humanos y de las libertades fundamentales de la persona debe conside-

rarse un parámetro fundamental para el control de la legalidad de los

actos normativos de las instituciones del SICA por parte de la CCJ (57).

Ahora bien, se requiere un pronunciamiento, todavía pendiente, de la CCJ

para que el respeto de los derechos humanos se imponga no sólo a las

instituciones del SICA sino también a las autoridades nacionales compe-

tentes para la ejecución interna de los actos normativos adoptados por

aquellas (58).

El escaso desarrollo normativo del proceso de integración centroame-

ricana ha influido, sin duda, en la falta de presentación de casos ante la

CCJ en esta materia. Ésta no ha tenido hasta ahora la oportunidad de lle-

var a cabo una labor semejante a la emprendida tiempo ha por el Tribunal

de Justicia para fijar casuísticamente el contenido y alcance de los dere-

chos y libertades fundamentales en el marco del Derecho Comunitario

Europeo, inspirándose también la CCJ para ello en las tradiciones consti-

tucionales comunes a los Estados miembros como principios generales

del Derecho de la integración centroamericana. A la vista de la experien-

cia europea, si hubiera voluntad política de profundizar en el proceso de

integración y de dotarlo de un catálogo solvente de derechos humanos,

cabría seguir el atajo de la adopción como Derecho originario de una carta

de derechos fundamentales con fuerza vinculante tanto para las institu-

ciones del SICA, al elaborar actos destinados a producir efectos jurídicos

frente a terceros, como para los Estados miembros cuando ejecuten

dichos actos en sus propios ordenamientos.

Huelga añadir que la CCJ (59) no posee, ni debe poseer, competencia

para conocer demandas contra un Estado miembro por la posible viola-

ción de derechos humanos en el ámbito de su Derecho interno, esto es,

dentro de su jurisdicción interna y fuera del ámbito de materias que sí

caen dentro de las competencias del SICA. El conocimiento de esos asun-

tos es competencia exclusiva, en su caso, de la Corte Interamericana de

Derechos Humanos (CIDH).
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(56) CCJ, 24 de octubre de 2000, Viguer Rodrigo (GO nº 11, de 16.04.2001, p. 4).

(57) Así está bien establecido en la UE, donde la protección de los derechos humanos es un
criterio básico usado por el Tribunal de Justicia para controlar la legalidad de los actos
de las instituciones comunitarias.

(58) Principio claramente establecido en la jurisprudencia comunitaria europea.
(59) Conforme al art. 25 de su convenio de estatuto.



La cooperación leal y la solidaridad en el SICA

En cualquier proceso de integración es vital la leal cooperación entre

los Estados miembros para impulsar el desarrollo del mismo y que éste

cumpla sus fines principales. El llamado principio de cooperación leal, o

de lealtad comunitaria, obliga a los Estados miembros a adoptar todas

las medidas apropiadas para asegurar el cumplimiento de sus obliga-

ciones conforme al Derecho originario y derivado, así como a facilitar a

las instituciones el cumplimiento de su misión (60). Es evidente que la

falta de lealtad de los Estados miembros en la aplicación del Derecho de

integración convierte el imperio del derecho en una ilusión dentro de

cualquier sistema. El principio de cooperación leal impone a los Estados

m i e m b ros tanto deberes de acción como de abstención. Por tanto, los

Estados miembros deberán cumplir con lealtad todas sus obligaciones,

bien adoptando medidas idóneas para asegurar la ejecución de dichas

obligaciones bien absteniéndose de adoptar cualquier medida suscepti-

ble de poner en peligro la realización de los fines perseguidos por el sis-

t e m a .

El principio de lealtad comunitaria está expresamente establecido en el

SICA en su forma vertical ascendente, aunque de modo incompleto pues

enuncia sólo deberes de abstención para los Estados miembros (61). No

obstante, una interpretación sistemática y teleológica del artículo 6 (62)

del Protocolo de Tegucigalpa permite afirmar que el principio de coopera-

ción leal impone deberes tanto de acción como de abstención a los

Estados miembros para que el SICA pueda cumplir su misión y para

garantizar la eficacia interna del Derecho de integración. La infracción de

dicho principio por un Estado miembro implica un incumplimiento del

ordenamiento del SICA, que puede servir de fundamento a una demanda

por incumplimiento ante la CCJ interpuesta por un particular o por otro

Estado miembro.

Sin embargo, es contradictorio e incoherente que en el ordenamiento

del SICA se declaren simultáneamente el principio de cooperación leal

vertical ascendente, de clara raigambre comunitaria, y el principio de reci-
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(60) Así ocurre en la UE, según reza el famoso art.10 del TCE.

(61) Ver art. 6, en relación con el art. 4-h), del Protocolo de Tegucigalpa.
(62) Que reza así: «Los Estados miembros se obligan a abstenerse de adoptar medidas uni-

laterales que pongan en peligro la consecución de los propósitos y el cumplimiento de

los principios fundamentales del SISTEMA DE LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICA-
NA».



procidad (63), de claro origen iusinternacionalista, como dos principios bási-

cos del sistema. Es bien sabido que el sistema comunitario europeo pro h í b e

de forma tajante que los Estados miembros practiquen la autotutela, obli-

gando a cada Estado a respetar el Derecho Comunitario con independencia

de la conducta del resto de Estados miembros, dejando en manos de las ins-

tituciones la reacción y sanción de una eventual conducta antijurídica dentro

del sistema; el Tribunal de Justicia ha rechazado la invocación por un Estado

m i e m b ro, para justificar su propio incumplimiento, de un incumplimiento pre-

vio del Derecho Comunitario por otro Estado miembro .

La CCJ, por su parte, es consciente de que el principio de reciproci-

dad es incompatible, en sus términos, con el Derecho de integración y que

se presta fácilmente a un uso espurio dentro del sistema. En efecto, en el

asunto Estado de Honduras/Estado de Nicaragua (64), se planteó la califi-

cación de la conducta de Nicaragua, denunciada por Honduras por haber

adoptado ciertas medidas legislativas, reglamentarias y administrativas

contrarias a la normativa del SICA que regula la zona de libre comercio en

el sistema, al aplicar un impuesto a los bienes y servicios de procedencia

u origen hondureño como represalia contra la ratificación por Honduras de

un tratado de delimitación marítima con Colombia en el Mar Caribe. Según

el gobierno nicaragüense, dicho tratado infringía el Derecho de integración

centroamericana, al perjudicar sus intereses y pretensiones marítimas en

el Caribe, tanto frente a Honduras como frente a Colombia. Sin entrar

ahora en el debate de si esta controversia sobre delimitación marítima

entre dos Estados miembros del SICA quedaba dentro o fuera del ámbito

de competencias del sistema, y de si debía resolverse en el seno o al mar-

gen del proceso de integración económica centroamericana (65), lo que
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(63) Ver los arts. 4-e) del Protocolo de Tegucigalpa y 5 del Protocolo de Guatemala: la reci-

procidad está expresamente establecida en particular para el proceso de integración
económica centroamericana.

(64) CCJ, 28 de noviembre de 2001, Estado de Honduras/Estado de Nicaragua, (GO nº 13,

de 04.12.2001, p. 30).
(65) En mi opinión, es evidente que se trataba de un asunto que quedaba completamente

fuera del ámbito de competencias del SICA conforme a su Derecho originario. Cfr. en el

mismo sentido MEJÍA HERRERA, O., «El pluralismo jurídico y la Corte Centroamericana de
Justicia», en Anuario Hispano-Luso-Americano de Derecho Internacional, vol. 18 (2007),
sobre todo epígrafe III.2-A) (en prensa). No obstante, en un pronunciamiento insólito, la
CCJ resolvió a demanda de Nicaragua que Honduras había violado el Derecho de inte-

gración centroamericano al ratificar ese tratado de límites con Colombia, por entender
comprendidas dentro del sistema las competencias sobre los espacios marinos bajo
soberanía de cualquier Estado miembro, calificados por la CCJ como «patrimonio terri-

torial de Centroamérica» (considerando XIX-E): ver CCJ, 27 de noviembre de 2001,
Estado de Nicaragua/Estado de Honduras (GO nº 13, de 04.12.2001, p. 2).



no admite duda es que no podía justificar por parte de Nicaragua la infrac-

ción de los principios y normas que lo regulan.

Los hechos posteriores han probado, además, que era una diferencia

bilateral para someter a los medios de solución pacífica de las controver-

sias internacionales previstos por el Derecho Internacional. En efecto, el

asunto sobre la delimitación marítima en el Mar Caribe entre Nicaragua y

Honduras fue sometido finalmente por Nicaragua a solución judicial de la

Corte Internacional de Justicia y está sólo pendiente de que esta Corte

emita sentencia (66). Es más, Nicaragua suspendió temporalmente, en el

año 2003, el impuesto a los bienes y servicios de procedencia u origen

hondureño, atendiendo implícitamente a la sentencia de la CCJ que quin-

ce meses antes había ordenado la suspensión inmediata de la aplicación

de ese impuesto (67). Así pues, acabamos de ver que la CCJ se ha pro-

nunciado considerando inadmisible el principio de reciprocidad en el

Derecho del SICA, pero sería conveniente eliminar expresamente el prin-

cipio de reciprocidad del Derecho originario, en particular del Protocolo de

Tegucigalpa y del Protocolo de Guatemala.

El Derecho originario del SICA también establece el principio de coo-

peración leal en su forma horizontal al imponer un deber de colaboración

entre las propias instituciones del sistema, dentro siempre del respeto a

sus normas (68). Parece obvio que exista una necesaria coordinación

intersectorial, un deber de colaboración entre las instituciones, para ase-

gurar la unidad y la coherencia de su actuación tanto dentro del sistema

como fuera del mismo, en sus relaciones con terceros (69). Falta, en cam-

bio, desarrollar por vía jurisprudencial o establecer directamente en el

Derecho originario del SICA el principio de cooperación leal en su forma

vertical descendente, que imponga en sentido inverso a las instituciones

del SICA, por pura lógica jurídica, un deber recíproco de asistencia y cola-

boración con los Estados miembros. Tampoco recoge el SICA el principio

de cooperación leal en su forma horizontal en el ámbito interestatal, que

imponga deberes recíprocos de cooperación leal entre las autoridades de
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(66) Ver http://www.icj-cij.org
(67) Ver Ley nº 449 de 11 de marzo de 2003, publicada en La Gaceta, nº 50 de 12 de

marzo de 2003. Es cierto que esta Ley no hace re f e rencia expresa a la sentencia de
la CCJ y sólo prevé la suspensión temporal, que no definitiva, del impuesto. Pero el

incumplimiento por parte de Nicaragua ha quedado, de hecho, cancelado desde esa
f e c h a .

(68) Ver arts. 8-1º y 11 del Protocolo de Tegucigalpa.

(69) Así lo corrobora la propia CCJ, 13 de marzo de 2002, Ministerio de Relaciones
Exteriores de la República de Nicaragua (GO, nº 14, de 05.12.2002, p. 4).



todos los Estados miembros a fin de garantizar la eficacia del Derecho de

integración en los ordenamientos internos.

En cuanto al principio de solidaridad entre los Estados miembros, está

bien establecido en el seno del SICA, donde se considera un principio

constitucional tanto del sistema de integración (70) como del subsistema

de integración económica (71). El principio de solidaridad impone a los

Estados miembros la eliminación de prácticas de interés nacional que

lesionen el interés comunitario y les anima a mantener el equilibrio entre

las cargas y ventajas que se derivan de su pertenencia al sistema. Es cier-

to que el principio de solidaridad tiene un contenido eminentemente polí-

tico y económico, mientras que el principio de cooperación leal (vertical

ascendente) lo tiene más bien técnico y jurídico. Pero están estrechamen-

te conectados porque la cooperación leal implica la solidaridad de los

Estados miembros para alcanzar la eficacia interna de las normas comu-

nitarias y facilitar la realización de los fines del sistema.

Si descendemos al plano del papel desempeñado por el principio de

solidaridad en las políticas concretas, el Protocolo de Tegucigalpa contie-

ne disposiciones que implican deberes de solidaridad entre los Estados

miembros del SICA en materia de política exterior, seguridad y defensa

(72). Uno de los objetivos del SICA es establecer una política exterior

común, coordinando y armonizando las políticas exteriores de los Estados

miembros dentro del sistema. Pero, hasta la fecha, no se han concretado

las materias de política exterior que presentan un interés común ni la

estrategia única a seguir para defender los intereses claves del sistema

centroamericano en la vida internacional. Sí se producen, en cambio,

muchas declaraciones políticas sobre asuntos puntuales de política exte-

rior, adoptadas en la Reunión de Presidentes (Reunión de Jefes de Estado

y de Gobierno) de los Estados miembros del SICA, fijando orientaciones

básicas cuyo seguimiento se deja en manos del Consejo de Ministros. Por

demás, la conducta unilateral e improvisada de los Estados miembros en

ámbitos de la política exterior, especialmente en materia comercial, resul-

ta impropia si se pretende crear una unión aduanera porque ésta implica

una política comercial común. Y no ayuda a avanzar en la pretendida

comunitarización de la política exterior.
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(70) Ver art. 4-d) del Protocolo de Tegucigalpa. Cfr. CCJ, 27 de noviembre de 2001, Estado
de Nicaragua/Estado de Honduras, loc. cit.

(71) Ver art. 5 del Protocolo de Guatemala.
(72) Ver arts. 3-g) y 15-b) y c) del Protocolo de Tegucigalpa.



En cuanto a los asuntos de seguridad y defensa, se observan avan-

ces esperanzadores en la práctica del SICA. El Tratado Marco de

Seguridad Democrática en Centroamérica (73), firmado en San Pedro

Sula el 15 de diciembre de 1995 e instrumento complementario del

P rotocolo de Tegucigalpa, establece el principio de solidaridad entre los

Estados miembros en materia de seguridad y defensa. Por medio de ese

Tratado, se persigue cumplir uno de los objetivos fundamentales del

SICA, a saber, crear un nuevo modelo de seguridad democrática en la

región sustentado en una balanza razonable de fuerzas, la solución pací-

fica de las controversias entre vecinos, el Estado de derecho, el fortale-

cimiento del poder civil y la subordinación de las fuerzas armadas al

mismo, entre otros loables propósitos (74). Sin despreciar otros pro y e c-

tos para reforzar la seguridad regional, como un programa de limitación

y control de armamentos, mecanismos de cooperación policial y judicial

e incluso una propuesta de creación de una Fuerza de Respuesta

Rápida para luchar conjuntamente contra el narcotráfico, el terrorismo y

otras amenazas emergentes para la seguridad de la región (75). Cabe

decir que éste es uno de los focos políticos más activos de la integra-

ción regional. En este contexto, se explica que la región se distinga

desde los primeros años de la década de los noventa por el recurso fre-

cuente a la solución judicial de controversias entre Estados vecinos, que

ha influido positivamente sobre todo en las relaciones entre El Salvador,

Honduras y Nicaragua.

En cambio, el principio de solidaridad es inexistente en el seno del

SICA en el ámbito económico y financiero. No existen fondos de cohesión

o instrumentos similares para hacer frente a los desiguales niveles de des-

arrollo de los Estados miembros, a pesar de que resulta imprescindible la

creación de fondos de cohesión o de convergencia para reducir, si no eli-

minar, los desequilibrios y asimetrías que obstaculizan la integración

regional. Es cierto que la Reunión de Presidentes planteó, en el año 2003,

estudiar los mecanismos para la creación de un fondo de cohesión social

del SICA, que beneficie principalmente a aquellos Estados miembros de

menor desarrollo relativo para promover un crecimiento económico equi-
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(73) Ver sus arts. 26-e), f), g) y h), 42 y 43. En relación con el art. 3-b) del Protocolo de

Tegucigalpa.
(74) Ver OEA, Ser. G, CP/CSH/INF.14/02 add. 5, 6 noviembre 2002: documento sobre

«Aspectos bilaterales y subregionales de la seguridad hemisférica. El Tratado Marco de

Seguridad Democrática en Centroamérica».
(75) Ver sobre estos temas http://www.sica.int/sgsica.



librado dentro del sistema (76). Pero aún no se ha adoptado ninguna

medida al respecto.

Es obvio que si se pretende lograr una unión aduanera en el SICA, los

i n g resos obtenidos por la recaudación del arancel exterior común podrían

usarse para crear fondos destinados a propiciar la cohesión económica,

social y territorial de la región. Esos fondos podrían también nutrirse, al

menos temporalmente, con ingresos obtenidos de la cooperación intern a-

cional para el desarrollo. Con posterioridad, si las condiciones económicas

de los Estados miembros lo permitiesen, los fondos podrían dotarse con

un porcentaje uniforme del Producto Interior Bruto de cada Estado miem-

b ro. La gestión de esos fondos correría a cargo de las instituciones del

SICA, en el marco de una autonomía presupuestaria hoy inexistente. Pero

estos planes exigen el incremento de la confianza mutua y la solidaridad

e n t re los socios del sistema. No habrá pro g resos en el proceso de integra-

ción sin un avance paralelo en la solidaridad de los Estados miembros del

sistema. De ahí la trascendencia política y económica de este principio.

CONCLUSIONES

Es evidente que son muchos los deberes pendientes si Centro a m é r i c a

desea avanzar por la senda de la integración regional. Desde una óptica

material o sustantiva, hasta ahora ha faltado la voluntad política impre s c i n-

dible para afrontar pausadamente el desafío de la cesión de competencias

soberanas y el riesgo de su buen uso por las instituciones supranacionales.

El SICA aparece dominado por una mal entendida flexibilidad y un gradua-

lismo excesivo. Pero lo cierto es que esta región se encuentra en una situa-

ción inmejorable para superar todas estas dificultades. La causa de ello es

bien sencilla por paradójica que se nos antoje: no existe una alternativa o

vía de escape viable al proceso de integración. De manera que la atomiza-

ción política, el subdesarrollo económico, las desigualdades sociales, la fra-

gilidad de las instituciones democráticas y el peligro de que afloren conflic-

tos internos, amén de los re s q u e m o res y diferencias bilaterales (77), dibujan
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(76) Ver en este sentido el texto de la Declaración de Belice, de 19 de diciembre de 2003,
en http://www.sica.int/sgsica.

(77) Baste recordar, a título ejemplar, que Nicaragua mantiene hoy abiertos tres litigios ante

la Corte Internacional de Justicia, dos de ellos con Estados vecinos y miembros del
SICA (uno de límites marítimos con Honduras en el Mar Caribe y otro de fronteras con
Costa Rica por cuenta del régimen jurídico del Río San Juan). El tercero la enfrenta a

Colombia por la soberanía sobre el archipiélago de San Andrés y Providencia y los lími-
tes marítimos de ambos Estados en el Caribe.



un panorama sin otro camino y salida que la integración regional. Vale decir

que el destino manifiesto de la región es la creación de un mercado común

c e n t roamericano con masa crítica para hacer frente a las exigencias del

m e rcado global, potenciando las ventajas relativas que la región posee

(como una lengua común o mano de obra abundante y barata) y salvando

los peores inconvenientes que hoy padece (principalmente la inestabilidad

política y la inseguridad jurídica).

Desde una óptica jurídica o formal y a la luz de las deficiencias expues-

tas a lo largo de estas páginas, interesa subrayar los grandes renglones

de la reforma y reorientación integral que hoy demanda el SICA, sin pre-

ferencias ni ánimo exhaustivo: el desorden y la debilidad de su estructura

institucional y normativa, la descoordinación interinstitucional, la indefini-

ción del sistema en su conjunto, la ausencia de un mecanismo efectivo

para asegurar la ejecución de sus normas, la reorganización de ciertas ins-

tituciones (como la CCJ), el escaso grado de participación de la sociedad

civil y, por último, la falta de financiación y la elaboración de un presu-

puesto único.

¿Qué papel pueden desempeñar otros actores para favorecer este

programa de reformas en el SICA?. A la UE no le interesa convertirse en

una estrella solitaria, en una extraña excepción en medio de un sistema

internacional marcado por el protagonismo del Estado nacional. La UE

debe cuidarse de diseminar su modelo, de encontrar interlocutores simi-

lares y válidos con los que mantener una relación estratégica no sólo en

el plano económico sino en el político, de la que la UE saldrá sin duda

reforzada tanto en el plano interno (negando la razón a las fuerzas centrí-

fugas que anidan en su seno) como en el externo (construyendo opciones

más estables que las que hoy ofrece la cada vez más volátil estructura

interestatal). En este sentido, por encima de las fáciles apariencias, el

banco de pruebas para el éxito de la experiencia integracionista en

América no es el MERCOSUR ni la Comunidad Andina, aún menos la no

nata CSN; es el SICA. Entre otras cosas, porque la UE puede desplegar

una capacidad de influencia y de presión sobre este proceso, pequeño y

abarcable, mucho mayor que sobre los otros procesos hoy activos en el

continente americano. Por eso esta apuesta merece la pena.

En cuanto a España, basta con que priorice este tema en su política

bilateral con Centroamérica y lo defienda con convicción en el seno de la

UE, auspiciando en lo posible posiciones que favorezcan soluciones inte-

gracionistas para los problemas de la región. Esto vale también para la
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ayuda oficial al desarrollo (AOD), que no puede distribuirse atendiendo al

criterio de café para todos sino tomando muy en cuenta realidades tan

dispares como las que vive el continente. En términos comparativos, es

lógico que Centroamérica goce de una atención especial en la gestión de

los escasos recursos empleados en la AOD. Por supuesto, nada de lo aquí

sugerido garantizará el éxito de la apuesta de la UE y de España por

Centroamérica. Pero convendría intentarlo.
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LA POLÍTICA EXTERIOR DE ESPAÑA EN EL ESPACIO

IBEROAMERICANO 2004-2007: ELEMENTOS DE PERMANENCIA

Y CAMBIO

Por CÁSTOR MIGUEL DÍAZ BARRADO

INTRODUCCIÓN

La llegada al Gobierno, en España, del Partido socialista, a partir de

marzo/abril de 2004, va a introducir, sin lugar a dudas, algunos nuevos ele-

mentos que definen a la política exterior española y que la diferencian, con

toda seguridad, de lo que venía sucediendo en los años anteriores. Si bien

es verdad que no se puede decir, con rotundidad, que se haya producido

un giro radical y absoluto en las posiciones de España en su acción exte-

rior, sí es cierto que se observan algunos aspectos que perfilan y configu-

ran una política exterior más centrada, o con mayor intensidad, en algu-

nos espacios del planeta y que, en razón de la materia, ha puesto el énfa-

sis, también, en diversos campos de actuación.

Desde esta perspectiva, se puede decir, con toda claridad, que el

espacio iberoamericano se ha constituido en un área especialmente privi-

legiada de nuestra política exterior y, asimismo, que los aspectos econó-

micos, sociales y de contenido educativo y cultural, entre otros, han adqui-

rido un papel más preponderante en la preocupación de los encargados

de la acción exterior del Estado español en dicho espacio.

Por lo que se refiere a lo primero, como lo indicó el Ministro español de

Asuntos Exteriores, Miguel Ángel Moratinos, con ocasión de la reunión de

Embajadores españoles en América Latina que tuvo lugar en Santo
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Domingo (República Dominicana), en febrero de 2007, «Latinoamérica es

prioritaria para España», de tal modo que la región es «absolutamente

prioritaria» para España, porque «así lo exigen nuestros ciudadanos, nues-

tra historia y nuestro futuro», siendo preciso, según el Ministro español,

que «el principal objetivo de esta nueva política (sea) “fortalecer el con-

cepto de Iberoamérica”» (Ciberamérica. El portal iberoamericano.

http://www.ciberamerica.org/). Por lo que concierne a lo segundo, está

claro que no se han desconocido ninguno de los aspectos ni sectores que

configuran la acción exterior de España en Iberoamérica y que estarían

conformados por elementos de contenidos militar, político, económico y

de toda índole, pero es verdad, también, que en ámbitos muy sobresa-

lientes, como es el caso de las Cumbres iberoamericanas, se ha prestado

una especial atención, como tendremos oportunidad de comprobar, a

aspectos de un marcado contenido social como la cuestión de las migra-

ciones, la educación o la cultura así como lo referido al fortalecimiento del

diálogo político, de la identidad iberoamericana y de la proyección de lo

iberoamericano en la escena internacional.

En definitiva, se puede sostener que el espacio iberoamericano cons-

tituye, en la actualidad, un área en la que se proyecta, con intensidad, la

política exterior española, lo que ha encontrado traducción no sólo en el

discurso político sino, también, en la articulación institucional del Estado

español, con la creación de la Secretaría de Estado para Iberoamérica, y,

cómo no, el destino de ayudas y fondos para esta región; y esto se ha

plasmado, en el marco normativo, con la adopción de acuerdos tanto de

alcance bilateral como multilateral.

De todos modos, aunque es difícil señalar todos los aspectos que defi-

nirían la política exterior de España durante el periodo estudiado que abar-

caría, en esencia, desde abril de 2004 hasta abril de 2007, sí es posible

indicar lo más sobresaliente de esta política a la hora de identificar los

ámbitos preferentes de actuación y de determinar, asimismo, los objetivos

y finalidades que se quieren satisfacer con las acciones que se están lle-

vando a cabo. En otras palabras, identificar los aspectos básicos que defi-

nen las relaciones de España con el resto de los Estados iberoamericanos

siendo así que, para ello, nos detendremos a analizar tan sólo algunos ras-

gos muy sobresalientes que, a mi juicio, delimitan la política de España en

el espacio iberoamericano durante el periodo que hemos señalado.

En resumidas cuentas, hemos de coincidir en que, esta política exte-

rior del Gobierno socialista, está haciendo efectivo lo que indicó Petr P.
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Yákovlev, es decir, que «En lo que se refiere a la política latinoamericana

hay tres puntos principales. Primero, hay que dar un empuje mucho más

fuerte al proceso de la formación de un espacio económico y político

común iberoamericano, usando el mecanismo de las cumbres. Segundo,

hace falta dinamizar las negociaciones entre Unión Europea y los organis-

mos de integración latinoamericanos con el objetivo de una asociación

estratégica birregional. Tercero, es de suma importancia elevar el perfil

político en las relaciones bilaterales, intensificando los contactos al más

alto nivel y favoreciendo el incremento de la presencia no sólo político-

diplomática y económica, sino también cultural y social de España en

dichos países». Con lo que este autor concluyó que «Parece que con el

Gobierno socialista la política latinoamericana de España será capaz de

sacar el máximo provecho de los vínculos que a nivel social y cultural exis-

ten con América Latina y sabrá beneficiarse de las ventajas comparativas

que Madrid tiene en esta región gracias a la historia común» (Cambios en

la política exterior de España. España. Tres décadas de avances y trans-

formaciones económicos y político-sociales». Actas del simposio ruso-

español. Moscú. ILA, Academia de Ciencias de Rusia, 2006).

LO IBEROAMERICANO COMO CONSTANTE DE LA POLÍTICA EXTE-

RIOR ESPAÑOLA: NUEVOS PERFILES

Sería equivocado sostener que la realidad iberoamericana en todas sus

dimensiones sólo ha sido tenida en cuenta por el Estado español en el perio-

do que se abre a partir de abril de 2004. Como se sabe, esta realidad está

de manera constante y permanente en la dirección y gestión de la política

exterior española hasta el punto de que no sería posible definir, con exacti-

tud, los rasgos que la perfilan sin mencionar la realidad iberoamericana o, si

se quiere, la proyección iberoamericana de nuestra política exterior. Lo decía

Javier Rupérez cuando, sin poner en duda el significado preeminente de

I b e roamérica en la política exterior de España, indicaba que lo que podían

cambiar eran sus contenidos y los mecanismos empleados para re a l i z a r l a .

En efecto, un «apunte diferenciador cabe en el terreno de nuestras re l a c i o-

nes con los países iberoamericanos, tanto por lo que afecta a su misma con-

cepción como por lo que hace re f e rencia al método o instrumentos del man-

tenimiento de las mismas» (Continuidad y Cambio en la Política exterior

española. Política Exterior española. INCIPE, ensayo 10, 1996).

Desde el punto de vista del lugar que ocupa el espacio iberoamerica-

no en la dirección de la política exterior de España, no se ha producido,
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con radicalidad, cambio alguno, de tal manera que Iberoamérica sigue

siendo un espacio privilegiado de atención y actuación en nuestra política

exterior. Lo decía el anterior Presidente del Gobierno español, José María

Aznar, al indicar que «La Comunidad Iberoamericana de Nacionales y los

procesos de integración en marcha en el mundo iberoamericano son

hechos que tienen una gran trascendencia para la política exterior de

España y para la propia proyección internacional de la Unión Europea»

(Presente y futuro de España en el mundo. Política Exterior de España.

INCIPE, Ensayo 8, 1996).

Más aún, bastaría elegir, al azar, algunas posiciones expresadas por

los dos últimos Presidentes de Gobierno para comprobar, con facilidad,

esta aseveración y, sobre todo, valorar el papel que juega el espacio ibe-

roamericano en el marco de las prioridades e intereses de España en el

exterior.

Así, con ocasión de la Conferencia de Prensa que ofreció el Presidente

José María Aznar cuando tuvo lugar su visita oficial a los Estados Unidos,

en enero de 2004, éste sostuvo que «En la relación en este momento entre

España y el mundo iberoamericano yo creo que merece la pena decir que

los hechos determinan su magnitud y su importancia. España es el primer

país inversor europeo en Iberoamérica y el segundo país inversor del

mundo, después de los Estados Unidos; por lo tanto, eso lo dice todo y

dice todo también, de alguna manera, el hecho de que en los países ibe-

roamericanos en los que se han producido, desgraciadamente, unas cri-

sis económicas profundas la inversión española ha permanecido» (1).

Más aún, afirmó que «desde un punto de vista multilateral, (…), España

ha impulsado de una manera decidida las relaciones entre Iberoamérica y

la Unión Europea. Prueba de ello es la firma en estos años de dos impor-

tantes Acuerdos de Asociación con México y con Chile, y, sin duda, el

nuevo estado de acuerdos, tanto con Centroamérica, como con la

Comunidad Andina, y las nuevas negociaciones impulsadas en este

momento con la zona de Mercosur. Por lo tanto, cumplimos nuestro papel,

por decirlo de esa manera, como puente entre Iberoamérica y Europa».

Finalmente, el anterior Presidente español señaló que «por lo que se

refiere a lo que significa la operación estrictamente iberoamericana, las
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Cumbres Iberoamericanas, (…), han demostrado su vitalidad, las hemos

reformado, las hemos reformado bien, con un secretario permanente de

las Cumbres Iberoamericanas y, por lo tanto, nuestra presencia como

tales iberoamericanos en el mundo y en las distintas organizaciones inter-

nacionales será fortalecida».

Tan sólo unos meses después, el nuevo Presidente del Gobierno espa-

ñol, José Luís Rodríguez Zapatero, con ocasión de la visita a España del

Primer Ministro Portugués, en mayo de 2004, afirmaba, entre otras cosas,

que «También hemos podido revisar algunas cuestiones exteriores de

naturaleza exterior e internacional, particularmente lo que podemos hacer

conjuntamente en la comunidad iberoamericana. Este mes de mayo va a

haber la Cumbre Unión Europea-América Latina en México, en

Guadalajara, y Portugal y España han sido los grandes abogados en

Europa de la relación preferencial con América Latina y vamos a mantener

también ahí y a reforzar nuestra cooperación».

El Presidente español destacó que se trataría de una relación «privile-

giada y una cooperación específica para aunar iniciativas y posiciones en

torno a las relaciones con Iberoamérica, en las relaciones de ambos paí-

ses y en las relaciones tan importantes de Iberoamérica con la Unión

Europea. Somos dos interlocutores privilegiados para el mundo iberoa-

mericano desde la Unión Europea, tenemos una alta responsabilidad y,

por tanto, haremos un trabajo mucho más eficaz para esa buena relación

en todos los órdenes (político, económico y social) de Iberoamérica hacia

la Unión Europea si trabajamos juntos».

Más en particular, podemos apreciar la relevancia de lo iberoameri-

c a n o en el discurso español si procedemos a la lectura, en particular,

de lo que señaló el Presidente Rodríguez Zapatero con ocasión de su

visita a México, durante el mismo mes de mayo, al decir que «Ta m b i é n

q u i e ro expresar que el Gobierno de España está firmemente decidido a

re l a n z a r, a pro m o v e r, las cumbres iberoamericanas que nacieron de una

idea compartida entre México y España y que tienen que avanzar en la

d i rección de intensificar y promover los espacios de integración econó-

mica, de relación económica, cultural, educativa, para que nuestro s

pueblos sigan avanzando y pro g resando». Para concluir indicando, con

rotundidad, que «En el orden geográfico, las prioridades de la política

exterior española son Europa e Iberoamérica, además del Mediterráneo.

Asumimos con placer y responsabilidad histórica ser ese puente y vale-

dor capaz de unir distancias e intentar que el gran sueño de un país lla-
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mado mundo se construya y que, sin embargo, no haya perdido las

peculiaridades que hacen a todos los seres humanos únicos e irre p e t i-

b l e s » .

Desde luego, no cabe derrochar muchos esfuerzos para apreciar que

las relaciones del Estado español en el espacio iberoamericano son espe-

cialmente intensas y profundas con independencia de los rasgos que defi-

nan a un determinado Gobierno y al margen, también, de las líneas bási-

cas que delimiten la acción exterior de cada uno de ellos.

Así, con ocasión de su visita a Chile en enero de 2004, el Jefe del

Estado español ponía de relieve que «Iberoamérica forma parte consus-

tancial de la identidad de cada una de las naciones que la integramos.

Como parte de nuestra propia identidad, el compromiso de España con

Iberoamérica es, por ello, permanente». Pero, algún tiempo después,

señalaba, con claridad, los ejes de la política exterior española, con oca-

sión de la Apertura de la VIII Legislatura, en abril de 2004, al indicar que

«De ahí la importancia de dedicar nuestros mejores esfuerzos a promover

y defender con eficacia los intereses de España en el concierto interna-

cional, como Estado miembro de la Unión Europea, fiel a su valiosa dimen-

sión iberoamericana, a sus lazos mediterráneos y a sus vínculos trans-

atlánticos, vertientes todas ellas complementarias y consustanciales de

nuestra posición en el mundo». Es verdad, por lo tanto, como dijera el Jefe

del Estado con motivo de la recepción al Cuerpo Diplomático en enero de

2005, que «Iberoamérica es y será una prioridad indiscutible de nuestra

acción exterior p o rque forma parte de nuestra propia identidad.

Compartimos una comunidad de lengua, valores e intereses, que nos enri-

quece y a la vez nos obliga con la paz, la estabilidad y el progreso de toda

la Región».

En definitiva, podemos señalar que el espacio iberoamericano se cons-

tituye, también durante el periodo que estamos analizando, como un ámbi-

to prioritario y privilegiado de la acción exterior del Estado español y que,

a lo sumo, lo que puede suceder es que cada uno de los Gobiernos de

España, con independencia del signo político que sean, aporten aquellos

elementos que estimen más convenientes para el desarrollo de una rela-

ción permanente e intensa con todos y cada uno de los Estados iberoa-

mericanos así como en el seno de los foros de alcance multilateral en el

que participan los mismos.

En esta línea, lo que diferencia la acción de un Gobierno y de otro en

lo que se refiere a la política que realizan en el espacio iberoamericano
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será el mayor o menor énfasis que se ponga en determinados aspectos, el

reforzamiento o no de ciertas líneas de actuación y, por supuesto, la selec-

ción de los ámbitos de prioridad y no tanto, en consecuencia, en el con-

tenido final de la concertación y cooperación en Iberoamérica que, en el

fondo, supone, siempre, situar a este área como prevalerte y prioritaria de

la política exterior de España.

Por lo que se refiere al periodo analizado, los elementos que, básica-

mente, definirían la política exterior española fueron expresados, con

seguridad, por la Secretaria de Estado para Iberoamérica, con ocasión de

su comparecencia en la Comisión de Asuntos Exteriores y Cooperación

del Senado, el 20 de noviembre de 2006, al decir que «La política en

Iberoamérica del actual Gobierno, que el Ministerio de Asuntos Exteriores

y de Cooperación y la Secretaría de Estado a mi cargo han de ejecutar, se

enmarca en los siguientes objetivos. En primer lugar, en fomentar el diálo-

go político a todos los niveles para lograr la mayor identidad de criterios

con los gobiernos y las sociedades iberoamericanas en la búsqueda de

respuestas a muchos desafíos que nos son comunes» lo que ha conduci-

do al reforzamiento de los lazos en el plano bilateral así como a la bús-

queda de una mayor proyección internacional de la Comunidad iberoa-

mericana de Naciones.

Para la Secretaría de Estado, era prioritario, «En segundo lugar, (…)

promover el fortalecimiento de las instituciones poniendo un énfasis espe-

cial en la protección de los derechos humanos y las libertades fundamen-

tales, desde una convicción compartida de que la democracia es el mejor

sistema para enfrentar esos retos», aspectos en los que se produce una

plena coincidencia con el Gobierno anterior, en la línea de lo que señala-

ba Javier Rupérez al decir que «Dice nuestro programa, y lo cito aquí lite-

ralmente, que España debe hacer de su política exterior cara a

Iberoamérica una decidida apuesta al servicio de la democracia, incluyen-

do en esa apuesta la realización de todos los esfuerzos posibles, unilate-

rales, bilaterales y multilaterales, para dotar a esa democracia de los

i m p rescindibles elementos de estabilidad social y económica»

(Continuidad y Cambio en la Política exterior española. Política Exterior

española. INCIPE, ensayo 10, 1996).

En tercer lugar, Trinidad Jiménez, sostenía que era de interés para el

G o b i e rno español «apoyar las reformas estructurales que los países ibe-

roamericanos decidan acometer en materia económica, y consolidar

unas inversiones que nos sean beneficiosas y que posibiliten el des-
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a r rollo mutuo», al tiempo que ponía el énfasis «En cuarto lugar, en favo-

recer la cohesión social mediante programas de cooperación y otras ini-

ciativas que garanticen una integración real de todos los segmentos de

la población», de tal manera que era preciso «estimular los procesos de

integración en la zona por su innegable relevancia para el desarro l l o

socioeconómico así como en fomentar la actuación coordinada de los

distintos países iberoamericanos», lo que se ha ido plasmando en defi-

nitiva en el impulso que han recibido las actuaciones de contenido social

y la visión del espacio iberoamericano en todas sus dimensiones, inclui-

da también la relativa a los procesos de integración que están aconte-

c i e n d o .

Desde luego, se ha pretendido no sólo re f o rzar el marco institucional

de las relaciones en el espacio iberoamericano sino, también, incidir en

aspectos de la cooperación que tengan un contenido social. Así lo apun-

taba el Presidente del Gobierno español con ocasión de la firma del

a c u e rdo de sede entre España y la Secretaría General Ibero a m e r i c a n a ,

en septiembre de 2005, al decir que «Nos hemos propuesto que la cita

de Salamanca sea el punto de arranque de una nueva y fecunda etapa

en el proceso de las cumbres, tanto en sus formas como en sus conte-

nidos. Queremos que este proceso adquiera mayor vigor, que los deba-

tes de las cumbres ganen espontaneidad y eficacia, que incidan sobre

los problemas reales que afectan a la vida de nuestros ciudadanos y que

o f rezcan respuestas efectivas. En Salamanca abord a remos las grandes

cuestiones sociales y económicas a las que nos enfrentamos actual-

mente los países iberoamericanos, dedicando una atención especial a la

e m i g r a c i ó n » .

Y lo dejaba claro en su discurso de inauguración de la XV Cumbre ibe-

roamericana, al indicar que «Durante las reuniones de hoy y de mañana

hablaremos de la realidad social y económica de Iberoamérica; de los

esfuerzos para cohesionar y modernizar nuestras sociedades; del futuro

que preparamos para nuestros niños y jóvenes de hoy; de su formación y

de su papel activo en ese futuro; de la necesidad de ampliar sus espe-

ranzas; del cambio cualitativo que significa la incorporación de las muje-

res al crecimiento de nuestras sociedades; de su acción ejemplar en la

búsqueda de nuevos modos de desarrollo económico y de nuevas pro-

puestas de convivencia, y de la obligación que tenemos, como jefes de

Estado y de Gobierno, de potenciar este cambio para indudable beneficio

de todos».
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Significado y alcance de los acuerdos celebrados por España con el

resto de los países iberoamericanos (2)

Durante el periodo que estamos analizando, también se observa un

fortalecimiento de la política exterior española hacia Iberoamérica, a través

de diversas acciones como las reuniones bilaterales, las visitas y, princi-

palmente, por medio de la celebración de tratados en diversos ámbitos

que, con seguridad, re f u e rzan la cooperación iberoamericana entre

España y el resto de los Estados que pertenecen a este espacio.

Con carácter general, quizá podemos señalar como indicio de la rela-

ción cada vez más estrecha de España con el resto de los Estados ibero-

americanos las reuniones bilaterales, los encuentros, las cumbres, las visi-

tas tanto a nivel de Jefes de Estado y de Gobierno y como a nivel minis-

terial, lo que se han intensificado, sin duda, a partir de abril de 2004.

Asimismo, es oportuno mencionar que el interés del Gobierno español por

el espacio iberoamericano en su conjunto, además se ha reflejado en las

Cumbres Hispano-Lusas que se vienen celebrando cada año desde 1983.

Y, en esta línea, cabría destacar, también, el fortalecimiento de las relacio-

nes con Andorra, Estado con el cual se celebran, desde 2004, reuniones

bilaterales anuales.

Ahora bien, conviene que nos detengamos a examinar los acuerdos

internacionales celebrados entre el Reino de España y el resto de los

Estados de Iberoamérica que consideramos más relevantes. Como se

sabe, éstos han versado tradicionalmente sobre cooperación en los más

diversos ámbitos (judicial, seguridad social, doble nacionalidad, doble

imposición internacional etc.). Ahora bien, por lo que concierne a los

acuerdos concluidos durante el periodo de análisis, observamos que, a la

par de los Tratados de Cooperación y Amistad que representan, como es

conocido, el marco general de cooperación, dentro de cuya tipología

tenemos el Convenio marco de cooperación entre el Reino de España y la

República del Perú, hecho en Madrid el 6 de julio de 2004, se ha amplia-

do el contenido de los mismos con otros de diverso carácter. En esta

línea, podemos sostener que, dentro de la nueva política exterior empren-

dida por el Gobierno español desde 2004, se aprecia, sobre todo, un

especial interés por la celebración de aquellos acuerdos internacionales

con contenido social.
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P e ro, hay que subrayar, también, que, en el período que estamos anali-

zando, además de los nuevos instrumentos que se concluyeron, se ha pro-

ducido la entrada en vigor, la aplicación provisional y la ratificación de varios

a c u e rdos internacionales de cooperación suscritos con anterioridad entre

España y otros Estados Iberoamericanos, evidenciándose, en este caso,

quizá un especial interés por lograr una aplicación efectiva de los mismos.

De todas maneras, para un mejor análisis de las orientaciones concre-

tas de la política española en este sentido, hemos realizado una clasifica-

ción de los tratados celebrados en este periodo, agrupándolos conforme

al contenido de los mismos y, de esta forma, podemos subrayar lo

siguiente:

En primer lugar, aquellos acuerdos que inciden en el ámbito económi-

co y que son expresión de la cooperación económica entre los Estados

iberoamericanos. En este ámbito se encuadran los clásicos acuerdos

sobre promoción y la protección recíproca de inversiones, en los que

España aplica el modelo que ha sido elaborado por la OCDE. Como se

sabe, las relaciones económicas con los Estados de América Latina han

aumentado en los últimos tiempos convirtiéndose España en uno de los

principales inversores en América Latina. Los tratados firmados en esta

materia persiguen como «objetivo esencial el establecimiento de un marco

jurídico que contenga las condiciones necesarias para que se favorezcan

las inversiones de los Estados partes en sus relaciones recíprocas, esta-

bleciendo las medidas necesarias para la protección de las mismas». Un

ejemplo de este tipo de tratado es, con seguridad, el Acuerdo firmado

entre el Reino de España y la República de Colombia para la promoción y

protección recíproca de inversiones, de marzo de 2005.

En cuanto a su contenido, podemos destacar, que las inversiones

cubiertas por el Convenio se centran en «la propiedad de bienes muebles

e inmuebles así como otros derechos reales tales como hipotecas y pren-

das; acciones, obligaciones y cualquier otra forma de participación en

sociedades; derechos derivados de todo tipo de aportaciones monetarias

que tengan un valor económico asociado con una inversión; derechos de

propiedad intelectual e industrial; derechos para realizar actividades eco-

nómicas y comerciales otorgadas por la ley o en virtud de un contrato,

incluida la explotación de recursos naturales» (Anuario de Política Exterior,

Ministerio de Asuntos Exteriores, 2005).

Como medidas de protección de inversiones, se establece en el

Convenio que se concederá en todo momento «un tratamiento justo y
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equitativo y plena protección y seguridad jurídica a las inversiones reali-

zadas por inversores de un país contratante en el territorio del otro» (ibid).

De igual manera, se fija el respeto de los principios de tratamiento nacio-

nal y de nación más favorecida, prohibiéndose «la nacionalización o

expropiación de las inversiones de cualquiera de los países en el territorio

del otro, salvo por causa de utilidad pública, con arreglo al debido proce-

dimiento legal» (ibid).

Un segundo tipo de tratados que se ubican dentro de esta categoría lo

constituyen aquellos que procuran regular las situaciones de doble impo-

sición internacional, y, a estos efectos, el objetivo que persiguen es evitar

que los nacionales de un país que obtengan rentas en el territorio del otro,

vean doblemente gravada su base imponible. También en estos tipos de

acuerdos España «aplica el modelo de la OCDE, que abarca a los

Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio exigibles por cada uno de

los Estados, sea cual fuere su sistema de su exacción» (ibid). Tomando en

consideración estos dos impuestos, los acuerdos a los que nos referimos

regulan supuestos específicos relativos a la tributación en renta y patri-

monio de empresas asociadas de ambos países, rendimientos inmobilia-

rios, beneficios empresariales, dividendos, intereses y rentas y de trabajo

(Cfr. Ibid). Pertenece a esta tipología, sin duda, el Acuerdo entre el Reino

de España y la República de Colombia para evitar la doble imposición y

prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el

patrimonio adoptado, también, en 2005.

Por lo que se refiere más específicamente a la cooperación económi-

ca, cabe resaltar la ratificación, en 2005, por España del Convenio de

adhesión al Banco Centroamericano de Integración Económica, como

socio extrarregional, incluido dentro de la estructura institucional del

Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) por cuanto pone de

manifiesto la voluntad de contribuir al desarrollo y de estrechar los víncu-

los con la subregión centroamericana y, sobre todo, que se plasma la

voluntad política de considerar el espacio iberoamericano en todas sus

dimensiones, incluidos, también, los procesos de integración que aconte-

cen en América Latina.

P e ro, también debemos hacer hincapié en los acuerdos en materia de

cooperación al desarrollo, a través de la concesión de créditos Fondo de

Ayuda al Desarrollo (FAD). Además, encontramos acuerdos de ayuda

h u m a n i t a r i a por el acaecimiento de sucesos extraordinarios (inundaciones,

huracanes), como el caso de la ayuda de emergencia extraordinaria con-
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cedida a Guatemala, en 2005, para paliar la grave situación ocasionada por

las inundaciones acaecidas tras el paso de la tormenta tropical «Stan» »

(Anuario de Política Exterior, Ministerio de Asuntos Exteriores, 2005).

Aunque desde otra perspectiva, debemos mencionar, por último, den-

tro de este apartado, por su trascendencia, la iniciativa de la creación de

un mercado ibérico de la energía eléctrica surgida en el marco de la XX

Cumbre Hispano-lusa, para lo cual se firmó un convenio internacional

relativo a la constitución de un mercado ibérico de la energía eléctrica

entre el Reino de España y la República Portuguesa, hecho en Santiago

de Compostela el 1 de octubre de 2004.

En segundo lugar, hemos de referirnos a la estrategia española en

materia de reestructuración y condonación de deuda externa en

Iberoamérica. En efecto, en los últimos años se aprecia la conclusión de

acuerdos en esta materia. Esto ha marcado, con toda seguridad, una

nueva orientación de la política exterior española en este sentido, ya que

no solamente se persigue el «des-endeudamiento» de los Estados, sino

que, además, la política exterior española ha contemplado conjuntamen-

te como objetivo básico poder contribuir al desarrollo sostenible de los

Estados afectados.

Quizá han sido los casos los más relevantes los de Honduras, Ecuador

así como el acuerdo de canje de deuda por educación anunciado con

Argentina durante la XIV Cumbre Iberoamericana de San José de Costa

Rica de 2004 (M.B. Olmos Giupponi, Educación para el desarrollo. El canje

de deuda externa por educación: hacia un nuevo modelo de cooperación

en el ámbito iberoamericano Revista Iberoamericana de Educación (ISSN:

1681-5653) n.º 41/3, Organización de Estados Iberoamericanos para la

Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), 25 de enero de 2007).

Recordemos, en particular, que sobre el canje de deuda por educación,

los Jefes de Estado y de Gobierno asumieron, en dicha ocasión, el com-

promiso de fortalecer el financiamiento de la educación y que, en la

Declaración Final de la XV Cumbre Iberoamericana de Salamanca de

2005, los Jefes de Estado y de Gobierno expresaron su interés por «las

iniciativas de conversión de deuda por inversión social y educativa pues-

tas en marcha en varios países iberoamericanos y nos comprometemos a

llevar al ánimo de otros acreedores bilaterales y multilaterales la pertinen-

cia de este instrumento y su inclusión en sus respectivas agendas».

Además, por medio de declaraciones unilaterales, España ha procedido a

la condonación de los servicios de deudas de algunos Estados iberoame-
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ricanos, como la efectuada frente a la deuda de la República de Nicaragua

derivada de créditos del Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD).

De igual modo, durante 2005, el Consejo de Ministros aprobó la rees-

tructuración de la deuda de Honduras, dentro del marco de la iniciativa

HIPC (siglas de la iniciativa en inglés Heavily Indebted Poor Countries) de

alivio de la deuda de los países pobres altamente endeudados. Como se

sabe, «la iniciativa HIPC tiene por objeto auxiliar al Estado beneficiario

para que éste alcance una situación de deuda sostenible a largo plazo

mediante una fuerte reducción de la carga de endeudamiento y la adop-

ción de programas de ajuste y reforma dirigidos a que los recursos libera-

dos se inviertan en el logro de desarrollo sostenible».

Otro ejemplo que se ubica dentro de la estrategia española en materia

de deuda externa y de consecución del desarrollo sostenible, y que afec-

ta a la relación con los Estados iberoamericanos es la condonación de la

deuda de Ecuador. En este caso como se ha dicho «la condonación de

deuda se dispuso a través del Programa de conversión de deuda de la

República de Ecuador frente a España, que se desarrollará en el periodo

2005-2009, en el que se ha optado por la conversión de deuda por inver-

siones públicas», siendo así que «como objetivo central se fija el de con-

tribuir al crecimiento económico y al desarrollo social de Ecuador median-

te la financiación de proyectos de desarrollo realizados por empresas

españolas, preferentemente en las provincias más afectadas por el proce-

so migratorio, y en aquellas zonas de especial vulnerabilidad y pobreza,

dando prioridad a los proyectos de energía y de educación» (Anuario de

Política Exterior, Ministerio de Asuntos Exteriores, 2005).

En todo caso, es de destacar que esta acción de España en materia de

deuda externa y su contribución a las estrategias de des-endeudamiento

que se vienen aplicando en los foros internacionales económicos y de la

deuda externa, cuenta, a partir de diciembre de 2006, con una ley interna

que la respalda. Se trata de la Ley 38/2006, de 7 de diciembre, regulado-

ra de la gestión de la Deuda Externa. En su exposición de motivos, se hace

referencia a la iniciativa HIPC, remarcando la Declaración del Milenio y el

compromiso de la comunidad internacional que «obliga también a España

a actuar de una forma más activa en la gestión de la deuda externa».

Hemos de referirnos, en tercer lugar, a los acuerdos en el ámbito de la

cooperación judicial. También en este sector se hace patente la acción de

España enfocada hacia Iberoamérica, por cuanto los acuerdos firmados

están encaminados hacia la consolidación de la Red Iberoamericana de
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Cooperación Judicial iniciativa, como se sabe, surgida en el seno de las

C o n f e rencias Iberoamericanas para, entre otros aspectos, coord i n a r

actuaciones conjuntas destinadas a abordar problemas tales como el nar-

cotráfico, la corrupción y la delincuencia transnacional organizada.

Encontramos, en este sentido, Convenios de cooperación con Estados

iberoamericanos en diversas áreas para la lucha contra la delincuencia

organizada en sus variadas manifestaciones. El contenido de los acuerdos

es similar en uno y otro caso, ya que comienzan indicando diversos tipos

delictivos, incluyendo, el de terrorismo y, luego, explicitan las modalidades

de la colaboración, en particular, como observamos de su lectura, el

«intercambio de información, prestación de ayuda a efectos operativos,

ejecución de acciones coordinadas y de asistencia mutua, intercambio de

resultados de las investigaciones criminales y criminológicas realizadas,

asistencia técnica y científica, prestaciones, cesión de equipos técnicos

especializados, celebración de encuentros de trabajo, etcétera». Desde la

perspectiva institucional, se designan los órganos competentes para la

aplicación del Convenio que, por parte española, serán el Ministerio del

Interior y las Unidades competentes del Ministerio de Economía y

Hacienda, en el ámbito de sus competencias, previa declaración del

Ministerio del Interior.

En esta categoría de acuerdos encontramos los que se adoptaron, en

2005, con la República Federativa de Brasil y la República del Perú, en

materia de lucha contra la delincuencia, habiéndose decidido, además, su

aplicación provisional.

También se aprecia una tendencia para modernizar los antiguos con-

venios de cooperación judicial celebrados con algunos Estados iberoame-

ricanos. Así, en 2005, se adoptó el Protocolo Adicional al Convenio de

Cooperación Judicial en materia penal entre el Reino de España y la

República de Colombia, de 29 de mayo de 1997. Por lo demás, el

Gobierno español, en el periodo bajo estudio, ha procedido a ratificar

acuerdos en materia de cooperación judicial adoptados con anterioridad,

y que se encontraban pendientes de su entrada en vigor como es el caso

de los suscritos con la República Dominicana, en particular, el Convenio

de asistencia judicial en materia civil y mercantil y el Convenio sobre eje-

cución de sentencias penales, ambos de 2003.

En cuarto lugar, conviene mencionar los acuerdos concernientes a la

seguridad social y las migraciones. En esta cuestión observamos la firme

voluntad del Estado español por regular los aspectos sociales que involu-
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cran las migraciones internaciones que se producen entre los Estados ibe-

roamericanos, y que se concreta en acuerdos internacionales que regulan

cuestiones de seguridad social. Desde luego, debemos destacar la labor

que, en este sentido, ha desarrollado la Organización Iberoamericana de

la Seguridad Social (OISS), así como la propuesta surgida en el marco de

las Cumbres Iberoamericanas de elaborar un Pacto Iberoamericano de

Seguridad Social adaptado a las características que, en la actualidad,

revelan los flujos migratorios dentro de Iberoamérica.

En materia de Seguridad Social, es de destacar la modificación de los

tratados adoptados entre España y los Estados latinoamericanos en los

que se reconocen mayores ventajas sociales a los trabajadores. Pero,

también, hemos de subrayar la aplicación provisional de Convenios cele-

brados con anterioridad y que se encontraban «latentes» o «dormidos».

Así como hemos de prestar la debida atención a la adopción de nuevos

acuerdos sobre seguridad social y la ratificación de los adoptados ante-

riormente.

Dentro de la modernización de los acuerdos de seguridad social

encontramos el Protocolo complementario al Convenio de seguridad

social entre el Reino de España y la República Argentina de 28 de enero

de 1997, firmado en Buenos Aires el 21 de marzo de 2006. Por lo que res-

pecta a la aplicación provisional de los Convenios en materia de

Seguridad Social, encontramos la aplicación, en 2005, del convenio com-

plementario al Convenio de seguridad social entre el Reino de España y la

República Oriental del Uruguay de 1 de diciembre de 1997. De idéntico

modo, podemos señalar el acuerdo administrativo de 2006 para la aplica-

ción del Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y la

República Federativa de Brasil, hecho en Madrid el 23 de noviembre de

2005.

Por lo que se refiere a la adopción de nuevos Convenios en esta mate-

ria, podemos mencionar el celebrado entre España y la República

Dominicana, hecho en Madrid el 1 de julio de 2004, además, del Convenio

de Seguridad Social entre el Reino de España y la República de Colombia,

adoptado en 2005.

Por último, hay que consignar, también, la ratificación de algunos

Tratados en materia de Seguridad Social que se celebraron con anteriori-

dad. Así, podemos indicar que, en 2005, el Consejo de Ministros adoptó

un Acuerdo por el que se dispuso la remisión a las Cortes Generales del

Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y la República de
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Paraguay de 1998, (que sustituye al antiguo Convenio de Seguridad

Social hispano-paraguayo de 1959, completado a su vez por el Convenio

complementario de 1972). Posteriormente, en 2006, se procedió a su rati-

ficación. También debemos incluir la ratificación del Convenio de

Seguridad Social entre España y la República Dominicana firmado en

2004 así como la ratificación del Convenio Complementario al Convenio

de Seguridad Social celebrado entre España y Chile en 2002 (3).

Ahora bien, todo ello no puede hacer que desconozcamos la existen-

cia de algunos tratados internacionales en materia de inmigración cele-

brados entre España y otros Estados iberoamericanos, destinados a la

regulación de los flujos migratorios con los principales Estados de origen

de los inmigrantes, como es el caso del Acuerdo entre el Reino de España

y la República del Perú para la Cooperación en materia de Inmigración,

hecho en Madrid el 6 de julio de 2004, y cuya aplicación provisional se dis-

puso el 1 de octubre de ese año.

Finalmente, hemos de mencionar los acuerdos de cooperación cultural

y educativa iberoamericana. Como otra de las prioridades en la agenda de

la política exterior española, encontramos la celebración de convenios de

cooperación educativa, cultural y científica, que apuntan de lleno a la con-

solidación de una línea emprendida en materia de lo que podríamos califi-

car como el fortalecimiento de la dimensión social de la cooperación ibe-

r o a m e r i c a n a. Responde a esta tendencia, la firma, la modificación de con-

venios anteriores y la aplicación provisional de tratados que versan sobre

cooperación cultural y educativa con otros Estados ibero a m e r i c a n o s .

En este último sentido, hallamos, en particular, la firma del Protocolo, en

2005, por el que se modifica el Convenio Cultural firmado por España con

Colombia el 11 de abril de 1953. Otra muestra de esta cooperación, la

constituye, sin duda, la firma del Convenio entre el Reino de España y el

Principado de Andorra en materia educativa, hecho en Andorra La Vella el

23 de diciembre de 2004, cuya aplicación provisional se dispuso en 2005.
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La creación de la Secretaría de Estado para Iberoamérica

Una de las decisiones más significativas del actual Gobierno en rela-

ción con la proyección de la política exterior española en el espacio ibe-

roamericano será, sin lugar a dudas, la creación de una Secretaría de

Estado específicamente para Iberoamérica. Con ello, se pretendería poner

de manifiesto, al menos, dos cosas: Por un lado, que Iberoamérica se

consolida como un ámbito prioritario de la acción exterior española que

se equipara, de este modo y desde esta óptica, a la Unión Europea que

también cuenta con su Secretaria de Estado, constituyéndose así, como

se ha dicho muchas veces, en los dos espacios que, en esencia, definen

los perfiles de la política exterior de España. Por otro lado, se pone de

relieve la necesidad de una dirección política en el conjunto de actuacio-

nes que el Estado español lleva a cabo en el espacio iberoamericano y

que, de alguna manera, estaban huérfanas de ordenación y sistematiza-

ción. Con la Secretaría de Estado se pueden no sólo aunar esfuerzos y

evitar duplicidades en la acción exterior de España en el espacio iberoa-

mericano sino que, al mismo tiempo, se puede diseñar el marco de la con-

certación y cooperación en este espacio.

Estos aspectos están señalados, de un modo u otro, por el propio

Ministerio de Asuntos Exteriores cuando dice que la Secretaría de Estado

para Iberoamérica «Asiste al Ministro en la formulación y ejecución de la

política exterior de España en el área geográfica de Iberoamérica, con la

voluntad de impulsar el desarrollo de la Comunidad Iberoamericana de

Naciones y fomentar la presencia y participación de España en los distin-

tos organismos internacionales multilaterales de este ámbito geográfico».

Pero será, con toda seguridad, el Real Decreto 989/2006, de 8 de sep-

tiembre, por el que se modifica el Real Decreto 553/2004, de 17 de abril,

por el que se reestructuran los departamentos ministeriales, en donde se

pongan de manifiesto las razones últimas que justifican la creación de una

Secretaría de Estado específica para diseñar y desarrollar la acción de

España en el espacio iberoamericano. De este modo, este Real Decreto

indica que «la especial importancia que para nuestro país representa el

ámbito de las relaciones con el área iberoamericana, no sólo por los lazos

históricos, sino también por la estrecha cooperación que tradicionalmen-

te se ha mantenido con estos países y la intensa colaboración que es

necesario realizar con los mismos en los órdenes social, económico y cul-

tural, hacen precisa la creación, en el ámbito de la organización del

Estado, de un órgano que, además de ostentar el suficiente nivel de deci-

— 139 —



sión, permita la singularización de estas políticas», por lo que se «se pro-

cede a la creación de la Secretaría de Estado para Iberoamérica en la

estructura del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación».

En todo caso, cabría indicar que la creación de esta Secretaría de

Estado debería permitir, entre otras cosas, las siguientes:

En primer lugar, deberíamos entender que haber creado un órgano de

esta naturaleza y alcance responde a un interés constante y permanente

del Estado español por el espacio iberoamericano, de tal modo que los

próximos Gobiernos deberían, a mi juicio, mantener y, asimismo, poten-

ciar la acción de esta Secretaría de Estado. Como se dice en el Real

Decreto 1028/2006, de 15 de septiembre, por el que se modifica el Real

Decreto 1416/2004, de 11 de junio, por el que se modifica y desarrolla la

estructura orgánica básica del Ministerio de Asuntos Exteriores y de

Cooperación con la creación de la nueva Secretaría de Estado para

I b e roamérica, «se ha querido resaltar el carácter prioritario de

Iberoamérica para nuestra política exterior», algo que, como sabemos,

permanece en el tiempo.

En segundo lugar, la Secretaría ha de constituirse de facto en el órga-

no de dirección política de la acción española en Iberoamérica. Por lo

menos, este es el significado que se le ha pretendido atribuir y es lo que

podemos comprobar tanto en el discurso político como en la estructura

de la nueva Secretaría de Estado.

Por lo que se refiere a lo primero, lo indicaba la Secretaria de Estado

para Iberoamérica con ocasión de su comparecencia, el 27 de noviembre

de 2006, ante la Comisión de Asuntos iberoamericanos, y señalar que

«Esta es una comisión parlamentaria dedicada exclusivamente a controlar

la política de los gobiernos españoles hacia Iberoamérica; dato que

demuestra el carácter muy especial y singular que tienen nuestras rela-

ciones con esa región, producto, por supuesto, de una historia comparti-

da y de unos estrechos vínculos culturales, económicos, científicos y aca-

démicos. Desde nuestro punto de vista, ello justifica que sea una de las

mayores prioridades de la política exterior de cualquier gobierno de

España, y por supuesto del actual Gobierno. Dada la creciente relación

política, económica, cultural y social de España con esta región del

mundo, no se entendería que no existiese un espacio parlamentario, como

el que hoy nos ocupa, diferenciando dónde abordar lo que Iberoamérica

representa para España. Por tanto, señorías quiero subrayar que para mí

es un privilegio estar aquí esta tarde. Como decía, Iberoamérica siempre
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ha sido una prioridad para la política exterior española, y quizá hoy deba

serlo más que nunca». No obstante, interesa subrayar cómo se concibe la

creación del nuevo órgano, es decir, «Este carácter permanente de la polí-

tica iberoamericana nos hace considerarla una cuestión de Estado y, en

consecuencia, la creación de esta Secretaría de Estado, como decía al ini-

cio de mi intervención, buscará en todo momento fortalecer nuestro papel

en el subcontinente, defendiendo nuestros intereses como país y actuan-

do como factor de desarrollo, de diálogo e integración».

En lo relativo a lo segundo, podemos destacar algunos elementos que

ponen claramente de manifiesto que se pretenden alcanzar todos los

aspectos de las relaciones en el espacio iberoamericano tanto en el plano

bilateral como multilateral. Así, hemos de señalar, con trazo grueso, que el

Real Decreto 1028/2006 habla de la Dirección General de Política Exterior

para Iberoamérica a la que corresponde «la elaboración, propuesta y apli-

cación de la política exterior de España en su correspondiente área geog r á-

fica» y que «Para el cumplimiento de las funciones señaladas, la Dire c c i ó n

General se estructura en los siguientes órganos: A) La Subdirección General

de México, Centroamérica y Caribe. B) La Subdirección General de Países

de la Comunidad Andina. C) La Subdirección General de Países del MER-

COSUR y Chile».

Tal y como se indica en la norma a «estas subdirecciones generales les

corresponde la elaboración y promoción de los intereses de la política

exterior de España en sus áreas de responsabilidad, y del impulso de las

relaciones bilaterales con los países que engloban». Asimismo, se incluye

la Dirección General de Organismos Multilaterales Iberoamericanos a la

que corresponde «la preparación y coordinación de las Cumbre s

Iberoamericanas, el diseño e impulso de las actividades de la Comunidad

Iberoamericana de Naciones, y la colaboración y apoyo a las funciones de

la Secretaría General Iberoamericana» y, también, «el fomento y la coordi-

nación de la presencia de España en la Organización de Estados

Americanos (OEA) y en los distintos organismos y entidades multilaterales

de ámbito iberoamericano, sin perjuicio de las competencias del

Ministerio de Economía y Hacienda».

Ahora bien, «para el cumplimiento de las funciones señaladas, la

D i rección General se estructura en los siguientes órganos: a) La

Subdirección General para la Comunidad Iberoamericana de Naciones,

(…) y b) La Subdirección General de Organismos Multilaterales de

Iberoamérica».
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Con todo, se ha abierto una nueva etapa en el marco de la política

exterior española que queda reflejada en esta nueva estructura y que pone

el énfasis en el espacio iberoamericano que ha sido, como hemos repeti-

do hasta la saciedad, una constante en la política exterior de España.

Ahora bien, centrarse en la Comunidad iberoamericana y en los esfuerzos

de cooperación e integración que acontecen en el espacio iberoamerica-

no nos revela que, sobre todo, a través de la creación de una Secretaría

de Estado para Iberoamérica se podrán determinar, con precisión, los

ámbitos de actuación en el espacio iberoamericano y se podrá llegar a

todos los sectores en los que se manifiesta la cooperación y la concerta-

ción entre los iberoamericanos.

Las posiciones de España y el desarrollo de las Cumbres Iberoame-

ricanas de Costa Rica, Salamanca y Uruguay

Durante el periodo que estamos analizando han tenido lugar, como se

sabe, tres Cumbres iberoamericanas, en particular, la Cumbre de San

José de Costa Rica en 2004, la Cumbre de Salamanca (España) en 2005

y la Cumbre de Montevideo en 2006. Con ello, se ha cumplido, una vez

más, con la cita anual de los Jefes de Estado y de Gobiernos de la

Comunidad Iberoamericana de Naciones y, lo que es más importante aún,

se han ido asentando, de nuevo, los principios, fundamentos y objetivos

en los que se basa esta Comunidad.

Desde luego, a lo largo de los años en los que ha tenido lugar la cele-

bración de Cumbres iberoamericanas, se pueden hacer balances muy

diferentes de cada una de ellas y cómo, incluso, se pueden establecer

diversas etapas del periodo de concertación y cooperación multilateral

entre los iberoamericanos que representan las Cumbres. De todas mane-

ras, las tres Cumbres mencionadas se han venido a sumar y han sumado

contenidos a la realidad de concertación y cooperación entre los Estados

de Iberoamérica que expresa, con toda nitidez, la Comunidad

Iberoamericana de Naciones y que, en el fondo, queda reflejada en los tér-

minos empleados pro Celestino del Arenal cuando ha examinado, en

general, los resultados de la última Cumbre de Montevideo.

Para este autor, hay que distinguir, ciertamente, entre lo superficial y lo

profundo y así ha señalado que «como viene siendo habitual, en la inter-

pretación que se hace de las Cumbres han primado más lo superficial y lo

coyuntural, que la trayectoria de contenidos y resultados que se derivan

de la dinámica de las mismas. Han primado antes los diferendos que
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enfrentan en el momento de la Cumbre a algunos países iberoamericanos

o los personalismos de algunos Presidentes, que el trabajo realizado

desde la anterior Cumbre y los resultados y compromisos cumplidos y

asumidos de cara al futuro. Es algo que viene sucediendo en casi todas

las Cumbres en las que se producen ausencias significativas, actuaciones

singulares o enfrentamientos entre Presidentes, que son los que centran

la atención mediática y ocultan los resultados obtenidos. En estos casos,

los árboles no nos dejan ver el bosque».

No obstante, no le falta razón al Profesor Del Arenal cuando ha indica-

do que estamos en presencia de un «bosque que, desde la celebración de

la I Cumbre en Guadalajara, en 1991, ha crecido considerablemente,

pudiendo afirmarse en estos momentos que tenemos ya una auténtica

Comunidad Iberoamericana operativa a nivel interno iberoamericano y a

nivel internacional. Las Cumbres Iberoamericanas no se pueden valorar,

por lo tanto, simplemente en función de las asistencias y ausencias de los

Presidentes que se producen en cada una de ellas, ni en función de una

estricta dimensión política que responde a coyunturas muy específicas y

cambiantes. Hacerlo, así, sería desconocer la realidad de la existencia de

una Comunidad Iberoamericana que es mucho más que la puntual cele-

bración de la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno. Sería descono-

cer la realidad de una Comunidad Iberoamericana que se viene articulan-

do en el trabajo del día a día, a través de múltiples interacciones, concer-

taciones, programas de cooperación, seminarios, encuentros, que se rea-

lizan a nivel iberoamericano e internacional; que se realizan a nivel de téc-

nicos, especialistas y profesionales, sobre los más diversos ámbitos; que

se realizan a nivel ministerial sectorial, a nivel de ministros de asuntos

exteriores, a nivel de coordinadores nacionales y de responsables de coo-

peración, que van avanzando sobre diferentes temas y problemas que

afectan a la Comunidad Iberoamericana» (La Cumbre de Montevideo:

¿éxito o fracaso?. Fundación Carolina, 2007).

Comoquiera que sea, la cooperación en el seno del conjunto de las

instancias que integran la Comunidad iberoamericana también pone de

relieve algunos elementos de la política exterior española o, por decirlo de

o t ro modo, expresa la acción del Gobierno español en el marco multila-

teral por excelencia de la cooperación entre los Estados ibero a m e r i c a-

nos. Sobres estas bases, conviene señalar aquellos aspectos que, a mi

juicio, resultan de mayor interés a los efectos del análisis que estamos

re a l i z a n d o .
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En primer lugar, se observa que el contenido de las Cumbres así como la

obtención de resultados en el marco de las mismas han ido creciendo y,

s o b re todo, que han ido asentándose a lo largo de las tres Cumbres a las que

nos referimos los principios en los que se fundamentan y los objetivos que

se pretenden conseguir con la realización de las mismas, por lo que el balan-

ce que se puede extraer de ellas se podría calificar como muy positivo.

Por lo menos, deberíamos sostener, con Celestino del Arenal, que «en

todo caso, mas allá de estos resultados, no se puede olvidar en ningún

caso, cuando se analizan las Cumbres, que ya no estamos, como en el

pasado, ante un mecanismo de funcionamiento discontinuo y puntual,

que dependía casi en exclusiva de lo que decidiesen cada año las

Cumbres, sino ante un mecanismo de diálogo y concertación política y

cooperación iberoamericana, permanente e institucionalizado, que está

en funcionamiento todo el año y que, en consecuencia, hay que valorar en

términos diferentes a como tradicionalmente se han venido valorando

dichas Cumbres» (La Cumbre de Montevideo: ¿éxito o fracaso?.

Fundación Carolina, 2007).

Las dudas que pudieron haber surgido con ocasión de la celebración

de la Cumbre de San José de Costa Rica a la que asistió el Presidente del

Gobierno español al inicio de su mandato y que recibió, como se sabe,

duras críticas, pronto se han disipado gracias a la proyección y alcance

que han tenido las reuniones de Salamanca y Montevideo y, lo que es más

importante aún, el significado que han adquirido el conjunto de reuniones,

foros y acciones en el marco de la concertación y cooperación iberoame-

ricanas que han tenido lugar desde entonces y que han incidido en aspec-

tos muy relevantes de la cooperación entre los iberoamericanos.

En definitiva, lo que cabe constatar es que se ha pasado de una pri-

mera etapa en la que se expresó un cierto desinterés o, al menos, una

falta de eficacia a la hora de proyectar, de manera idónea, la dimensión

latinoamericana de la política exterior española a una segunda fase en la

que se ha hecho más visible la preocupación del Gobierno español por

consolidar y profundizar las relaciones en le espacio iberoamericano.

De este modo, la acertada crítica formulada en relación con la Cumbre

de San José en el sentido de que «El gobierno socialista, por lo tanto, no

ha dedicado suficiente atención en sus primeros meses a esa dimensión

esencial de la política exterior española que es la política latinoamericana

y no ha estado pendiente, como ha sucedido otras veces cuando las

Cumbres se celebraban en países pequeños, con diplomacias poco pro-
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fesionalizadas, de la preparación de la Cumbre de San José de Costa Rica

con el fin de garantizar que la misma fuese un éxito desde todos los pun-

tos de vista. Este hecho cobra aún mayor significado si se tiene en cuen-

ta que era el estreno de Rodríguez Zapatero en dichas Cumbres» (De la

Cumbre Iberoamericana de San José de Costa Rica (2004) a la Cumbre

Iberoamericana de Salamanca (2005) (DT) DT Nº 5/2005 – Documentos),

queda compensada por el interés y el esfuerzo derrochados por el

Gobierno español tanto en la Cumbre de Salamanca como en la Cumbre

de Montevideo y en los procesos preparatorios de las mismas.

Ya lo apuntaba el Ministro español de Asuntos Exteriores cuando, en

abril de 2005, decía que «Vivimos tiempos de cambio en Iberoamérica. A

pesar de las dificultades, que son muchas, y la crisis de Ecuador así lo

demuestra, por primera vez en la historia podemos aspirar a consolidar un

espacio común de democracia y progreso, y a aumentar el peso y la

influencia de la región en la sociedad internacional. En este proceso,

España puede y debe desempeñar un papel muy relevante», para indicar,

con rotundidad, que «en Salamanca queremos adoptar una agenda ambi-

ciosa que incluirá el canje de deuda por inversión en educación, una estra-

tegia iberoamericana de cooperación para el desarrollo, un fondo humani-

tario, la creación de un espacio judicial, una carta cultural iberoamericana,

y toda una serie de medidas políticas para la prevención, gestión y solu-

ción de crisis, así como la participación en operaciones de mantenimien-

to de la paz, como es el caso de Haití. Para involucrar a la sociedad civil,

deseamos incorporar a parlamentarios, empresarios y representantes de

ONG a este gran proyecto común. Queremos, en suma, que Salamanca

marque el comienzo de una nueva etapa en la concertación política y en

la cooperación económica, social y cultural entre nuestros pueblos, de

forma que todos los iberoamericanos perciban de forma directa los bene-

ficios de nuestra colaboración. En definitiva, en Salamanca debe ver la luz

un verdadero espacio iberoamericano» (El País, 22 de abril de 2005).

Con todo, la realidad de concertación y cooperación en el espacio ibe-

roamericano que constituye la Comunidad Iberoamericana de Naciones se

ha erigido en el punto de referencia de la política exterior de España en ese

espacio cuando se aborda no sólo de manera multilateral sino, también,

en muchas manifestaciones de las relaciones bilaterales con Estados

Iberoamericanos. De ahí que nos encontremos con reiteradas referencias

a la pertenencia común a la Comunidad en los encuentros que han man-

tenido tanto el Jefe del Estado español como el Presidente del Gobierno

con mandatarios latinoamericanos a lo largo del periodo analizado.
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Pero, además, encontramos una expresión concreta del interés de

España por el fortalecimiento de la Comunidad que se ha hecho visible a

través del fortalecimiento institucional de la misma. En realidad, el papel

de España en el fortalecimiento de la Comunidad Iberoamericana de

Naciones ha ido creciendo y estimo que ha sido decisivo en el proceso de

reforma abordado a partir de las Cumbres de 2004 y de 2005. Como se

ha dicho, en la XIV Cumbre Iberoamericana de San José de Costa Rica,

se planteó la urgente necesidad de un relanzamiento de la cooperación

iberoamericana, asumiendo España el compromiso de participar activa-

mente en este proceso (C. Del Arenal, Las Cumbres Iberoamericanas

(1991-2005). Logros y Desafíos, Ed. Fundación Carolina y Siglo XXI,

Madrid, 2005.

En consecuencia, durante el año 2005, tuvieron lugar importantes

acontecimientos vinculados con el proceso de reforma del sistema de las

Conferencias Iberoamericanas, en particular: la ratificación del Convenio

de Santa Cruz de la Sierra constitutivo de la Secretaría General

Iberoamericana (SEGIB), hecho en La Paz (Bolivia) el 18 de mayo de 2004;

la Ratificación del Estatuto de la Secretaría General Iberoamericana,

hecho en San José (Costa Rica) el 20 de noviembre de 2004; y la Firma

del Acuerdo de Sede entre el Reino de España y la Secretaría General

Iberoamericana, disponiéndose su aplicación provisional.

En todo caso, la XV Cumbre de Salamanca, fue crucial para la defini-

ción del nuevo rumbo de la cooperación iberoamericana. La Declaración

Final resalta, ciertamente, la importancia del acervo iberoamericano inte-

grado por los valores, principios y acuerdos aprobado en las anteriores

cumbres y, además en esa ocasión, se incorporó Andorra como nuevo

miembro «que comparte plenamente la identidad y los criterios de partici-

pación del sistema de cumbres». Ahora bien, y esto es lo importante,

desde la perspectiva institucional, dicha Cumbre estuvo marcada por la

decisión de la puesta en marcha la Secretaría General Iberoamericana,

«como órgano permanente de apoyo para la institucionalización de la

Conferencia Iberoamericana».

En segundo lugar, el periodo que estamos comentando coincide con

el fortalecimiento y la proyección internacional de la Comunidad iberoa-

mericana en lo que España va a jugar, también, un papel decisivo. Ya que-

daba claro en las palabras que pronunciaba el Jefe del Estado español en

el acto de clausura de la XV Cumbre iberoamericana, en 2005, al indicar

que «Esta Cumbre nos reafirma en nuestra convicción de que es mucho
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lo que la Comunidad Iberoamericana puede aportar a nuestros pueblos y

Naciones. Además de una clara vocación para hacerlo, dispone ya de ins-

trumentos para ello. No en vano, hemos dado un impulso fundamental a

la Secretaría General Iberoamericana en esta Cumbre. Un instrumento

concebido para trabajar en la consecución de los grandes objetivos que,

con carácter general, nos propusimos ya hace tiempo: lograr una mayor

cohesión interna de nuestro espacio iberoamericano y hacerlo más pre-

sente y activo en el mundo».

Y en la misma dirección de fortalecimiento de la Comunidad se pro-

nunciaba el Presidente del Gobierno español en su encuentro con la

colectividad española en Argentina, en enero de 2005, al decir que «Por

ello y con ello, tenemos el convencimiento de que Argentina está en la

senda de recuperar el papel que le corresponde en el concierto interna-

cional: un papel de una nación libre, democrática y próspera; un papel de

una nación culta, con una ciudadanía culta y formada; un papel brillante

en lo que representa la Comunidad Iberoamericana; una Comunidad

Iberoamericana que, como bien sabéis, supone el gran objetivo prioritario

del Gobierno que presido».

No obstante, este interés por reforzar la Comunidad y proyectar sobre

ella el conjunto de los intereses de los iberoamericanos se ha manifesta-

do en diversas dimensiones, de tal manera que la Comunidad y sus meca-

nismos se conciben como un instrumento útil e imprescindible no sólo en

la política exterior española sino, también, en el marco del conjunto de las

relaciones que mantiene España en el espacio iberoamericano y en las

que se producen en el interior del mismo.

Así lo expresaba el Presidente del Gobierno de España en el discurso

que pronunció en la Reunión con los Jefes de las Oficinas Económicas y

Comerciales españolas en Iberoamérica, en Sao Paulo, en enero de 2005,

al indicar que «la Comunidad Iberoamericana supone, para España y para

todos y cada uno de los países que integran dicha Comunidad, una exce-

lente oportunidad de presencia en el mundo, de vínculos y de relaciones,

de espacios comerciales, de integración de esfuerzos, de cooperación en

el ámbito de la política exterior y de una visión de cómo ha de ser un des-

arrollo sostenible y social en el mundo. Por ello España tiene en su pre-

sencia en Latinoamérica en el ámbito político y, de manera muy singular,

en el ámbito económico, de las empresas, un gran reto, un enorme des-

afío, al que estoy seguro que vais a saber responder como hasta ahora

habéis hecho en beneficio de los intereses de nuestro país».

— 147 —



Al mismo tiempo, la política española en conjunción con la política del

resto de Estados de Iberoamérica ha estado orientada, en los últimos

años, a asegurar la presencia de lo iberoamericano en la escena interna-

cional y, en particular, de la Comunidad Iberoamericana como expresión

por excelencia de la realidad iberoamericana de concertación y coopera-

ción. Esto podemos observarlo, por ejemplo, en las palabras del

Presidente Rodríguez Zapatero quien ha dicho, por un lado, que «La

Comunidad Iberoamericana ha de tener una voz fuerte en el mundo, la

Comunidad Iberoamericana es un factor para la construcción de un orden

internacional, guiado por los principios de multilateralismo, legalidad inter-

nacional, cooperación al desarrollo, lucha contra la pobreza, y esfuerzo

por una modernización y consolidación democrática en todos los ámbitos

y en todos los países» (Conferencia de prensa Buenos Aires, 26 de enero

de 2005), siendo así que, por otro lado, ha sacado las consecuencias para

la política exterior de España al decir que «Queremos que la Comunidad

Iberoamericana se proyecte más al exterior y que hable con voz propia

sobre los grandes temas globales. Lo necesitamos nosotros y lo necesita

el mundo. A ello vamos a prestar una atención particular en la Cumbre de

Salamanca. Tenemos que conseguir que en esta próxima reunión de jefes

de Estado y de Gobierno se manifieste la gran voz de la Comunidad

Iberoamericana, que cada vez será escuchada con más fuerza en el

mundo globalizado».

Para terminar indicando que «Tengo y tengan la certeza de que el

papel de la Secretaria General, de Enrique Iglesias y de su equipo de cola-

boradores, será decisivo para el desarrollo del espacio común iberoame-

ricano y la visibilidad internacional de nuestra Comunidad. Para ello con-

tarán con nuestro total apoyo y nuestra colaboración más leal y entusias-

ta». (Acto de firma del Acuerdo de Sede entre el Reino de España y la

Secretaría General Iberoamericana, Palacio de la Moncloa, 30 de sep-

tiembre de 2005).

Por último, se aprecia que, durante el desarrollo de las tres Cumbre s

que han tenido lugar en el periodo del actual Gobierno socialista, las posi-

ciones del Gobierno español se han reflejado de alguna manera. En este

sentido, lo que podríamos calificar como el contenido social de la política

española en el espacio iberoamericano ha encontrado manifestaciones

muy re l e v a n t e s. De entre ellas podríamos destacar, al menos las siguientes:

Por un lado, se han expresado propuestas muy concretas en el campo

de lo social como sería la cuestión relativa al canje de deuda por inversio-
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nes de contenido social. En realidad, nos hallamos ante uno de los ele-

mentos que definen la política española en su conjunto, como decía el

Presidente español con ocasión de la Reunión de Alto Nivel sobre finan-

ciación del desarrollo en Naciones Unidas, en septiembre de 2005, al

señalar que «España se está implicando también con los países de renta

media altamente endeudados en proyectos de canje de deuda por inver-

siones públicas en ámbitos centrales para el desarrollo humano sosteni-

ble, como la educación, el medio ambiente o las infraestructuras», pero

que se está haciendo efectiva, de modo particular, en el espacio iberoa-

mericano.

Y así lo expresaba el Ministro de Asuntos Exteriores, en junio de 2005,

al indicar que el canje de deuda por educación fue «la iniciativa presenta-

da por el Presidente del Gobierno en la anterior Cumbre Iberoamericana

de San José de Costa Rica y que tendrá una materialización práctica en

la búsqueda conjunta de fórmulas para la conversión de deuda en inver-

siones en educación y desarrollo. Los aspectos concretos serán decididos

por consenso por los gobiernos iberoamericanos, tras las correspondien-

tes reuniones de ministros de economía y de educación». Todo lo cual se

plasmó, como se sabe, en la Cumbre de Salamanca en la que se deter-

minó que la SEGIB diera seguimiento al acuerdo de «impulsar en el seno

de la Comunidad Iberoamericana, y en terceros países, los programas de

canje de deuda por educación y otras inversiones sociales». Y, asimismo,

se adoptó un Comunicado especial sobre conversión de deuda externa

por inversión educativa.

Por otro lado, se ha adoptado la Carta Cultural iberoamericana a lo

largo del proceso de las Cumbres de Salamanca y Montevideo, de tal

manera que se pasó de unas Bases para una Carta Cultural

Iberoamericana, durante la primera de las Cumbres mencionadas, al texto

definitivo en la segunda Cumbre. No me caben dudas del interés del

Gobierno español por este asunto y de los esfuerzos realizados al res-

pecto por la Organización de Estados Iberoamericanos (OEI).

Finalmente, se ha abordado el fenómeno de las migraciones, en parti-

cular, durante el desarrollo de la Cumbre de Montevideo. Desde luego,

como lo ha señalado Celestino del Arenal «habría que destacar especial-

mente el Compromiso de Montevideo sobre Migraciones y Desarrollo, que

constituye un documento de especial trascendencia en relación a un tema

de extraordinaria importancia en el momento actual. Este documento,

además de hacer un exacto análisis y diagnóstico de la cuestión, asume
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compromisos específicos para la puesta en vigor de un Convenio

Iberoamericano de Seguridad Social y la cooperación entre los países ibe-

roamericanos en esta materia, reconociendo el acceso de cualquier inmi-

grante, con independencia de su condición migratoria, a los servicios de

salud, educación y tutela judicial». (La Cumbre de Montevideo: ¿éxito o

fracaso?. Fundación Carolina, 2007).

No obstante, quizá la aportación de mayor interés por parte de España

a esta cuestión teniendo en cuenta que, en la actualidad, un número consi-

derable de inmigrantes en territorio español son de origen ibero a m e r i c a n o ,

es que el Gobierno español ha apostado, también, por un modelo iberoa-

mericano en esta materia. En palabras del Presidente español en la Cumbre

de Montevideo, en 2006, «Debemos ser capaces de establecer, desde los

más profundos criterios de humanidad, hospitalidad y solidaridad, un

modelo iberoamericano para la gestión de las migraciones». Por lo menos,

ello significa que la realidad iberoamericana va a ser tenida en cuenta en la

política de inmigración que, finalmente, establezca el Estado español o, si

se quiere con mayor precisión, en el diseño del modelo que aún no existe

en esta materia y que, paulatinamente, se está construyendo.

CONCLUSIONES

Se ha convertido en un lugar común decir que Iberoamérica es un

ámbito prioritario de la política exterior española. Y también es un lugar

común sostener que esto es así con independencia del Gobierno que

detente el poder en cada momento de la historia contemporánea de

España. Lo relevante es que el contenido de estas afirmaciones se man-

tenga en el tiempo y que el conjunto del espacio iberoamericano, bien pre-

cisado y cohesionado, ocupe en la política exterior de España el lugar que

verdaderamente le corresponde.

Durante el periodo que hemos analizado, se han derrochado numero-

sos esfuerzos para poner de manifiesto y demostrar que Iberoamérica

ocupa y preocupa en el diseño de nuestra política exterior y que es nece-

sario que España considere a este espacio en todas sus dimensiones. No

sólo en el ámbito de las relaciones bilaterales, que son importantes y fruc-

tíferas, y no sólo en el marco que representan las diversas instancias de la

Conferencia iberoamericana sino, también, y esto es muy significativo, en

el seno de los procesos de integración que acontecen en América Latina

y el Caribe y en los que participan Estados iberoamericanos.
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Reforzar la dimensión iberoamericana de España se ha concebido

como una expresión de fortalecimiento de la política exterior española. De

ahí que se haya querido, también, jugar un papel decisivo por parte de

España en las relaciones entre la Unión Europea y América Latina y el

Caribe, como cabría observar en la contribución política y normativa de

España sobre todo ala Cumbre ALCUE, celebrada en Viena en 2006, ya

que la Cumbre de Guadalajara (México) de 2004 fue, en esencia, prepara-

da por la anterior Administración.

Todo esto lo decía Carlos Westendorp cuando señalaba que «Desde el

punto de vista político nuestro Gobierno ha tenido como una de sus prio-

ridades en la región el estímulo de los procesos de integración entre los

países iberoamericanos y su vinculación a Europa. Y sin que ello sea

incompatible con el desarrollo y enriquecimiento de nuestras relaciones

bilaterales a través de un sólido marco institucional de Tratados de

Amistad y Acuerdos de Cooperación». (La política exterior de España: las

prioridades permanentes y los nuevos desafíos. Política Exterior Española,

INCIPE, Ensayo número 9).

Pero, más allá, quizá lo que distingue, hasta ahora, al periodo del

Gobierno del Presidente Rodríguez Zapatero en su política en el espacio

iberoamericano es el intento por dotarla de un extraordinario contenido

social, de tal manera que, al tiempo que se refuercen las dimensiones ins-

titucionales y externas de la realidad iberoamericana de concertación y

cooperación, se incide en aquellos elementos que permitan un desarrollo

integral de la región.

Faltaría, no obstante, abordar una cuestión pendiente desde hace

tiempo. Es posible que la realidad iberoamericana penetre en la senda de

la integración, eso sí, limitada y de geometría variable, pero al fin y al cabo,

una integración que daría pleno contenido y significado no sólo a la polí-

tica exterior española en el conjunto de Iberoamérica sino, también, y esto

es lo más relevante, a la Comunidad Iberoamericana de Naciones como

proyecto histórico de relación entre los iberoamericanos. Habría que

determinar, eso sí, los ámbitos de actuación y establecer los periodos

para la integración pero la voluntad política debería expresarse ante de

que finalice la presente legislatura.
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LA TRASCENDENCIA DE LA PRESENCIA EMPRESARIAL ESPAÑOLA

EN IBEROAMÉRICA

Por JUAN E. IRANZO MARTÍN

CAMBIO DE TENDENCIA DE LA INVERSIÓN EXTRANJERA EN E S PA Ñ A

España, de receptor neto de inversión a inversor directo en el exterior

Desde mediados del siglo XIX, con la entrada de capital extranjero

para financiar el ferrocarril, explotar la minería y desarrollar la banca,

España ha sido un país tradicionalmente receptor de inversión extranje-

ra. Este proceso se intensificó con nuestra incorporación a la

Comunidad Europea, puesto que se incrementó la inversión pro c e d e n t e

tanto de nuestros nuevos socios, como de terc e ros países que pre t e n-

dían acceder al mercado común a través de un país «barato». Sin

e m b a rgo, a partir de 1997 aparece un hecho con importancia capital,

desde el punto de vista de los flujos de inversión en el ámbito intern a-

cional, es cuando la inversión directa extranjera (IDE) procedente de

España, superaba de manera amplia la inversión recibida desde el

e x t r a n j e ro .

Desde entonces España se ha constituido y estructurado, desde un

punto de vista financiero, como un país con carácter de «inversor neto» en

el panorama internacional.

Este cambio estructural fundamental, técnicamente hablando, es con-

secuencia de diversas variables que han incidido en el proceso de inter-
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nacionalización de las inversiones españolas, a las que se hará referencia

a continuación.

La creciente liberalización regulatoria de los movimientos de capitales

desde los años noventa, ha permitido un desarrollo importante de la

Inversión Directa Extranjera (IDE), debido principalmente a las elevadas

tasas de crecimiento del Producto Interior Bruto, así como las privatiza-

ciones que han ido aconteciendo en las diferentes áreas económicas del

país. Asimismo el aumento generalizado de la «competencia» en todos los

sectores nacionales ha incidido, sin duda, en la formulación de diferentes

tipos de estrategias, tanto productivas como de comercialización, cuyo fin

se ha focalizado en la rebaja de los costes unitarios finales presentes en

la generación del bien de consumo. Es por ello que, como medida ten-

dente a este tipo de ajustes, el inicio de la producción de determinados

bienes en otros países infunde la posibilidad del abaratamiento del coste

final del producto. Se permite así competir, no sólo en el mercado inter-

nacional, sino en el propio mercado nacional.

Como factor que hay que tener muy en cuenta en el tema de la

Inversión Extranjera Española, se encuentra el proceso de Integración

Económica y Monetaria acaecido en la Unión Europea. Este proceso ha

servido de base para el asentamiento de un mercado de carácter econó-

mico y financiero ávido de crecimiento, sobre todo en determinados sec-

tores industriales y de servicios.

Estos tres factores han llevado a muchas empresas, cuya situación

financiera les permitía, más bien les exigía, una estrategia expansiva de
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Fuente: ICEX.
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desarrollo, el dirigirse hacia determinado tipo de zonas geográficas, nor-

malmente en desarrollo, intentando conseguir la ya mencionada conten-

ción de costes, así como la búsqueda de mercados menos maduros.

Además suponía una oportunidad de negocio sobre el mismo territorio de

expansión, y sobre la base de conocimientos y experiencias acumuladas

en el país de origen. Hay que añadir junto a los factores anteriores, y como

elemento potenciador, el denominado «factor de globalización» que se ha

estado viviendo en estos años. Este factor ha permitido generar una serie

de sinergias en las empresas que en su momento llevaron a cabo inver-

siones en sectores estratégicos, y que se han visto recompensadas con

unos «retornos» nada desdeñables.

Invertir en el Exterior. Riesgos y ventajas

Realmente la ventaja competitiva de la empresa aparece como el fac-

tor determinante para llevarse a cabo la Inversión Directa en el Exterior, y

como consecuencia para permitir la internacionalización de la empresa en

todos sus aspectos (J. José Durán Herrera).

Hay una serie de desventajas que a primera vista parecen obvias cuan-

do cualquier empresa quiere salir al exterior, mediante la realización de

determinados tipos de inversiones estratégicas. Así hablar de las denomi-

nadas barreras lingüísticas, culturales o sociales, hace que tengamos muy

en cuenta otros aspectos diferentes de las tradicionalmente denominadas

«variables técnicas» (estabilidad económica y política del país destino de

las inversiones). Por tanto no encontramos con una composición hetero-

génea en la formulación de lo que Zaheer (1995) denominó «Coste de

Extranjería».

En consecuencia de lo anteriormente esgrimido, vamos a hacer espe-

cial referencia sobre aquellos factores que se vienen considerando como

los más importantes y que, por su necesidad de reflexión, han de ser tra-

tados con especial delicadeza a la hora de realizar una inversión en el

extranjero.

El Riesgo de cambio, especialmente en Latinoamérica, es de impor-

tancia capital debido, sobre todo, a que cada país acuña su propia mone-

da de curso legal. Resulta evidente que cuando se realizan operaciones

de compra y venta de bienes o activos se produce un periodo transitorio

desde que se produce la operación (estructura contractual) hasta el

momento en que se lleva a cabo el pago de dicha operación. Es en este

periodo donde las fluctuaciones monetarias pueden causar no pocos pro-
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blemas en la consolidación de la operación. Todo ello se suma a la posi-

bilidad de existir determinadas trabas fiscales que puedan poner en peli-

gro los flujos financieros entre filiales y matrices.

Respecto al Riesgo País tendremos principalmente en cuenta la situa-

ción macroeconómica del país objeto de la inversión. Así podemos encon-

trarnos conformando el Riesgo País, por un lado, con el denominado

Riesgo Político en referencia a la estabilidad del sistema político y de la

viabilidad de sus dirigentes. Por otro lado, también hemos de enfrentarnos

al denominado Riesgo Soberano que pueda presentar el país, entendién-

dolo como la posibilidad de incumplimiento de las distintas obligaciones

financieras producidas por la deuda externa.

Como podemos comprobar, el Riesgo País toma una posición de pre-

ponderancia a la vista de las circunstancias acaecidas en Bolivia y en la

propia Venezuela, circunstancias que influirán profundamente a la hora de

la elección del país donde realizar la inversión. Por ello se dedicará un epí-

grafe completo a la materia, intentando dar un sentido más amplio al

alcance de este tipo de riesgo.

La complejidad genérica en la estructura del país, que engloba todos

los otros factores a los que se hacía referencia anteriormente. Así no sólo

es la distancia física la que puede procurar dificultades (por ejemplo de

carácter logístico), sino que existen otros factores que van a conminarnos

al diseño de productos ad hoc para la región o país en concreto. Esto

viene a unificar los riesgos provenientes de los aspectos culturales y

sociales propios del país objetivo, y que en determinados casos pueden

actuar como barrera para acceder al mercado en cuestión. Asimismo

muchos analistas consideran que no se debe invertir en otros países,

mientras exista paro en el de origen, puesto que se estaría limitando el

potencial de crecimiento del empleo.

Sin embargo, las ventajas de la internacionalización racional son más

amplias. Tomando como base el denominado «Paradigma Ecléctico» (Jhon

Dunning 1958), hay que tener en cuenta que para que una empresa inter-

venga en la denominada producción internacional, debe poseer una serie

de ventajas sobre sus competidores. Así ha de resultar más lucrativo el re a-

lizar por ella misma las actividades que puedan generar un valor añadido,

que venderlas a un terc e ro para que éste lleve a cabo. Del mismo modo

tiene que resultar más rentable procurar una localización externa (deslocali-

zación) de parte de su producción o de una unidad de negocio, que re a l i z a r

la producción o el desarrollo del producto desde su localización de origen.
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El hecho de poder tener acceso a mercados o materias primas que

puedan no estar disponibles sin la ubicación de la empresa en la zona

geográfica, supone una ventaja directa frente a los competidores. Pero

además, podemos señalar otros diferentes tipos de ventajas englobadas

en este apartado, así nos surgirían las denominadas Ventajas de Activo

(generadas por los activos generales de renta por operaciones), Ventajas

de Control Conjunto (Manejo de forma conjunta de una serie de activos

situados en diferentes países o áreas geográficas, encontrándonos con

posibles entornos fiscales, o incluso de divisa, favorables), Ventajas por

inversión (se produce la posibilidad de invertir sobre la base de los cono-

cimientos y experiencias de anteriores inversiones buscando subvencio-

nes de carácter regional o estatal, en cuanto a mano de obra o precio de

terrenos para habilitar), Ventajas por Diversificación (con ello se logra una

determinada estabilidad en caso de que los mercados en un país o zona

geográfica se encuentren debilitados, balanceándolos con los retornos

provenientes de inversiones en zonas donde la evolución de los mercados

o del propio producto sea más positiva).

Como consecuencia, nos encontramos con una serie de ventajas

por derechos de propiedad o activos específicos como la innovación

en productos, experiencia del capital humano…etc., pero además, se

puede maximizar la utilización de las economías de escala que surjan,

así como la posibilidad de contar con una cierta posición monopolís-

t i c a .

Finalmente, otra de las ventajas principales con la que nos podemos

encontrar es la posibilidad de arbitrar en los mercados (J. José Durán

Herrera), ya que como defendían Buckley y Casson (1976-1985) «La exis-

tencia de fallos en el mercado internacional de bienes intermedios consti-

tuye la condición suficiente y necesaria para que se lleve a cabo la deno-

minada Inversión Directa Extranjera».

Las ventajas de localización se fundamentan en tres aspectos básicos.

En primer lugar, la disposición y coste de los recursos según la situación

geográfica. En segundo lugar, los beneficios provenientes de determina-

dos requerimientos del mercado, como puede ser la posible exención

impositiva. Finalmente hemos de tener en cuenta la distancia entre el país

o zona de producción y el lugar de comercialización. Es evidente que

estas ventajas van a influir en la maximización de las posibles imperfec-

ciones del mercado, imperfecciones que toman base en las diferentes dis-

torsiones estructurales del mercado y en la existencia de los denominados

costes de transacción.
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Llevando a cabo este tipo de estrategias de inversión, se va a tratar

de evitar los denominados «costes de búsqueda y negociación en el

e x t r a n j e ro». También se va a obtener un f e e d b a c k que genere un deter-

minado grado de certeza respecto de los clientes en la zona geográfica

donde se desarrolle la actividad, además vamos a contar con la posibi-

lidad de tener un control más preciso de la oferta y las condiciones de

venta. Las ventajas de la internacionalización de la inversión se optimi-

zan, lógicamente, si se destina a los lugares más adecuados.

I b e roamérica presentaba importantes ventajas que la situaban como un

destino adecuado.

E n t re otros factores podemos destacar, en primer lugar, la afinidad

existente en el idioma, ya que compartimos el castellano como lengua

de re f e rencia. En segundo lugar, se adquiere experiencia empresarial en

m e rcados liberalizados diferentes al español, que en su caso sirven

como base para posteriores internacionalizaciones en otras zonas geo-

gráficas cercanas. En tercer lugar, es evidente que la inversión intern a-

cional supone un multiplicador del poder expansivo de las empre s a s

españolas, permitiendo el uso de estrategias que promuevan la obten-

ción de una posición preponderante en los posibles nuevos merc a d o s .

Además, y como consecuencia de lo argumentado, asistimos a la opti-

mización de la rentabilidad (tanto económica como financiera) de las

e m p resas del grupo inversor en los mercados exteriores; asimismo se

trataba de mercados con un gran potencial de crecimiento y poco

m a d u ro s .
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LAS EMPRESAS MULTINACIONALES ESPAÑOLAS

El proceso de privatización y liberalización

La privatización supone la transmisión de la propiedad de empresas

públicas o de otros activos (como viviendas o terrenos), a manos privadas.

La intención es generar una mejora en la eficiencia empresarial (que reper-

cutirá directamente en la eficacia), y como consecuencia, el aumento en

la cuantía de las retribuciones a directivos, consejeros y finalmente a los

propios empleados, por el desempeño realizado.

Otra de las características implícitas en la privatización es el paso del

estado que privatiza de ser meramente productor a ser un estado garan-

te, que regula, financia e inspecciona, procurando un mercado más trans-

parente en los distintos sectores, pasando así la producción a ser un tema

subsidiario.

Hay que reseñar que los objetivos de la privatización son fundamen-

talmente los siguientes:

• Generación de ingresos con el objetivo de reducir la deuda pública.

• Dar un impulso a la eficiencia, y con ello a la eficacia de la empresa

en cuestión, por estar demostrado empíricamente que las empresas

privatizadas son más rentables que en su estado anterior.

• Permite la posibilidad del acceso a la propiedad por parte de los

propios ciudadanos. Así pueden comprar títulos valor de las empre-

sas o incluso parte de los activos materiales de la empresa.

• Se produce un equilibrio en el orden competitivo. Es conocido que

la empresa pública, debido a las subvenciones (entre otras cosas)

genera bastantes dificultades para las empresas privadas que com-

piten en el mismo sector.

• Ganancia de flexibilidad tanto en los temas relacionados con la ges-

tión como en los temas laborales.

• Permitir la internacionalización de las empresas, que no sería posi-

ble si fuesen públicas, por los obstáculos que encontrarían en dife-

rentes legislaciones.

Es a partir del enfoque dado por el Consejo de Ministros en 1996 al

proceso privatizador en España, cuando realmente se asume explícita-

mente que la privatización es un elemento constitutivo del objetivo gene-

ral de la política económica a desarrollar, consistente en dar un paso más

en la liberalización de la economía española. Además se produce el sola-

pamiento de una serie de procesos cuyo fin último es la desregularización
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y limitación de las intervenciones financieras por parte del estado en el

sector empresarial.

Por otro lado nos encontramos que los agentes activos en el propio

proceso de privatización serían por un lado, «La Sociedad Estatal de

Participaciones Industriales», «la Sociedad Estatal de Participaciones

Patrimoniales» (posteriormente integrada en la SEPI) y la Agencia

Industrial del Estado, quedando en evidencia que los gestores de las

empresas a privatizar no iban a tener un papel decisivo ni en la estructu-

ra ni en la gestión de la operación de venta en el proceso.

Es con todo esto con lo que se intentó dar credibilidad y transparen-

cia al proceso privatizador, siendo completado mediante la supervisión,

con rango político, de «La Subcomisión de Privatizaciones del Congreso

de los Diputados». Esta subcomisión se encargaba de recibir la docu-

mentación de las posibles operaciones de privatización que fueran a tener

lugar, realizando un estudio y posterior debate sobre estas.

Las operaciones de privatización aportaron una mayor profundidad al

mercado, publicitando además la posición de la empresa en todos sus

aspectos, incluidos el económico y el financiero. El intento de reducción

de la Deuda Pública, va a provenir del saneamiento de las empresas públi-

cas y la reducción de su dependencia financiera de las arcas públicas. Se

produce una disminución del gasto y un aumento de los ingresos que per-

mite también reducir el déficit público.

Con la privatización y liberalización se reduce el número de barreras de

entrada y se facilita un mejor desenvolvimiento para los partícipes del

mercado; lo que ha sido un factor determinante en la internacionalización

de las empresas españolas que eran públicas y saber actuar en régimen

de monopolio. El incremento de la competencia en España las «obligaba»

a buscar nuevos mercados, «menos maduros», en los que poder penetrar

al ser empresas privadas y no públicas.

Un factor determinante de la localización de una gran parte de las

empresas de servicios españolas en Iberoamérica, se debe a la posibili-

dad que tienen de acceder a los procesos de privatización que se estaban

realizando en esa zona. En efecto, la década de los noventa ha sido, con-

ceptualmente hablando, el proceso más significativo respecto a la delimi-

tación y estructuración del papel del Estado en muchos países del mundo,

aunque con una incidencia extremadamente significativa en los países de

Iberoamérica. No obstante hay que destacar que las mayores privatiza-
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ciones hechas en Iberoamérica fueron durante los años 1998 y 1999.

Estas produjeron su mayor efecto en dos países concretos, el primero en

importancia fue Brasil, con un 62,4% del total de actuaciones se dirimió

como líder en este tipo de medidas, seguido por Argentina con una tasa

cercana al 18%. Según algunos informes del Banco Interamericano de

Desarrollo (BID), durante los años comprendidos en el periodo 1990-1995,

un 25% de la afluencia total de Inversión Directa Extranjera (IDE) se reali-

zó sobre la base de programas de privatización.

En esta fase se obtuvieron unos movimientos financieros estimados de

más de 63.800 millones de Dólares según el propio Banco Mundial (Global

Investment Finance 2001). Siendo en este periodo los países con un pro-

tagonismo genérico Argentina y Chile.

La línea rectora, durante este primer periodo de cinco años, fue la dic-

tada por el propio Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco

Mundial. Esta línea se dirigía a llevar a cabo una mejora en la eficacia ges-

tora de las empresas, reducir el endeudamiento público, reforzar la balan-

za de pagos y el desarrollo de los mercados, todo fundamentado en dos

premisas: promoción de la competencia en el mercado y la desregulación

implícita que conlleva la actuación privatizadora.

La tendencia privatizadora sufriría posteriormente un revés que pon-

dría fin a esta etapa, revés fundamentado en el llamado «tequilazo meji-

cano» o crisis del peso, acaecida en noviembre de 1994. En esta crisis

se observó un pánico generalizado en los inversores, redundando en

una masiva fuga de capitales y el consecuente desplome del peso meji-

c a n o .
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País 1990 1991 1992 1993 1994 1995

ARGENTINA 7.352 2.841 5.741 4.670 8.894 1.208

BOLIVIA 0 0 9 13 0 789

BRASIL 44 1.633 2.401 2.621 2.104 992

CHILE 98 364 8 106 128 13

COLOMBIA 0 168 5 391 170 0

MÉJICO 3.160 11.289 6.924 2.131 766 167

PERÚ 0 3 212 127 2.840 1.276

VENEZUELA 10 2.278 140 36 8 39

OTROS 71 147 120 393 1.289 132

TOTAL 10.915 18.723 15.560 10.488 8.199 4.616

Cuadro 1. Evolución IDE española en Iberoamérica 1990-1995

Fuente: Banco Mundial. Cifras en Millones de Dólares.



No obstante la fortaleza de este tipo de inversiones se vio acre c e n t a d a

durante los cinco años siguientes (1995-2000), hasta que durante la parte

final del año 2000 se produjo una disminución en la afluencia de Inversión

D i recta Extranjera con base en las privatizaciones, estimándose finalmen-

te en torno al 12% sobre el total de actuaciones por medio de IDE.

Llevando a cabo una explicación sucinta, podemos afirmar que duran-

te el periodo genérico 1990-2000, el sector empresarial en Iberoamérica

ha estado recibiendo inversiones anuales de cerca de 15.000 millones de

Dólares. Es por ello que en la etapa final de esta década, del 60% de las

empresas que estaban en pérdidas (como era el caso referente de empre-

sas pertenecientes al sector eléctrico) antes de producirse el fenómeno

privatizador, sólo el 10% se mantenían en esta tesitura al finalizar dicho

periodo.

Por otro lado, hay que argumentar la existencia de una posición común

en el ámbito internacional respecto al hecho de haberse producido, en el

proceso de privatización llevado a cabo en Iberoamérica, un problema de

ejecución. El mencionado problema se fundamenta en que no hubo una

apertura o crecimiento adecuado del factor «competencia interempresa-

rial» en el mercado. La consecuencia de esta situación es que los precios

no se han aclimatado de manera correcta a las fuerzas reales de oferta y

demanda del mercado, creado de esta forma una omnipresente sensación

de seguir anclados en una estructura monopolística.

Hay que destacar algunos procesos significativos de privatización. El

15 de julio de 1998 el Ministro de Comunicaciones de Brasil dio a cono-
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País 1995 1996 1997 1998 1999 2000

ARGENTINA 1.208 642 4.366 510 16.157 44.561

BOLIVIA 789 34 40 10 151 1.046

BRASIL 992 5.770 18.373 32.427 4.400 71.129

CHILE 13 187 0 181 1.053 2.139

COLOMBIA 0 2.075 2.876 518 0 6.203

MÉJICO 167 1.526 4.496 999 291 31.749

PERÚ 1.276 1.751 1.268 480 286 8.243

VENEZUELA 39 2.017 1.387 112 46 6.073

OTROS 132 140 726 2.447 1.231 6.696

TOTAL 4.616 14.142 33.897 37.685 23.614 177.839

Cuadro 2. Evolución IDE española en Iberoamérica 1995-2000

Cifras en Millones de Dólares
Fuente: Banco Mundial (desarrollo Xavier Horcajo)



cer que el gobierno esperaba reunir más de 14.000 millones de dólare s

por la venta del Sistema Brasileño de Telecomunicaciones (Telebras). Se

esperaba también que la cantidad pudiera llegar a duplicarse, debido a

que el estado conservaba un 20% del capital. Esa pro p o rción sería

subastada en la Bolsa de Va l o res de Río de Janeiro el 29 de julio por un

p recio mínimo de 11.713 millones de dólares. Para la venta del mencio-

nado 29 de julio, se esperaba que participaran unas cien empre s a s

nacionales e internacionales, entre ellas estuvieron de Estados Unidos:

Sprint, Bell South, Air Touch, Southwestern Bell y MCI. Telefónica de

España, France Telecom, Stet International de Italia, Portugal Telecom y

British Telecom de Inglaterra. En el momento de la venta, Telebrás tenía

una deuda de unos 870 millones de dólares (equivalente al 5% de los

i n g resos de 1997, que fueron de 17,400 millones de dólares). El 29 de

julio de 1998 se realizó la subasta de Telebrás en la Bolsa de Va l o res de

Río de Janeiro, con un re t o rno para el gobierno brasileño de 19.180

millones de dólares. Los principales adjudicatarios fueron Telefónica de

España y MCI. Telebrás fue entonces dividida en doce empresas que

son mentadas a continuación: Telesp, Tele Centro Sur y Tele Norte Leste

en telefonía fija. Embratel (la única de larga distancia), Telesp Celular,

Tele Sudeste Celular, Tele Celular Sur y Telemig Celular (como operado-

res de telefonía celular móvil). Con esa adquisición hecha por Te l e f ó n i c a

de España, ésta se convirtió en el gigante de las telecomunicaciones de

Brasil, obteniendo bajo su bandera el 29 de julio Telesp, Tele Sudeste

Celular y Tele Leste Celular. Además dos meses antes había comprado

C RT, operador de telefonía móvil celular en el Estado de Río Grande do

S u r.

Argentina privatizó las telecomunicaciones en 1990, dividiéndose en

dos partes: la norte, que fue vendida a un consorcio franco-italiano, y la

sur, que se vendió a Telefónica de España. Entre 1990 y 1997 el gobierno

argentino recibió ingresos por 21 mil millones de dólares en concepto de

privatización de 104 empresas, 86 licencias petroleras, 42 concesiones de

servicios y 9 contratos de asociación. En 1997 sólo se realizó la privatiza-

ción de la empresa estatal de correos y la hidroeléctrica de Pichi Picún

Leufú, que alcanzaron entre ambas 103.2 millones de dólares. En diciem-

bre de 1994 la Cie. Générale des Eaux, conocida después como Vivendi,

obtuvo una concesión a 30 años para operar la compañía de aguas y ver-

tidos. En 1995, Vivendi elevó las tarifas en cerca del 100% en una combi-

nación de impuestos de agua y honorarios más altos para contribuir a

costear el ambicioso programa de inversiones de 380 millones de dólares,

lo que le causó serios problemas en la zona.
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El 16 de junio de 1998 el Gobierno de Honduras propuso a la

Asamblea la aprobación de la Ley Marco del Sector Telecomunicaciones,

que daría autorización a la venta del 47% de la Empresa Hondureña de

Telecomunicaciones (Hondutel) a un socio estratégico, quedándose un

2% en manos de empleados y del sector privado (el restante 51% que-

daría en manos del estado). Hondutel tenía activos valorados en unos

1.000 millones de dólares, pero esperaba obtener unos 650 millones de

dólares del porcentaje que vendiera. El valor total de la empresa se esti-

maba en unos 800 millones de dólares en 1997.

Teléfonos de México (Telmex) fue vendida en 1991 a la sociedad com-

puesta por Carlos Slim, Southwestwern Bell y France Telecom. El mono-

polio del servicio de larga distancia fue eliminado en 1997 y se esperaba

para 1999 hacer lo mismo con las llamadas de ámbito local. El 7 de agos-

to de 1998 la Comisión Federal de Comunicaciones de Estados Unidos

(FCC) aprobó que Telmex entrara a ese mercado en sociedad con Sprint,

a pesar de la dura oposición de las empresas estadounidenses ATT Corp.

y MCI Communications Corp., las que sí ya tenían participación en México

por medio de Avantel y Alestra. La nueva empresa se llamaría Telmex-

Sprint Communications (TLC).

Principales re f e rentes sectoriales de la Internacionalización de e m p re s a s

españolas en Ibero a m é r i c a

Hidrocarburos

Es evidente que como factores objetivadotes de la intern a c i o n a l i z a c i ó n

de las empresas se encuentran, entre otros, el buscar un ahorro en costes y,

s o b re todo, ocuparse de una correcta estructura del back office de la empre-

sa. Es por ello que, además de los factores coyunturales debidos a las pri-

vatizaciones, que permiten una mayor accesibilidad a determinados tipos de

activos y pro p o rcionan una posición privilegiada de cara al mercado, existen

o t ros factores de carácter no menos estratégico y que juegan un papel esta-

bilizador para determinado tipo de economías, basadas en el acceso con

garantía a la importación masiva de materias primas energ é t i c a s .

El sector energético se estructura estratégicamente, respecto a sus

negocios en general y al negocio e inversiones internacionales en particu-

lar (Gráfico 3).

El Grupo Gas Natural es una de las empresas que han apostado de

manera fehaciente por los mercados internacionales, y más concretamen-
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te por el mercado Iberoamericano. Los objetivos de internacionalización

del grupo Gas Natural pasan por la evolución de tres conceptos:

• Ampliar y diversificar merc a d o s

• Explotación y desarrollo del Know-How aportado y creado por la

empresa en su trayectoria de negocio.

• Llevar a cabo un estudio y conocimiento profundo de la situación de

los mercados exteriores, para poder medir la profundidad concreta

de las inversiones externas.

D e n t ro del estudio que se realiza para conocer de cerca la situación

del mercado objetivo, Gas Natural ha realizado una serie de estrategias

basadas en la selección de áreas de explotación determinadas, consi-

guiendo el control potencial de la distribución del producto y llevando a

cabo, si es preciso, la promoción de alianzas como estrategia de expan-

siva. A parte de lo mencionado, el grupo ha pretendido llegar a una deter-

minada masa crítica de clientes para asegurar un nicho de mercado pro-

ductivo y re n t a b l e .

Evidentemente todas las tácticas utilizadas por la empresa se dirigen

hacia una estrategia final a largo plazo con unos fines evidentes de apoyo

al suministro en otras áreas geográficas fuertemente dependientes del
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Gráfico 3. Gestión de la Internacionalización

Fuente: IESE, CEOE, Gas Natural.



exterior (como en el caso de España), además de generar una estabilidad

del negocio respecto de la posición internacional del grupo.

Así el Grupo Gas Natural cuenta con una serie de ventajas competiti-

vas como es el hecho de su posición más favorable en las áreas geográ-

ficas elegidas frente a otros competidores, según los factores anterior-

mente citados, y contar a su favor con una experiencia plausible en el

mercado gasístico, junto con una visible estructura empresarial basada en

la certeza y agilidad en la toma de decisiones.

Es consecuente que su toma de posiciones en Latinoamérica respon-

de no solo a una expansión empresarial, sino que tiene unas miras estra-

tégicas dirigidas a solventar la mencionada dependencia energética de

países con estructuras político-sociales inestables o con relaciones sin fir-

meza (Indonesia, Malasia, Brunei, Qatar) a las que España está sometida,

buscando, así, un peso específico en la toma de decisiones internaciona-

les respecto a las evoluciones del mercado gasístico en particular, y ener-

gético en general. Con ello se produce una diversificación en las fuentes

de Gas Natural, generando un mayor control sobre el denominado Default

Risk por desabastecimientos, provocado ya por inestabilidad política, ya

por la intervención de un tercer país (como en el caso de Francia).

Repsol YPF se fundamenta en una estructura empresarial basada en la

integración de las diferentes posiciones internacionales en sus áreas de

negocio. Su negocio se centra en el petróleo y en el gas, con una clara

dirección orientada a tomar posiciones ventajosas en los países donde

ubica parte de su negocio (Extracción, transporte y venta).

Financieramente hablando su dirección estratégica se fundamenta en

una gestión de carácter dinámico del «portfolio», apostando por activos

de alto crecimiento con baja intensidad en utilización de capital, y que

generen una alta rentabilidad. Su principal formulación pasa por gestionar

de manera eficiente los activos que la empresa tiene en Argentina, Brasil

y Bolivia (Unidad ABB). También se recalca el interés de la empresa en la

búsqueda y adecuación de nuevas áreas de explotación, en el offshore

argentino y en la generación de nuevas explotaciones en el denominado

Upstream (Exploración, producción y licuefacción) de Brasil y en el

Downstream (optimización de refinerías y maximización de reservas) boli-

viano.

En definitiva la estrategia general de la empresa, en el nivel operativo,

pasa por el desarrollo de nuevas plataformas de crecimiento, que generen
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mayores rentabilidades y con un mayor periodo de maduración. Para ello

está acelerando la exploración y explotación en nuevos dominios mineros

y buscará nuevas oportunidades a través de acuerdos para el desarrollo

de petróleo no convencional y nuevas áreas de negocio.

Como define en su marco estratégico la propia compañía «Argentina,

Brasil y Bolivia, un negocio integrado y rentable», entrelaza la maximiza-

ción de numerosos aspectos y estrategias empresariales en estas zonas

de Iberoamérica.

Respecto a Argentina la empresa se está beneficiando, y lo va a seguir

haciendo, por la mejora exponencial del sector energético a la par de la

propia economía del país. Así los precios del gas han experimentado un

apreciable ascenso, lo que supone un incremento en la rentabilidad eco-

nómica de la empresa. Además hay que añadir que la cuota de mercado

que ostenta Repsol YPF es muy elevada dentro del ámbito operacional.

Sobre Bolivia, se debe de tener en cuenta la existencia de unas

amplias reservas de gas, y por tanto, existe un elevado potencial exporta-

dor. Sin embargo la situación política hace que surjan posibles inestabili-

dades en el negocio para la compañía.

Finalmente Brasil tiene entre sus atractivos el observable dinamismo

económico del que hace gala, ya que el mercado brasileño en general está

experimentado evoluciones muy elevadas.

El Sector Eléctrico

España liberalizó su mercado eléctrico (tanto la generación como la

comercialización) el 1 de enero de 1998, lo que supuso un incremento muy

considerable de la competencia en el sector (cuestión anteriormente refe-

rida). Así las empresas españolas tuvieron que optar por estrategias de

diversificación por medio de la internacionalización, acompañadas de la

necesidad de crear alianzas estratégicas en la zona.

El sector eléctrico español cuenta con alrededor del 56% de su activi-

dad centrada en España y el 34% centrado en la región Iberoamericana.

Como consecuencia, desde principios de la década de los noventa hasta

2004 las eléctricas españolas habían invertido en la zona más de 15.000

millones de dólares.

Respecto al sector como valija de inversión, debemos precisar que la

propia Agencia Internacional de la energía prevé para Latinoamérica un
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crecimiento anual medio del 5% respecto de la demanda de energía pri-

maria. Esto supone, en términos valorados en millones de toneladas de

petróleo, pasar de 425 millones de toneladas en el año 1996, a 730 millo-

nes de toneladas en el año 2010.

ENDESA cuenta con un programa de internacionalización desde 1992.

Ya en 1998 la compañía estaba presente en siete países de Latinoamérica,

y se había convertido en el primer operador dentro del sector eléctrico en

Chile, Argentina., Colombia y Perú. Así en el año 2000 Endesa sumaba

11.788 millones de euros en sus activos exteriores (casi todos en

Latinoamérica) frente a los 29.062 millones de euros del total de su activo

de negocio. Endesa produce fuera de España el 45% del total de la elec-

tricidad que genera. Las ventas de electricidad en los mercados en los

que opera han tenido un incremento del 12% anual, efectuándose casi la

mitad de las ventas de electricidad de la compañía fuera de España.

El grupo está presente en Chile (donde tiene el 38% de sus activos en

la región) a través de Enersis (el mayor grupo eléctrico privado de

Iberoamérica) del que es accionista de control con un 60,62% de su capi-

tal. En Argentina (donde se encuentra el 6% de sus activos en

Iberoamérica) tiene una participación de control en la central de Dock Sud

y, a través de Enersis y de Endesa Chile, en la Central de térmica

Costanera-Central Buenos Aires, y en la central hidráulica El Chocón.

Respecto del mercado de la distribución en Argentina, controla a través de

Enersis la empresa Edesur, con 2,1 millones de clientes de la zona sur de

Buenos Aires.

En Colombia (donde se encuentran el 22% de sus activos en

Iberoamérica) Endesa gestiona el mercado a través de sus participaciones

en las compañías generadoras Emgesa y Betania. Respecto de la distri-

bución en el país, la compañía posee una participación de control en

Codensa.

En Perú (donde se encuentra el 10% de sus activos en Iberoamérica),

gestiona el mercado través de sus participaciones en las generadoras

Etevensa y Piura, y, a través de Enersis, que cuenta con una participación

de control en Edegel. Endesa posee además, junto con Enersis, una par-

ticipación de control en Edelnor, empresa que distribuye energía en la

zona norte de Lima a 925.000 clientes.

En Brasil (donde se encuentran el 23% de sus activos en Iberoamérica)

posee, a través de Enersis, la central hidroeléctrica Cachoeira Dourada, y
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la central termoeléctrica de Fortaleza. En transporte, controla la compañía

CIEN, que gestiona la línea de interconexión entre Argentina y Brasil.

Iberdrola se diferencia del resto de las compañías presentes en las

mencionadas privatizaciones Iberomericanas, por su interés en convertir-

se en una compañía multiservicios (agua, gas, electricidad y telefonía). A

finales del año 2000 había realizado inversiones en la zona por más de

2.500 millones de euros con otros 1.690 millones de euros de inmediato

desembolso. La compañía se encontraba en 2001 con dos plataformas de

inversión en Iberoamérica, como eran Méjico (materias primas) y Brasil

(economía potencial). Estas plataformas servirían de base para una pos-

terior expansión sobre Bolivia y Guatemala.

Respecto a su estrategia expansiva como «multiutilities» es el obtener

una diversificación en su cartera de negocios basada en conseguir un

50% sobre la base de la distribución de la electricidad, un 35% en la

generación eléctrica, y un 15% en la distribución de agua y gas.

El crecimiento del Grupo hoy día, tiene centrada su presencia principal-

mente en México y Brasil, aunque también cuenta con negocios en

Guatemala, Bolivia y Chile. El valor patrimonial de las sociedades gestio-

nadas en Iberoamérica asciende 1.681 millones de euros, sus activos a

4.872 millones de euros y su facturación a 2.031 millones de euros al cie-

r re del ejercicio. En 2005, este área de negocio ha tenido una contribución

al Grupo del 16,4% del beneficio operativo. En este sentido, Méjico y

Guatemala se han consolidado como las regiones que han aportado un

mayor porcentaje de la cifra de ventas del negocio en Latinoamérica

(63,3%). Además, ha destacado el aumento de la cifra de negocio en Brasil

(36,7%), como consecuencia del crecimiento de la demanda y de la tarifa.

Durante 2005, la compañía ha invertido más de 600 millones de euros

en el negocio internacional, el 27% del total invertido por el Grupo. Desde

el inicio del Plan Estratégico, la Compañía ha destinado al área interna-

cional unos 3.000 millones de euros, lo que supone un 25% del total de

las inversiones acometidas entre 2001 y 2005.

Unión Fenosa, como una de las más importantes empresas del sector

en cuanto a internacionalización se refiere, prima por tener la base de su

negocio especialmente diversificado en la región iberoamericana.

Se trata de una compañía integrada de gas y electricidad, que ha sobre-

salido por el desarrollo de nuevas infraestructuras de gas y el desarrollo en

la generación de energía en base al denominado ciclo combinado.
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Dentro de la estrategia de internacionalización de la compañía, hay

que destacar el énfasis en la búsqueda de socios estratégicos en cada

una de las zonas elegidas para el desarrollo del negocio energético. Con

ello ha logrado coberturizar riesgos derivados de los nuevos mercados a

los que ha ido accediendo.

En Iberoamérica la compañía ha distinguido como áreas de inversión

d i recta, por un lado, la región centroamericana, y por otro lado Colombia y

Méjico. En Centro América atiende, a través de sus empresas de distribu-

ción a casi tres millones de clientes. Así, en Panamá mediante Edemet y

Edechi, empresas distribuidoras gestionadas Unión Fenosa y en las que

posee el 51% del capital, teniendo un mercado que abarca apro x i m a d a-

mente dos tercios del territorio del país, incluyendo la mayor parte de la

ciudad de Panamá. En Guatemala con Deocsa y Deorsa, empresas distri-

buidoras participadas en el 90,8% y 92,8%, respectivamente, suministran

en la casi totalidad del territorio guatemalteco. En Nicaragua, con Disnorte

y Dissur, participadas por la compañía en un 79,57%, son las únicas

e m p resas distribuidoras en el país y dan servicio en todo el territorio. En

Costa Rica, con la central hidráulica de La Joya en la que Unión Fenosa

participa con un 65% del capital, venderá su producción al Instituto

Costarricense de Electricidad de acuerdo con el contrato de compraventa

de energía y capacidad firmado con éste, y con una vigencia de 20 años.

En Méjico la compañía dispone de tres centrales de ciclo combinado. Este

p a rque de generación, formado por las plantas de Hermosillo, Naco Nogales

y Tuxpan, cubre el 3,1% de la demanda eléctrica del país, posicionando a

Unión Fenosa como el tercer productor independiente de energía del país.

Por otro lado, en Colombia Unión Fenosa adquirió el 70,5% y el 71,6%

de las distribuidoras Electrocosta y Electricaribe. Además de contar con el

de la empresa EPSA. Con estas unidades de negocio la compañía pro-

porciona electricidad a más de dos millones de clientes en el país.

El Sector de la Construcción

Desde mediados de los años setenta la evolución de la internacionali-

zación en este sector no ha seguido un camino continuo y ascendente. Así

podemos diferenciar principalmente tres.

a) Etapa de ajuste y consolidación (1975-1985). La etapa de mediados

de los años setenta a mediados de los años ochenta se caracteriza por la

existencia de una crisis de la construcción española, con lo cual los nive-
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les de obra en España bajan de forma considerable y las empresas nece-

sitan buscar nuevos mercados para poder mantener los volúmenes de

obra necesarios para las empresas. Es una etapa en la que las empresas

españolas encuentran en Iberoamérica la posibilidad de llevar a cabo

diversos proyectos de obra, sobretodo gracias a las inversiones de enti-

dades internacionales como el Banco Mundial y el Banco Interamericano.

Estas instituciones facilitaron ayuda económica durante este periodo a los

países Iberoamericanos para el desarrollo de obras de transporte y ener-

gía principalmente.

b) Caída de la actividad exterior (1985-1990). La etapa de finales de

los ochenta es una etapa de retorno al mercado nacional. Hay una caída

de la actividad exterior debido básicamente a una fuerte crisis de los paí-

ses latinoamericanos que hasta ese momento habían sustentado la acti-

vidad internacional de las empresas constructoras españolas.

c) Internacionalización comercial e inversora creciente (1990-2006).

Desde los años noventa la internacionalización de las empresas construc-

toras españolas sufre un gran cambio. Por esto, a medida que se van rea-

lizando fusiones entre empresas del sector, y estas van ganando tamaño,

empiezan a diversificar sus operaciones con una elevada firmeza. Una de

las maneras de diversificar es salir al extranjero, para la dependencia

estructural de un sólo mercado. A principios de la década comienza la

internacionalización tomando como base principalmente la construcción

de obra. A medida que avanza la década las empresas empiezan a salir al

exterior debido a las diversas concesiones ganadas. Este hecho es posi-

ble gracias a los dos factores siguientes:

• Las empresas van ganando suficiente volumen como para poder

financiar los costes implícitos de las concesiones.

• Se exporta el modelo español de concesiones de autopistas del esta-

do. Este modelo esta muy arraigado ya en el Estado español, y supu-

so un punto de partida muy sólido en términos legales y económicos.

El incremento de la actividad exterior que han registrado las empresas

constructoras españolas desde principios de los años noventa, cuando la

contratación era aproximadamente de 350 millones de euros hasta los

3.900 millones de euros del año 2000, ha sido posible gracias a los hechos

que se relatan a continuación:

• Globalización de los merc a d o s .

• Creciente demanda de inversión en negocios a largo plazo con pre-

sencia continuada en terceros países.
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• Organizaciones empresariales sólidas desde el punto de vista técni-

co y financiero.

• Experiencia concesional española: una garantía para nuestras

empresas.

• Tradición exportadora desde finales de los sesenta.

Por zonas geográficas, hay dos que reciben el 79% de todo el volumen

de exportación de las constructoras españolas, estas son: Europa e

Iberoamérica.

El mercado europeo es el primero de la lista con casi 24.000 millones

de euros. Parte de este hecho se explica por los 11.591 millones que

Ferrovial ha acumulado en el mercado del Reino Unido durante estos

años, sin los cuales América Latina se colocaría a la cabeza de este tipo

de inversiones.

La evolución de este volumen de obras tuvo un claro dominador entre

1990 y 1995, años en que América Latina parecía ser casi la única zona

donde las constructoras españolas exportaban (aunque ya en 1995 apa-

reció Europa como zona de exportación, con la adjudicación de la conce-

sión de dos autopistas en el Reino Unido por parte de Dragados). En 1997

y 1998, Iberoamérica volvió a encabezar la exportación gracias a Chile

principalmente.

Iberoamérica, como segundo mercado en importancia, tiene principal-

mente cuatro países que reciben la exportación de las constructoras

españolas. El primero de ellos es Chile, en el que ya en 1995 Ferrovial ini-

cio su actividad. Pese a este hecho, es la empresa ACS la que más volu-

men ha exportado hacia dicho país, con más de 2.000 millones de euros.

Sin embargo, últimamente es OHL la empresa que más presencia tiene en

Chile. En todos los casos, siempre han sido las carreteras el sector con

mayor predominio de obras realizadas por empresas españolas.

Después de que en 2001 se hiciera la última obra internacional en

Argentina, segundo país del mercado latinoamericano, en 2004 se volvió

a exportar capital hacia dicho país de la mano de ACS, que desde 1990

había estado explotando principalmente el sector de las carreteras, gra-

cias a Dragados.

Brasil es el tercer mercado en volumen acumulado, siendo la actividad

con más peso la dedicada a las carreteras. Curiosamente este es el único

país a parte de Egipto, donde FCC despunta como exportador de capital,

aunque seguido de ACS.
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El cuarto país en importancia dentro de la región Iberoamericana es

Méjico, curiosamente es el único que no despunta por las carreteras, sino

por las actividades relacionadas con el petróleo, y en el que ACS es el

mayor grupo exportador.

Como en el caso de Europa, debemos observar que en esta zona exis-

ten países en los que solo se ha hecho presencia una vez, como es el caso

de Cuba, donde Acciona realizó la construcción de un hotel en la Habana.

También tenemos los casos de Ecuador y Uruguay donde ACS (Dragados)

se adjudicó la concesión de autopistas, o Jamaica y Perú en los que esta

misma empresa ha actuado de forma más tardía.

Ferrovial es sin duda la empresa que ha participado en un mayor volu-

men de negocio en el exterior con más de 21.000 millones de euros que

suponen el 42,2% del volumen total, mostrando así su clara vocación en

exportación. La evolución de la aportación a la inversión internacional por

parte de empresa ha tenido dos años (2001 y 2002) en los que su partici-

pación aumentó de forma considerable, llegando a los 7.400 y a los 4.504

millones de euros respectivamente.

Existen cuatro países en los que Ferrovial ha participado en obras que

suman más de 1.000 millones de euros: Reino Unido, Australia, Estados

Unidos y Chile. Chile es el típico caso claro de concesiones, siendo las

cuatro inversiones más importantes son concesiones de autopistas y

recientemente la gestión de aeropuertos, al objeto de conseguir negocios

con ingresos «recurrentes».

El Grupo ACS es el segundo grupo en exportación del sector de la

construcción, aunque su importancia en la exportación viene de la mano

de Dragados. El volumen de las obras en que ha participado asciende a

15.849 millones de euros, de los cuales un 75% se atribuye a Dragados y

el resto a ACS.

Su exportación ha ido variando desde su inicio a principios de los

noventa hasta la actualidad. A diferencia de Ferrovial, no ha habido nin-

gún año en el que haya sobresalido de forma clara.

El único país en que ACS ha acumulado más de 2.000 millones de

euros en obras ha sido Chile, aunque existen cuatro países más en los que

ha superado la cifra de los 1.000 millones: Argentina, Francia, México y

Canadá. Por ello se observa una clara apuesta por los países latinoameri-

canos, en concreto, estos tuvieron una clara hegemonía respecto el resto

de países desde principios de los noventa hasta 2001 (solo en los años

1998 y 1999 las inversiones en la zona no coparon el primer lugar).
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En el caso de ACS, existen dos tipologías de obra con un volumen de

más de 2.000 millones de euros: carreteras y ferroviarias. El grueso de la

actividad de carreteras se centra en la construcción y concesión de las

mismas, mientras la actividad ferroviaria se concentra en la construcción

del tramo Figueres Perpiñan del AVE y la rehabilitación y explotación de

tramos de la Red Atlántica de Ferrocarriles Colombianos.

Sacyr Vallehermoso se sitúa en el tercer puesto del ranking con más de

4.600 millones de euros acumulados en obras que ha participado en el

sector exterior, ocupando en el global de las empresas del sector el quin-

to puesto. Este hecho se explica a través de la adjudicación de seis con-

cesiones de carreteras en 1998 por un valor de 2.410 millones de euros.

Después de ese año, la el volumen de las obras en que a colaborado bajo

mucho, y no fue hasta 2004 que se recupero algo, subiendo hasta los casi

mil millones de euros, eso sí, gracias a la adjudicación del tramo ferrovia-

rio Palermo-Carini (665 millones de euros).

Los principales países hacia los que Sacyr Vallehermoso ha exportado

construcción son Portugal y Chile, que se han llevado casi el 75% del total

de su exportación. En cambio, 2004 fue un año donde se rompió la tóni-

ca, pues ninguno de los dos países mencionados fue lugar de exporta-

ción. En ese año fueron los objetivos de las inversiones del grupo Italia,

Costa Rica y Argelia, lo que suponía adentrarse en tres mercados com-

pletamente nuevos para Sacyr Vallehermoso. Puede que este hecho surja

de la intención de abrir miras, e ampliar su negocio exportador.

Acciona a través de Necso (filial constructora del grupo) se sitúa en

cuarto lugar en volumen de obra extranjera en la que ha colaborado, con

3.157 millones de euros. Su distribución tanto en el volumen de las obras,

como en los años oscila de forma irregular, destacando en 1997 con 419

millones de euros de los cuales 380 corresponden al diseño y construc-

ción de cuatro tramos del metro de San Juan (Puerto Rico) y en 2001 con

744 millones de euros, debidos a más de diez obras distintas.

Los tres países donde la exportación ha sido más importante, con más

de 400 millones de euros han sido China, Chile y Puerto Rico. Pese a que

China es el país con mayor inversión, los otros dos países que completan

la lista también pertenecen a Iberoamérica, con lo que se muestra un claro

interés de Acciona por la región.

OHL ha centrado su actuación en la rehabilitación de la red ferroviaria

turca entre Ankara y Estambul, de más de 430 millones de euros, subven-
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cionados por el Fondo de Ayuda al Desarrollo (FAD). Este es uno de los

motivos por los que el año 2000 se sitúa en primera posición por cifra de

negocio, con 726 millones de euros. El segundo año más fuerte corres-

ponde a 2003 con algo más de 700 millones de euros, de los cuales 320

millones corresponden al anillo de circunvalación de la Ciudad de México.

Chile, Turquía y Méjico son los tres países que han acumulado más

exportación de construcción proveniente de OHL, en especial Chile, con

1.130 millones de euros (Turquía y México han acumulado 467 y 411 millo-

nes de euros respectivamente). Si a estos datos se le suma el hecho de

que tanto el quinto como el sexto país en importancia pertenecen a dicha

región, se puede observar también una cierta predilección de este Grupo

por los países Iberoamericanos.

Para FCC Portugal y Brasil se sitúan como los principales países

donde ha actuado esta empresa, pero principalmente se debe a las expor-

taciones de 1999 y 2000, que tuvieron un volumen total de 629 y 421

millones de euros. En tercer y cuarto lugar se sitúan Andorra y Egipto, que

fueron las apuestas de 2001 y 2002 respectivamente. Finalmente es en

2004 cuando la empresa tiene una presencia más firme en el mercado

Iberoamericano.

El Sector Bancario

El Sector Bancario, al igual que los otros sectores estudiados, ha expe-

rimentado un aumento de actividad importante en lo re f e rente a la

I n t e rnacionalización de las inversiones en general, siendo Iberoamérica uno

de los principales focos de recepción de inversión externa, principalmente

del sector bancario español, como se demuestra en la gráfica siguiente:
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Gráfico 4. Activos Financieros de España en el exterior 2006

Fuente: BBVA y Banco de España.



La justificación de la eficiencia de los bancos multinacionales se basa

en la posesión de mayores recursos empresariales que los bancos de

carácter local, pudiendo colocar dichos recursos en los mercados exte-

riores a costes marginales (Grubel 1977) generando así un beneficio neto

sobredimensionado respecto de la inversión realizada.

Para la zona, y en términos generales, ha sido el positivo comporta-

miento de las principales economías Iberoamericanas (crecimiento del PIB

entorno al 4%, y la inflación con evolución contenida) junto con la mode-

rada fluctuación media de los tipos de cambio, los que han hecho que el

negocio financiero se desarrolle positivamente.

La evolución del sector bancario español en América latina sufrió una

aceleración visible en 1995, fundamentada en dos factores. Por un lado

Iberoamérica comienza su verdadera apertura a la inversión extranjera, y

de otro lado, existe la necesidad de expansión de los bancos españoles

que va a coincidir con el dimensionamiento de los sistemas financieros de

la región con el objeto de acceder a mercados con mayores márgenes de

intermediación que el español. Así, tanto el BBVA como el BSCH, se han

convertido, en relativamente poco tiempo, en los dos más importantes

grupos financieros en Iberoamérica.

Los factores en los que se fundamentó la estrategia internacionaliza-

dora de la banca española (Xavier Horcajo 2004) fueron, en primer lugar,

la búsqueda de tamaño y competitividad, en segundo lugar, la búsqueda

del desplazamiento desde mercados maduros hacia mercados en expan-

sión, en tercer lugar, la utilización y explotación de las capacidades

empresariales agregadas por la experiencia en el sector, y en cuarto lugar,

una búsqueda de la diversificación del riesgo en función de la rentabilidad

(Calderón y Casilda 1999). En algunos casos se aprovechó la privatización

de algunos bancos en la zona.

En el área de América el Banco Bilbao Vizcaya gestiona un volumen de

negocio cercano a los 174.273 millones de euros, a través de una red de

3.658 oficinas y 61.604 empleados. Dentro de la región destaca BBVA

Bancomer como su principal entidad y Méjico como el país que concen-

tra la mayor parte de las inversiones.
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Inversiones 04/06

(millones dólares)
Datos BBVA Latinoamérica

Forum 106 Total Oficinas 3.658

Bancomer 4.150 Empleados (miles) 61.604

Cuadro 3. Inversiones y Estructura del BBVA en Iberoamérica



El grupo Santander Central Hispano estructura su estrategia de

negocio en Latinoamérica mediante la eficacia y la productividad comer-

cial, junto con la gestión de los riesgos provenientes de la región. Así en

el Grupo cuenta con una red de 4.100 oficinas y con una inversión cre-

diticia de 59.884 millones de dólares en la región, cuyo beneficio total

atribuido suma 2.208 millones de dólares con un incremento interanual

del 21,01%.

El Sector de las Telecomunicaciones

El objetivo fundamental de la presencia española en el desarrollo de

infraestructuras básicas es de suma importancia, así como la actualiza-

ción de las estructuras existentes tomando como base los nuevos des-

arrollos tecnológicos, y el incremento de la movilidad. Esto se justifica por

el hecho de ser la disponibilidad de infraestructura una de las claves para

mejorar el bienestar de los consumidores.

El reto regional pasa sin ninguna duda por Incrementar la conectividad,

así como la convergencia en los servicios y la necesaria armonización

regulatoria.
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Hipotecaria 375 Activos (millones) 87.700

Granahorrar 470 Activos Grupo (%). 22,40%

Beneficio atribuido (millones) 1.820

Remesas desde EEUU (millones) 8.750

Fuente: BBVA.

País
Beneficio Atribuido %

(Mill. Euros) Variación

Brasil 734 4,1

Méjico 468 16,25

Chile 420 45,48

Venezuela 165 38,67

Argentina 97 188,62

Puerto Rico 60 2,71

Otros países 120 17,6

Private Banking 144 24,79

Total 2.208 21,02

Cuadro 4. Beneficio obtenido por BSCH en Iberoamérica. 2006

Fuente: BSCH.



Durante los cincuenta primeros años de la existencia, Te l e f ó n i c a d e

España se centró en desarrollar sus negocios y tecnologías en el merc a d o

local, iniciándose su internacionalización al final de la década de los 80.

Realmente fue en la época de los noventa cuando la empresa lleva a cabo

una verdadera estrategia de internacionalización, extendiendo sus negocios y

servicios a otros continentes, muy especialmente en Latinoamérica. Para ello

fue adquiriendo participaciones en empresas operadoras de redes de teleco-

municaciones como CTC y Entel en Chile, y Telefónica de Arg e n t i n a .

Posteriormente el consorcio del que forma parte Telefónica Internacional es

adjudicatario de la privatización de la operadora venezolana CANTV

Compañía Anónima Nacional de Teléfonos de Venezuela, tomando posiciones

a su vez sobre Telefónica Larga Distancia, de Puerto Rico.

Ya en 2001, después de reorganizaciones societarias y evoluciones en

los sistemas de nuevas tecnologías, Telefónica y Portugal Telecom anun-

ciaron la creación de una empresa conjunta que agrupaba todos los acti-

vos de telefonía móvil de ambas compañías en Brasil.

Por otro lado, Telefónica acordó con Iberdrola la adquisición de las

participaciones que esta ostentaba en las operadoras brasileñas de tele-

comunicaciones, en las que ambos eran accionistas, obteniendo así una

destacada posición en el sector de las telecomunicaciones en Brasil.

En lo concerniente a la Telefonía Móvil, Telefónica ha llevado, de mane-

ra contundente sus estrategias de expansión internacional (sobre todo en

Iberoamérica) dentro del sector de la telefonía móvil. Esta cuestión se evi-

dencia por el acuerdo que firmó con BellSouth para adquirir una posición

fuerte en la Región, esta transacción se llevó a cabo con un coste de

5.850 millones de dólares.

Con la compra de BellSouth Colombia, Telefónica Móviles adquiere el

segundo operador colombiano, con cerca de 2 millones de clientes, lo que

representa una cuota de mercado en el país del 32%.

Como consecuencia de esta operación (contando previamente con

Telefónica Data, Terra Networks Colombia, y Atento), se produjo un creci-

miento de los clientes en la región de 30,2 a 40,7 millones, ocupando una

posición preeminente (sólo con América Móvil por delante, con 43 millo-

nes de clientes).

El objetivo final de Telefónica es la captación de la mayor parte de los

más de cien millones de clientes «de facto» de la región, recordando, ade-
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más, que Iberoamérica cuenta con más de 420 millones de habitantes,

todos posibles objetivo a medio plazo.

PRESENCIA CUANTITATIVA DE LA INVERSIÓN ESPAÑOLA EN EL

EXTERIOR

Como se comentaba al principio la evolución de la Inversión extranje-

ra por parte de empresas españolas ha tenido una evolución considerable

en los últimos años, consiguiendo en los años 1999 y 2000 un aumento

muy considerable, en concordancia con la evolución de los mercados en

Europa y en el resto del mundo.
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Gráfico 5. Accesos a líneas fijas, 2006 (Telefonía e Internet)

Fuente: Telefónica.

Gráfico 6. Accesos a telefonía móvil, 2006

Fuente: Telefónica.



La tendencia de la Inversión Extranjera proporcionada por empresas

españolas dentro de todos los sectores de la economía tiene una eviden-

te evolución hacia los mercados Iberoamericanos, contando con una

media del 34% sobre de la inversión extranjera total efectuada por

España. Ocupa así el segundo lugar tras las inversiones que van dirigidas

hacia los mercados del viejo continente.

En lo referente a Iberoamérica se observa como el sector del transpor-

te y las telecomunicaciones agrupa la mayor parte de la inversión extran-

jera efectuada en la zona por empresas españolas, siguiéndole muy de

cerca el creciente sector la intermediación financiera, básico para el des-

arrollo del primero. Por otro lado el sector del petróleo es destino de una

importante proporción de inversión, ya que va a jugar un papel muy impor-

tante respecto a las posiciones internacionales de las empresas españo-

las en el suministro de la materia prima.
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Gráfico 7. IED total de España en el exterior

Fuente: Registro de Inversiones Exteriores.

Gráfico 8. Media de la IED España en el exterior 1993-2006.

Fuente: Registro de Inversiones Exteriores.



Respecto a los países donde va destinada la IDE que exportamos,

encontramos como referencia a Brasil, con un 32% del total de la inver-

sión, y a Argentina, con un 31% del total de la inversión. Es cierto que

estos dos países han servido como consolidación de las inversiones

hechas en la zona, debido por un lado al dinamismo económico que sus-

citan, y por otro las densidades demográficas que sustentan así como su

posición geográfica eminentemente estratégica para el desarrollo de los

distintos mercados y sectores.
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Gráfico 9. IED de España en Latinoamérica sectores 1993-2006

(por sectores %)

Fuente: Registro de Inversiones Exteriores.

Gráfico 10. IED de España en Latinoamérica 1993-2006. (países %)

Fuente: Registro de Inversiones Exteriores.



LOS RIESGOS DE LAS INVERSIONES EN IBEROAMÉRICA

Los factores que influyen en el Riesgo País, que es el que realmente

tiene peso específico a la hora de instrumentar operaciones de inversión

en Iberoamérica, se han visto potenciados negativamente con la tenden-

cia política (institucional) que se está tomando en países de la zona, con-

tando estos países con una gran importancia dentro del desarrollo y evo-

lución de los mercados en la región.

Además hay que observar una serie de aspectos endémicos de la

región que promedian, de una manera muy importante, a la hora de la

toma de decisiones para llevar a cabo estrategias de carácter expansivo.

Como ejemplo, se puede observar en el Cuadro, que la evolución del cre-

cimiento del PIB en la zona Iberoamericana está solo por delante del

esperado para el continente africano, cuestión que hace reflexionar sobre

el tiempo necesitado para obtener un retorno implícito satisfactorio sobre

la inversión realizada.
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IDE Externa Media Final 

España
2001 2002 2003 2004 2005

Periodo

ARGENTINA 2.663,73 4.743,13 1.599,00 1.344,14 2.715,29 2.613,058

BOLIVIA 1,86 92,86 0,08 15,26 0 22,012

BRASIL 1.905,16 2.515,71 2.099,96 591,21 1.195,71 1.661,55

CHILE 991,45 434,44 1.966,87 706,30 428,02 905,42

COLOMBIA 246,34 139,49 118,19 273,31 11,43 157,75

COSTA RICA 6,42 5,57 6,82 18,68 14,88 10,47

ECUADOR 5,65 41,14 8,32 9,19 3,18 13,50

HONDURAS 0,00 0,08 0,02 1,08 0,09 0,25

EL SALVADOR 35,21 72,96 2,39 12,32 0,02 24,58

GUATEMALA 37,75 188,95 7,51 0,25 0,37 46,97

NICARAGUA 6,41 0,23 0 0,11 0,01 1,35

PANAMÁ 25,57 3,06 12,77 247,31 1,44 58,03

PARAGUAY 0,19 0,10 20,75 0,00 1,02 4,41

PERÚ 481,48 199,40 20,29 15,57 18,05 146,96

URUGUAY 1.253,68 564,31 76,05 102,22 60,73 411,40

VENEZUELA 1.406,99 37,52 24,16 247,83 36,13 350,53

R. DOMINICANA 67,37 30,53 401,09 191,89 46,97 147,57

TOTAL 11.798,99 13.812,61 7.963,27 5.120,81 7.248,63 9.188,86

Cuadro 5. IDE Española en Latinoamérica por países 2001-2005

Fuente: ICEX. Datos en millones de euros.



Otro condicionante a tener en cuenta en la zona, es el nivel o cuota de

participación en el comercio a escala mundial. Factor que con los últimos

movimientos políticos acaecidos en los países de referencia en la zona,

hace prever una continuidad en el descenso (Gráfico 10) en cuanto a la

participación directa de la región en el comercio internacional.

Al estimar otro de los factores importantes, como es la evolución de la

competitividad interempresarial de la zona, se observa que aunque se

muestra una evolución incremental respecto de otras zonas del mundo en

desarrollo (Gráfico 12), sigue suponiendo un «handicap» significativo a la

hora de desarrollar las estrategias expansivas por parte de las empresas.
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Zonas 1980 1990 2004-2007 2006-2015

Asia en Desarrollo 5,8 6,3 7,7 5,3

Economías en Desarrollo 0,7 1,5 6,12 3,5

Europa y Asia Central 0,9 –1,8 5 2,6

OECD 2,5 1,8 1,6 2,4

América Latina y el Caribe –0,9 1,6 3,37 2,3

África –1,1 –0,5 3,37 –

Cuadro 6. Crecimiento del PIB Per Cápita (%)

Fuente: World Bank 2006.

Gráfico 11. Participación de Latinoamérica en el comercio mundial

Fuente: World Bank, 2006.



Respecto al desarrollo del ahorro y de la inversión en Latinoamérica

con referencia a su rival Asiático, y en cuanto al direccionamiento de la

inversión extranjera, se muestra como en ambos aspectos encontramos

una mejor proporción en la zona asiática (Gráfico 13). Esto es probable-

mente debido tanto a aspectos sociales como de estabilidad política.
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Gráfico 12. Estudio del nivel de competitividad por regiones

Fuente: World Bank, 2006.

Gráfico 13. Ahorro e Inversión Promedio 2005-2006

Fuente: WEO, 2006.



Para mantener un determinado ritmo de desarrollo en la zona y hacer

atractiva la inversión para los posibles sujetos activos de la misma, se

tiene que crecer en la región del orden de entre el 5% y el 8% anual. Esto

supone unos requerimientos de financiación externa que van a oscilar

entre los 120.000 y los 140.000 millones de dólares anuales.

Finalmente respecto al factor «Estabilidad Política», se debe comentar

que la situación actual adolece de un orden predecible, cuestión de suma

importancia a la hora de tomar decisiones de inversión que van acompa-

ñadas de una serie de sinergias que las empresas van a intentar maximi-

zar en su beneficio corporativo. Este factor se compone a su vez de cua-

tro factores entrelazados, que han de estudiarse minuciosamente, y que

son: la democracia (grado de calado social), la estabilidad financiera, la

seguridad en el país, y un marco legal favorable y bien explicitado (no

cambiante al son del partido político en el poder).

La reducción del riesgo regulatorio en algunos países y los procesos

de integración económica en la zona, Merco Sur, Pacto Andino, favorece-

rían la localización de inversión exterior en el Área.
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Medidas
Promedio Creciendo Creciendo

1981/2005 al 5% al 8%

Coeficiente de Inversión 21 25 30

Coeficiente de Ahorro 19,2 20 24

Financiamiento Externo Neto

(IDE+Portfolio) 3,5 5 6

Crecimiento PIB 2,3 5 8

Cuadro 7. Requerimientos de Financiación

Fuente: FMI, 2005. Datos en % PIB.

Gráfico 14. El riesgo país en Iberoamérica (puntos básicos)

Fuente: Fondo Monetario Internacional. 2006.



Los factores que hay que considerar a la hora de gestionar el ries-

go en Iberoamérica pasan por tener en cuenta la amplia liquidez inter-

nacional y el alto re t o rno de los flujos del capital privado pro d u c i d o s

hasta ahora. También contaremos con el aumento en las exportaciones

de materias primas como países pro d u c t o res de dichos re c u r s o s .

Además de las valoraciones crediticias según estándares intern a c i o-

nales (Cuadro 8) que nos reportarán la credibilidad del país frente al

m e rc a d o .

Por otro lado nos encontramos con factores que podrían deteriorar el

entorno internacional, y por tanto ocasionar distorsiones sobre los retor-

nos estimados en las inversiones realizadas. Así sucederá si la desacele-

ración en EEUU es mayor de la prevista, o si aumenta la volatilidad gene-

ral en un mercado tan importante como el energético. Pero, sin duda, un

factor altamente incidente sería, a tenor de las situaciones políticas acae-

cidas en países como Bolivia o Venezuela, un aumento del nacionalismo

y proteccionismo en los mercados locales.

Para evitar en cierta medida lo anteriormente comentado se deberá lle-

var a cabo una maximización de las posiciones tomadas mediante la

correlación de dos tipos de ventajas:
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RISK RATING

Argentina AAA /estable

Bolivia B–/negativa/C

Brasil BB+/Positiva/B

Chile AA/Estable/A-1+

Colombia BBB/Positiva/A-3

Costa Rica BB+/Estable/B

República Dominicana B/Positiva/B

Ecuador CCC+/Estable/C

El salvador BB+/Estable/B

Guatemala BB+/Estable/B

Méjico A/Estable/A-1

Panamá BB/Estable/—

Paraguay B–/Positiva/C

Perú BBB–/Estable/A-3

Uruguay B+/Estable/B

Venezuela BB–/Estable/B

Cuadro 8. RISK RATING (S&P- MOODY¨S 2006-2007)

Fuente: Standard &Poors 2006.



Las ventajas comparativas: cualidades que tiene un país para producir

un bien o servicio eficientemente, con mejor calidad y en mayor cantidad

que otros países. Para ello nos fijaremos en aspectos macroeconómicos,

como el crecimiento y evolución del PIB, los tipos de interés medios, y la

evolución de la inflación del país o región en cuestión.

Las ventajas competitivas: esto es, los conocimientos y habilidades

humanas que permiten que un país, tomando como base las capacidades

intelectuales y culturales, se desarrolle velozmente.

Respecto a la prima de riesgo país, financieramente hablando, la prác-

tica utilizada en el mercado de incluir la prima de riesgo del país en la tasa

de descuento para valorar un activo por sus flujos de caja, deja aspectos

muy importantes sin tener en cuenta, como es la consideración de dicha

prima constante, con la consecuente generación de una penalización

indebida en los flujos de caja. Así, cuando se menta la denominada prima

de riesgo país, llevará implícita tanto la correlación de los ciclos económi-

cos locales con el ciclo global, así como el riesgo regulatorio o cambio de

las normas de juego por parte del estado donde se llevará a cabo la inver-

sión (Luís A. Mañas, Repsol YPF). Por tanto, a la hora de realizar valora-

ciones utilizando el famoso método del descuento de flujos de caja

(Discounting Cash Flow), se están proponiendo, con el aval de los gran-

des estructuradores de este tipo de formulaciones (Copeland,

Damodaran), una serie de adiciones a las fórmulas matemáticas que se

vienen utilizando para la valoración de los activos antes de realizar la

correspondiente inversión, además de la necesaria adecuación a la nor-

mativa contable (directrices para la estimación del valor de mercado bajo

US GAAP (SFAC Nº. 7).
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Inflación 2005-2006 2005 2006

Perú 1,5 2,1

Ecuador 3,1 3

México 3,33 3,4

Chile 3,7 3,4

Bolivia 4,9 4,5

Colombia 4,9 4,7

Brasil 5,7 3,3

Argentina 12,3 10,5

Venezuela 14,4 14,9

Cuadro 9. Inflación 2005-2006 para la Iberoamérica

Fuente: Fondo Monetario Internacional. 2006.



Estos factores que se deben introducir en las valoraciones para ajus-

tar los activos al riesgo intrínseco son fundamentalmente los siguientes:

1 . Tomar los Flujos de caja esperados (Free Cash Flows) condiciona-

les a la ausencia de riesgo país (asumiendo rule of law o salva-

g u a rdia frente actuaciones arbitrarias de los gobiern o s ) .

2 Introducir muestralmente una «probabilidad» de eventos del riesgo

país (sociales, políticos, estructurales...), así como la pérdida expre-

sada como porcentaje del Cash Flow Libre bajo la rule of law.

3 Realizar una comparación para ver el verdadero impacto en los

Flujos de Caja contractuales (normales). Variable que se modelizará

estadísticamente.

Además hay que tener en cuenta para mantener una correcta actuali-

zación en el valor de la prima de riesgo país (Luís A. Mañas, Repsol YPF),

los siguientes condicionantes:

1 . Algunos negocios se encuentran aislados relativamente de las

condiciones económicas del ámbito local.

2. Existen diferentes formas de diversificar el denominado riesgo

regulatorio, pero siempre dentro de los límites marcados por las

estructuras políticas y sociales presentes en los diferentes países.

3. El diferencial de la deuda soberana de un país no necesariamente

refleja el verdadero riesgo país que pueda soportar un determinado

sector económico. Así, basándonos en los diferenciales crediticios

de deuda mantenidos por empresas comparables dentro de los dis-

tintos sectores nos va a permitir ponderar correctamente el riesgo

país en cada sector concreto.

En definitiva, España y por tanto la UE, tienen grandes intereses en

I b e roamérica, materializados en inversión empresarial directa, que se ha loca-

lizado por el potencial de crecimiento de estos mercados y por su afinidad cul-

tural. Sin embargo, el riesgo regulatorio y la coherencia en general de las polí-

ticas económicas que se están aplicando actualmente en países como Bolivia

o Venezuela, incrementa el riesgo de las misas y hace necesario un re p l a n t e a-

miento adecuado de las nuevas inversiones; puesto que existen otras grandes

oportunidades a nivel internacional, especialmente en Europa y Asia.
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LA COOPERACIÓN DE DEFENSA IBEROAMERICANA

Por BENITO RAGGIO CACHINERO

INTRODUCCIÓN

En el Ministerio de Defensa español se concibe a Iberoamérica como

un área con la que se comparten intereses comunes y con respecto a la

cual se quiere articular una política de cooperación de defensa bien defi-

nida y coherente. Los principales ejes de esta política vienen determina-

dos por la Directiva de Defensa Nacional (DDN), documento en el que el

Gobierno de la Nación marca las prioridades de política de defensa. En la

Directiva emitida durante la presente legislatura, la DDN 1/04, se estable-

ce que Iberoamérica es un área de interés preferente para España, afir-

mación que puede ser aplicada a muchos campos de las relaciones exte-

riores pero que naturalmente hay que entender a la luz del objeto del texto

en que se inscribe, que es la seguridad y defensa. En relación con ello,

considero conveniente hacer desde el primer momento dos precisiones:

Primero, que el interés de la política española de defensa hacia

Iberoamérica descrito en la Directiva de Defensa Nacional no es una posi-

ción de partido ni depende de las tendencias del Gobierno de turno, pues

las bases reales sobre las que dicho interés se sustenta, es decir, la pre-

sencia española y la existencia de unos vínculos históricos muy especia-

les con este grupo de naciones, son una constante a lo largo del tiempo.

Por ello, los sucesivos documentos de planeamiento de defensa emitidos

por gobiernos anteriores han recogido en parecidos términos esta idea de

vinculación hacia Iberoamérica. Las distintas Directivas de Defensa
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Nacional, el Libro Blanco de la Defensa 2000, o la Revisión Estratégica de

la Defensa de 2003, por citar algunos ejemplos, resaltan la existencia de

una triple vocación española: la europea, donde España participa activa-

mente en un proceso de integración política sin precedentes que afecta

de manera sustancial a competencias como la política de defensa, típicas

del estado nación; la vocación mediterránea, ámbito de relación entre

naciones vecinas en el que España quiere hacer un interés común de la

seguridad, la cooperación y el progreso compartidos; y la vocación atlán-

tica, en la que se resaltan las relaciones con los Estados Unidos y nues-

tros vínculos muy especiales con las naciones iberoamericanas.

Segundo, que el interés y la atención que recibe Iberoamérica en la

DDN, y por tanto nuestro quehacer común en materia de cooperación de

seguridad y defensa, están sujetos a una cohabitación forzosa con las

otras áreas y vocaciones españolas arriba citadas, lo que unido a otros fac-

t o res como la lejanía física, las evoluciones políticas y crisis de seguridad

en Latinoamérica en la segunda mitad del siglo pasado o la incorporación

t a rdía por parte de España al grupo de países con vocación de exportado-

res de seguridad, ha provocado que, en mi opinión, el área no reciba toda

la atención que merece en materia de cooperación de defensa.

CONSIDERACIONES GENÉRICAS SOBRE LA COOPERACIÓN DE

DEFENSA

España se considera a sí misma como una potencia media, lo que

determina unas limitaciones a su actuación en política de defensa que

deben ser interpretadas en términos de restricciones, tanto de tipo cuali-

tativo o jurídico político, como cuantitativo.

Nuestra concepción estratégica se basa en el principio de defensa

colectiva y seguridad compartida con nuestros socios y aliados, sin per-

juicio del mantenimiento de una capacidad defensiva propia. Esto supone

una mutualización de la seguridad que permite una actuación más efi-

ciente (ahorro de costes, mayor eficacia) así como un plus de legitimidad

en las actuaciones en el exterior. Por otro lado, la actuación de nuestras

Fuerzas Armadas se sujeta a los principios de legalidad y subordinación

al poder civil, encarnados en el control parlamentario de los presupuestos

de defensa y en el cumplimiento de determinados requisitos legales para

la participación en operaciones en el exterior: aprobación parlamentaria

previa a la actuación en operaciones de mantenimiento de la paz en el
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exterior, respeto a los principios imperantes en las relaciones internacio-

nales y exigencia de que nuestras participaciones en operaciones en el

exterior estén amparadas por un mandato de Naciones Unidas (1). Estas

son las deseables limitaciones al uso coercitivo de la fuerza que se deri-

van de nuestra condición de democracia participativa, que compartimos

con la gran mayoría de naciones europeas.

Desde el punto de vista de los recursos y en función de la importancia

relativa de España en el concierto global, es razonable tener presentes los

conceptos de escasez y costes de oportunidad propios de la ciencia eco-

nómica a la hora de analizar los tres planos o «vocaciones» de la política

de defensa española arriba indicados. Al fin y al cabo la política de defen-

sa no deja de ser una actividad económica, entendiendo la economía

según la definición propuesta por Lionel Robbins en 1932, como la cien-

cia que estudia la conducta humana como una relación entre fines y

medios escasos que tienen usos alternativos.

La escasez en el campo de la cooperación de defensa se refiere tanto

a las limitaciones materiales derivadas de unos presupuestos de defensa

españoles muy ajustados, como a la dificultad real de llevar las relaciones

de defensa con Iberoamérica a la agenda del Ministerio, ante la presencia

de formas de cooperación fuertemente institucionalizadas en los otros

ejes de actuación de la política de defensa española (OTAN, UE, vínculo

trasatlántico) y el esfuerzo que demanda nuestra participación en opera-

ciones en teatros alejados de América (con la excepción de Haití en su

momento). Incidiré algo más sobre estas cuestiones.

La Alianza Atlántica

La Alianza Atlántica se encuentra sólidamente cimentada en los esque-

mas de seguridad y defensa en Europa. La agenda atlántica de los gobier-

nos europeos es densa y muy importante para el desarrollo de sus políti-

cas. Y no sólo en los aspectos relativos a seguridad y defensa sino tam-

bién en el sentido más amplio del término, el de la gran estrategia. Además

de las Cumbres en las que los Jefes de Estado y de Gobierno de la Alianza

debaten cuestiones estratégicas y de seguridad, los Ministros de Defensa

de los países miembros se reúnen al menos tres o cuatro veces al año para

tratar temas de defensa, en el Consejo Atlántico en Bruselas o en re u n i o-

nes informales en los distintos países. Esta gran implicación de las autori-
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dades políticas en la Alianza demanda no poco esfuerzo y dedicación del

Ministerio de Defensa y la gran importancia relativa de la «Agenda OTA N »

se refleja de manera inevitable en nuestras prioridades y programas de

actuación. Para ilustrar esta cuestión podemos citar, a modo de ejemplo,

los aspectos tratados en la última reunión informal de ministros de defen-

sa de la OTAN, en el que el Ministro español ejerció de anfitrión (Sevilla, 12

de febre ro de 2007.) Entre otros asuntos vieron cuestiones como las ope-

raciones en curso de la Alianza, con especial énfasis en Afganistán y

Kosovo, o la revisión del proceso de transformación militar de la Alianza.

Con el cambio en el panorama estratégico mundial, la Alianza Atlántica

ha reorientado sus esfuerzos para entrar a trabajar más en el ámbito de la

seguridad y ha iniciado una dinámica de cooperación regional que estaba

ausente durante la guerra fría. Este cambio de orientación funcional se

enfocó inicialmente hacia el este europeo con la Asociación para la Paz, el

Consejo OTAN-Rusia y la Comisión OTAN-Ucrania y, más tarde, con la des-

estabilización en los Balcanes, con la Iniciativa del Sureste de Europa (2).

La aparición de estas relaciones especiales responde a una lógica de sus-

titución de la confrontación por un enfoque cooperativo, manteniéndose

los mismos actores que durante la guerra fría, al menos inicialmente.

A mediados de los 90, la Alianza empezó a añadir actores diferentes a

este nuevo enfoque, interesándose también –a iniciativa española– por la

seguridad y estabilidad de la región del Mediterráneo. Esta propuesta

fructificó con el Diálogo Mediterráneo de la OTAN, en el que se establecen

los objetivos, principios y áreas prioritarias de cooperación de la Alianza

con los países que ocupan la ribera sur de este mar (3). La iniciativa alcan-

za no solo a los países del Mediterráneo Occidental, sino también a los

que ocupan la conflictiva zona mediterránea de Oriente Medio: Egipto,

Jordania e Israel.

Más recientemente, y en el marco de la nueva situación creada tras el ata-

que terrorista en territorio norteamericano, la Alianza comienza a intere s a r s e

también por la seguridad y estabilidad en el «Gran Oriente Medio», iniciando

acciones de cooperación con Bahrein, Qatar, Kuwait y Emiratos Árabes

Unidos mediante la denominada Iniciativa de Cooperación de Estambul (4).
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Finalmente, existen otras propuestas para establecer formas de coo-

peración basadas en criterios no geográficos sino funcionales, con países

como Japón, Australia y Nueva Zelanda, con los que se considera que hay

valores e intereses de seguridad comunes y que además son potenciales

contribuyentes a las operaciones y misiones de la Alianza.

El conjunto latinoamericano se encuentra relativamente al margen de

estas relaciones de cooperación de la OTAN, con alguna excepción de

carácter marginal, como la presencia de determinadas naciones iberoa-

mericanas como Chile, Brasil o Argentina, en operaciones de la alianza o

en cursos y actividades en el marco OTAN. Esta limitada presencia se

debe, en mi opinión, a dos factores diferentes. Por un lado, América del

Sur está inscrita de lleno en el esquema de seguridad hemisférico presidi-

do por los Estados Unidos y por tanto forma parte de un subsistema de

seguridad diferente del euroatlántico, dentro de un diseño de seguridad

global norteamericano que trasciende a la propia Alianza Atlántica (5).

Por otro lado, hay que considerar la propia situación de seguridad en

C e n t roamérica y Sudamérica, que han sido escenario de conflictos en la

segunda mitad del siglo pasado, pero que a la vez se han mantenido re l a t i-

vamente al margen de la confrontación entre bloques de la guerra fría. Las

amenazas a la paz en Latinoamérica en las últimas décadas no eran de tipo

global sino internas en la mayor parte de los casos, y Latinoamérica no

constituía una preocupación mayor para Europa o los Estados Unidos.

La Unión Europea

La Unión Europea es otra de las grandes prioridades de la política de

defensa española. Las naciones europeas están tratando de construir la

«Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD)» pero su grado actual

de desarrollo es limitado, por lo que las iniciativas de cooperación de

seguridad en Europa se canalizan sobre todo a través de los mecanismos

de la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC.) Ello no ahorra preo-

cupaciones ni disminuye la necesidad de implicación por parte de los res-

ponsables de defensa de las naciones europeas, sino todo lo contrario.

En el campo de la PESD existe todavía un buen camino por recorrer en

tres áreas fundamentales: desarrollo institucional, desarrollo operativo y
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(5) Zbignew Brzezinski nos propone una interesantísima reflexión sobre este asunto. «El gran

tablero mundial. La supremacía estadounidense y sus imperativos geoestratégicos» Ed.
Paidós. 1998. Págs. 33 a 38.



de capacidades y en materia política, para llevar la política de defensa a

la esfera de responsabilidad común de la Unión. Estas tres grandes áreas

se concretan en temas como la lucha contra el terrorismo, las relaciones

OTAN-UE, el empleo de capacidades de la Alianza en misiones de la

Unión Europea, las operaciones en curso y futuras de la Unión Europea,

el desarrollo de capacidades militares y civiles, las formaciones multina-

cionales europeas como EUROCUERPO, EUROFOR, EUORMARFOR ó el

Grupo Aéreo Europeo, la puesta en marcha de la Fuerza de Gendarmería

Europea, la cooperación en materia de armamento en Europa, la creación

de la Agencia Europea de Armamento y un largo etcétera.

Los contactos y trabajos en la Unión Europea están por tanto plenos

de contenido y ocupan una buena parte del tiempo y preocupaciones de

los responsables de política de defensa de los países miembros. Durante

cada periodo semestral de presidencia de la Unión Europea se sostiene

una reunión informal de Ministros de Defensa y otra en el marco del

Consejo de Asuntos Generales y Relaciones Exteriores (CAGRE), en la

que se coordinan las posiciones de los Cancilleres y Ministros de Defensa

de los países europeos. A ello hay que añadir también las reuniones de

Directores de Política de Defensa, de las que se producen una o dos en

cada presidencia.

A modo de ejemplo, entre los expedientes más importantes que se

están tratando en el marco de la PESD y que ocupan a la presidencia ale-

mana durante este primer semestre de 2007, destacan.

• Las misiones en curso de la UE, y la posibilidad de impulsar una

misión civil PESD en Kosovo (justicia y policía) así como una misión

civil PESD en Afganistán, en el sector policial en conexión con el

j u d i c i a l .

• Desarrollo de capacidades de la Unión: Objetivo Civil 2008 y Ob-

jetivo General 2010.

• Posibilidad de crear una capacidad de planeamiento permanente

Cívico-Militar en la Secretaría del Consejo.

• Reforzar las relaciones de la UE, tanto con la OTAN como con

Naciones Unidas.

• Analizar el presente y futuro de la PESD, para lo cual se celebrará en

Berlín la conferencia «ESDP. From Cologne to Berlin and beyond.

Operations, institutions and capabilities».

Para las naciones europeas, los temas de la UE tienen una especial

dificultad, al formar parte de un complejo proceso de integración y cons-
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trucción política en el que las naciones deben hacer una progresiva renun-

cia de soberanía, y al existir sobre ellos posiciones divergentes y dificulta-

des de muy distinta índole relativas a intereses nacionales, posiciones de

los estados miembros en materia de Seguridad, prioridades en política

exterior, forma de entender las relaciones entre la UE y la OTAN, etc.

Las relaciones estratégicas privilegiadas

A todo lo anterior hay que sumar la existencia de determinadas rela-

ciones privilegiadas o especialmente intensas en el campo de la seguri-

dad y defensa con determinadas naciones, ya sea por su peso geopolíti-

co o por razones de especial proximidad, como Estados Unidos, Francia,

Portugal o Marruecos.

Las relaciones bilaterales hispano norteamericanas en el ámbito de la

defensa se remontan prácticamente hasta el final de la Segunda Guerra

Mundial y son de una especial intensidad: presencia frecuente de unida-

des navales y aéreas norteamericanas en terreno español, gran cantidad

de actividades de cooperación militar tanto en el plano bilateral como en

el de la seguridad colectiva, una enorme cantidad de contratos de defen-

sa suscritos con los Estados Unidos y sobre todo, convergencia de inte-

reses reales, pese a la innegable existencia de divergencias de tipo coyun-

tural. Estas relaciones se basan en un Convenio de Cooperación de

Defensa, de cuya aplicación se encarga un Comité Permanente Hispano-

Norteamericano (6). En el nivel político existe desde el año 2002 un Comité

Bilateral de Defensa de Alto Nivel, concebido como órgano de consultas

en el ámbito de la defensa (7). Dicho Comité está co-presidido por el

Ministro de Defensa español y por el Secretario de Defensa estadouni-

dense. Su Órgano Ejecutivo lo presiden el Secretario General de Política

de Defensa español y su homólogo estadounidense. El Comité se ha reu-

nido en dos ocasiones, el 12 de mayo de 2003 y el 2 de mayo de 2005.

Francia es uno de los aliados en la UE con el que se sostiene unas rela-

ciones más estrechas en el ámbito de la defensa, como lo prueba el ele-

vado número de acuerdos bilaterales suscritos y contactos existentes,
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(6) Convenio de Cooperación para la Defensa entre el Reino de España y los Estados Unidos

de América, de 1 de diciembre de 1988, revisado por el Protocolo de Enmienda de 10 de
abril de 2002. El primer convenio con los Estados Unidos se firmó el 26 de septiembre
de 1953.

(7) El acuerdo de creación de este Comité fue firmado el 3 de diciembre de 2002, por el
Secretario de Defensa de los Estados Unidos y el Ministro de Defensa de España.



que abarcan casi todos los campos, terrestre, naval, aeronáutico, de

armamento, logístico y sanitario. En la mayor parte de las unidades y for-

maciones militares multinacionales en las que estamos presentes, así

como en la Gendarmería Europea, hay coincidencia hispano-francesa.

También se puede reseñar la cooperación en las operaciones, con inte-

gración de contingentes de ambos países, que ha dado un excelente

resultado, o la cooperación en el campo del armamento y material, con

proyectos conjuntos como el del helicóptero de ataque Tigre (en el que

también participa Alemania). Esta relación estratégica privilegiada con

Francia se ha visto refrendada por la creación del Consejo Hispano

Francés de Defensa y Seguridad en 2005 (8). Dicho Consejo reúne anual-

mente a los Ministros de Asuntos Exteriores, de Defensa y a sus principa-

les subordinados bajo la Presidencia del Presidente del Gobierno Español

y del Presidente de la República Francesa. La primera reunión de este

Consejo se ha celebrado con ocasión de la XIX Cumbre hispano francesa

de Gerona, el 16 de noviembre de 2006.

Las relaciones bilaterales de defensa con Portugal son excelentes y

vienen de muy atrás, si bien no ha sido hasta fechas recientes cuando se

ha propuesto que se eleven al más alto nivel. En la XXII Cumbre Hispano

Portuguesa de Badajoz, de 24 de noviembre de 2006, los Ministros de

Defensa de ambos países decidieron proponer a los respectivos Jefes de

Gobierno la creación de un nuevo modelo de cooperación bilateral

mediante el establecimiento de un Consejo de Defensa y Seguridad al

más alto nivel político, consolidando de esta manera una relación estraté-

gica privilegiada con este país. Se quiere que este Consejo celebre su pri-

mera reunión con ocasión de la Cumbre Hispano-Portuguesa en 2007.

Finalmente existe una relación especial en materia de defensa con

Marruecos, encaminada a sentar las bases de un mayor diálogo y con-

fianza entre ambas naciones. Esta relación se materializa mediante la

celebración de Comisiones Mixtas anuales de alto nivel, presididas por el

Secretario General de Política de Defensa por parte española y que cuen-

tan con la participación de la práctica totalidad de la cúpula militar de

ambos países. Estas reuniones dan lugar a un intenso programa de coo-

peración bilateral, con una gran cantidad de áreas y actividades de coo-

peración y han permitido sentar las bases para un incremento de la con-
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(8) La creación del Consejo Hispano francés de Defensa y Seguridad se acordó en la cum-

bre hispano francesa celebrada en París el 10 de noviembre de 2005. Francia ya tiene
constituidos Consejos similares con Alemania y el Reino Unido.



fianza entre España y Marruecos en materia de defensa, hasta un punto

tal que por primera vez se ha desplegado un contingente hispano marro-

quí en una operación de mantenimiento de la paz de Naciones Unidas, en

Haití.

La creciente implicación española en el exterior

Con la llegada a España de la democracia, se produce una transfor-

mación sostenida de la política de defensa de nuestra nación que pasa

poco a poco de ser un consumidor o importador de seguridad a ser un

productor o exportador de la misma.

El cambio se inicia por la creciente internacionalización de la estructu-

ra a partir de los años 80: ingreso de España en la OTAN en 1982, entra-

da en la Comunidad Económica Europea en 1986, desarrollo progresivo

de una identidad europea de seguridad y defensa, participación en unida-

des y formaciones multinacionales en el marco europeo etc.(9); y se con-

solida con una coyuntura, el final de la guerra fría, que determina una par-

ticipación cada vez más decidida de nuestras fuerzas armadas en opera-

ciones en el exterior: a partir de 1989 la Comunidad Internacional otorga

cada vez más importancia a las operaciones de mantenimiento de la paz

en las relaciones internacionales y ello, en buena lógica, afecta también a

España.

El compromiso del Ministerio de Defensa con la acción exterior es

en realidad el resultado del proceso de globalización, que trae consigo

una internacionalización creciente de la actividad de la administración

en su conjunto, y por el que la práctica totalidad de ministerios des-

a r rollan unidades administrativas con competencias en el ámbito inter-

nacional. Entre estos departamentos, el Ministerio de Defensa ostenta

una importancia especial por el elevado grado de intern a c i o n a l i z a c i ó n

de las instituciones de seguridad y defensa, la frecuente participación

de unidades militares en operaciones de mantenimiento de la paz y la

fuerte implicación en operaciones de asistencia humanitaria y de re s-

cate y transportes de ayuda humanitaria. Según un informe de la

Comisión para la reforma del Servicio Exterior de junio de 2005, de las

más de 8.200 personas que tienen encomendadas tareas re l a c i o n a d a s

con la acción exterior en la Administración Central del Estado, apro x i-
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(9) EUROCUERPO, EUROFOR, EUROMARFOR, Fuerza Anfibia hispano italiana, Grupo

Aéreo Europeo etc. Para mayor información sobre estas formaciones internacionales se
puede consultar la página web del Ministerio de Defensa de España. http://www.mde.es/



madamente el 17,3% pertenecen al Ministerio de Defensa, lo que viene

a suponer unas 1.420 (10).

En cuanto a las operaciones de mantenimiento de la paz, cuando en

1989 se produce el punto de inflexión en cuanto a volumen de misiones

de este tipo realizadas por la Comunidad Internacional la participación

española es moderada, pero a partir de 1992 se incrementa de manera

notoria con la integración en la Fuerza de Protección de Naciones Unidas

en Bosnia de una Agrupación de la Legión de más de 1000 efectivos,

alcanzándose un total de efectivos desplegados en el exterior de unos

1.500. Esta cifra se mantiene en niveles similares hasta 1999, cuando la

operación en Kosovo la eleva hasta 2.800, y el máximo se alcanza en 2003

con un despliegue de 3.600 efectivos en cuatro escenarios diferentes.

Durante los años 2006 y 2007 el número de participantes en operaciones

de mantenimiento de la paz se limita por acuerdo del Consejo de Ministros

a 3.000, siendo los efectivos desplegados próximos y siempre inferiores a

esa cifra (11). Sintetizando los datos de nuestra participación desde 1989,

España ha participado en 52 operaciones de paz y misiones de ayuda

humanitaria, con un total acumulado de 72.000 militares desplegados y

presencia en cuatro continentes.

Esta presencia exterior ha tenido, en primer lugar, un elevado coste

humano que considero obligado recordar en estas líneas, y que se cuan-

tifica por la elevada cifra de fallecidos y heridos en este tiempo. También

ha exigido un gran esfuerzo operativo, de planificación, logístico y de

equipamiento y sobre todo, y es lo que me interesa resaltar, ha reclamado

una parte no desdeñable del tiempo de nuestros representantes políticos,

pues la gestión de crisis en un mundo globalizado es un asunto de impor-

tancia estratégica. Para calibrar la importancia de este fenómeno pode-

mos acudir a las cifras de gasto acumulado en operaciones en el periodo

referido: más de 3.500 millones de euros.

Este esfuerzo político, organizativo y financiero podría denominarse

«efecto operaciones», entendido como la atención preferente que recla-

man las situaciones de crisis en detrimento de otras formas de coopera-

ción realizadas al amparo del concepto de «Diplomacia de Defensa». La
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(10) Informe de la Comisión para la Reforma integral del Servicio Exterior, de 20 junio de

2005.
(11) A día de hoy, nuestras Fuerzas Armadas despliegan unidades en Bosnia-Herzegovina,

Kosovo, Afganistán y el Líbano y mantienen observadores en diversas misiones de

Naciones Unidas y la Unión Europea. Para más información sobre estas operaciones
consultar página web del ministerio de defensa de España. http://www.mde.es/



dificultad que se plantea consiste en que de alguna manera ambas formas

de cooperación son incompatibles entre sí: si la Diplomacia de Defensa se

orienta a la prevención de conflictos y al fomento de la confianza y la con-

certación, tratando de evitar que estallen las crisis y que haya que acudir

a resolver los conflictos «a posteriori», la gestión de crisis supone la actua-

ción paliativa tras el estallido de un conflicto. Un paralelismo adecuado

podría ser la medicina preventiva frente a la curativa (12).

Así pues, este «efecto operaciones» introduce una dificultad adicional

a nuestra cooperación de defensa con Iberoamérica, pues en esta área no

se desea una actitud reactiva consistente en la cooperación de crisis sino

que se pretende tener una política activa basada en la diplomacia de

defensa, como nos recordaba el Ministro español de Defensa durante la

firma de los Protocolos de Cooperación de Defensa con países centroa-

mericanos:

«Lo que ahora firmamos son cuatro protocolos de cooperación en

materia de defensa que – dicho sea por parte española – responden

al propósito general de fomentar lo que denominamos diplomacia de

defensa, unas relaciones fluidas y de confianza entre nuestras

Fuerzas Armadas con las de otros países amigos. Mediante ellos bus-

camos intensificar nuestras relaciones y nuestros intercambios políti-

cos y militares, impulsar la cooperación científica y tecnológica, así

como regular nuestra cooperación en el área de la industria de defen-

sa» (13).

Una herramienta que podría ser muy eficaz en el terreno de la diplo-

macia de la defensa seria el uso de las enajenaciones, bien sea a precio

comercial, simbólico o político, y las cesiones gratuitas de material de

defensa en beneficio de aquellos países con los que queremos estrechar

lazos. El Ministerio de Defensa ha intentado emplear esta herramienta

desde hace tiempo, para abrir o consolidar cauces de cooperación en el

— 205 —

(12) El concepto español de diplomacia de defensa es «el conjunto de actividades que eje-
cutan las organizaciones dependientes del Ministerio de Defensa y los miembros y

Unidades de las Fuerzas Armadas en beneficio de la diplomacia tradicional y que abar-
can desde la prevención de conflictos mediante el uso de medios militares, hasta la
colaboración con las misiones diplomáticas en sus actividades relacionadas con la
seguridad, así como las relaciones bilaterales en el ámbito de la defensa para el esta-

blecimiento de confianza, para el apoyo al desarrollo armónico de Fuerzas Armadas y
para el mejor entendimiento entre sus miembros».

(13) Discurso del Ministro de Defensa español, D. José Antonio Alonso en Madrid, Casa de

América el 17 de octubre de 2006, con ocasión de la firma de los acuerdos de coope-
ración de defensa con El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua.



terreno de industria de la defensa. Se ha tratado así de impulsar la pre-

sencia de nuestra industria de defensa en otros países, apoyando o posi-

bilitando la participación de estos en operaciones en cooperación con el

nuestro.

Sin embargo, su aplicación práctica choca con las rigideces impuestas

por la ley, rigideces que, si bien son las lógicas de un estado de dere c h o ,

dificultan en la práctica el empleo flexible y oportuno de este mecanismo

para impulsar nuestra diplomacia de la defensa. Así, si bien la Ley 33/2003,

de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Publicas, con-

templa de forma específica en su articulo 145.2 la posibilidad de cesión

gratuita de bienes y derechos patrimoniales de la Administración General

del Estado a Estados extranjeros u organizaciones internacionales en el

m a rco, entre otros casos, de operaciones de paz o la ayuda humanitaria,

el procedimiento a seguir es largo y complejo por garantista de la transpa-

rencia y buen fin de la acción que se pretende, involucrando a otros depar-

tamentos de la Administración y resultando a la postre en largos re t r a s o s

que reducen de forma significativa los efectos de oportunidad y los réditos

que en un momento determinado se espera obtener de ellos.

Q u i e ro cerrar estas líneas dedicadas a nuestra creciente pre s e n c i a

exterior con unas reflexiones en torno a la globalización de la seguridad,

que considero plenamente aplicables a todas las naciones de la comuni-

dad iberoamericana. En primer lugar subrayar, al hilo de la experiencia

española, los grandes réditos que pro p o rciona a cualquier «país emisor o

p roductor de seguridad» la proyección exterior de las fuerzas armadas. La

integración en la OTAN y la UE y en las formaciones militares multinacio-

nales que he mencionado, así como la participación en operaciones de

mantenimiento de la paz en el exterior en los últimos 20 años han sido el

motor de un gran cambio interno y de mentalidad en el seno de las Fuerzas

Armadas españolas, determinado por el encuentro de cuadros y tropa con

otras culturas, idiomas y mentalidades y por el conocimiento de nuevos

esquemas y procedimientos de trabajo. Esta influencia ha alimentado la

dinámica de cambio en el seno de las Fuerzas Armadas, facilitando su

adaptación a los nuevos tiempos y la potenciación y modernización de los

e j é rcitos. Ello ha reforzado en última instancia la propia seguridad nacional.

La segunda reflexión, en el plano político, se refiere al plus de legitimi-

dad que proporciona la participación en operaciones de mantenimiento de

la paz ante la población civil y ante el resto de naciones. Creo que este

fenómeno es percibido cada vez con más claridad por los responsables
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políticos de las naciones iberoamericanas, por lo que la proyección exte-

rior es ya una parte importante de las agendas de defensa en

I b e roamérica, como lo muestran los datos de participación en

Operaciones de Mantenimiento de la Paz de Naciones Unidas de países

Iberoamericanos recogidos en el gráfico.

En los datos reflejados hay algunas ausencias notables, como por

ejemplo las de México, determinada por condicionamientos de orden jurí-

dico interno, Colombia, que vive un conflicto interior que consume una

ingente cantidad de recursos, y otras como Cuba o Venezuela, por crite-

rios de política exterior; pero también hay presencias notables: países

como los centroamericanos, que han salido de procesos de paz muy

recientemente y que han invertido el sentido de la «corriente de suminis-

tro de seguridad», Uruguay, enormemente volcado en este tipo de opera-

ciones, u otros como Bolivia que realizan un esfuerzo notable en términos

relativos.

Es cierto que las operaciones de Naciones Unidas proporcionan unos

retornos de financiación que alientan la participación de las distintas

naciones, pero también es verdad que los responsables gubernamentales

parecen cada vez más conscientes de que existen importantes ventajas

políticas si se asumen responsabilidades en materia de seguridad com-

partida. A título de ejemplo, durante mi visita al Consejo Superior de la
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Conferencia de las Fuerzas Armadas Centroamericanas en junio de 2006,

en Ciudad de Guatemala, que coincidió en tiempo con la celebración del

décimo aniversario de los acuerdos de paz de Esquípulas, el lema elegido

por el Ministerio de Defensa guatemalteco para esta conmemoración era:

«A 10 años de la firma de los acuerdos de paz, la estamos exportan-

do» (14).

La tercera reflexión se re f i e re a la utilidad de los recursos financie-

ros que se invierten con una orientación hacia el exterior. En el plano de

las percepciones, la participación en Operaciones de Mantenimiento de

la Paz mejora la apreciación de la utilidad de sus Fuerzas Armadas por

parte de la población, al considerar la ciudadanía que los recursos de

la defensa no permanecen ociosos; si bien en algunas naciones ibero-

americanas este fenómeno puede tener otros matices, pues existen

s e c t o res de la población que pre f i e ren que sus Fuerzas Armadas cola-

b o ren pre f e rentemente en la resolución de los problemas de seguridad

i n t e r i o r. En el plano real, los esfuerzos en materia de distensión y medi-

das de confianza, cooperación de seguridad y defensa y concertación

regional, reducen de manera objetiva las necesidades de recursos para

la defensa; es decir, el fomento de una situación de paz, confianza y

cooperación con los vecinos produce «dividendos de la paz», y más

aún si la cooperación y el diálogo se llevan al campo de la integración

p o l í t i c a .

SITUACIÓN DE LA COOPERACIÓN DE DEFENSA EN IBEROAMÉRICA

Los diferentes planos de las relaciones de defensa en América.

Óptica española

Desde la óptica española, las relaciones de defensa en el continente

americano se entienden en un triple plano: el hemisférico, el iberoameri-

cano y el bilateral.
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(14) Haciendo referencia a la participación de las Fuerzas Armadas de Guatemala en opera-
ciones de mantenimiento de la paz en el exterior. Esta participación era, en abril de 2005
la siguiente:

Misión de Naciones Unidas en Haití MINUSTAH: 71 efectivos
Misión de Naciones Unidas en el Congo, MONUC: 104 efectivos y 4 observadores
Operación de las Naciones Unidas en Costa de Marfil, UNOCI (5 observadores)

Operación de Naciones Unidas en Burundi ONUB: 3 observadores (ya finalizada)
Datos ONU, http://www.un.org/Depts/dpko/dpko/contributors/2005/April2005_1.pdf



El plano hemisférico de la seguridad es el más amplio y también el

de más tradición en el continente. La presencia de los Estados Unidos

y en menor medida Canadá, países de cultura sajona y de gran impor-

tancia geopolítica, determina el carácter hemisférico, no ibero a m e r i c a-

no, de este esquema de seguridad. O, dicho de otra manera, las inicia-

tivas para el desarrollo de una dimensión iberoamericana de la seguri-

dad y defensa no pueden incluir a estas naciones del norte de América

sin quedar desnaturalizadas (parecidas consideraciones se podrían

efectuar al analizar las iniciativas de cooperación o integración latinoa-

m e r i c a n a s ) .

Dicho esto, creo sin embargo conveniente matizar la afirmación

haciendo dos consideraciones. La primera es que la seguridad, bien

público por antonomasia, alcanza mayores niveles con la agregación de

esfuerzos de distintos agentes, por lo que, en mi opinión, se debería

dar la bienvenida a las aportaciones en pro de la seguridad de los paí-

ses Iberoamericanos, sea cual fuere el esquema cooperativo en el que

se enmarquen y, naturalmente, siempre que tales aportaciones no per-

sigan o alimenten objetivos políticos ilegítimos. Por ello, España no

considera que el fomento de una dimensión de seguridad y defensa en

el marco de la Comunidad Iberoamericana de Naciones y la participa-

ción en el Sistema de Seguridad Hemisférica sean incompatibles. Por

o t ro lado, hay considerables carencias de seguridad en Latinoamérica

que afectan notablemente al bienestar de muchos ciudadanos, por lo

que las actuaciones en el marco de la seguridad hemisférica, como el

d e s a r rollo de medidas de confianza, la cooperación en materia de des-

minado, el trabajo en común en las áreas de información e inteligencia,

la reconstrucción, el asesoramiento institucional, la cooperación cívico-

militar y otras muchas, son completamente necesarias y suponen el

despliegue de un gran esfuerzo humano y financiero que, insisto, debe

ser bienvenido.

La segunda consideración se refiere a los procesos de integración polí-

tica y económica en distintos grupos de países o subregiones de

Latinoamérica (Asociación Latinoamericana de Integración, Merc a d o

Común Sudamericano, Sistema de Integración Centroamericano, etc.).

Estoy convencido de que la cooperación de seguridad y defensa en

Latinoamérica está llamada a ser algún día una política concertada en el

marco de estos procesos de integración, por lo que trascenderá el plano

de los actuales esquemas de seguridad. Así sucede en el Viejo Continente

con la Política Exterior y de Seguridad Común y con la Política Europea de
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Seguridad y Defensa (PESC / PESD), que empiezan a ser percibidas como

algo más que una simple herramienta intergubernamental para adquirir

poco a poco el carácter de un auténtico desafío político para la Unión. En

Iberoamérica aún no está consolidada esta dimensión de la cooperación

de seguridad y defensa como manifestación de la voluntad de integración

política, pero tarde o temprano, debido a su importancia, el debate alcan-

zará un umbral crítico que lo lleve al primer plano de la agenda política,

como ha sucedido en Europa (15).

Al hilo de esta reflexión, considero conveniente precisar que la dimen-

sión iberoamericana de seguridad y defensa tal y como la concebimos en

España, tampoco es incompatible con las aspiraciones de integración de

los países latinoamericanos. Muy al contrario, España apoya estos proce-

sos de conciliación, cooperación e integración regional, por entender que

la creación de un espacio común de seguridad y pro g reso en

Latinoamérica nos beneficia muy claramente, al compartir con estas

naciones una gran cantidad de intereses comunes, económicos, cultura-

les y espirituales. Esta posición viene expresamente recogida en nuestro

Libro Blanco de la Defensa:

«Convencida de que el modelo integrador que trata de seguir Europa

es la mejor fórmula para generar y mantener el desarrollo, España

estimula a los países de Iberoamérica a seguir el camino de la inte-

gración que ya han emprendido». (16).

Los dos planos de cooperación arriba mencionados, el hemisférico y

el iberoamericano, se complementan con la cooperación bilateral de

defensa entre España y las diferentes naciones de Iberoamérica, que tam-

bién se tratará en las líneas que siguen.

El Sistema de Seguridad Hemisférica

Desde el punto de vista español resulta interesante contemplar la evo-

lución del sistema de seguridad hemisférica por lo que entiendo es una

desalineación progresiva entre la naturaleza defensiva original de este
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(15) En Europa este debate está centrado, desde hace muchos años, entre los partidarios
de la seguridad europea en el marco de la OTAN y los de la seguridad canalizada pre-
ferentemente a través de las instituciones europeas.

(16) Libro Blando de la Defensa 2000. pág. 67.
(17) En 1942 se creó la Junta Interamericana de Defensa (JID) con la finalidad de precaverse de

un posible ataque a los países del continente por parte de Alemania. A su vez, la firma del

Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca, en Río de Janeiro en 1947, respondía a un
planteamiento defensivo de posguerra similar al que alumbraría la OTAN un año después.



esquema y la evolución política y de seguridad del continente desde la

firma del Tratado de Río en 1947 (17). Tras largos periodos de estanca-

miento y divergencias entre países sobre la virtualidad práctica del trata-

do, el sistema hemisférico parece haberse adaptado para dar un nuevo

tratamiento a los aspectos de seguridad y hacer frente a otros tipos de

amenaza: fallos en la seguridad humana, conflictos internos, diferencias

entre países vecinos, narcotráfico, terrorismo global, etc. Este cambio se

ha dado en el marco de un proceso de modificación de las responsabili-

dades de la Organización de Estados Americanos por el que la OEA ha

ampliado sus funciones en muy diversos campos, incluyendo la lucha

contra el terrorismo, el narcotráfico y la defensa. Estos asuntos se tratan

en el proceso de cumbres de la organización, mediante mandatos para la

acción colectiva desarrollados en reuniones ministeriales y sectoriales y a

través de los ministros responsables del área en cada país (18). También

en el campo de la Seguridad se ha formalizado el estatuto de la Junta

Interamericana de Defensa (JID) como una entidad de la OEA.

España tiene una presencia en este esquema en calidad de invitado u

observador. Además de la representación diplomática española ante la

OEA y de los contactos políticos con esta organización, desde mayo de

2006 nuestra nación se ha convertido en Observador Permanente ante la

Junta Interamericana de Defensa, coincidiendo con el cambio en los esta-

tutos de la Organización de Estados Americanos y con el refuerzo del

papel de la Junta. Mi deseo es que nuestra presencia en la JID nos atrai-

ga hacia las iniciativas de cooperación de seguridad del continente ame-

ricano y nos mueva a hacer algo más de esfuerzo en este continente,

donde se localizan nuestras mayores afinidades culturales y morales y una

parte no desdeñable de nuestros intereses. Por ello fue para mí una gran

noticia la invitación que formuló el gobierno de Nicaragua, en su calidad

de anfitrión, al Ministro español de Defensa para que acudiera como invi-

tado a la VII Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas cele-

brada en Managua, del 1 al 5 de octubre de 2006. El Ministro español

estuvo representado por el Jefe de Estado Mayor de la Defensa, al coin-

cidir la conferencia de ministros americanos con una reunión de ministros

de defensa de la Unión Europea, pero lo esencial del hecho fue la presen-

cia de España en esta Conferencia.

Aunque la representación española en estos foros sea reciente y en
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calidad de invitado u observador, creo que España puede y debe colabo-

rar en actividades de seguridad en el marco hemisférico y puede aportar

una visión europea, complementaria y de utilidad. Por citar algunos ejem-

plos, en áreas como el desminado humanitario el Ministerio de Defensa de

España puede facilitar apoyo a iniciativas de la OEA por parte del Centro

Internacional de Desminado de Hoyo de Manzanares, centro de excelen-

cia en este campo que ya coopera a título bilateral con muchas naciones

de Iberoamérica; en materia de medidas de fomento de la seguridad y

confianza, se puede ofrecer la experiencia de oficiales españoles con

conocimiento de las medidas de seguridad y confianza que OSCE aplica

en Europa; o en la reforma del sector de seguridad se pueden plantear

actividades y trabajos para proporcionar la experiencia española en este

campo, sin que ninguna barrera cultural ni de idioma nos dificulte nuestro

quehacer común.

La cooperación de Seguridad en el plano Iberoamericano

Las Cumbres Iberoamericanas de Jefes de Estado y de Gobierno y la

Secretaría General Iberoamericana constituyen la expresión institucional

de la Comunidad Iberoamericana de naciones, al igual que las Cumbres

de Jefes de Estado de las Américas y la Organización de Estados Ame-

ricanos puede considerarse como la expresión institucional de una alian-

za hemisférica panamericana (19).

Algunos de los acuerdos y declaraciones de las Cumbres Ibero-

americanas suponen compromisos susceptibles de afectar a la política de

defensa, como por ejemplo las declaraciones especiales sobre Colombia

y Haití, el comunicado especial sobre los desastres ocasionados por el

huracán Stan (en el que se anima al incremento en la cooperación de

emergencia y la puesta en marcha de un mecanismo de coordinación ante

catástrofes naturales (20) o la declaración especial sobre la lucha contra

el terrorismo (21). Sin embargo, en el marco de la Confere n c i a

Iberoamericana los temas relativos a Paz, Seguridad y Defensa siempre se

han tratado de una forma tangencial y en el entramado institucional ibero-
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(19) La Secretaría General Iberoamericana, con sede en Madrid, es el órgano permanente de
apoyo para la institucionalización de la Conferencia Iberoamericana y para el segui-

miento e implementación de los acuerdos de las Cumbres, según el acuerdo alcanzado
en la «Declaración de Salamanca» (XV Cumbre Iberoamericana celebrada en Salamanca
el 14 y 15 de octubre de 2005)

(20) Declaración final de la XV Cumbre Iberoamericana de Salamanca.
(21) Declaración final de la XVI Cumbre Iberoamericana de Uruguay.



americano no se han desarrollado organismos para el diálogo de

Seguridad y Defensa similares a los existentes en el marco de la seguri-

dad hemisférica: Conferencia Especial de Seguridad, Colegio Inter-

americano de Defensa y Conferencia de Ministros de Defensa de las

Américas. Se puede afirmar por ello que en sus menos de dos decenios

de existencia la Conferencia Iberoamericana ha adolecido de falta de

voluntad política para el desarrollo de una dimensión de seguridad ibero-

americana.

En mi opinión las razones para ello pueden ser tres:

a ) La presencia superpuesta de otros esquemas cooperativos en la

región que constituyen vías más consolidadas para la cooperación

de seguridad que la conferencia iberoamericana: el Sistema de

Seguridad Hemisférica o las alianzas bilaterales con los Estados

U n i d o s .

b) La existencia de procesos de integración política regional en

Latinoamérica en los que la cooperación de seguridad y defensa

resulta un componente inevitable y, por lo tanto, la preferencia que

puedan tener las naciones sudamericanas por orientar sus esfuer-

zos hacia este marco regional: Comunidad Sudamericana de

Naciones, proceso de integración centroamericano, MERCOSUR

político, etc.

c) La percepción que pueden tener algunos países iberoamericanos

sobre una escasa utilidad de un esquema cooperativo de seguridad

en el marco iberoamericano.

Con respecto a la primera de estas tres razones, se puede argüir que

el esquema hemisférico no es omnicomprensivo, es decir, no abarca

todas las facetas posibles de la seguridad, no es objeto de una acepta-

ción unánime por parte de todas las naciones iberoamericanas ni, final-

mente, es incompatible con otros esquemas cooperativos, como ya se ha

argumentado anteriormente. Si dijimos antes que los esfuerzos de seguri-

dad hemisférica deben ser bienvenidos porque contribuyen objetivamen-

te a la mejora de la situación en el continente, ahora debemos hacer

extensiva esta afirmación a las iniciativas iberoamericanas en este campo.

En cuanto a la segunda razón, ya hemos indicado aquí que la comuni-

dad iberoamericana de naciones no es un proyecto de integración políti-
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ca y sin embargo sí que es una iniciativa política que apoya los proyectos

de integración existentes en América Latina (22). España y Portugal, como

naciones europeas de la comunidad iberoamericana, apoyan la creación

de un espacio sudamericano integrado y aspiran a seguir manteniendo

una relación privilegiada con dicho espacio. En este sentido, el fomento

de una dimensión iberoamericana de seguridad no es susceptible de

entorpecer ningún proceso de integración.

En cuanto a la tercera razón indicada, considero que las dificultades

para introducir el dossier de la seguridad en la Confere n c i a

Iberoamericana no se deben, en ningún caso a la naturaleza de la alianza

iberoamericana. Los objetivos de la Conferencia trazados en la primera

cumbre de México se refieren, en primer lugar, al examen de los grandes

retos que compartimos y la seguridad es, indudablemente, uno de los más

importantes a los que nos enfrentamos (23):

• «Examinar en forma conjunta los grandes retos que confrontan las

naciones iberoamericanas en un mundo en transform a c i ó n » .

En cuanto al resto de objetivos, son coherentes con el posible des-

arrollo de una dimensión de seguridad iberoamericana:

• Concertar la voluntad política de los gobiernos de Iberoamérica

para propiciar soluciones a esos desafíos y convertir el conjunto de

afinidades históricas y culturales que enlazan a las naciones iberoa-

mericanas en un instrumento de unidad y desarrollo basado en el

diálogo, la cooperación y la solidaridad.

• Contribuir a un futuro de paz, mayor bienestar e igualdad social.

• Impulsar un proyecto de cooperación iberoamericana sustentado en

el diálogo, la solidaridad y la adopción de acciones concertadas.

• Constituir la Conferencia Iberoamericana de Jefes de Estado y de

Gobierno de los estados soberanos de América y Europa de lengua

española y portuguesa.

La cuestión parece pues centrada en torno a la utilidad percibida por

la clase política iberoamericana y la clave por tanto consistiría en propor-

cionar argumentos en torno a dicha utilidad.

En mi opinión el fomento de una iniciativa de seguridad iberoamerica-

na puede enriquecer el debate conceptual y en torno a la articulación de

la seguridad en el continente, aportando una visión de seguridad comple-
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(23) Aprobados en la primera reunión de la Conferencia en Guadalajara, México, celebrada
los días 18 y 19 de julio de 1991.



mentaria y diferente de la norteamericana. Esta iniciativa se podría mate-

rializar en programas iberoamericanos de cooperación similares a los que

se han creado en otras áreas, por ejemplo en campos como la reforma del

sector de seguridad, institucionalización de la seguridad, control adminis-

trativo y financiero, u otros como la cooperación en materia de asistencia

humanitaria y de rescate, medidas de confianza, destrucción de minas y

artefactos explosivos, etc. En última instancia estos programas promove-

rían, no entorpecerían, la dinámica de integración latinoamericana y ayu-

darían a mejorar la situación real de seguridad. Finalmente, una dimensión

de seguridad iberoamericana podría ayudar a tender nuevos puentes

entre Latinoamérica y la Unión Europea. Sin embargo, las reticencias de

los representantes políticos pueden no ser fáciles de vencer. Por ello creo

que se debería empezar con alguna iniciativa posibilista, centrada en el

área conceptual, de gestión del conocimiento y de los altos estudios

estratégicos, como la que se propone más adelante de creación de un

Colegio Iberoamericano Virtual de Estudios Estratégicos.

El plano bilateral de cooperación de defensa

La cooperación bilateral de defensa de España con los países iberoa-

mericanos se articula mediante la firma de acuerdos de cooperación entre

ministerios, al amparo de los cuales se desarrollan programas bilaterales

de cooperación. En el continente americano se han firmado acuerdos de

este tipo con la mayoría de países: Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, El

Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, Nicaragua, República

Dominicana, Venezuela y Perú. Con muchos de los ausentes en esta lista

se está negociando todavía la firma del correspondiente acuerdo, como

es el caso de Brasil, Ecuador y Uruguay, y otros no han manifestado inte-

rés en la formalización de estas relaciones, carecen de fuerzas armadas o

bien tienen condicionantes de tipo jurídico político que lo dificultan.

Además de estos acuerdos marco o genéricos, existe una gran variedad

de acuerdos técnicos en los que se regula de manera específica una

determinada área de cooperación. Entre éstos se pueden reseñar los de

cooperación industrial, que son negociados directamente por la Dirección

General de Armamento y Material, y otros muchos de tipo sectorial origi-

nados por diversas autoridades en el seno de las Fuerzas Armadas.

La materialización práctica de los acuerdos de cooperación de defen-

sa son los programas bilaterales de cooperación que se planifican en re u-

niones bilaterales periódicas. Estas se celebran en el nivel del Ministerio

(Comisiones Mixtas), Estado Mayor Conjunto o entre Ejércitos. Las re u-
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niones de nivel ministerial o Comisiones Mixtas son reuniones bilaterales

que constituyen una herramienta de «Diplomacia de Defensa» cuyo obje-

tivo práctico es la elaboración de un Plan de Colaboración bilateral en el

que se recogen de manera sistemática todas las acciones y actividades

de cooperación que se van a ejecutar en un plazo determinado. Desde un

punto de vista funcional se organizan en tres grupos: Política de Defensa,

Cooperación Militar y Cooperación en materia de Armamentos. La arti-

culación de estos grupos es flexible y varía mucho en función de cada

país y del tipo de relaciones que se sostienen. El primero de estos gru-

pos está dirigido por la Dirección General de Política de Defensa, el

segundo por el Estado Mayor Conjunto y el terc e ro por la Dire c c i ó n

General de Armamento y Material. La coordinación general de las

Comisiones se efectúa por la Secretaría General de Política de Defensa,

por delegación del Ministro de Defensa. En algunos países con los que

hay unas relaciones industriales de especial intensidad, el subgrupo de

armamento de la comisión mixta se sustituye por reuniones específicas

de cooperación industrial por parte de la Dirección General de

Armamento y Material y sus homólogos respectivos; si bien no es el caso

en ninguno de los países iberoamericanos. En el momento presente exis-

ten reuniones de Comisión Mixta activas con Chile, Bolivia y Perú, a las

que se añaden las reuniones de Estados Mayores que se celebran con

A rgentina, Brasil, Uruguay y Estados Unidos. También se van a celebrar

reuniones periódicas de cooperación con la Conferencia de las Fuerzas

Armadas Centroamericanas, la primera de las cuales se convocará en el

primer semestre de 2007.

El establecimiento de reuniones periódicas supone la institucionaliza-

ción de una relación especial o privilegiada, materializada mediante con-

tactos regulares y el fomento de actividades bilaterales de cooperación.

Además, estas reuniones tienen la capacidad potencial de devenir un foro

de coordinación estratégica e intercambio de puntos de vista en materia

de política de defensa, lo que en el área de Iberoamérica reviste una espe-

cial importancia. Como ya se ha indicado, con los países europeos y tam-

bién con los Estados Unidos existen mecanismos de diálogo político, sufi-

cientes e incluso redundantes, ya sea en el seno de la Unión Europea, en

la OTAN o mediante los mecanismos bilaterales y comités de alto nivel.

Sin embargo, hay pocas ocasiones reales para la coordinación y el inter-

cambio de pareceres en política de defensa entre España y los países

Iberoamericanos, por lo que las Comisiones Mixtas en este área tienen

(sería más propio decir deberían tener) una relevancia especial como foro

de encuentro. Posiblemente la clausura de comisiones mixtas con países
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del este europeo permitirá que el Ministerio de Defensa español pueda

hacer algo más de esfuerzo en las relaciones con Iberoamérica, como ya

se ha expuesto en varios foros, entre ellos en la VII Conferencia de Mi-

nistros de Defensa de las Américas (24).

Desde otra perspectiva, las reuniones de Comisión Mixta con países

de Iberoamérica nos permiten también identificar áreas de interés común

para diversos países, como pueden ser la enseñanza de cuadros y forma-

ción de tropa, actividades asesoramiento de reforma institucional y

modernización, cooperación de altos estudios de defensa etc. Estos

temas de interés común pueden dar lugar a programas dirigidos a varios

países, como ocurrió con el programa de enseñanza o el curso de Altos

Estudios Estratégicos para Oficiales Superiores Iberoamericanos, pero

también pueden dar lugar a actuaciones colectivas en un marco iberoa-

mericano, como las Reuniones de Dire c t o res de Colegios

Iberoamericanos de Defensa, por lo que el plano bilateral puede servir

para desarrollar la dimensión iberoamericana de seguridad.

COOPERACIÓN POR ÁREAS Y PAÍSES. SITUACIÓN Y PROPUESTAS

En las líneas que siguen trataré de aportar alguna reflexión sobre la

situación y perspectivas de cooperación en determinadas áreas, sin

ánimo de exhaustividad y tratando de centrarme en aquellas áreas que

resulten de especial interés.

La Cooperación en materia de altos estudios de defensa

En la Cumbre Iberoamericana de la Habana de 1999 se institucionali-
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(24) El Ministerio de Defensa español está clausurando de manera progresiva las reuniones
de Comisión Mixta que se venían sosteniendo con países del este de Europa, a medi-

da que éstos se van incorporando a la OTAN, pues al fin y al cabo, la Alianza Atlántica
es ya un foro de encuentro privilegiado y los contactos en el seno del Consejo Atlántico
resultan suficientes para abordar cualquier cuestión bilateral de seguridad y defensa.

Solo se mantiene la posibilidad de celebrar una reunión cuando las circunstancias
extraordinarias del caso lo requieran. Hasta el presente esta propuesta de cancelación
de reuniones con países OTAN ha sido aceptada por Bulgaria, República Eslovaca,
Estonia y Polonia. Este mismo criterio se aplicará a los países que se vayan incorpo-

rando a la Alianza.
(25) En la declaración de la Habana se especifica:

«Nos congratulamos, además, por la realización de varios seminarios, foros y otras iniciativas

realizadas en el ámbito de la IX Cumbre Iberoamericana que contribuyen a la ampliación y
fortalecimiento de los lazos que unen a nuestros pueblos. Nos referimos en particular:



zaron las reuniones periódicas de Directores de Colegios Iberoamericanos

de Defensa (25). Desde entonces se han efectuado seis de estas reunio-

nes y la séptima está prevista para septiembre de 2007, en Venezuela. La

dinámica de estos encuentros periódicos ha ido poco a poco generando

un clima de confianza y trabajo en común en materia de altos estudios de

defensa, de manera que ahora se vislumbra la posibilidad de reforzar e

institucionalizar estos vínculos en un contexto iberoamericano, no bilate-

ral (26).

El proyecto que permitiría materializar esta iniciativa iberoamericana es

el de creación de un Colegio Virtual Iberoamericano de Seguridad y

Defensa, a imagen y semejanza del Colegio Europeo de Seguridad y

Defensa, también de naturaleza virtual. La creación de una institución

como esta supondría la evolución de la actual reunión de Directores de

Colegios de Defensa de Iberoamérica hacia un modelo orgánico más con-

sistente, dotado de una institución de enseñanza superior iberoamericana

en asuntos de seguridad y defensa que podría cumplir los siguientes

requisitos:

• Considerar en su programa de trabajo anual aquellos temas surg i d o s

en las declaraciones de las Cumbres Iberoamericanas y apoyarse en

las decisiones y declaraciones de las Cumbres Iberoamericanas de

Jefes de Estado y de Gobiern o .

• Incorporar las temáticas de Seguridad y Defensa regionales y que pre-

ocupen a los Estados Miembros de la Comunidad Iberoamericana de

n a c i o n e s .

• Basarse en la aplicación de nuevas tecnologías como informática,

videoconferencias, páginas web, foros y reuniones virtuales, acce-

sos dedicados, etc.

• Proporcionar un auténtico valor añadido por la sinergia del trabajo

en común de un elevado número de naciones con intereses concu-

rrentes (comunalización de fondos bibliográficos y de investigación,

publicación en red de trabajos, intercambio de experiencias y pare-

ceres, etc.).
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Por sus características, este proyecto podría enlazar con la Carta

Cultural y con la Comunidad del Conocimiento de anteriores Cumbres

Iberoamericanas y su aceptación por la Conferencia Iberoamericana per-

mitiría que fuera entendido como un paso previo al tratamiento más

amplio de temas de Seguridad y Defensa que afectan a la Comunidad

Iberoamericana de Naciones.

En este campo merece también una mención especial el Curso de

Altos Estudios para Oficiales Superiores Iberoamericanos que se desarro-

lla anualmente en la Escuela de Altos Estudios de la Defensa de España.

Se trata de un curso de siete semanas dirigido a altos responsables de

defensa de los países iberoamericanos (coroneles o generales), centrado

en materias como las relaciones internacionales, el panorama estratégico

y geopolítico, la economía e industria de la defensa, el planeamiento de

defensa y la cultura y sociología de defensa (27).

La Cooperación en materia de reflexión doctrinal y reforma del sector

de seguridad

En paralelo con lo anterior, existe la inquietud en diversas naciones

iberoamericanas por la puesta en marcha de iniciativas que contribuyan a

la reflexión en materia doctrinal y de reforma del sector de seguridad.

Algunas de las que han contado o van a contar con participación espa-

ñola son la iniciativa hispano-chilena para la definición de un modelo de

Seguridad y Defensa Iberoamericano o diversas actividades y seminarios

organizados por naciones como Perú, Ecuador y Bolivia. Estos ejemplos

muestran que existe una demanda para la reflexión común en los temas

de seguridad, temas que, entiendo, deberían tener un acomodo natural

junto al resto de preocupaciones colectivas de nuestros dirigentes políti-

cos. La ampliación del alcance de estas iniciativas (en muchos casos

puramente nacionales o todo lo más bilaterales) al campo de la coopera-

ción iberoamericana de defensa ofrece, en mi opinión, una buena oportu-

nidad para el trabajo en común.

La Cooperación de enseñanza

La cooperación de enseñanza es un área clave que favorece el cono-
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cimiento mutuo y el desarrollo de lazos adicionales de amistad y con-

fianza. La revolución postindustrial es precisamente la revolución del

conocimiento y las comunicaciones, y el que no se incorpore a la globa-

lización del conocimiento quedará indefectiblemente aislado. En España

se ha puesto en marcha desde 1989 un programa internacional de coo-

peración de enseñanza por parte de la Dirección General de

Reclutamiento y Enseñanza Militar (DIGEREM), que permite a oficiales y

suboficiales de otros países participar en cursos pertenecientes al siste-

ma de enseñanza militar español siempre que los candidatos designados

a c rediten los suficientes conocimientos del idioma (el programa también

contempla la realización de cursos de español para aquellos cuadros de

mando que no tengan el nivel suficiente). Este programa es considerado

como una importante herramienta de diplomacia de defensa en la que el

factor idioma otorga una clara ventaja a los países iberoamericanos con

respecto a otras naciones. Ello se refleja en una destacada participación:

más del 30 % del total de recursos financieros y casi 2/3 del total acu-

mulado de alumnos hasta el curso 2006-2007 han ido dirigidos a países

i b e roamericanos (28).

También se está desarrollando en el Ministerio de Defensa una ini-

ciativa complementaria a la anterior que es de aplicación exclusiva al

ámbito iberoamericano. Su objetivo es ampliar la cooperación en mate-

ria de enseñanza y formación a las categorías de tropa, lo que difícil-

mente se podría concebir en otras áreas por las dificultades obvias de

idioma y cultura. Se trata de un programa de la DIGEREM orientado a la

realización de actividades de formación ocupacional, desarrollo pro f e-

sional, apoyo a los empre n d e d o res y autoempleo. El grueso de este pro-

grama está dirigido a la tropa española, pero se quiere extender su apli-

cación a aquellos países iberoamericanos que muestren su interés en el

mismo. Las actividades del programa podrían suponer el desplazamien-

to de pro f e s o res españoles a los países re c e p t o res o el traslado a

España de personal de tropa de estos países para la realización de cur-

sos en centros de enseñanza militar en España. La creación de este plan

de cooperación viene a rellenar un vacío existente, por sus característi-

cas de analogía y complementariedad con el programa de formación de

enseñanza para cuadros de mando. Es posible además que su desarro-
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llo permita dar un tratamiento más flexible a la formación para una cier-

ta categoría de personal que está encuadrado en una zona de «indefini-

ción» entre los cuadros de mando y la tropa, por diferencias en la re g l a-

mentación de personal de los distintos países. El plan también puede

entenderse como una justa contrapartida a la presencia en las FA S

españolas de tropa originaria de los países iberoamericanos, fomentan-

do la creación de capital humano en otros países y el intercambio de

experiencias y conocimiento.

Cooperación en materia de operaciones

La cooperación en operaciones entre países iberoamericanos es

una de las facetas que tiene una mayor posibilidad de desarro l l o

potencial en un futuro no muy lejano, a imagen y semejanza de lo que

o c u r re hoy día en Europa. En la experiencia española más reciente de

cooperación en operaciones, y si obviamos la controversia política en

t o rno a la intervención internacional en Irak y sus circunstancias (que

está muy alejada del objeto de mi reflexión) se puede considerar como

un hecho muy destacable la integración de contingentes de El

S a l v a d o r, Honduras, Nicaragua y la República Dominicana en una bri-

gada multinacional liderada por España en el teatro de operaciones de

Irak. Lo sustantivo de esta experiencia combinada entre naciones ibe-

roamericanas es que revela nuestra capacidad potencial para operar

de manera combinada en un teatro de operaciones, lo que re s u l t a

e x t r a o rdinariamente dificultoso para naciones que no tengan una

misma sintonía cultural y espiritual. Creo que la experiencia permite

ser optimista en relación con iniciativas iberoamericanas de coopera-

ción en operaciones, como puedan ser la unidad de mantenimiento de

la paz chileno argentina «Cruz del Sur» que se quiere poner a disposi-

ción de Naciones Unidas o la Unidad de Operaciones de

Mantenimiento de la Paz de la Conferencia de las Fuerzas Armadas

C e n t roamericanas, UOMP CFA C .

En esa línea, España puede ofrecer a los patrocinadores de estas ini-

ciativas iberoamericanas su experiencia en el campo de la cooperación

internacional en operaciones y de la participación en formaciones multi-

nacionales; experiencia ciertamente centrada en el contexto europeo y de

la OTAN, pero que en todo caso puede resultar de utilidad en áreas como

la planificación, proyección y despliegue de fuerzas, intercambios de

experiencias y visitas a centros de planeamiento operativo o logístico,

invitaciones a observadores a las fases de concentración de los contin-
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gentes españoles que se desplazan a operaciones de paz, participación

en ejercicios, etc.

Cooperación en materia de asistencia humanitaria y de rescate

Nuestras Fuerzas Armadas tienen un elevado grado de implicación en

operaciones de asistencia humanitaria en diversas áreas del mundo, inclu-

yendo a Iberoamérica, especialmente Centroamérica. Recientemente se

ha creado en España la Unidad Militar de Emergencias (UME), unidad mili-

tar destinada a colaborar con la estructura de protección civil y concebi-

da para dar una mejor respuesta a situaciones de emergencia en el inte-

rior del territorio español. La UME mantiene contactos institucionales con

otras unidades similares en el entorno europeo a los efectos de formación,

intercambio de informaciones, etc.

En algunas de las reuniones de Comisiones Mixtas de Defensa y en

otras actividades de la Dirección General de Política de Defensa se ha

detectado el interés de algunas naciones u organizaciones internaciona-

les por desarrollar algún tipo de colaboración con la recién creada UME.

Entre estas se pueden citar a Bolivia o a la Conferencia de las Fuerzas

Armadas Centroamericanas (CFAC.).

Indudablemente, la cooperación en esta área ofrece la posibilidad de ir

más allá de la actitud reactiva que supone la ayuda en caso de catástro f e

para pasar a una actitud más activa, que permita mejorar los mecanismos de

reacción en el interior de los países afectados por este tipo de catástro f e s .

Otras áreas de cooperación

Además de las anteriores, que se han considerado más re p re s e n t a t i v a s ,

se podrían mencionar otras muchas áreas y actividades de cooperación,

i n t e rcambios doctrinales, destacamento de profesorado y apoyo a las

escuelas, intercambios de larga duración de instructores y alumnos, coope-

ración en materias técnicas y logísticas, cooperación institucional, sanitaria,

museística y un largo etcétera. No es sin embargo el propósito de estas líne-

as el hacer un catálogo o recopilación de las actividades existentes, sino

más bien reflexionar sobre su finalidad, marco legal, objetivos y sentido.

RESUMEN Y CONCLUSIONES

Las relaciones de España con Iberoamérica tienen una significación

especial, basada en una comunidad moral y de intereses entre España y
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las naciones iberoamericanas que no admite comparación con la realidad

existente en otras áreas. La cooperación de defensa hacia Iberoamérica

ha de reflejar este hecho, mediante la articulación de una política cohe-

rente y bien definida por parte del Ministerio de Defensa español hacia

Iberoamérica. Las líneas básicas de esta política vienen definidas en la

Directiva de Defensa Nacional, en la que se indica que Iberoamérica es un

área de interés preferente para España.

En el plano bilateral, este interés se materializa mediante diferentes

líneas de actuación: contactos de alto nivel, acuerdos de cooperación,

programas y actividades de cooperación bilateral, programa de coopera-

ción de enseñanza, iniciativas en materia de reflexión doctrinal y de altos

estudios de defensa, cooperación de armamento y material, etc. Sin

embargo, es obligado reconocer que en este plano España se encuentra

con limitaciones propias de su condición de «potencia democrática de

nivel medio», restricciones de tipo material y condicionamientos de tipo

legal y jurídico político que es preciso tener en cuenta. Entre estas limita-

ciones se incluye la dificultad de llevar los aspectos de la cooperación de

defensa con Iberoamérica a la agenda política del Ministerio de Defensa,

por la existencia de otras cooperaciones fuertemente institucionalizadas

(OTAN, UE), la presencia de relaciones estratégicas privilegiadas con

determinadas naciones (Estados Unidos, Francia, Portugal y Marruecos),

la creciente implicación exterior en «todos los frentes» del Departamento

de Defensa español y lo que hemos dado en llamar «efecto operaciones»,

entendido como la atención que reclaman las situaciones de crisis por

parte de los responsables políticos en detrimento de la cooperación de

«diplomacia de defensa» que es la que, afortunadamente, prima en el

caso de Iberoamérica.

El plano bilateral no es el único que se ofrece para dar contenido a las

relaciones de defensa en el conjunto iberoamericano. La relevancia de la

política de defensa en esta área se puede y se debe aumentar, trascen-

diendo el marco puramente bilateral y tratando de fomentar una dimen-

sión iberoamericana de seguridad y defensa. Lo deseable sería la adop-

ción de esta iniciativa por parte de la Conferencia Iberoamericana. Al fin y

al cabo, los temas relativos a seguridad no son ajenos ni incompatibles

con el resto de preocupaciones de la Comunidad Iberoamericana mani-

festadas en las Declaraciones de las Cumbres y ni tampoco con los obje-

tivos de la Conferencia Iberoamericana puestos de manifiesto tras la pri-

mera Cumbre de México. Esta iniciativa se podría materializar mediante

programas iberoamericanos de cooperación de seguridad en campos
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como la reforma e institucionalización del sector de seguridad, control

administrativo y financiero, cooperación en materia de asistencia humani-

taria y de rescate, medidas de confianza, destrucción de minas y artefac-

tos explosivos, etc.

Sin embargo, hasta el presente no se ha desarrollado esta dimensión

iberoamericana de seguridad. Esto puede deberse a la preferencia de las

naciones por otros esquemas cooperativos más consolidados en esta

materia que la Conferencia Iberoamericana, al temor a que una dimensión

iberoamericana de seguridad suponga una distorsión en los procesos de

integración política latinoamericana, o a la percepción de una escasa uti-

lidad de esta vía por parte de los responsables políticos de las naciones

iberoamericanas.

Frente a estas razones, se puede argumentar que los distintos esque-

mas de seguridad no son incompatibles entre sí y que todo esfuerzo por

superar los problemas de seguridad en Iberoamérica debería ser bienve-

nido. Además, para España y Portugal, inmersas en su propio proceso de

integración europeo, la cooperación latinoamericana y la creación de un

espacio común de seguridad y progreso suponen una oportunidad y no

una amenaza. A medio plazo, el trabajo en común en materia de seguri-

dad iberoamericana podría proporcionar una visión complementaria a la

norteamericana y ayudar a tender nuevos puentes entre Latinoamérica y

la Unión Europea.
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* Agotado. Disponible en las blibliotecas especializadas y en el Centro de Documentación
del Ministerio de Defensa.
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